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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter Kirberg; de Hacienda, señor Felipe Larraín Bascuñán; Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Planificación, señor Felipe Kast Sommerhoff. Asimismo, se encontraba presente el Subsecretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado Andrade.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN
-Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.



En ausencia del titular, los señores Senadores deben elegir un Presidente accidental.



Si le parece a la Sala, se designará al Honorable señor Zaldívar.



Acordado.



--Pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Se suspende la sesión hasta que finalice la reunión de la Comisión de Régimen Interior y se reanudará al volver el señor Presidente del Senado.

)----------------------(



--Se suspendió a las 16:19.



--Se reanudó a las 16:29.

)------------------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Continúa la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 25ª y 26ª, ambas ordinarias, en 14 y 15 de junio del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que hace presente la urgencia, calificada de “suma”, en relación con el proyecto de ley sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (boletín Nº 4.921-11).



--Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.
Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto que modifica la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones (boletín Nº 7.502-15).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.



Dos del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Con el primero envía copia autorizada de una resolución dictada acerca del requerimiento de inconstitucionalidad, promovido por diecisiete señores Senadores, respecto del Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (boletín N° 6.426-10), aprobado por el Congreso Nacional.



--Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Con el segundo remite copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos décimo, letra h), de la ley N 20.285, sobre Acceso a la Información Pública, y 33, letra b), de la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado, contenida en el artículo primero del referido cuerpo legal.



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.



Seis del señor Ministro de Salud:



Con el primero da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señores Navarro, Muñoz Aburto, Lagos, Rossi y Tuma, sobre la ratificación, por parte de Chile, de convenios de la Organización Internacional del Trabajo relativos a la seguridad y salud de los trabajadores (boletín Nº S 1.300-12).



Con el segundo atiende una solicitud de información, enviada en nombre del Honorable señor Horvath, respecto del apoyo que el sistema público de salud puede prestar a consejero regional de Aysén que necesita ser operado.



Con el siguiente contesta la petición, transmitida en nombre del Honorable señor Horvath, en orden a considerar la conveniencia de que los proyectos presentados por HidroAysén y Energía Austral incorporen una visión integral de su pleno potencial de desarrollo en beneficio de la Región de Aysén y la provincia de Palena.



Con el cuarto remite antecedentes, solicitados en nombre del Honorable señor Walker, don Ignacio, en cuanto a las medidas adoptadas por el Ministerio y sus servicios dependientes para prevenir los efectos de la contaminación en la comuna de Puchuncaví y a los sumarios sanitarios instruidos a empresas ubicadas en la bahía de Quintero.



Con los dos últimos responde solicitudes de información, enviadas en nombre del Honorable señor Navarro, referentes a la existencia de autorización sanitaria para almacenar y manipular residuos electrónicos en la planta de Chile Recicla en la comuna de Coronel y a las infracciones detectadas en la planta procesadora de la empresa Sopesa S.A. en la comuna de San Antonio.



Del señor Director Ejecutivo (s) del Servicio de Salud Ambiental, con el que atiende una solicitud, enviada en nombre del Honorable señor Navarro, para que informe si los proyectos de que es titular Hidronor S.A. corresponden a regularizaciones derivadas de fiscalizaciones de la autoridad sanitaria de la Región Metropolitana.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la ley Nº 19.828, la cual crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor (boletín Nº 7.075-06) (con urgencia calificada de “suma”). (Véase en los Anexos, documento 1).


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, modificatorio de la ley N° 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad (boletín Nº 5.838-07) (con urgencia calificada de “suma”). (Véase en los Anexos, documento 2).


--Quedan para tabla.
Mociones



De los Honorables señora Allende y señores Escalona, Letelier, Muñoz Aburto y Rossi, con la que inician un proyecto de reforma constitucional sobre educación pública (boletín Nº 7.748-04) (Véase en los Anexos, documento 3).



De los Honorables señores Tuma, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, con la que dan inicio a un proyecto de ley respecto de información acerca de grados académicos y títulos profesionales y técnicos (boletín Nº 7.750-04). (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasan a la Comisión de Educación, Cultura. Ciencia y Tecnología.



De los Honorables señores Bianchi, Frei, Horvath, Tuma y Zaldívar, con la que dan inicio a un proyecto de ley relativo a la responsabilidad en la administración de los fondos de pensiones (boletín Nº 7.747-13) (Véase en los Anexos, documento 5).



De los Honorables señoras Allende y Rincón y señores Cantero, Gómez y Horvath, con la que inician un proyecto de ley que regula el trabajo en altura por sobre el nivel del mar (boletín Nº 7.749-13) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Pasan a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables señor Gómez, señoras Allende y Rincón y señores Letelier, Navarro y Quintana, relativo a la situación de los trabajadores de empresas contratistas de la División El Teniente, de Codelco (boletín Nº S 1.374-12) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión respectiva.
Permiso constitucional

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa una solicitud del Honorable señor Zaldívar para ausentarse del país a contar del día 26 de junio en curso.



--Se accede.
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.



Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, pido que el proyecto que regula la labor en altura sobre el nivel del mar, además de pasar a la Comisión de Trabajo, sea enviado también a la de Minería. Me parece que tiene que ver justamente con la actividad en este último sector que se efectúa normalmente en altura.



La mayoría de los firmantes de la moción integran ese último órgano técnico.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, la iniciativa irá primero a la Comisión de Minería y después a la de Trabajo.

El señor WALKER (don Patricio).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Sí, señor Senador.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, no comprendo muy bien la petición de que el proyecto pase a la Comisión de Minería, porque me parece que dice relación con un asunto eminentemente médico. Tal vez debería ser enviado a la Comisión de Salud,...

El señor ROSSI.- Estoy de acuerdo.

El señor WALKER (don Patricio).- ...sin perjuicio de que también sea conocido por el otro órgano técnico.



Creo que esa es la perspectiva fundamental de la moción.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Sugiero dejar pendiente la resolución. El estudio de la iniciativa comenzará por la Comisión de Trabajo y después se considerará el paso siguiente.



--Así se acuerda.
)------------------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, le solicito a la Mesa recabar la autorización para que la Comisión de Economía pueda sesionar simultáneamente con la Sala a partir de las 17:30, a fin de ocuparse en el proyecto del SERNAC financiero, sin perjuicio de concurrir sus integrantes a las votaciones apenas ello se requiera.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si no existen objeciones, se accederá a lo solicitado.



--Se autoriza.

)------------------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, pido que la moción de los Senadores Tuma, Navarro, Quintana e Ignacio Walker, relativa a información acerca de grados académicos y títulos profesionales y técnicos, se refunda con un proyecto de similares características que está radicado desde hace dos años en la Comisión de Educación y que fue firmado por el entonces Senador Núñez y los Senadores Chadwick, Letelier, Ruiz-Esquide y quien habla.



El objeto de mi solicitud es que pueda tramitarse el asunto a fin de fijar definitivamente la obligación de que los institutos y universidades lleven un registro de dichos títulos y grados.



Gracias, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Corresponde que esta materia sea resuelta por la Comisión de Educación.

)-------------------(
El señor LETELIER (Vicepresidente).- A continuación, se rendirá homenaje en memoria de don Ricardo Rivadeneira Monreal, recientemente fallecido.

HOMENAJE EN MEMORIA DE DON RICARDO RIVADENEIRA MONREAL
El señor LETELIER (Vicepresidente).- La Mesa del Senado saluda a los familiares y amigos de don Ricardo Rivadeneira; a su viuda; a sus hijas e hijos, y en especial a su hijo Ignacio, por quien esta Corporación siente un tremendo afecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente; señores Senadores; señora Mercedes Hurtado de Rivadeneira; María Gabriela, Ricardo, Ignacio, Juan, Mercedes, Rosario, Pablo y Tomás; familiares y amigos que hoy nos acompañan:



En nombre del Comité Renovación Nacional y de los Senadores Cantero y Bianchi, me corresponde rendir homenaje en memoria de don Ricardo Rivadeneira Monreal.



Don Ricardo nació en Santiago el 14 de junio de 1929 y vivió hasta los 17 años en su querida tierra de Colchagua, lo que, sin duda, marcó su forma de vida, su particular sentido del humor y su mirada del mundo.



Hablar de su trayectoria pública de más de 40 años nos tomaría mucho tiempo. Solo quiero, pues, mencionar algunas de sus realizaciones como abogado, profesor, político y padre de familia.



Destacado jurista, se tituló en la Universidad Católica de Chile.



Fue fundador y primer Presidente de nuestro Partido, Renovación Nacional. 



Durante 32 años integró el Consejo de Defensa del Estado, del cual llegó a ser Presidente.



También se desempeñó como Jefe de Gabinete de don Jorge Prat, Ministro de Hacienda del Gobierno de Carlos Ibáñez del Campo.



Fue académico de la cátedra de Derecho Constitucional y Presidente del Colegio de Abogados de Chile, entre otras responsabilidades.



Sin duda, fue un hombre visionario, capaz de lograr grandes acuerdos, y uno de los artífices del exitoso período de transición en Chile. Gran defensor de los derechos humanos y uno de los primeros en establecer claramente su compromiso con la verdad en esta materia.



No tuvo complejos en reconocer que fue partidario del Gobierno militar. Y así lo hizo ver claramente: “Fui partidario del movimiento militar, así como no fui partidario del plebiscito y voté en blanco. El 11 de septiembre de 1973 yo estaba a favor de que asumieran las Fuerzas Armadas, pero que terminaran lo antes posible y se volviera a la democracia.”. 



Fue un hombre íntegro hasta el final de sus días. Tal como dijo uno de sus hijos, “Él nunca compartía sus dolores, siempre compartía sus alegrías”.

 

En su última entrevista, concedida a la revista “Sábado”, de “El Mercurio”, habló de todos los temas, pero mostró especialmente su orgullo por la responsabilidad que el Presidente Sebastián Piñera le encargó a su hijo Ignacio en La Moneda.



Más allá de su destacada trayectoria, vivió y marcó momentos claves en la historia de nuestro país: en 1982 integró la Comisión del Exilio; en 1985 participó en el Acuerdo Nacional para recuperar nuestra democracia, y en 1989 tuvo una destacada actuación en la transición con las reformas constitucionales.



Ricardo Rivadeneira fue un hombre valiente y consecuente, y tuvo el coraje de criticar al Gobierno militar por las violaciones a los derechos humanos.



La profunda confianza y admiración que inspiraba se fundaban en sus probadas virtudes morales y en su transparente vocación de servicio público. Prueba de ello es la petición que en 1987 le formularon Sergio Onofre Jarpa, Jaime Guzmán, Andrés Allamand y Carlos Reymond para que encabezara el partido que agruparía a toda la Derecha chilena, Renovación Nacional, en el cual se destacó como su primer Presidente.



Su fallecimiento coincide con un momento político caracterizado por la falta de acuerdo, que solo podrá ser superado con el patriotismo, la generosidad y la rectitud moral que distinguieron a don Ricardo.



La muerte terminó con su existencia física. Pero con ella también comenzó la proyección de su legado: servir a Chile con honestidad y con la humildad de quien sabe que nadie es dueño de la verdad y que, por eso, siempre es necesario escuchar para dialogar, para entendernos, para aceptarnos y para construir juntos un Chile mejor.



En la despedida, su hijo Ricardo señaló: “Mi papá era contrario a los apasionamientos y le interesaba estudiar los eventos históricos en los que el carácter había traicionado a la gente en la toma de decisiones”.



Vale la pena, entonces, preguntarse: ¿Qué nos diría hoy don Ricardo Rivadeneira?



Nos diría, sin duda, que cuidáramos nuestra democracia y que aprendiéramos de nuestra historia para no repetir los errores del pasado.



Nos diría que, cuando el adversario deviene en enemigo y los argumentos ceden ante las descalificaciones personales, la democracia se debilita.



Nos diría que, cuando el legítimo derecho a criticar o a disentir deriva en desacreditar a quienes piensan diferente, la democracia se enferma.



Y nos diría también que, cuando los intereses del país y el bien común terminan supeditados a los objetivos partidistas o de grupo, la democracia se transforma en oligarquía o dictadura.



Recordando sus cualidades como persona y político, Su Excelencia el Presidente de la República lo destacó en sus palabras de despedida citando a San Agustín, quien, ante la pregunta “En momentos difíciles, ¿cómo hacer para que los tiempos sean mejores?”, contestó: “Los tiempos son como los hacen los hombres: seamos mejores y los tiempos serán mejores”.



El actual Presidente de Renovación Nacional, Senador Carlos Larraín, dijo en esa misma ocasión: “Ricardo, en tiempos de escepticismo universal, donde nadie cree en nada y es casi elegante desconfiar unos de otros y poner la duda por encima de todos los actos humanos, ha ayudado a poner las cosas en su lugar de nuevo. Porque él fue un paradigma de cómo una persona recta y generosa se puede dedicar a la política. Sin cálculos. Sin la adivinanza de cuál es el próximo paso, siempre pensando en el bien del país que él quiso tanto.”.



Hoy queremos reconocer, una vez más, la importancia de este hombre humanista, padre, amigo, y, sobre todo, de este chileno que amó a su país y que con sus acciones demostró que siendo fiel a los principios y valores inculcados en familia y practicados en sociedad es posible trabajar con los otros y para todos.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, en nombre del Comité Partido Unión Demócrata Independiente vengo en rendir un sentido homenaje a don Ricardo Rivadeneira Monreal.



Lo hago con la íntima convicción de estar recordando a un potente servidor público, pues estoy convencido de que, ya sea en la lógica del Derecho, de la Economía o del ámbito de los partidos, él siempre buscó desde su óptica velar por el profundo interés de nuestro país.



Como abogado, don Ricardo fue extraordinariamente inteligente y acucioso, pero, sobre todo, generoso. Actuó en los juicios más recordados de las últimas décadas, casi siempre bajo la bandera del Consejo de Defensa del Estado, o sea, desde la perspectiva de los intereses de Chile por excelencia.



Algunos años después le pregunté, mientras conversábamos con mi padre (fue su amigo por 50 años), por qué le había dedicado tantos años -32, para ser exactos- y bajo gobiernos tan diferentes a esa defensa pública. Me respondió, simplemente, que no habría tenido cara para hacerlo de otro modo, y que, si existía la opción de representar los intereses del Fisco, ello constituía siempre un deber moral y un honor.



Esa misma actitud del sentido del deber la armonizó con su profunda libertad interior tanto para integrar la Comisión encargada de terminar con el exilio como para ser parte en la defensa del general Pinochet, durante su arbitrario encarcelamiento en Londres. En ambos casos respondió públicamente que era lo que su conciencia y libertad le mandaban. Y de ahí no lo movió nadie en sus 82 años.



Fue bueno para los acuerdos. Intentó muchos. 



Alguna vez, frente a uno en particular, que resultó infructuoso, le pregunté si no había pecado de ingenuidad. Y recuerdo con simpatía cómo, con una sonrisa, me contestó: “De seguro que sí”. Pero que prefería ese defecto como carga a no haber intentado alcanzar otros acuerdos que sí habían mejorado la convivencia entre chilenos en momentos de dispersión.



Su paso por el mundo de la economía fue breve, pero dejó mucha huella.



Alguna vez contó que, siguiendo a Jorge Prat en el Gobierno de Ibáñez y sin saber mucho cómo, había salido una mañana a trabajar a su oficina legal y había terminado en Teatinos como Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda, y agregó, con fina ironía, que muy poco después, con la misma velocidad y sorpresa, transitó por el camino inverso. Sin perjuicio de ello, siempre habló de su grupo Estanquero y de cómo este lo había enamorado de Chile.



Como político, palabra que nunca calzó mucho con su vocación ni con su forma de ser -según argumentaba-, a fines de la década de los ochenta le correspondió presidir el recientemente creado Partido Renovación Nacional, que hoy ocupa un lugar relevante de la representación parlamentaria chilena.



Con la misma convicción que me permite afirmar que ese período no terminó para varios de los que estamos aquí con un final feliz, puedo dar fe de que lamentó profundamente ese desenlace y de que, junto con preguntarse y preguntarnos si se pudieron haber conducido las cosas de otra manera, fue uno de los que más se alegraron cuando se consolidaron, primero, la Alianza con nuestro partido, y, después, la Coalición por el Cambio. Y cuando esta logró ganar las elecciones presidenciales luego de 20 años, él lo celebró como pocos.



Era un hombre inteligente, libre, valiente. Pero no podría quedar delineada plenamente su figura y su forma de ver la vida si no agregara a ello su profunda fe en Dios y su abnegación total por su familia.



Como hombre de mucha fe, supo vivir la enfermedad con gran entereza junto a los suyos y con la esperanza de que el Señor dispone para todos los justos un lugar en la vida eterna. De él se puede decir, con toda propiedad, que no fue un cristiano que enterrase sus talentos, sino que, por el contrario, los multiplicó y sembró en tierra fértil, como lo exige el mensaje del Evangelio.



De su apego a Dios dan fe, además, su funeral y los testimonios profundos sobre lo que él significó en su vida.



De su compromiso sin reservas por su familia, la unión con su señora, Merce, y sus 8 hijos es el mejor reflejo de esa impronta innegable. Y hay que entender que la alegría, el optimismo, el sentido de acompañamiento mutuo que ellos reflejan no son cualidades adquiridas, sino herencias nítidas, que muestran el hogar en que recibieron su formación.



Finalmente, valga decir que Ricardo Rivadeneira fue un hombre formado en las más profundas raíces de la chilenidad, con un cariño entrañable por el campo colchagüino. Y en esa perspectiva agrícola, a veces tan olvidada en nuestro país, supo cultivar las virtudes y tradiciones de los forjadores de la República: sobriedad; austeridad; respeto por las personas, por el derecho, por las instituciones, y un fuerte amor por la tierra.



Por eso, con cariño y amistad, rendimos homenaje a Ricardo Rivadeneira; a su familia, en la cual tenemos grandes amigos, y a su partido, en la seguridad de que su ejemplo no cayó en vano y de que su recuerdo siempre será para nosotros un signo de búsqueda de entendimiento y de amor a Chile.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Andrés Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, intervengo en representación de las Senadoras y los Senadores de mi partido, el Demócrata Cristiano; del Partido Socialista; del Partido Por la Democracia; del Partido Radical Social Demócrata, y, también, en mi propio nombre, por la amistad que tenía con Ricardo.



En primer lugar, quiero saludar con todo afecto a quienes desde las tribunas nos acompañan en este acto para rendir un merecido homenaje en memoria de Ricardo Rivadeneira Monreal.



Me dirijo muy especialmente a su esposa, mi estimada y querida amiga Mercedes Hurtado, y a sus hijos e hijas: María Gabriela, Ricardo, Ignacio, Juan, Mercedes, Rosario, Pablo y Tomás, y a sus nietas y nietos que también nos acompañan.



Hoy, una vez más, el Senado hace un alto en sus actividades para rendir homenaje desde esta tribuna a chilenos y chilenas que se han destacado por su entrega al servicio público y al bien de nuestra patria.



Hoy lo hacemos, y con justicia, en la persona de uno de ellos.



Hoy realizamos un homenaje y un reconocimiento a Ricardo Rivadeneira Monreal.



Lo hago con convicción, porque tuve la suerte y la posibilidad de conocerlo en una relación familiar y de amistad, junto con Merce y toda su familia.



Ya se ha reseñado en esta solemne sesión su brillante trayectoria profesional y personal.



Desde joven se distinguió entre sus pares, sea en la universidad, sea en el foro de abogados.



Su formación jurídica lo llevó a destacarse tanto en la defensa penal como en todos los ámbitos del Derecho. Larga fue su carrera prestando servicio en el Consejo de Defensa del Estado, en defensa del interés de Chile, no importando cuál fuera el Gobierno de turno, sino solo mirando el logro de la justicia y el imperio del Derecho.



En ese sentido, quiero destacar la defensa de los intereses del país que realizó durante el Gobierno del Presidente Allende con motivo de la nacionalización del cobre, cuando las compañías extranjeras afectadas interpusieron acciones judiciales en contra de nuestro país. Él no dudó en hacerlo, porque tenía el convencimiento de que el interés de Chile estaba en juego. Y tuvo éxito.



Pero no solo destacó en el foro como gran profesional. También entregó su esfuerzo en el interés gremial. Ello lo hizo desde el Colegio de Abogados, donde aportó su sabiduría y conocimiento al buen desempeño de quienes tienen por deber hacer imperar el Derecho. 



Su vocación por el servicio público lo hizo participar en la actividad política desde su vida universitaria. Se integró en aquel tiempo, junto a otros jóvenes, al grupo conocido como “Los Estanqueros”, que luego se traduciría en su incorporación al Gobierno del Presidente Carlos Ibáñez del Campo, allá por los años 50, siendo jefe de gabinete del Ministro de Hacienda don Jorge Prat Echaurren. 



Su militancia y pensamiento no correspondían a los nuestros. Teníamos diferencias. Pero algo nos unía: el ser respetuosos con nuestras discrepancias.



Durante el Gobierno militar mantuvimos posturas y visiones distintas y contrarias. Pero un cierto lazo nos mantuvo en correspondencia: Ricardo Rivadeneira, como hombre de Derecho, jamás transigió ante el atropello de los derechos humanos. 



Muchas veces intercambiamos juicios sobre la tragedia que agobiaba a miles de chilenos y chilenas. Y sé que se sentía impotente ante esa realidad. 



Su participación en la Comisión designada por el Gobierno del Presidente Pinochet, para determinar el proceso de retorno de los chilenos exiliados, significó para Ricardo una nueva frustración por la forma en que se condicionó el regreso de los condenados a tal castigo. Fui testigo de ello. 



Su convicción era que el derecho a vivir en la Patria no podía ser vulnerado y que impedirlo era contrario a la justicia y una brutal violación a los derechos humanos de nuestros compatriotas. 



Como él reconoció en una entrevista periodística, estuvo de acuerdo con la intervención militar -como la llamaba-, pero esperaba que fuere por un tiempo más breve, lo que no ocurrió. 



Hoy reconocemos en él su influencia en la Derecha chilena para permitir que se lograra la suscripción del Acuerdo Nacional, paso importante para abrir camino al proceso de poner término al Gobierno dictatorial del General Pinochet. Asimismo, se manifestó a favor de la realización del plebiscito del 5 de octubre del año 1988, pidiendo que se garantizaran los requisitos básicos para una expresión legítima de la ciudadanía. 



En ese mismo compromiso, nos tocó participar con él en el acuerdo de las primeras 56 reformas constitucionales aprobadas el año 1989, las cuales permitieron dar los primeros pasos a la transición democrática en Chile. 



Sus méritos y cualidades políticas lo llevaron a ser fundador y primer Presidente del Partido Renovación Nacional, donde dejó, indiscutiblemente, su impronta y pensamiento que hoy sus compañeros de ruta le reconocen con justicia. 



Todo lo que hemos dicho es importante, y también lo sería para él. Ahí están sus méritos. Allí está su legado. Es lo que sembró como un gran servidor en bien de los demás.



Es relevante todo lo que hemos destacado de su trayectoria. Pero para muchos de los que lo conocimos lo más trascendente eran sus propias cualidades personales. 



Fue un hombre exitoso, que no se envaneció con el éxito. Fue un hombre que vivió con modestia todas las expresiones de su vida, no para satisfacerse en el tener, sino en el ser. 



No buscaba la publicidad de sus actos. Prefería el anonimato y la reserva. Era un buen conversador. Fue capaz de transmitir sus ideas sin prepotencia, pero con convicción. Era tolerante con quien discrepaba y capaz de jugarse por que se respetara el derecho de los demás. Proyectaba en su rostro esa sonrisa, esa quietud propia de los hombres que viven en paz con sus convicciones. 



Todo lo que hemos dicho de nuestro homenajeado, él lo acogería con humildad, pero no sería lo más importante de su vida. 



Lo más trascendental para él fue su familia y su vida junto a sus padres y hermanos, que añoraban su juventud en las tierras paternas de San Fernando. Pero la que formó con su compañera y esposa, Merce, como cariñosamente la llamaba, y a sus hijas e hijos fue la más relevante. Los éxitos de ellas y ellos eran sus propios éxitos. La llegada de sus nietas y nietos acrecentaron su amor familiar. 



Todo ello le permitió soportar una larga y cruel enfermedad rodeado del cariño de los suyos, el que lo acompañó hasta el final de su existencia. Supimos que el día de su despedida, Dios le reconoció ese cariño permitiendo que cada uno de ellos lo acompañaran no con tristeza, sino con alegría. 



Desde estas bancas, en nombre de la Democracia Cristiana, de los Partidos Socialista, Por la Democracia y Radical Social Demócrata, quiero terminar mis palabras expresando nuestros sentimientos de solidaridad y aprecio a los familiares de nuestro homenajeado, a su esposa, a sus hijos e hijas, como también a sus nietos, y muy especialmente además a su Partido Renovación Nacional. 



Ha emigrado a una nueva vida un hombre justo, un ciudadano ejemplar. 



No me cabe la menor duda de que, según nuestra convicción trascendente de la vida, mi querido amigo Ricardo Rivadeneira Monreal, indiscutiblemente, ha sido acogido por el Dios que siempre inspiró su vida. 



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Ha terminado el homenaje del Senado de la República en memoria de don Ricardo Rivadeneira. 



La Mesa reitera el agradecimiento a los familiares de don Ricardo por su presencia en las tribunas. 



Se suspende la sesión por 5 minutos. 

)----------(



--Se suspendió a las 17:2.



--Se reanudó a las 17:11.

)-------------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Continúa la sesión.



Señores Senadores, se ha solicitado tratar a continuación, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto sobre modificaciones a la ley sobre el Servicio Nacional del Adulto Mayor.



Estaba pendiente una indicación que se consensuó, relacionada con los requisitos para ejercer el cargo de Director Nacional.



Si le parece a la Sala, así se procederá.

El señor SABAG.- Sin debate.

El señor COLOMA.- Sin discusión.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Por supuesto.


¿Habría acuerdo?



Acordado.
V. ORDEN DEL DÍA

TRASLADO DE DEPENDENCIA DE SERVICIO NACIONAL DEL ADULTO MAYOR A MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Corresponde pronunciarse en particular acerca del proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la ley relativa al Servicio Nacional del Adulto Mayor, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7075-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 61ª, en 26 de octubre de 2010.


Informes de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 25ª, en 14 de junio de 2011.


Hacienda: sesión 25ª, en 14 de junio de 2011.


Gobierno, Descentralización y Regionalización (segundo): sesión 29ª, en 22 de junio de 2011.


Discusión:



Sesión 26ª, en 15 de junio de 2011 (se aprueba en general).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Recuerdo a la Sala que el principal objetivo del proyecto es cambiar la dependencia, desde el Ministerio Secretaría General de la Presidencia al Ministerio de Planificación, lo que fue aprobado.



Quedó pendiente lo relativo a los requisitos para ejercer como Director Nacional. La norma vigente habla de cinco años de experiencia en cargos directivos y el texto aprobado en general, de cinco años de experiencia en funciones de dirección y administración.



Se revisó la redacción, a fin de permitir que sean personas con título universitario que, aunque no hayan ejercido cargos directivos a lo menos por cinco años, tengan especialización en el área de la salud, geriatría o gerontología social.



Se alcanzó un consenso sobre el particular, pues se trataba de un problema semántico.



En votación la enmienda introducida por la Comisión.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la enmienda introducida al número 3 del artículo único (25 votos a favor), y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).

REAJUSTE DE INGRESO MÍNIMO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7737-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 27ª, en 21 de junio de 2011.


Informe de Comisión:


Hacienda: sesión 28ª, en 22 de junio de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados eleva a contar del 1o de julio el monto del ingreso mínimo mensual, para los trabajadores mayores de 18 y hasta 65 años, de 172 mil a 181 mil 500 pesos.



Asimismo, se establecen los nuevos valores, a contar del 1o de julio, para las asignaciones familiar y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares y para el subsidio familiar.



La Comisión de Hacienda aprobó en general la iniciativa por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores Escalona, Frei (don Eduardo), Kuschel, Lagos y Novoa.



En cuanto a la discusión en particular, la Comisión rechazó los cuatro artículos del proyecto por 3 votos en contra, de los Senadores señores Escalona, Frei y Lagos, y 2 a favor de los Honorables señores Kuschel y Novoa.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión general.



Antes de dar la palabra al Senador señor Tuma, solicito el asentimiento para que ingrese a la Sala el Subsecretario General de la Presidencia, don Claudio Alvarado.



--Se accede.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, que se abra la votación.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se ha pedido abrir la votación, pero hay Comisiones autorizadas para sesionar en paralelo con la Sala.

El señor GÓMEZ.- Pero se votará primero en general.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Efectivamente.

El señor WALKER (don Ignacio).- Que se inicie la votación, pero manteniendo los tiempos.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En la votación en particular, se requiere la presencia de todos los señores Senadores en la Sala.



¿Habría acuerdo para abrir la votación?



Acordado.



En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, todos los años ponemos en tensión a los trabajadores, a sus familias, al Ejecutivo, al Congreso Nacional, respecto de cuánto será el aumento del salario mínimo, cuál debe ser el ingreso mínimo justo y cómo debería reajustarse este.



Y, repetitivamente, en cada oportunidad, se argumenta más o menos lo mismo desde todas las bancadas: que hay que considerar la inflación -la pasada; la futura-; la productividad; el crecimiento (el Banco Central sostuvo recientemente que fluctuará entre 6 y 7 por ciento), y el factor equidad.



Cuando conocemos la cifra con que el Ministro de Hacienda logró aprobar por escasos votos en la Cámara de Diputados este reajuste -a nuestro juicio, insuficiente-, nos damos cuenta de que nada tiene que ver con las expectativas de crecimiento. Y los trabajadores manifiestan que, pese a que el país crece, sus sueldos no lo hacen en la misma medida. Si Chile está creciendo al 7 por ciento y la estimación del Banco Central fluctúa entre 6 y 7 por ciento, ¿cómo otorgar menos?



El Ministro ingresa un proyecto de reajuste con 4,2 por ciento, recomendado por la comisión conformada al efecto. Después lo sube a 5,5 por ciento. Pero aún resulta insuficiente respecto de las expectativas de crecimiento y de equidad.



Nuestra economía y el modelo, que han sido tan exitosos para algunos, no lo son tanto para los trabajadores, y mucho menos cuando revisamos la distribución del ingreso. Chile posee uno de los peores índices en este aspecto, si se hace una comparación con el resto del mundo. Resulta grotesco el hecho de que cada vez quienes ganan mayor cantidad se diferencian más de los que ganan menos. No obstante en los últimos veinte años la pobreza ha ido disminuyendo y los pobres son menos pobres, siempre hay una gran diferencia entre los que más reciben  y los que obtienen menos. Y este es un factor decisivo; este es el momento de hacer equidad, el momento de mejorar la distribución del ingreso.



Por eso, en mi opinión, el porcentaje propuesto resulta insuficiente. Cuando uno mira lo que está ocurriendo con la canasta de los alimentos y los servicios básicos, comprueba que el que menos aumenta (el pan) lo hace en un 4,8 por ciento. El resto está sobre el 10, el 15 o el 20 por ciento. Me refiero al agua, la luz, y ni hablar de los combustibles (el kerosene, el petróleo), los fletes, en fin.



Aquí hay un efecto multiplicador que ocasiona daño a las familias de menos recursos, porque deben destinar una mayor proporción de sus ingresos a productos de consumo básico, que son los que más han subido. 



Entonces, resulta inequitativo y a veces inexplicable hablar de un país en desarrollo, exitoso, que exporta, que gana, que presenta altas expectativas de crecimiento y no actuar en consonancia cuando se trata del reajuste del salario mínimo que reciben los más afectados. 



Se argumenta que la mayoría de los que perciben el sueldo mínimo están contratados por mipymes, que oponen resistencia a pagar más. Pero, si es así, si se trata del éxito de las micro, pequeñas y medianas empresas, entonces reduzcamos a la mitad aquel salario.



Sin embargo, el asunto no tiene que ver con eso, sino con el nivel de ingreso mínimo que los trabajadores y sus familias necesitan y que no se alcanza siquiera con el anunciado sueldo ético. 



Y, en cuanto a las mipymes en particular, lo que faltan son instrumentos adecuados para permitir que ellas puedan desarrollar en buena forma sus actividades, sin que su éxito dependa de tener que pagar remuneraciones más o menos dignas. Su situación se relaciona con las tasas de interés, con los créditos, con cómo acceden a estos en igualdad de condiciones en los sectores que los ofrecen. Y la verdad es que no hay nada de eso. Se crearon las sociedades de garantía recíproca, las cuales han servido de muy poco; no han producido ningún impacto. No hemos entrado al fondo de la cuestión, que pasa por revisar totalmente el sistema crediticio, el sistema de garantías y los instrumentos con que el Estado cuenta para ayudar a las pequeñas y microempresas.



Por lo tanto, la excusa de que la mayor parte de los trabajadores que ganan el sueldo mínimo pertenece a las mipymes no debe ser obstáculo para, a ellos, darles un aumento digno, y a ellas, resolverles sus problemas a través de más y mejores instrumentos desde el Estado, desde los bancos y desde la legislación. Así tendrán éxito no solo dichas empresas, sino también la inmensa mayoría de quienes viven con el salario mínimo.



Hoy en la mañana celebramos una sesión especial donde se debatió la crisis de La Polar. Y, a pesar de las medidas de regulación que se puedan tomar, del establecimiento de comisiones, de mayores facultades al SERNAC o a la Superintendencia, algunos pensamos que la solución no va por ahí. Eso, para nosotros, constituye simplemente pirotecnia. El punto radica en las altas tasas de interés; en el cobro de intereses sobre intereses; en la mantención de un régimen de depredación de los sueldos de los trabajadores que permite quitarles, por un lado, el 20 por ciento que se lleva a las administradoras de fondos de pensiones, y por el otro, la parte que corresponde a intereses usurarios, metiéndoles la mano en el bolsillo.



De tal manera que, cuando analicemos el sueldo mínimo, tenemos que darnos cuenta de que también es necesario modificar un conjunto de cuerpos legales. Y, respecto al tema que analizamos en la mañana, relativo al escándalo de La Polar, sin perjuicio de las responsabilidades penales, administrativas, civiles y políticas, debemos ver cómo le resolvemos el problema del acceso al crédito -a un crédito justo- a la inmensa mayoría de los trabajadores, muy especialmente a quienes ganan el salario mínimo.



En consecuencia, señor Presidente, voto en contra del reajuste propuesto, que es mezquino a la luz de las condiciones que el país exhibe en la actualidad.
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Muchas gracias, señor Presidente.



Me gustaría exponer a los señores Senadores las bases sobre las cuales está edificado el proyecto.



Me parece que en las discusiones y conversaciones que hemos tenido, tanto en la Comisión de Hacienda y en la Sala de la Cámara de Diputados, como en la Comisión de Hacienda del Senado, todos han expresado un sentido anhelo de mejorar en Chile la distribución de los ingresos. Eso es algo que todos compartimos.



Como ha quedado acreditado, Chile está en la región más desigual del mundo. Tenemos una desigualdad media-alta. Y aunque no somos el país con la mayor disparidad, estamos entre los que presentan índices más altos.



Sin embargo, señor Presidente, hay algunos elementos claves. En ninguna parte del análisis económico está acreditado que la forma de optimizar la distribución del ingreso sea a través del incremento del salario mínimo. Más bien, dicha distribución mejora en el tiempo cuando los países crecen, cuando ofrecen buen acceso a educación, tanto en términos cualitativos como cuantitativos, cuando reducen los niveles de desempleo, en fin.



Esas son las variables principales que explican en el tiempo el perfeccionamiento de la distribución del ingreso, y no está entre ellas el salario mínimo.



También hay que considerar quiénes son los más afectados por el salario mínimo y por el desempleo. Este último ha disminuido, siendo hoy de 7 por ciento. Pero esto esconde un promedio de 8,7 por ciento para las mujeres y uno de 5,8 por ciento para los hombres.



Por edad, la cesantía supera el 18 por ciento en personas entre los 15 y los 19 años. Dicho porcentaje disminuye fuertemente a medida que aumenta la edad. O sea, el desempleo afecta con especial gravedad a los más jóvenes, que, coincidentemente, son los que poseen menores niveles de capacitación.



El salario mínimo ha aumentado en forma importante en las últimas dos décadas y la brecha con la productividad ha ido aumentando. La productividad se ha incrementado menos de lo que lo ha hecho el ingreso mínimo.



Como proporción de la mediana de salarios -es decir, una suerte de promedio de los salarios- el ingreso mínimo representa el 63 por ciento del promedio salarial en Chile, al igual que lo que ocurre en Francia. Pero esa proporción es mayor que la existente en todos los otros países de la OCDE.



En términos de edad, quienes se hallan afectos al salario mínimo son mayoritariamente los más jóvenes. Por años de escolaridad, los que tienen menos están más afectos al salario mínimo. Y, en términos de número de trabajadores, los directamente afectos a dicho salario son del orden de 200 mil; los afectos en un rango entre 1 y 1,25 veces el referido ingreso, 600 mil, y los afectos en un rango entre 1 y 1,5 veces el salario mínimo, un millón.



Otro dato muy importante para el análisis, señor Presidente, es que el salario mínimo lo ganan trabajadores que están, fundamentalmente, en mipymes (micro, pequeñas y medianas empresas), de tal manera que el 75 por ciento de ellos se desempeña en empresas con menos de 200 trabajadores, y el 38 por ciento, en empresas de hasta 9 trabajadores.



La informalidad en Chile ha ido disminuyendo en el tiempo. Entre el 2000 y el 2009, la informalidad -entendida como el porcentaje de trabajadores que no tiene contrato de trabajo-, bajó de 21 a 17 por ciento, pero entre los que ganan entre 1 y 1,25 veces el salario mínimo aumentó de 24 a 25 por ciento.



Por lo tanto, ahí hay otro elemento relevante: mientras más alto es el salario mínimo, más incentivo hay para la informalidad y la precariedad.



En el país la línea de pobreza cubierta por el salario mínimo llega a 2,9 veces, siendo la tasa más alta de América Latina después de Panamá, donde el salario mínimo es 3 veces la línea de pobreza. En el resto es menos.



También quiero poner en conocimiento del Senado que existen una serie de mecanismos a través de los cuales se complementa el ingreso de los hogares, entre ellos, el ingreso ético familiar, los bonos del Programa Chile Solidario, el subsidio al pago del consumo de agua potable, las pensiones solidarias, el subsidio a la discapacidad mental, el subsidio único familiar, las becas de alimentación para estudiantes.



Es decir, el ingreso que reciben las personas de escasos recursos no consiste solo en el monto del salario mínimo, sino que existen diversas otras prestaciones e instrumentos que lo complementan.



Señor Presidente, el año pasado, durante la discusión del salario mínimo en el Congreso, parlamentarios de todos los sectores me pidieron que intentáramos proponer un salario mínimo sobre la base de criterios objetivos, provenientes, ojalá, de una Comisión con integración transversal. 



Yo tomé en serio esa solicitud. Y creamos una Comisión de Salario Mínimo, presidida por el destacado académico señor Harald Beyer e integrada por dos representantes de la Central Unitaria de Trabajadores (CUT), uno de la Unión Nacional de Trabajadores (UNT), un académico de la Universidad de Chile, uno de la Universidad Católica, un representante de la Confederación Nacional de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa (CONAPYME) y uno de la SOFOFA y la Confederación de la Producción y del Comercio. 



Esa Comisión decidió realizar en forma unánime algunas recomendaciones y proponer una regla. Tengo aquí el documento respectivo, firmado por todos sus miembros. 



En primer lugar, consigna que, dados los actuales niveles del ingreso mínimo, existe una tensión entre el aumento de su monto y el mercado laboral, las posibilidades de empleo.



En segundo término, sugiere una regla basada en la productividad, la inflación y la tasa de desempleo, considerando una cláusula de escape cuando esta última alcance los dos dígitos.



Además, establece claramente las variables y las fuentes que deben utilizarse para hacer el cálculo. 



Al aplicar la fórmula, llegamos a un reajuste de 4,4 por ciento, equivalente a un salario mínimo de 179.553 pesos.



Señor Presidente, deseo enfatizar que esta fórmula captura, por ejemplo, lo planteado por el Senador Tuma hace un momento: el crecimiento de la economía. Ello, porque a través de la productividad queda considerado el crecimiento. Si la economía crece más y nos va mejor, la productividad captura ese crecimiento. Y también captura, a través de la inflación, la necesidad de mantener el poder adquisitivo de los trabajadores.



El Gobierno ingresó a la Cámara de Diputados una propuesta destinada a aumentar a 180 mil pesos el ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 18 años y hasta 65 años de edad. Es decir, se incrementaba en 4,7 por ciento el monto actual, que asciende a 172 mil pesos.



El mismo porcentaje se aplicó al salario mínimo para los trabajadores menores de 18 años y mayores de 65 años de edad y al ingreso mínimo mensual con fines no remuneracionales. 



Una fórmula similar se utilizó para ajustar el subsidio único familiar y la asignación familiar en su primer tramo.



El 4,7 por ciento era mayor que el 4,4. 



En conversaciones sostenidas en la Cámara de Diputados se nos pidió hacer un esfuerzo y finalmente llegamos a una propuesta de 181.500 pesos, que contempla un 5,5 por ciento de aumento del salario mínimo, superior al 4,2 por ciento del año pasado.



Ese 5,5 por ciento representa un alza real del 2,2 por ciento, considerando, para medir el alza del costo de la vida, la inflación acumulada entre mayo de 2010 y mayo de 201l, como se hace cada año, dado que no conocemos cuál será el IPC de junio, mes en el que justamente se discute el reajuste del ingreso mínimo.



Es importante entender que ese 2,2 por ciento es sobre inflación -es decir, mejora en términos reales el poder adquisitivo de los trabajadores- y es superior al aumento promedio del salario mínimo en el período 2006-2009, que fue de casi 2 por ciento (1,98).



Esa fue la propuesta que llegó a la Comisión de Hacienda del Senado y que esta aprobó en general pero rechazó en particular. Y es la misma que el Ejecutivo repone hoy día aquí, en la Sala. 



Gracias, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- A usted, señor Ministro.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¡Llamo la atención a los presentes en las tribunas!



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Pido al público guardar silencio.



Tiene la palabra el Senador señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, ayer en la tarde la Comisión de Hacienda discutió en general y en particular el proyecto de reajuste del ingreso mínimo.



Ahora hemos escuchado los planteamientos del señor Ministro, que corresponden a los que se hicieron ayer en el órgano técnico, donde la presentación fue más extensa.



Voy a referirme a tres o cuatro elementos que me parecen importantes.



En el último tiempo el valor de los alimentos se ha reajustado en una cifra que varía, según distintas estimaciones debatidas por los analistas, entre 7,2 y 7,4 por ciento; el del transporte, en 17 por ciento, y el de la electricidad, el gas y los combustibles, en 9,6 por ciento.



Estos son los rubros de mayor incidencia en los ingresos de los sectores de menores recursos. La incidencia de los alimentos, el transporte y la calefacción es muy grande entre las personas que ganan salarios más bajos.



Y nosotros creemos que el país está en condiciones de realizar un aumento más sustancial del ingreso mínimo. Por eso habíamos propuesto una cifra que se acercara más a ese 7 por ciento, que muchos han llamado también el “IPC de los más pobres”.



El lunes pasado tuvimos una reunión de la Comisión de Hacienda para conocer el Informe sobre Política Monetaria del Banco Central, en el que se comprueba que este año tendremos una tasa de crecimiento del orden de 6 a 7 por ciento y un IPC estimado en 4 por ciento. Además, se entregaron todas las cifras macroeconómicas relativas a crecimiento, empleo, exportaciones, etcétera. Y todo ello muestra que el país mantiene una situación sólida. 



Por lo tanto, creo que es posible, como dijo el señor Ministro, hacer un esfuerzo especial en favor de quienes tienen menos.



Quiero ligar lo anterior a un punto que discutimos largamente y que vamos a seguir analizando después de la semana regional: la ejecución presupuestaria.



De acuerdo a la información proporcionada por la Dirección de Presupuestos, en el primer cuatrimestre de 2011 aquella fue de cerca de 5 puntos menos que la del mismo período del año pasado. ¡El avance presupuestario del primer cuatrimestre más bajo de los últimos 7 años! 
Eso está muy marcado por la menor inversión del Ministerio de Vivienda y, sobre todo, por la del Ministerio de Obras Públicas, que representan aproximadamente el 50 por ciento de la inversión total en nuestras Regiones, considerando el Fondo Nacional de Desarrollo Regional y los recursos sectoriales.



Con relación al FNDR, el señor Ministro se había comprometido a entregar también una cifra complementaria del orden de 140 mil millones de pesos. En la Región de Los Ríos, al menos, no la hemos recibido. Y esperamos recibirla porque, de lo contrario, la tasa de desempleo superará el 10 por ciento. 




Sabemos que con un salario mínimo bajo y una ejecución presupuestaria muy reducida los sectores más perjudicados son, indudablemente, los de menores ingresos.



Hay cifras que indican que más del 70 por ciento de los trabajadores percibe un ingreso inferior a 300 mil pesos mensuales. Y si consideramos solo los ingresos regionales, esta cantidad se reduce a  cerca de 200 mil pesos. O sea, la mayoría de la fuerza laboral regional gana un sueldo similar al monto del salario mínimo. Estamos hablando de casi un millón de personas que perciben un ingreso equivalente al salario mínimo o un poco más (1,2 a 1,25 veces más).



Asimismo, el reajuste propuesto tiene implicancia en las discusiones de las distintas remuneraciones a nivel nacional: en las de los empleados públicos, a fin de año, y en todas las asignaciones y subvenciones del Estado.



Por lo tanto, hemos pedido -lo reitero y ya lo dijo el señor Ministro- hacer un esfuerzo mayor para ayudar a esas 900 mil familias que carecen de calificación laboral y que no pueden ni van a poder negociar colectivamente.



En consecuencia, solicitamos ese gesto como una herramienta de equidad social fundamental.



Asimismo, deseo referirme a otro punto, señor Presidente.



El Ministro de Hacienda siempre nos compara con la OCDE. Pero resulta que, a paridad de ingresos, el de nuestro país asciende a 15 mil dólares, en circunstancias de que las naciones de la Unión Europea que integran dicha organización internacional evidencian una media superior a los 32 o 33 mil dólares. 



En tal sentido, estamos hablando de que nuestro ingreso apenas llega entre 40 y 50 por ciento al de la OCDE, por lo cual creo que la comparación no corresponde. Siempre es bueno contrastarse con dicha entidad pues congrega a países que están más arriba de Chile y no más abajo. No obstante, me parece que, para la situación particular que nos ocupa, debiéramos mirar las tablas de los países emergentes cuyos ingresos per cápita son similares al nuestro, ya que, de lo contrario, notaremos que el diferencial es muy fuerte.



Por último, deseo abordar lo relativo al aumento del reajuste que incorporó la Cámara de Diputados.



Tal como puntualizó el señor Ministro, pienso que debemos avanzar hacia la implementación de un sistema que se encuentre exento de las presiones de la coyuntura -de las votaciones, etcétera- y fijar un reajuste plurianual. Durante los años 1998, 1999 y 2000 así lo hicimos. Y en esa época los trabajadores obtuvieron importantes incrementos reales de sus ingresos.



En cuanto al punto que nos ocupa, tal como se lo manifesté a dicha autoridad, hubo un pequeño impacto al subir el monto que se resolvió. La Comisión especializada lo fijó en 179 mil pesos y, al final, se redondeó en 180 mil, con lo cual aumentó casi en un 1,1 por ciento más con respecto a lo que había resuelto dicho órgano y en un 0.8 por ciento en relación con ese diferencial.



En definitiva, se llegó a la conclusión de que en la Cámara de Diputados se necesitaban los tres o cuatro votos del PRI e Independientes para aprobar el salario mínimo. De lo contrario, el proyecto habría sido rechazado.



Por lo tanto, esa fue una decisión absolutamente política. O sea, se les dio un signo a esos votos que se requerían para aprobar el proyecto y se subió la cifra final a 181 mil 500 pesos. Y en ello no pesó ningún factor especial: ni el IPC antiguo, ni el que viene, ni el crecimiento económico. ¡Nada! Sencillamente se trató de una decisión política, pues se incrementó el reajuste en cierta cantidad con la finalidad de que la iniciativa resultara aprobada en la Cámara de Diputados.



Y, en ese sentido, conforme a todas las cifras que he entregado, nosotros pensamos -como dije- que el país puede hacer un esfuerzo mayor. Constituiría una señal de equidad social y también de dignidad para esas 900 mil familias que viven con el salario mínimo.



Considero que efectuar ese pequeño esfuerzo, dadas las circunstancias actuales y los acontecimientos que hemos visto en los últimos meses durante los cuales se ha reflejado un constante malestar ciudadano por la desigualdad extrema que hay en nuestro país, significaría realizar un gesto que serviría mucho, tal como lo hemos solicitado.



Si esa señal no existe, yo al menos votaré en contra del proyecto, al igual como lo hice ayer en la Comisión de Hacienda.



Gracias, señor Presidente.



--(Aplausos en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Advierto, por última vez, al público que se halla en las tribunas que no están permitidas las manifestaciones.

El señor NAVARRO.- ¡No se ponga duro con los trabajadores ahora, señor Presidente!

La señora ALLENDE.- ¡No están haciendo nada!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Señores Senadores, haré cumplir el Reglamento para todos por parejo, les guste o no, porque esa es mi responsabilidad de acuerdo a la normativa que nos rige.



Ofrezco la palabra al Honorable señor Andrés Zaldívar. No se encuentra en el Hemiciclo.



Puede hacer uso de ella el Senador señor Bianchi, y luego, el Honorable señor Sabag.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, desde hace bastante tiempo a la fecha, he señalado que este debate, en cuanto a si el salario mínimo es de mil 500 pesos más o mil 500 pesos menos, no debiera darse todos los años, sino cada dos o tres.



Y lo digo porque nuestra economía es, afortunadamente, sana y tenemos una inflación controlada. 



Por lo tanto, para asegurar el sustento económico de las familias chilenas -insisto-, este reajuste debiera fijarse cada dos o tres años, a fin de proyectar de manera mucho más apropiada la situación de los trabajadores, tanto de los que laboran en el sector privado como en el sector público. Y, en la eventualidad de que se presenten condiciones económicas distintas, obviamente deberíamos ajustarlo a las circunstancias del momento. En tal sentido, siempre daremos una señal positiva al fijar incrementos que digan relación con la realidad que viven aquellos.



La suma de las cuentas de luz, agua, gas, telefonía, alimentos, arriendo, remedios, no da para pagarlas con el salario mínimo. ¡No alcanza, señor Presidente! Son verdaderos milagros los que nuestras mujeres y hombres deben hacer cada mes para lograr una mediana -¡mediana!- calidad de vida.



Por eso, quiero insistir en la siguiente reflexión.



Los sueldos, de una buena vez, debieran ser regionalizados. No es admisible que el salario mínimo en Santiago, donde la canasta básica es a lo menos un 20 por ciento más barata que en el resto del país, sea igual al que percibe un ciudadano que vive en Tierra del Fuego, en Puerto Williams o en otra Región.



¡No es justo, señor Presidente!



Como tampoco lo es el que ese costo tengan que asumirlo -lo dijo el propio Ministro de Hacienda- las mipymes (las micro, pequeñas y medianas empresas) que ocupan la mayor cantidad de mano de obra en el país. 



En efecto, si queremos hablar en serio de respaldar y apoyar a las mipymes, los Gobiernos deberían presentar acciones concretas, con el objeto de que todo ese gasto no sea de cargo de ellas (muchas de las cuales corresponden a negocios familiares). Así se logrará incentivar a los pequeños y medianos emprendedores para que puedan pagar mejores sueldos.



Sinceramente, cuesta entender la presente discusión, señor Presidente.



Hoy día estamos entrabados en un debate de si son mil 500 pesos más, mil 500 pesos menos -¡esa es la discusión!- y no de cómo debiéramos abordar el verdadero problema que hoy día enfrentan las familias chilenas.



Y, fíjense señores Senadores, que voy a hacer un símil con la situación de La Polar, materia que abordamos en la sesión de hoy, a mediodía.



¿Por qué las personas acceden a esos créditos? Porque con 180 mil pesos mensuales están obligadas a vivir el resto de su existencia endeudadas. ¡Y esa es la verdad! Deben aceptar cualquiera que sea la tasa que se les cobre, porque no tienen otra alternativa para adquirir bienes que les permitan acceder a una mejor calidad de vida.



Y este no es un problema del actual Gobierno, ni de los anteriores ni de los que vendrán. 



¡Este es un tema del Estado de Chile! 



El Estado de Chile, así como debe asumir la responsabilidad en educación pública, en vivienda, en salud, también ha de empeñarse en que existan sueldos que posibiliten una mínima calidad de vida a nuestras familias.



Y eso mismo -no es peor ni mejor- ocurre con nuestros jubilados. Las pensiones que reciben nuestros adultos mayores, quienes se encuentran en las últimas fases de sus vidas, ni siquiera les alcanzan para pasar 15 días del mes.



Por lo tanto, este debate debería ser mucho más profundo, y definir de una  buena vez, como Estado de Chile, con cuánto vive una persona.



En la Región que me honro en representar en el Senado -la de Magallanes- el costo de la vida es, a lo menos, 30 por ciento más caro que en la zona central.



Entonces, si un trabajador de mi Región gana el mismo salario mínimo que aquel que habita en un lugar donde la vida es 30 por ciento más barata, por supuesto que ello no es justo. Es preciso que exista una descentralización de los sueldos que dé cuenta de esa diferencia y recoja la realidad de los trabajadores, mujeres y hombres que viven a lo largo de nuestro país, fundamentalmente en las diversas Regiones.



Sin duda, no me voy a negar a votar favorablemente la idea de legislar. Me reservo el resto para luego. Además, tengo un pareo, así que probablemente ni siquiera voy a poder emitir mi voto. 



No obstante, señor Presidente, debo decir que uno ve que los costos de la luz suben y suben; que con el gas y la energía en general ocurre igual cosa; que tenemos el agua más cara que muchos países del mundo; que la alimentación se encarece en más de 7 por ciento; que el valor de los arriendos sigue incrementándose, y mucha de esta gente ni siquiera puede acceder a una vivienda propia, por lo que está condenada a tener que vivir hacinada o arrendando.



¡La situación es tremendamente crítica! ¡Es dura! 



Dividir 185 mil por 30 ¿cuánto da? ¿Seis mil y tantos pesos? ¡Una familia de cuatro, cinco, seis personas tiene que vivir con 6 mil pesos al día! 



¿Alguno de nosotros puede lograr tamaño milagro? Obviamente que no.



Sin embargo, insisto: este no es un problema ni del Gobierno actual ni de los anteriores. Es el Estado de Chile el que no ha resuelto lo que de verdad debiera significar un salario no mínimo, ¡humano!, ¡un salario decente!, ¡un salario que brinde a nuestros trabajadores una mínima calidad de vida, para, de esa manera, proyectar mejor a las familias chilenas!



He dicho.

)---------------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa una solicitud del Senador señor Chadwick para ausentarse del país a contar del día 25 de junio.



--Se accede.

)---------------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que todos vamos a aprobar la idea de legislar, porque es evidente que los trabajadores merecen recuperar lo que han perdido por la inflación y, también, participar del crecimiento del país.



Sin embargo, las veces que repetimos este ejercicio -dos al año: cuando tratamos el salario mínimo y cuando debatimos el reajuste fiscal en diciembre-, cada cual llega con sus argumentos. 



Yo siempre he señalado -mis colegas lo recordarán- que el Ministro de Hacienda tiene su responsabilidad. Él es quien lleva el manejo de la situación económica del país y debe proponer lo que estima legítimo desde su punto de vista. Y los parlamentarios, que representamos a la ciudadanía, enfrentamos esta materia desde la realidad que estamos viendo en cada uno de nuestros sectores.



Comprendo que el ingreso mínimo no lo pagan las grandes empresas, sino las pequeñas y medianas, las mipymes. Y muchas veces a ellas no les es tan fácil hacerlo. A una mipyme de dos, tres trabajadores le cuesta juntar estos recursos.



Aquí se entregan una serie de cifras cada año. Hoy día el Ministro nos dice que el reajuste real es de 2,2 por ciento y que es superior al que se dio el año pasado, e incluso al de varios otros períodos. Por supuesto, excluyo la época en que fue Presidente el actual Senador señor Frei, ya que entonces se concedió un reajuste verdaderamente extraordinario, que llegó a alrededor de 9 por ciento real. Nunca más se ha otorgado una cifra de esa categoría.



El Ministro pidió la otra vez que se formara una Comisión de distintas personalidades para que imparcialmente se pronunciara sobre cuál era el reajuste que correspondía dar. La Comisión arribó a una cifra, pero ella no calza con la que él mismo propone en este momento, que es superior.



Sin perjuicio de ello, creo que todos estamos de acuerdo en buscar un parámetro y en que lo llevemos a ley, para que se aplique en cada uno de estos reajustes. ¿Qué porcentaje se dará? ¿Se considerará la inflación pasada o la que va a venir? Pongámonos de acuerdo. Y, si el país crece, ¿se  dará el 50 o 60 por ciento del crecimiento? Y esa tabla se aplicará para el salario mínimo y para el reajuste fiscal. De esa manera, nadie va a estar discutiendo que más, que menos; que para allá, que para acá. 



En mi opinión, si legislamos sobre esa materia nos vamos a ahorrar todas estas discusiones estériles. En esta oportunidad, a lo mejor se va a requerir un trámite más. Tendremos que volver dentro de una semana o de diez días a tratar de despachar esta iniciativa de ley. 



Yo espero que podamos determinar los parámetros y establecer un sistema que se aplique en cada oportunidad, sea para el salario mínimo o para el reajuste fiscal.



Es evidente que el sueldo mínimo no es el adecuado para la gente más modesta. El Senador Longueira, hace ya tres o cuatro años, propuso un ingreso ético. Y el Gobierno ha aceptado legislar sobre esa materia. Entonces, veamos cuántas familias reciben el salario mínimo y definamos cuánto es el ingreso ético -¿250 mil pesos?-, para que el Estado vaya adicionando esa mayor cantidad que le permita a la gente vivir en la mejor forma posible.



Las cifras dependen de con quién nos comparemos. Si es con la OCDE, por supuesto, podemos estar bajos. Pero acabamos de ver un proceso electoral en Perú, y el Presidente Humala se comprometió a que al término de su Gobierno el salario mínimo iba a ser de 267 dólares, 120 mil pesos chilenos. Y el Presidente Lula anunció la otra vez que cuando concluyera su Administración el ingreso mínimo sería de 100 dólares, 47 mil pesos chilenos.



Bueno, ¿de qué estamos hablando? En nuestro caso, de 384 dólares al día de hoy, y a lo mejor podemos llegar a un poco más.



Por eso, veamos cómo está la región y cómo estamos nosotros. Evidentemente, nuestros trabajadores no pueden quedar sin reajuste. Y yo espero que de las conversaciones que deberán llevarse a cabo a continuación podamos llegar a un resultado satisfactorio para todos.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, esta discusión -soy Senador hace un año y tres meses- me toca por segunda vez. Creo que otros que han sido Diputados anteriormente ya llevan dos décadas debatiendo este asunto año tras año. 



Los argumentos se repiten: un salario mínimo debe dar cuenta de una serie de necesidades, tales como no originar un desincentivo para la contratación de mano de obra; no trasladar la inflación de manera inercial hacia el futuro; reflejar los avances de productividad media que ha tenido el país de un año a otro; garantizar una canasta razonable de bienes y servicios que permita al generador del ingreso del hogar allegar lo que requiere el bienestar de su familia, etcétera.



Me referiré, en primer lugar, a una materia que no se halla directamente relacionada con lo que debemos votar hoy: la constitución -que yo miré con cierto optimismo- de la Comisión Asesora Laboral y de Salario Mínimo, que se instauró hace poco y que estaba integrada por representantes de distintas sensibilidades -dos o tres de la Central Unitaria de Trabajadores; de la academia; del sector empresarial-, quienes llegaron a una conclusión y elaboraron un informe. 



El objetivo, a mi juicio, era doble: identificar qué parámetros deben considerarse a la hora de determinar el salario mínimo y, al mismo tiempo, tratar de generar en consecuencia un mecanismo de mayor permanencia y más institucional, que tratara de eliminar o de reducir en cierto grado la influencia de presiones, de lobby o de la propia política. 



Digo “en cierto grado” porque el valor de la política va a seguir teniendo incidencia relevante en muchas áreas: no solo en la fijación del ingreso mínimo, sino también en la determinación de la carga tributaria, en el tipo de las regulaciones sociales que se requieren, etcétera. La política tiene un rol que jugar porque, al final del día, representa la visión de los ciudadanos.



La referida Comisión Asesora sugirió establecer un mecanismo automático de reajuste del salario mínimo en función de la productividad, de la inflación y de la tasa de desempleo, considerando esta última como cláusula de escape a la regla cuando la economía presente tasas de desocupación de sobre dos dígitos.



La mayoría de dicha Comisión -no hubo consenso- sugirió que la variación porcentual del salario mínimo fuera igual a la variación porcentual de la inflación pasada, más la variación porcentual de la productividad media de los trabajadores.



Cabe hacer notar que una opinión de minoría prefería considerar la inflación futura, cosa de frenar la inflación inercial.


Aplicando esa fórmula -entiendo-, el Ejecutivo efectuó su propuesta a la Cámara de Diputados: un proyecto de ley de salario mínimo con un reajuste de alrededor de 4,4 por ciento.



Voy a hacer un paréntesis, señor Presidente.



La mencionada Comisión Asesora, donde estuvo representada buena parte de quienes tienen algo que opinar sobre la materia, llegó a las conclusiones que, a juicio de un sector de aquellos que participaron en ella, debían ser objeto de ajustes en el informe final. 



Yo lo lamento desde el punto de vista de que ahí se hizo un esfuerzo legítimo, sano, en el cual todos estuvieron debidamente representados, para llegar a tales conclusiones.



¿Por qué me di la lata de explicar esto en detalle, señor Presidente?



Cuando dije que siempre existía margen para la política, me refería a lo que ocurrió en la Cámara de Diputados. 



Yo aspiro a tener, en lo posible, un sistema bastante más estable y automático, entendiendo que siempre va a haber un margen. Pero si este existe, debe distribuirse entre todas las fuerzas políticas.



Porque el reajuste propuesto inicialmente por el Gobierno, que implicaba un salario mínimo de 180 mil pesos, fue aumentado por él mismo en 1.500 pesos antes de la votación de la Cámara de Diputados.



Entonces, como lo señalaron Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, entre ellos el Honorable señor Frei, es dable preguntarse cuál fue el acto de magia que hubo en la Cámara Baja. Porque sucede que la fórmula en comento, que se consensuó, que estaba clara (inflación pasada más productividad media del trabajador), un minuto antes de la votación fue cambiada para que cinco Diputados, independientes y del PRI, aprobaran un incremento de 1.500 pesos.



Lo que quiero decir, señor Presidente -y no voy a hacer un festín con esta situación-, es que, por consiguiente, el Ejecutivo abrió espacio para que una fórmula supuestamente pura fuera ajustada.



En mi concepto, debemos evitar procedimientos como aquel, de ser factible.



Una fórmula podría ser -no ahora- la fijación de un mecanismo con dos o tres años de duración, con cláusulas de escape si se quiere, de modo que al término del período a la política sí le fuera factible intervenir en aquel.



Sin embargo, señor Presidente, eso ya no sucedió. 



En consecuencia, ese principio -yo aspiraba a que el Gobierno lo mantuviera- ya se rompió: cuando se quebró la fórmula. Y ello, sin una explicación satisfactoria.



No estuve en la Sala hace cinco minutos. No sé si el Ministro de Hacienda habló sobre el punto. Empero, en la Comisión de Hacienda le pedimos decirnos de qué modo se explicaban los 1.500 pesos adicionales. 



Pues bien: como la explicación no ha sido satisfactoria, aspiro a contar con un salario mínimo ligeramente mayor. Y lo señalo por lo siguiente.



Se han generado más de 400 mil empleos en un año y fracción; es lo que ha dicho el Gobierno. La economía viene creciendo bien. Creo que todavía quedan en ella holguras para que respecto del salario mínimo haya un reajuste mayor, un poquito más ambicioso que el ofrecido en este momento por el Ejecutivo. 



No soy de los irresponsables que van a pedir un ingreso mínimo de 200 mil pesos mensuales, no porque no lo quiera para cada trabajador, sino porque creo que provocaría un daño macroeconómico serio y, al final del día, terminaría perjudicando a aquellos a quienes queremos beneficiar por ser los que tienen menores entradas debido al alza de la inflación.



Pero pienso que, rota ya la regla, cabe que el Gobierno haga un esfuerzo adicional para ajustar el salario mínimo y evitar, pese a la aprobación de la idea de legislar, el rechazo del guarismo que se nos propone. Y es lo que sucederá en mi caso, señor Presidente.



De todas maneras, quedo abierto para el evento de que el Ejecutivo impulse un mecanismo -como trató de hacerlo- para llegar a una fórmula un poco más automática, tal cual sucede en otros países, con una temporalidad de dos años o -como me señala el colega Bianchi- tres. En Alemania ocurre así con los trabajadores sindicalizados. Eso evitaría un desgaste innecesario y nos permitiría realizar una discusión más acorde con lo que se espera de quienes pertenecemos al mundo político, quienes a veces damos bote.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, como expresó el Senador Lagos, “a veces damos bote”. Y es cierto.



Parto manifestando que voy a votar en contra de la propuesta que se nos formuló, pues hay una contradicción entre lo que se dice y lo que se hace.



El Presidente de la República habla de que Chile crece y crece. Acaban de anunciar 200 mil empleos para los próximos doce meses: habrá en nuestro país 3 por ciento más de personas ocupadas. A las empresas les va bien. El precio del cobre está por las nubes. 



Sin embargo, cuando uno ve qué porcentaje representa el salario mínimo con respecto a las remuneraciones medias -parámetro importante para determinar los niveles de igualdad existentes en un país-, concluye que Chile pasó del 35 por ciento en 1993 a 45 por ciento en 2009. Creció. Pero está muy por debajo del promedio latinoamericano, que es de 49 por ciento.



En Paraguay el salario mínimo representa 82 por ciento del sueldo promedio; en Perú, 75 por ciento; en Ecuador, 66 por ciento; en Colombia y Panamá, 54 por ciento.



Segunda consideración.



Se tiende a decir que no demasiados trabajadores perciben el ingreso mínimo y que ellos solo pertenecen al sector de las mipymes.



Es cierto que se concentran en la agricultura, en la construcción, en el comercio, en actividades hoteleras, en restaurantes. Pero también lo es que las cifras se hallan muy subvaloradas, pues se esconden bajo prácticas de externalización de trabajadores tremendamente extendidas: cajeros, guardias, procesadoras o manipuladoras de alimentos que trabajan en jardines infantiles, en escuelas. Estuvieron en la Cámara de Diputados hace poco justamente viendo lo relativo a la licitación de su contrato: ¡salario mínimo!



¿Para qué es el ingreso mínimo? Esa es la pregunta que debemos formularnos cuando discutimos este tema.



La Organización Internacional del Trabajo dice en el artículo 3 del Convenio 131 que, básicamente, el salario mínimo es para atender las necesidades de los trabajadores y de sus familias; hacerse cargo del costo de la vida, de las prestaciones de seguridad social y del nivel de vida relativo de otros grupos sociales.



Claramente, en Chile, cuando uno ve el costo de la vida -y comparto lo expresado por el Senador Bianchi en el sentido de que es mucho más elevado en las zonas extremas, como la que yo represento- y observa el nivel de existencia relativo de otros grupos de trabajadores, se da cuenta de que es necesario considerar este aspecto a la hora de fijar un salario mínimo.



Otro factor importante que, según la OIT, es indispensable considerar a la hora de hablar de ingreso mínimo son los factores económicos, incluidos los requerimientos del desarrollo, los niveles de productividad y, también, todo lo que tiene que ver con el crecimiento.



Chile está creciendo. Hoy día el Gobierno nos plantea que la expectativa -lo ha dicho el Banco Central- es de 6 por ciento.



Se ha sostenido que la inflación alcanzará a 4 por ciento. Por lo tanto -y esto es bien importante-, el incremento real del salario mínimo este año será de menos de 2 por ciento: 1,5 por ciento. ¡Una de las cifras más bajas en los últimos 20 años!



¿Pero sabe para qué es importante el salario mínimo, señor Presidente? Para tratar de acercar la brecha entre esa cifra y el ingreso que determina la línea de la pobreza.



En la actualidad -y esto también hay que considerarlo-, la canasta básica está en alrededor de 70 mil pesos, debido a que el IPC de los alimentos se ha incrementado durante los últimos meses en cerca de 7,2 por ciento. En 2006 se hallaba en 47 mil; en 2009, en 64 mil. 



Por consiguiente, si fijamos el valor de la canasta básica en 70 mil pesos y lo multiplicamos por el número de miembros promedio de una familia del quintil más pobre, del 20 por ciento más pobre, nos damos cuenta de que la línea de la pobreza se halla en 294 mil pesos. 



¡Qué lejos están de esos 294 mil pesos los 172 mil del salario mínimo actual!



Aquello es lo que busca asimismo el salario mínimo. Porque para eso existe. Si no, a lo mejor no sería necesario.



Como dije, el salario mínimo -y así lo determina el mencionado Convenio de la OIT, que Chile suscribió- sirve justamente para disminuir la brecha que da cuenta de una tremenda desigualdad entre quienes ganan más y los que ganan menos, que establece la inmensa distancia existente entre el actual ingreso mínimo y la línea de la pobreza.



El Gobierno habla de “ingreso ético familiar” -por ahí andaba el Ministro de Planificación, don Felipe Kast-, pero todavía no entendemos bien cómo va a funcionar en la práctica el proyecto pertinente, más allá de la transferencia directa de algunos recursos. 



Entonces, aprovechemos esta oportunidad para dar una señal potente: cuando al país le va bien, a los más pobres también les va bien; y nos vamos acercando. Sin demagogia, sin populismo, como dijo el Senador Lagos.



Estamos convencidos -y por eso la Concertación va a votar en contra de la propuesta que se nos hizo- de que es perfectamente posible realizar un esfuerzo superior, acorde con el momento que vive Chile y con la necesidad de disminuir la tremenda desigualdad existente, la que en gran parte explica las movilizaciones sociales que han azorado a nuestro país.



Así que, sinceramente, quiero solicitarle al Ministro de Hacienda -por intermedio de la Mesa- que, tal como entregó 350 pesos a cada uno de los Diputados independientes, a los “Diputados bisagra”, cuyos votos valen mucho más porque de alguna manera logran romper el equilibrio en esta democracia empatada, se siente a negociar y conversar también con nuestro bloque de 20 Senadores.



Porque no entiendo -lo expresaron muy bien los colegas Lagos y Frei- cuáles fueron los criterios técnicos, los argumentos económicos tenidos en vista para incrementar en la Cámara de Diputados la propuesta de salario mínimo hecha originalmente por el Gobierno.



¿Por qué aquí no podemos lograr un aumento? ¿Por qué no ha habido aquí ningún tipo de flexibilidad para considerar los planteamientos de la Concertación?



El Presidente Piñera dice: “¡Democracia de los acuerdos! ¡Volvamos a la década del 90!”.



Por cierto, estamos viviendo otro período de la vida y de la historia de Chile.



¡Pero qué clase de acuerdos, cuando el Gobierno no escucha!



Y lo que estamos planteando es absolutamente razonable: acerquémonos a los 185 mil pesos; hagamos un esfuerzo mayor.



Por eso, señor Presidente, vamos a votar en contra de la propuesta que se nos formuló.



A lo mejor todavía tenemos unos minutos o algunas horas para llegar a un acuerdo con el Ejecutivo, que no sería bueno para la Concertación ni para el oficialismo, sino para los cientos de miles de personas que viven con el salario mínimo y que, en la práctica -lo decía el Senador Bianchi-, hacen un milagro para subsistir con tan pocos ingresos.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Se confiscó en las tribunas una bandera de Chile. Ojalá que los guardias la devuelvan y muestren el mismo celo con todos, no solo con los trabajadores.



Señor Presidente, un millón y medio de personas ganan el sueldo mínimo. Lo dijo el Ministro.



¿Quién vive con ese tipo de ingreso?



Le contaba al Senador Lagos que la primera vez que integré la Comisión de Trabajo en la Cámara de Diputados, el año 94, partimos debatiendo sobre por qué se sometía a la discusión del Congreso el incremento del sueldo mínimo cuando las únicas posibilidades de sus dos ramas eran aprobar, reducir o rechazar el porcentaje propuesto por el Ejecutivo.



¡Las Cámaras no tienen ninguna probabilidad de subir el porcentaje que les plantea el Gobierno!



Por lo tanto, se trata de un juego de bandidos: nos obligan a debatir y a presionar para subir el monto del sueldo mínimo, respetando la voluntad de la mayoría de los trabajadores, pero sin que tengamos ninguna facultad.



¡La monarquía presidencial, una vez más! ¡Un sistema que se agota en Chile: la Constitución de Pinochet!



En definitiva, nos obligan a discutir sobre algo que debería operar con un mecanismo diferente.



Chile se está volviendo un país de bonos: para salud; para educación (algunos quieren bono para la educación superior: van a fracasar; creo que por ahí no va la cosa); para el invierno.



Señor Presidente, si pudiéramos realizar un debate, ¿en cuánto se calcula lo que debería ganar un trabajador?



En 2007 el Presidente de la Conferencia Episcopal, Monseñor Alejandro Goic, habló del sueldo ético: 250 mil pesos. Y fue asertivo, porque asumió la Doctrina Social de la Iglesia Católica. Es la misma Iglesia católica que combatió a la dictadura, que asiste a los desvalidos, que demanda una actitud moral del mercado, de los bancos.



¿Cuánto ganaron los bancos el año 2010? ¡3 mil 300 millones de dólares!



¿Cuánto están percibiendo en el primer y segundo trimestres de 2011? ¡Superan ampliamente sus ganancias!



En este país algunos ganan y ganan, y otros tienen que pagar intereses y más intereses. 



En un caso está La Polar; en el otro, todos aquellos que se endeudan para poder vivir.



Monseñor Goic decía: “No hay que hablar solo del Padre Hurtado cuando se conversa sobre milagros; hay que hablar también de la doctrina”.



Y el Padre Hurtado expresaba: “Hay que dar hasta que duela”.



Señor Presidente, siento que en Chile a algunos les comienza a doler el bolsillo apenas meten la mano. ¡Ni siquiera la sacan de él y ya están con un agudo dolor en el pecho, en la muñeca...!



Claramente, tenemos un país con pésima distribución del ingreso.



Yo le preguntaría al Ministro Larraín si el salario mínimo es un mecanismo redistributivo.



¿Por qué existe el ingreso mínimo?



La Ministra del Trabajo, señora Evelyn Matthei, afirmó en esta Sala y en la de la Cámara de Diputados que el sueldo mínimo no era necesario. Lo dijo como Senadora y como Diputada.



¿Cuánto ganarían los trabajadores si no existiera el ingreso mínimo? Por cierto, no lo que perciben hoy, sino mucho menos.



El salario mínimo constituye siquiera un sujetador para que los ingresos no sigan bajando, para que no haya abusos.



Señor Presidente, si tuviéramos una política tributaria -es un debate que podríamos realizar: 17 por ciento en Chile, 30 por ciento en Argentina y el resto de los países- más agresiva a favor de los más pobres, de los más vulnerables, que nos permitiera una mayor recaudación, podríamos hacer una redistribución mejor. 



Hay quienes dicen que si subimos el sueldo mínimo baja el empleo. Ese es el gran debate de los economistas.



Entonces, busquemos otro mecanismo de redistribución. Porque lo que nos importa es el ingreso familiar: cómo se para la olla, con cuánto sobrevive una familia.



En esta encrucijada, votar que no significa dejar sin reajuste a los trabajadores que perciben ingreso mínimo. Pero todavía queda la Comisión Mixta. Existe una posibilidad de acuerdo. ¡A ver si, mágicamente, lo que pasó en la Cámara de Diputados ocurre en el Senado...!



El Ministro de Hacienda debe saber que si negoció en la Cámara Baja tiene que estar disponible para hacerlo en esta Alta Corporación.



En la otra rama del Congreso puede hacer mayoría. Aquí, no.



Debería haber dejado unas lucas para negociar acá. ¿Para qué sirve un Senado con mayoría de Oposición? Precisamente, para enfrentar al Gobierno.



Este ejercicio de perdedores que hacemos cada año no ha sido siempre así.



Una vez con el Ministro Arrate logramos un acuerdo de tres años con la CUT. Se estableció un sueldo mínimo para ese período, lo cual dio estabilidad y evitó un angustioso debate, como el que estamos teniendo hoy. 



Algunos dicen: “Después la economía no creció tanto y ganaron más los trabajadores”.



¡Qué pena para algunos que hayan ganado más los trabajadores...! ¡Qué bueno para nosotros que eso sucediera! 



Por cierto, el crecimiento fue menor y determinamos un reajuste mayor.



Señor Presidente, siento que si tuviéramos trabajadores con verdadera capacidad para negociar podríamos consentir en no efectuar este debate sobre el sueldo mínimo.



Pese a ser un derecho constitucional, ¡solo 6 por ciento de los trabajadores negocia colectivamente!



¿Y qué es la negociación colectiva? Si trabajo más, gano más.



¡Qué complejo principio de solidaridad, de honestidad! 



El 94 por ciento restante no tiene posibilidad alguna de acceder a la negociación colectiva.



Por lo tanto, la asimetría que dicen que existe entre trabajadores y empleadores o entre empresarios y trabajadores tiene que ser resuelta de alguna forma.



El debate parlamentario es al menos factor de equilibrio entre los poderosos y los débiles.



Porque, a decir verdad, los poderosos, los grupos económicos no están interesados en lo que aquí resolvamos, pues ya saben cómo actuar. Porque, en el campo de oscilación entre las 172 y las 183 o 184 lucas, ya tienen dimensionados sus ajustes, ya están garantizados los impactos económicos.



Uno podría decir, señor Ministro, que es cierto que no podemos subir más el monto del incremento porque usted manda. Antes mandaba Velasco; hoy día, Larraín. Todos los Ministros de Hacienda están cortados por la misma tijera. No se diferencian mucho: fueron a Harvard; estudiaron en la Universidad Católica. En último término, tal parece que no importa mucho quien sea el titular de Hacienda, sino el tipo de sistema económico existente.



El proyecto sobre incremento del sueldo mínimo nos permite discutir un poquito sobre política, sobre ética, y decir nuestra opinión acerca de la sociedad que estamos construyendo. A mí, por lo menos -y creo que a muchos de los que están aquí les sucede lo mismo-, no me gusta.



Entonces, señor Ministro, ¡cómo logramos más justicia social sin que sea a partir del aumento del sueldo mínimo! Porque usted dice que al incrementarlo en los términos que planteamos se afecta la economía y se hace subir la inflación, lo que termina perjudicando a los trabajadores, quienes son los que pagan el IVA (el que aprobamos el año 37 lo mantenemos hasta ahora).



¡A los empresarios les devuelven todo el IVA! ¡A los que pagan el pan, los alimentos, la ropa, no!



Todos los Ministros han dicho que ese impuesto es regresivo, pues lo pagan los más pobres.



Entonces, señor Presidente, tenemos que redistribuir.



Discutir en dos días el reajuste del sueldo mínimo es inmoral. Lo digo y lo reitero. Se lo pregunté al Senador señor Frei. ¿Con cuánto tiempo se está tratando el ingreso mínimo?



Como lo he planteado previamente -conservo mis discursos al respecto de todos los años anteriores-, ¿por qué no nos ocupamos del asunto en la Comisión permanente de Presupuestos? ¿Por qué no realizamos un debate serio? ¿Por qué lo abordamos a matacaballo en dos días y bajo presión?



¡La materia no se discute, como me acota el Senador señor Lagos! Lo que se hace es rechazar o aprobar.



Y, por último, ¡a lo que salga!



Estimo que eso no es ser serio con los trabajadores. Pienso que podemos recurrir, entonces, a mecanismos adicionales. Si el señor Ministro de Hacienda nos dice que no podemos redistribuir a partir del ingreso mínimo, entonces conviene buscarlos.



Hemos hecho referencia al IVA diferenciado. ¡Los economistas se asustan...! En Brasil existe: para el pan, para los alimentos básicos.



Como decía el Senador señor Bianchi, las cosas no valen lo mismo en Punta Arenas y en Arica. La bencina cuesta más cara en Biobío, donde la producimos en la Refinería de Hualpén, que en Santiago. Esas son las diferencias de vivir en Regiones. 



Por lo tanto, uno se pregunta por qué no el IVA diferenciado.



¿Cuál va a ser el mecanismo de redistribución para compensar al sector laboral?



Un trabajador puede llegar a gastar el 14 por ciento de su ingreso en transporte público. Y, por cierto, destina también un 15 por ciento a comprar pan. 



¿A cuánto estamos aspirando en este gran debate? A mil 500 pesos...

El señor LAGOS.- Adicionales.

El señor NAVARRO.- ...adicionales. Descontando el IPC, ¡dos kilos de pan! ¡O sea, la gran discusión en el Senado de la República de Chile sobre cómo subir el ingreso mínimo dice relación con dos kilos de pan para los trabajadores...!

El señor LAGOS.- ¡Batido...!

El señor NAVARRO.- ¡Al mes! ¡Dos panes diarios!

El señor MUÑOZ ABURTO.- ¡Corriente...!

El señor NAVARRO.- Y corriente. No es el producto especial del Lider Express...



Entonces, pienso que tenemos que mejorar, por el bien de todos, en cómo hacer más serio el debate y cómo enfrentar la posibilidad de beneficiar en verdad a los trabajadores a fin de poder aumentar efectivamente la distribución del ingreso.



Cabría esperar una discusión, no solo del ingreso mínimo, sino también, particularmente, de otros aspectos que liquidan al sector laboral. Ello se ha planteado con relación a La Polar, a los impuestos sobre impuestos. La idea es que sea posible decir: “Este es el ingreso mínimo que podemos fijar, más un conjunto de otras medidas adicionales para poder mejorarlo que han sido anunciadas por el titular de Hacienda, sin enumerarlas.”.



Voy a votar en contra, señor Presidente, porque creo que todavía podemos negociar un poco más con el señor Ministro. Si no, seríamos malos negociadores. Y el señor Ministro sería un mal Ministro si no guardó nada para negociar en el Senado.



Pero creo que la cuestión puntual radica en la redistribución de la riqueza. Eso pasa por un debate político y, fundamentalmente, ético, moral. Y es preciso estar disponible para darlo no solo cuando discutimos el ingreso mínimo.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!



¡Nueva Constitución, ahora!



--(Aplausos en las tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Los asistentes en las tribunas deben guardar silencio. Es preciso respetar todas las opiniones. Se prohíben las manifestaciones, a favor o en contra.



Como la Honorable señora Allende no se encuentra en la Sala, tiene la palabra el Senador señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, como decían otros colegas, hemos discutido el tema prácticamente todos los años, habiendo acumulado cierta experiencia.

El señor NAVARRO.- No todos.

El señor KUSCHEL.- Casi todos. A veces, lo hemos hecho con relación a períodos de tres años, de dos, en fin.



Y creo que hemos reunido alguna experiencia de éxito y de fracaso en la materia.



El que nos ocupa -recordémoslo- no es el único ingreso mínimo de las personas más pobres. Afortunadamente, con el tiempo, hemos podido ir creando una especie de red social de apoyo: un ingreso familiar, que se ha ido configurando; los bonos de Chile Solidario, como se mencionó -el de egreso, subsidio a la cédula de identidad-; el subsidio al consumo de agua potable; becas de distinto tipo; pensiones solidarias; alimentación escolar; subsidio a la discapacidad; subsidio único familiar; subsidios AUGE, en salud; becas de alimentación de otro tipo; ayudas a la tercera edad.



Entonces, no se trata solo de la situación en examen. Ello, por una parte.



Después, se mencionó aquí la experiencia histórica -entre comillas- de negociar por tres años el ingreso mínimo. Me parece que esa experiencia fue triste para los trabajadores, porque el reajuste ascendió a algo así como 15 por ciento o un poco más...



¿Cuánto fue?

El señor NAVARRO.- De 12 por ciento.

El señor KUSCHEL.- De 12 por ciento.



En 1998...

El señor NAVARRO.- Cuando fue Ministro el señor Arrate.

El señor KUSCHEL.- ...partimos con una cesantía de 6,4 por ciento, la cual, después de esa negociación, saltó a 10,1 por ciento; 9,7 por ciento; 9,9 por ciento, etcétera. Y recién ha venido a caer ahora último. Nos salió caro. ¿Por qué? Porque, como se ha dicho, el ingreso mínimo impacta en mayor proporción precisamente a las personas de menor calificación, de menor capacitación y, en especial, a las mujeres.



Tales antecedentes se hallan a disposición de los señores Senadores y son conocidos. Les pido considerarlos en su análisis.



Y aquí nos han entregado las cifras de edad en relación con el desempleo, registrado en mayor medida entre la población menor de 24 años, que es la cubierta principalmente -entre comillas- por el ingreso mínimo.



Adicionalmente, se han creado hasta ahora casi medio millón de empleos. Así que una fuerza vigorosa natural los está generando, sin ser los del ingreso mínimo, sino otros con bastantes mejores remuneraciones. Y algunas Regiones -por desgracia, no es el caso de la que represento- prácticamente no cuentan con trabajadores para determinadas faenas, en particular las mineras, en el norte. Para eso no se ha requerido ningún ingreso especial, ninguna ley.



En seguida deseo referirme a cuántos son los afectos finalmente al ingreso mínimo. En su expresión de 181 mil 500 pesos, este dice relación con 200 mil personas. Aquí se mencionó un millón y medio. Si se consideran niveles mayores, como 1,5 de ingreso mínimo, se puede llegar a un millón 600 mil personas, de algo más de 7 millones a que asciende la fuerza laboral.



Desde un punto de vista técnico -como he dicho, hemos acumulado una experiencia de aciertos y desaciertos en todos estos años, para bien o para mal, la cual es preciso tener en cuenta-, se ha llegado a establecer una especie de fórmula que los mismos expertos, de todas las corrientes, han recomendado, sobre la base, en particular, de la inflación pasada. Este es el elemento que más pesa.



Varios señores Senadores han destacado la importancia del aumento de precio registrado en los alimentos, la energía, los combustibles. Eso es lo que más se pondera. En el caso de que se trata, la inflación pasada representó un 3,3 por ciento.



Para la productividad, en la versión original, se contempló un 1,1 por ciento. Eso dio el 4,4 por ciento propuesto inicialmente por el Gobierno en la Cámara de Diputados. Ahora estamos considerando un 2,2 por ciento en total para ese factor.



En Chile y otros países se ha comprobado que si el ingreso mínimo se reajusta en una proporción mayor, la inflación sube en una proporción también mayor. Por eso, se usa para el cálculo la inflación pasada. Ello ha sido estudiado por economistas, profesores, en fin.



Como soy economista, “lamentablemente”, pongo cuidado en estas cosas, porque, así como en algunas ciencias se llega a ciertos resultados, creo que en Economía ocurre lo mismo. Y en Chile hemos utilizado razonablemente la técnica de la Economía, más bien, para lograr ciertos resultados que, sumando y restando -porque no hemos acertado en todo-, han sido favorables.



Entonces, señor Presidente, deseo finalizar solicitando a la Sala que apoye el ingreso mínimo planteado, el cual, por las razones expresadas, no cubre todo el universo de los trabajadores, mas sí constituye un elemento importante. Técnicamente, estamos yendo un poco más allá de las recomendaciones de los expertos. En esta materia no se trata solo de técnica -es algo que ya se mencionó-, sino que también median consideraciones políticas, pero no podemos traspasar ciertos límites.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, una vez más nos toca discutir sobre el ingreso mínimo.



Puedo compartir lo expresado por otros Honorables colegas en el sentido de que ojalá contáramos con los instrumentos y el consenso requeridos para fijar un monto en lo posible trianual o, por lo menos, plurianual, y evitar el debate año a año, que siempre es bastante duro.



Y lo es porque, como lo manifestó el propio señor Ministro, vivimos en la región más desigual del mundo, sin perjuicio de que, además, Chile es uno de los países con mayor inequidad y disparidad. Los veinte años de Gobiernos de la Concertación permitieron reducir la pobreza de manera muy significativa, pero, claramente, no hemos logrado disminuir las desigualdades como hubiera sido deseable.



Además, si se consideran los tres primeros quintiles, se observa que el 60 por ciento de la población vive con cerca de 500 mil pesos mensuales.



El asunto en debate se plantea junto con otras situaciones. Por ejemplo, celebramos hoy al mediodía una sesión que debió ser de mayor duración, lo que no fue posible por la falta del visto bueno necesario, pues resulta evidente que había mucho más que conversar. Fue interesante, sin embargo, porque es preciso tratar una cuestión que ha afectado enormemente a la opinión pública. Hago referencia, por supuesto, al caso de La Polar, que me parece uno de los mayores fraudes comerciales acaecidos en el último tiempo en el retail y en el que se ha demostrado una conducta delictual respecto de la cual espero de verdad que se aplique todo el rigor de la ley. Más de 400 mil personas se han visto completamente afectadas en su desarrollo personal y familiar y en su proyección de vida, en virtud de repactaciones unilaterales inconsultas, no comunicadas, en las que se aplicaron intereses, gastos y más intereses, según lo que se ha conocido en forma dramática.



Al preguntarme cómo se sentirá hoy día esa gente, los señores Senadores podrán pensar en qué motivo puede concurrir para hacer referencia a lo ocurrido en dicha empresa y no al ingreso mínimo.



Lo que sucede es que este último es tan bajo todavía para la gran mayoría de los trabajadores, que una familia de cuatro integrantes, en promedio, debe endeudarse para vivir. Y después sigue haciéndolo, a veces de una manera en que la “pilla la máquina”.



Porque, además, la industria del retail ha descubierto que lo mejor para ella es que los chilenos vivan endeudados, ya que, al final, gana intereses e intereses sobre intereses y nunca se ha legislado sobre la tasa de interés máxima convencional.



Entiendo que mi Honorable colega Ruiz-Esquide presentó una moción sobre la materia. Me alegro mucho. Ojalá que el Senado la discuta y la apruebe, y que de una vez por todas fijemos algún criterio con respecto a lo que entendemos por una tasa usuraria, hasta dónde llega el interés máximo convencional, etcétera.



En la situación expuesta no funcionó ningún mecanismo de fiscalización. Las alertas tempranas venían de épocas pasadas y fueron ignoradas en el Gobierno. Los efectos registrados obedecen a que tenemos familias que se endeudan para poder vivir y empresas que, como ya señalé, ofrecen créditos con facilidades tremendas, bastante irresponsablemente en muchos casos.



Incluso, presenté en la Cámara de Diputados una moción sobre la materia, por cuanto no me parecía conveniente el acercamiento a estudiantes universitarios para ofrecerles todo tipo de tarjetas. La idea era que la empresa se hiciera cargo si en determinado momento no existía posibilidad de pago, en la medida en que su irresponsabilidad la había llevado a otorgar una tarjeta sin siquiera hacer un estudio mínimo del perfil del estudiante para ver si efectivamente tenía capacidad de financiamiento.



Este es un cuento que ha venido arrastrándose, señor Presidente. A mi juicio, Chile es uno de los países con personas más endeudadas. El señor Ministro también lo sabe.



Y es una caldera que va a reventar. No podemos seguir así. ¡La realidad es que a la gente no le alcanza para vivir!



La canasta básica está subiendo día a día. Aumenta el precio de la parafina, del transporte, de la alimentación, de todos los elementos que la componen. Si se aplica el cálculo del MIDEPLAN, una familia de cuatro personas requeriría 260 mil pesos para adquirirla. Y nos encontramos discutiendo ahora si se da un punto y medio más de lo contemplado en el proyecto original que se envió a la Cámara de Diputados.



Todos los señores Senadores le han dicho al señor Ministro: “En el último tiempo estamos hablando de una economía sólida, que crece, que ha generado empleo; de un precio del cobre altísimo; de muchísimos recursos disponibles; de la aprobación de un Presupuesto con que pocas veces había contado un Gobierno, y, sin embargo, estamos todos sorprendidos de la baja ejecución presupuestaria”.



Esto último también incide, señor Presidente. Porque la construcción, por ejemplo, es una actividad importante. Y la baja ejecución presupuestaria mostrada por el Gobierno y que llama la atención, ya que creo que es la menor en los últimos siete u ocho años, está afectando justamente a ese sector, que es uno de los dependientes del ingreso mínimo, y a sus trabajadores. Las inversiones en vivienda y obras públicas son generalmente las que generan más empleo.



Por cierto, votaremos a favor de la idea de legislar. Ninguno de nosotros podría estar en contra de ajustar el ingreso mínimo. Pero queremos expresar, con mucha claridad, que a nuestro juicio no se está haciendo un esfuerzo real; que aquí se manejan las cifras -y los números dan para muchas cosas-; que cuando nos referimos a un ingreso mínimo de un poco más de uno aludimos claramente a un universo bastante importante, que generalmente es el más vulnerable; que no negocia colectivamente.



Chile registra una baja tasa en este último aspecto. Lamentablemente, también exhibe una cierta debilidad en relación con el asociacionismo o poder gremial. Me gustaría que fuera como en otros países, donde los gremios y el fuero sindical son respetados, y se incentiva la asociación sindical, no como aquí, donde con frecuencia se aplican prácticas antisindicales y, a veces, ni siquiera se respeta el fuero, además de presentarse situaciones de precariedad que determinan al final una baja tasa de sindicación. Y eso también nos afecta.



Luego, el nuestro es un país donde están subiendo de precio los componentes de la canasta básica; donde a la gente no le alcanza para vivir; donde todos los meses es preciso rebuscárselas por la vía de la deuda y de sacar de aquí o de allá, en las condiciones que conocemos; donde rige una economía altamente concentrada.



Aparte este último factor, han tenido lugar otros escándalos en relación con los cuales parece que la justicia actúa en forma muy lenta. Y a pesar de que ellos llegan al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y de que supuestamente se investigan, uno experimenta la sensación de que terminan sin consecuencias.



Se han demostrado acuerdos de fijación de precios como el de las farmacias; como parece ser el caso de los buses interurbanos, y otros. Y, lamentablemente, ¿qué puede sentir la ciudadanía? Que existe impunidad, en la medida en que se denuncia; que el Tribunal de la Libre Competencia confirma que ha mediado concordancia; que se inicia un juicio eterno, y la percepción es que no pasa nada.



Creo que la legislación penal en materia económica requiere, como lo señalamos en la mañana, una modificación muy profunda. Sabemos perfectamente que adolece de un déficit sancionatorio. El mejor ejemplo de ello lo encontramos en la quiebra de la banca, en 1982, cuando se iniciaron juicios eternos, cuyas sanciones -en los casos en que las hubo- fueron francamente irrisorias. 



Eso tuvo un costo para el país. Y ni hablar de lo que significó para el ciudadano de a pie, de la calle. 



Entonces, uno empieza a entender cada vez más el creciente malestar de la gente y por qué sale a protestar o se siente defraudada. 



Al Gobierno le cuesta comprender lo que sucede. Porque dice: “¡Pero cómo: tenemos una tasa de crecimiento superior al 6 por ciento, y la adhesión baja y baja!”. 



Lo que pasa es que no hay correspondencia entre ese crecimiento de 6 por ciento y lo que realmente reciben los sectores más pobres, más vulnerables, más desprotegidos. 



En este país existen demasiadas desigualdades. En este país se obliga a la gente a vivir ficticiamente, porque la plata no le alcanza y debe endeudarse y endeudarse. En este país se sabe que el salario mínimo se relaciona directamente con la superación de la línea de pobreza. Y ello es muy importante. 



Por lo tanto, le decimos al Ministro con toda claridad que aprobaremos el proyecto en general, mas no en particular si no se realiza un esfuerzo por elevar el ingreso mínimo a fin de que al menos alcance a una cifra, no digo respetable, pero sí bastante diferente de la propuesta, que, sin duda, no resolverá un problema que, dependiendo de cómo se considere, afecta de manera directa a entre 400 mil y 600 mil o más trabajadores, o indirectamente, a entre 1 millón y un 1 millón y medio de personas.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- A continuación se hallan inscritos los Senadores señores Gómez y Escalona, quienes no se encuentran presentes. 



Tiene la palabra la Honorable señora Rincón. 

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, estimados colegas, el debate que estamos llevando a cabo en la Sala es de vital importancia para los ciudadanos de nuestro país y genera visiones encontradas en los economistas, en el Gobierno y, también, en el Parlamento. 



Para algunos, el reajuste del sueldo mínimo solo tiene que ver con criterios macroeconómicos abstractos y con supuestos de la economía, como su teoría de la mano invisible (algo de esto discutimos en la sesión de esta mañana). Su incremento, por tanto, generará hipotéticamente perjuicios a la economía local al impedir que los trabajadores accedan a mejores condiciones de remuneración producto del aumento de los costos, etcétera.



Para otros -me incluyo entre ellos-, este tema se relaciona con las posibilidades de existencia de los trabajadores, de sus familias y de su entorno.



Creo que la fijación del ingreso mínimo mensual debe ir en consonancia con las necesidades vitales de una familia. En consecuencia, ha de estar ligada ya sea a la línea de la pobreza, ya sea al umbral de los requerimientos mínimos, pero no a la mera teoría del terror, que a algunos siempre les gusta mencionar cuando se discute este asunto. 



Además del factor vivencial, pienso que no debemos eludir la reflexión sobre el impacto de un alza en el salario mínimo en otros ámbitos de la economía. Es así como, a la luz de muchos estudios que todos conocemos, no existe evidencia unívoca sobre su efecto en el desempleo, salvo en períodos de recesión económica, que no es el caso de hoy. 



Se ha mencionado también que el aumento del ingreso mínimo afecta a las pymes.



Estimamos que nuestra preocupación por ellas debe ser central, pero respecto de las que realmente lo son y no cuando se trata de filiales de empresas más grandes, como desgraciadamente ocurre en nuestro país.



El Estado debe preocuparse de apoyar a las pymes con políticas económicas que las hagan más eficientes, con manejo de tecnología, con facilidades tributarias, con fomento empresarial, etcétera, y no pensar en que estarán condenadas a pagar malos salarios.



Lamentablemente, se las utiliza como excusa para no aumentar el salario mínimo, pero a su vez se les impide crecer más y mejor.



En momentos como este, en que el Gobierno se felicita por las cifras de crecimiento y las empresas muestran utilidades positivas en sus balances, es cuando esperamos que los trabajadores puedan ver los frutos del desarrollo.



Asimismo, es imprescindible que se incorpore la dimensión de las necesidades reales de las familias si queremos construir un país menos desigual.



Por eso, consideramos que la propuesta del Gobierno en la materia es menos que modesta (para no utilizar palabras más duras que se me ocurren ahora).



Un sueldo digno es la gran deuda de la justicia social en Chile. El Gobierno debe asumir un compromiso y acoger la propuesta de los trabajadores para un reajuste del ingreso mínimo mensual superior al ofrecido hoy día, teniendo en cuenta la presión inflacionaria que afecta a diario a los sectores medios y a los más vulnerables, especialmente en el área de los alimentos. 



¡Más de 800 mil trabajadores reciben el salario mínimo; más de 800 mil familias deben hacer milagros y encomendarse al buen Dios para sobrevivir!



La pobreza de nuestro país se está reflejando en la nula capacidad de pago de los sectores que trabajan y tratan de vivir -o, mejor dicho, sobrevivir- con el indignante sueldo denominado hipócritamente “ingreso mínimo”, que al final nivela para abajo.



La estafa, el fraude, la posible quiebra de una insignificante tienda como La Polar muestran una grieta profunda en el sistema económico imperante en Chile.



Y no solo eso.



El modelo económico impuesto a la fuerza, sin democracia, sin Congreso, sin representación ciudadana, fue considerado un milagro. Hoy, el mal llamado “milagro económico chileno” exhibe su cara más patética y cruda, que se traduce en que la mayoría de los chilenos y chilenas no ganan un salario digno y decente para comprar todo lo que el modelo -aparentemente- les ofrece a costa de deudas. Y las desigualdades se perpetúan y agudizan en forma odiosa. 



Miles de chilenos viven en una fantasía que hoy termina de la forma más obvia: con la estafa de los empresarios de La Polar, quienes burlaron los inexistentes controles de la Superintendencia de Bancos, de la Contraloría, de PricewaterhouseCoopers, de la Bolsa y de todos los organismos e instituciones que debían estar informados de los delitos que estaban gestando los gerentes y dueños de esa multitienda.



Muhammad Yunus, el “banquero de los pobres”, Premio Nobel de la Paz en 2006, decía en su libro Hacia un mundo sin pobreza: “Los pobres no tienen derechos humanos”.



Pensar que una persona puede ser libre y desarrollar sus capacidades con menos de 200 mil pesos mensuales (400 dólares) es una burla para todos los connacionales.



Con 172 mil pesos, CIFRA QUE RECIBEN MÁS DE 800 MIL CHILENOS, definitivamente no se puede vivir. Eso solo alcanza para arrendar una pieza por 90 mil pesos; para que el jefe o la jefa de hogar que trabaje tome la micro o el metro todos los días; para pagar una cuenta de luz básica; para comprar 1 kilo de pan al día y 5 litros de parafina y 10 litros de leche al mes.



Si la familia que percibe ese dinero tiene deudas o debe enfrentar un imprevisto, ¡ni hablar!



¿Qué posibilidad les queda a las familias para acceder a otros bienes de consumo? Endeudarse en La Polar, Ripley, Lider, y terminar depositando los pocos ingresos que tienen en las cuentas que les abren las propias empresas del retail, cuyos intereses son exorbitantes y usurarios.



Señor Presidente, ¡el abuso debe llegar a su fin!



El salario mínimo que propone el Gobierno, sin acuerdo con los trabajadores, no satisface las necesidades básicas de una familia. Se debe incrementar su monto. También, hay que darle categoría de digno.



Se requiere una política a mediano plazo que incorpore de manera democrática a los diversos actores del mundo del trabajo en un diálogo vinculante, en que no sea el Gobierno de turno el que imponga su visión utilizando uno de los sistemas de fijación de sueldo mínimo que, a nivel comparado, arroja los peores resultados.



Sin duda, un gran acuerdo político o cualquier llamado a la unidad nacional deberían considerar como piedra angular la colocación del trabajo al centro de la estrategia de desarrollo.



Por ello, resulta necesario elaborar un plan nacional de reajuste del salario mínimo para acercarnos siquiera a la mitad inferior de los países de la OCDE, como Portugal y Eslovaquia, cuyo PIB per cápita gira en torno a los 20 mil dólares. Pero con un PIB verdadero y no con uno concebido bajo la tiranía de los promedios, que esconden la realidad de millones de familias en nuestro país, la cual no puede dejarnos tranquilos, menos cuando estas escuchan al Presidente de la República decir que Chile crece al 6,5 por ciento y que estamos casi en pleno empleo.



Tal como ha destacado la Iglesia católica, resulta totalmente indignante que haya personas que trabajen y sean pobres.



Asegurar sueldos dignos es la gran deuda que tenemos con los trabajadores. Solo así podremos instalar la equidad en nuestro país y terminar con las irritantes desigualdades.



Señor Presidente, si lo que acabo de expresar no es considerado por el Gobierno, votaré en contra de cada una de las normas del proyecto. 



He dicho. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, esta debe de ser la decimonovena o vigésima ocasión en que me toca participar en una sesión donde se discute el salario mínimo. Y cada vez que lo hago me pongo más presidencialista. 



¡Cuántos cesantes habría en Chile si el Parlamento tuviese la facultad de fijar el sueldo mínimo!



El salario mínimo es cero en los países. Es el ingreso de los cesantes, quienes no tienen entradas. 



Por fortuna, nuestro Gobierno ha alcanzado en un año un récor histórico: 450 mil chilenos que estaban cesantes hoy tienen trabajo y perciben un ingreso.



Aquí he escuchado: “las cifras que entrega el Gobierno”. Se trata de los mismos organismos que dieron las cifras de ustedes durante veinte años.



Si seguimos con este ritmo catastrófico en las sesiones del Congreso, y en particular del Senado, creo que terminaremos todos deprimidos.



Recuerdo la sesión especial que celebró nuestra Corporación cuando se desató la crisis financiera mundial. Los Senadores de la Concertación la solicitaron para discutir las pérdidas de los fondos de pensiones.



Tal como lo señalé en esa ocasión, los estatistas vivieron un veranito de San Juan creyendo que se caía el sistema, el mundo entero. Pero, finalmente, este se encuentra saliendo de una de las crisis más complejas. Y hoy podemos decir -por cierto, no habrá una sesión especial para ello- que los fondos previsionales de todos los trabajadores chilenos ya recuperaron el nivel que tenían previo a la crisis, como también lo anunciamos.



Ha ocurrido algo irritante en el país -y me alegra que nos irrite a todos por igual-: el caso de La Polar. Pero, a partir de esta situación, nuevamente anuncian que se cae el país, se cae el sistema, se cae todo.



Señor Presidente, hace bien salir a caminar. Yo lo hice un rato en la tarde. Porque en verdad algunos están muy depresivos y angustiados anunciando demasiadas cosas catastróficas que, sinceramente, no veo en la vida común de los chilenos.



Se ha mencionado la crisis de 1981, la situación de La Polar, en circunstancias de que estamos convocados para una discusión bastante más simple, en la cual, afortunadamente por el bien de los chilenos, solo podemos aprobar, rechazar o reducir el monto que se propone.



Nos encontramos debatiendo el sueldo mínimo que se fijará en el país.



Al respecto, quiero recordar que hace cuatro años, durante el Gobierno de la Concertación, presenté mi propuesta de sueldo ético, que consistía en un salario mínimo sugerido vinculado a la encuesta CASEN, con el objeto de suplementar los ingresos autónomos de los chilenos a fin de que no hubiera nadie bajo la línea de la pobreza. Y ello está derivando en lo que hoy se denomina “ingreso ético familiar”, que tiene que ver con una forma de redistribuir los aportes del crecimiento para mejorar la distribución del ingreso a los efectos de que no exista ningún chileno bajo la línea de la pobreza.



Eso debiéramos discutir: cómo lograrlo.



Resulta muy fácil pronunciar discursos para la galería. Obviamente, con ello se sintoniza con la gente.



Pero llamo la atención para que avancemos en algo que aquí se ha señalado y que comparto ciento por ciento.


Carece de todo sentido discutir anualmente esta materia. Tenemos que establecer criterios técnicos que nos permitan conjugar el mayor crecimiento del ingreso mínimo para los chilenos con el cuidado de que estos no caigan en la informalidad y en el desempleo. Es el riesgo de subir en exceso el salario mínimo. ¡Si nadie es partidario del monto que estamos debatiendo aquí! ¡Para qué discutimos! ¡Todos quisiéramos un sueldo mínimo infinitamente más digno!


Lo importante es cómo logramos progresar lo más rápido posible a fin de que los ingresos autónomos de las familias chilenas nos permitan alcanzar un salario lo más digno posible. Y mientras transita el país hacia ello, está la propuesta del sueldo ético.



Son las pymes las que generan el 70 por ciento del empleo. Digámoslo claramente. ¡Es muy fácil hablar de las grandes empresas, de las grandes utilidades! ¡Pero se trata de discursos para la galería, señores! Son los pequeños empresarios -ahí están las cifras, ¡las mismas de los Gobiernos de ustedes durante veinte años!-, son las pymes de Chile, son los pequeños emprendedores los que contratan por el mínimo a la inmensa mayoría del país.



Entonces, tenemos que avanzar con un subsidio que permita que ese “ingreso ético familiar”, o “sueldo ético”, o como se le quiera llamar, al final complemente los ingresos autónomos de las familias para que alcancen niveles de la CASEN.


Deseo recordar, además, que los Ministros de la época se comprometieron a patrocinar esa propuesta. Pero ello nunca ocurrió.



Espero, sinceramente, que en el Gobierno de la Alianza concretemos una de las políticas públicas que considero más trascendentales para el país: el ingreso ético familiar.



Por lo tanto, lo que debemos debatir es cómo avanzar para que los chilenos accedan a salarios más dignos y no se vayan a la informalidad y al desempleo.



En lo personal, nunca voté en contra. Nunca usé esta discusión para hacer demagogia u oposición a los Gobiernos de la Concertación.

El señor PROKURICA.- ¡Esa es la diferencia!
El señor LONGUEIRA.- Siempre voté a favor de lo que planteaban los Ministros de Hacienda, fueran de Harvard o de otro lado, de la Concertación o de nuestra Coalición. Ellos están a cargo de generar el empleo, de hacer crecer al país. Y por cierto, todos, los de ustedes y los nuestros, desean que tengamos el más alto de los ingresos mínimos para los chilenos.



Es muy fácil hablar para la galería. Pero, afortunadamente, quienes lo hacen no llegan a tener control del país, porque, de ser así, creo que habría muchos chilenos cesantes, como ya ocurrió. Fíjense, Sus Señorías, que hay una coincidencia. Cuando se subió de manera significativa el monto del ingreso mínimo, durante tres períodos, también se registró la más alta cesantía.



En consecuencia, hemos de velar por el bien común, por quienes no tienen trabajo. Debemos lograr que la mayor cantidad de chilenos lo obtenga lo antes posible y lleguemos al pleno empleo. La mejor política pública es el pleno empleo. Y ojalá alcancemos consenso en esto.



Ahora bien, yo personalmente he formulado un planteamiento.



A mí me gustaría vincular el ingreso mínimo en Chile con el crecimiento económico. Pienso que es bueno. Me parece bien que, pasados seis meses, si el país crece al 6 por ciento, exista un incremento, ya que estamos desarrollándonos y generando empleo. A lo mejor, podemos llegar a consensos en esa línea.



Pero sostengamos una discusión con cierto rigor, porque tenemos que lograr políticas públicas concordadas. No le temamos al consenso. Alcanzar acuerdos ha ocasionado poco menos que un complejo en la clase política chilena.



Un Senador de las bancas de enfrente ya se refirió a los sueldos mínimos de países vecinos al nuestro. ¡Si a nadie le gusta el ingreso mínimo existente en Chile!


Sin embargo, debemos entender que hemos ido construyendo un país derrotando a la pobreza. Lo hemos ido haciendo quienes estuvieron en el Gobierno, quienes formamos parte de la Oposición, pese a que nos queda mucha desigualdad, mucha gente en campamentos, mucha pobreza, muchos chilenos que perciben el ingreso mínimo. No destruyamos el camino que hemos avanzado.



A la luz de la sesión de la mañana y de la de ahora, pareciera que todos estuviéramos colaborando a destruir algo que ha permitido progresar significativamente. Llama la atención que en el mundo entero se reconozca el país que estamos construyendo y que aquí, fruto de hechos puntuales, la clase política que ha sido capaz de llevar a Chile a los niveles alcanzados hoy esté poco menos que destruyendo aquello.



Señor Presidente, espero que logremos un consenso.



Emitir discursos que no responden al asunto en discusión o al rigor con que debe analizarse esta materia lo único que hace es generar expectativas y causar un daño.



Si el país crece al 6 por ciento, pienso que se puede realizar un esfuerzo mayor. Y ojalá se alcance un acuerdo en esta discusión. Porque creo que consensuar materias como esta constituirá una importante señal para todos los chilenos.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, escuché atentamente los planteamientos del Senador Longueira. Y no diré nada contrario.



En cuanto a lo que Su Señoría menciona, considero razonable que nos sentemos a conversar sobre este tema y a resolverlo de buena forma.



Según parece, es una práctica de todos los Gobiernos ingresar el asunto que nos ocupa en el último minuto y no tener espacio de conversación ni de discusión.



Entonces, se sube mil 500 pesos en la Cámara de Diputados y se plantea incrementar un porcentaje en el Senado. El año pasado fue peor todavía, con un espectáculo en las peores condiciones.



Lo que ha señalado el Senador Longueira es correcto, en cuanto a cómo llegar a un acuerdo para que esto no se transforme en una disputa de todos los años.


Antes la Alianza fue Oposición; ahora lo somos nosotros. Pero lo que debiéramos perseguir es que el ingreso de cada trabajador le alcance para vivir, y no fijar números que, según los cálculos, implican 6 mil o 6 mil 500 pesos diarios.



Entonces, lo planteado por el Senador Longueira es razonable. Lo malo es que en los Gobiernos de la Concertación no se hizo, ni tampoco se ha realizado en este. Porque se presenta el proyecto a último minuto y recién ahí empieza el debate. Y sobre la base de ese concepto, lo que uno dice no es un discurso para la galería, sino, simplemente, la constatación de ciertos hechos.



De acuerdo a las estadísticas nuestras, un porcentaje importante de trabajadores chilenos -511 mil- gana menos del mínimo; 170 mil obtienen el salario mínimo, y de ahí hacia adelante, hasta 3 millones de asalariados, algunos tienen ingresos mayores y otros, menores. 



De modo que una cantidad importante de personas percibe el sueldo mínimo. Por lo tanto, debemos encontrar la manera de resolver tal situación. ¿Por qué? Porque en el análisis de las diversas circunstancias, según el Banco Central vamos a crecer entre 6 y 7 por ciento, por lo cual, si la inflación proyectada es de 4 por ciento, sobre esa base, podemos pensar que es posible hacer un esfuerzo mayor.



Incluso el propio Senador Longueira sostuvo que podemos llegar al 6 y tanto por ciento; o sea, a 183 mil pesos, que es más de lo que hoy día propone el Gobierno.



En consecuencia, sería sumamente razonable que en algún minuto tuviéramos el espacio, el tiempo y la decisión para establecer criterios que nos permitan contar con un sueldo o ingreso mínimo razonable, desde el punto de vista de la proyección y de las necesidades de las familias de los trabajadores.



Desgraciadamente, eso no se da.



El planteamiento del Gobierno es que, de acuerdo a las cifras entregadas, no es posible otorgar un ingreso mayor para que se pueda vivir como corresponde; o sea, un reajuste superior al propuesto.



La evolución del ingreso mínimo ha sido, en el tiempo, de diversas magnitudes. En el año 2008, la inflación fue de 8,7 por ciento y el reajuste real de 1,7 por ciento; el 2009, de 5,2 por ciento; el 2010, la inflación fue de 3 por ciento y el reajuste real de 1,2 por ciento. En fin.



En verdad esta discusión tiene un componente muy difícil de explicar a la opinión pública, porque, desde el punto de vista de las cifras, se habla de mil 500, de 2 mil o de 3 mil pesos más.



Cuando se discute esto fuera del contexto global, se argumenta que empiezan los discursos para la galería. Pero a mí no me interesa hablar con esa finalidad, sino efectuar un debate a fondo sobre el ingreso ético familiar, a fin de implementarlo en el tiempo.



Pero en la discusión de hoy día no tenemos otro camino que poner la tranca necesaria para que el Gobierno aumente su oferta. Recordemos que partió con un porcentaje recomendado por su propia comisión; lo incrementó motu propio en la Cámara de Diputados. Y acá, si mantenemos firme nuestra posición, probablemente lo subirá otro poco.



Constituye un error la manera en que este y los Gobiernos anteriores, año a año, discuten lo referente al reajuste del ingreso mínimo.



Tengo claro que el porcentaje que ofrece hace llegar el mínimo a 181.500 pesos. Pero, de acuerdo a las cifras entregadas por el Banco Central, esa cantidad se puede superar con un esfuerzo mayor.



Cuando se habla de que se han aumentado los empleos en 450 mil plazas, el problema es saber de qué calidad son. Porque tal vez en esa cifra están considerados algunos de muy mala calidad. Y eso es lo que hay que aclarar...

El señor BIANCHI.- ¡Son de precariedad!

El señor GÓMEZ.- Exacto, de mala calidad y de precariedad.



Entonces, se debe precisar también si en tal incremento de la fuerza de trabajo se  incluyen ingresos superiores al mínimo y si las labores por desarrollar son de la calidad que todos esperamos. Cuando se dice que hay 450 mil nuevos empleos, me preocupa saber de qué tipo son y cuánto se paga a los trabajadores.



No logro entender por qué el aumento del ingreso mínimo va a generar un problema financiero, menos aún de acuerdo a las condiciones que he señalado y conforme a las cifras que entregó el Banco Central, las cuales fueron refrendadas por el señor Ministro de Hacienda. No creo que eso pueda generar un impacto que, eventualmente, termine en una crisis económica en el país.



Es cierto que Chile está creciendo; que tenemos más recursos, y que estamos recibiendo una buena cantidad de ingresos por vía tributaria. Sin embargo, ¿qué piensa la gente y cada familia? Que se habla mucho de crecimiento, pero que nada de él llega, en definitiva, a quienes perciben el ingreso mínimo.



Cabe destacar que 511 mil trabajadores -15,3 por ciento- reciben menos del mínimo, según estadísticas oficiales y no manipuladas, y que a 170 mil se les paga el sueldo mínimo.



Señor Presidente, desgraciadamente -como se ha dicho-, el único mecanismo que hay en este sistema presidencialista -que impide una discusión distinta- es aprobar o rechazar. Y, en este caso particular, por la manera en que se presenta la iniciativa, sin haberla discutido ni haber contado con el tiempo para debatirla como lo planteó el Senador Longueira, y para que el Gobierno realice el esfuerzo que le corresponde, solo nos queda rechazar el articulado propuesto.



La idea de legislar, por supuesto, es otra materia. Nos interesa discutirla. Pero vamos a rechazar el reajuste formulado por el Ejecutivo.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, pienso que es mala costumbre tratar de demagógicas las opiniones que no compartimos. Cuando hay un argumento que no nos gusta, entonces, decimos que el interlocutor es demagogo. Y me parece que esa intolerancia viene arrastrándose en el país desde hace unas tres décadas, más o menos. No se puede hacer demagogia tratando al interlocutor de demagogo. Esa, en mi opinión, es una regla de trato cívico esencial.



Muchas son las maneras de entrar al debate. Están, por cierto, los temas de la inflación, de la productividad, del crecimiento. Hay diferentes instrumentos. Pero estimo que los de carácter técnico nunca reemplazan a la política.



Seamos claros: no tratemos de convencernos aquí de que por la vía de un comité de expertos resolveremos los problemas que le compete solucionar al sistema político.



Debemos asumir nuestra responsabilidad. Para eso la gente nos eligió, y no para que nos escondamos detrás de los técnicos ni andemos bajo las faldas de los “expertos”.



Al respecto quiero ser muy claro. En nuestro país hay una tremenda desigualdad en los ingresos. Y el salario mínimo juega un rol; es una señal que tiene el propósito de elevar los sueldos más bajos. No es como dice el señor Ministro de Hacienda -por lo menos así lo argumentó ayer en la Comisión de Hacienda-, en el sentido de que se trata de una especie de salario medio. ¡No es así! ¡No es una estación intermedia de la cual sale un promedio! ¡No es así!



El Centro de Estadísticas de la Superintendencia de Pensiones -que es un organismo oficial- señala que en términos nominales el salario medio el año 2010 fue de 517.492 pesos; el 2009, de 476 mil, etcétera.



O sea, según ese órgano especializado, que hace sus cálculos sobre la base de las remuneraciones imponibles de los trabajadores -en consecuencia, su medición es bastante seria, porque considera datos objetivos-, en nuestro país el sueldo imponible promedio es de 517 mil pesos.



Entonces, ¿quiénes son los que ganan el salario mínimo? La gente más pobre, más humilde.



¡Terminemos con la mentira de que este es un salario medio! ¡No es así! Y sobre todo ahora, cuando hay sectores de la economía que tienen un trabajo precario. Porque el gran logro del Gobierno de los 400 mil empleos nuevos se sustenta en el cambio de metodología, que ha permitido inflar claramente las cifras.



En algunas Regiones, resulta evidente que se advierte un completo divorcio entre las cifras que entrega el Instituto Nacional de Estadísticas y la situación social. 



En este caso me refiero a la Región de Los Lagos, severamente golpeada por la crisis internacional, porque los servicios financieros y otros resultaron muy afectados; por la crisis de la pesca en nuestro país, debido a las cuotas de captura, y por la crisis de la salmonicultura, ¡muy dura!, pues se perdieron decenas de miles de empleos. Sin embargo, ¡la estadística oficial indica que en la comuna de Puerto Montt hay pleno empleo! 



Eso no tiene posibilidad de ser cierto. ¡Ninguna!



Dicha Región fue afectada por una triple crisis, pero, según las estadísticas, en Puerto Montt no hay problema de empleo. ¿Cómo puede ser efectivo eso?



Lo que ocurre es que hay un desempleo oculto; una cesantía encubierta; y la estadística está construida para alimentar una ficción. 



¿Y quiénes son las personas que sufren ese trabajo precario? Por ejemplo -lo digo con entera responsabilidad-, se ha burlado el espíritu con que aquí se discutió la ley de la salmonicultura, en el sentido de que la recuperación de tal industria no se haría sobre la base del sacrificio de los trabajadores. 



¡No se cumplió el compromiso que se tomó aquí! ¡Se rompió ese acuerdo social, porque los empresarios están rehaciendo la industria del salmón sobre la base de pagar salarios miserables! Se utiliza la ficción de la media jornada y a la gente se le pagan 65 mil pesos. 



¡Esa es la realidad en las comunas de Quellón, de Dalcahue, de Chonchi! 



¡Esa es la situación que se ha producido: jornadas que comprenden prácticamente el día completo, encubiertas bajo la ficción de media jornada, ya que a los trabajadores ni siquiera se les paga la mitad del ingreso mínimo de hoy!



En consecuencia, esta discusión tiene un sentido político.



¿Cuál es la señal que se entrega a la sociedad y en particular al empleador? Nosotros aspiramos a que ella sea la más potente posible; es decir, aquella que convoque a mejorar las condiciones laborales de los trabajadores. 



¡Esa es la señal que debe darse! 



¡Este no es un seminario de especialistas de la OCDE! ¡Aquí hay una discusión política!



Desde ese punto de vista, nosotros estimamos que el sector empresarial no se hace cargo cuando el ingreso mínimo se ajusta a la cifra estadística más baja. 



Sin duda, la propuesta del señor Ministro se encuentra bajo los índices estadísticos, porque ayer el Banco Central señaló que la expectativa de crecimiento del país para el próximo año es de 6 a 7 por ciento.



Si ese 7 por ciento de crecimiento se aplica al actual salario mínimo, ¿cuánto nos da? ¡184 mil pesos! O sea, incluso la actual propuesta del Ejecutivo está por debajo de lo que la economía va a crecer el próximo año.



Desde el punto de vista técnico, el incremento que se ofrece es “ratón”. No tiene sustento social ni técnico.



Chile está en condiciones de entregar más. Eso es lo que solicitamos ahora -por su intermedio, señor Presidente- al Ministro de Hacienda.



¡No permitamos que la economía opere sobre la base de empleos precarios, en los que un sector de trabajadores se halla muy lejos de percibir los 517 mil pesos de sueldo promedio señalado por el Centro de Estadísticas de la Superintendencia de Pensiones! Porque ese fue el promedio real de las remuneraciones imponibles en el año 2010.



Por lo tanto, la función del ingreso mínimo no es la de establecer un salario medio. Porque los 181 mil, o los 180 mil o la cifra que sea, constituye un tercio del sueldo promedio imponible.



La función que cumple el salario mínimo implica hacer un esfuerzo para elevar el ingreso de los trabajadores de menores recursos.



¡Ese es el sentido que tiene en nuestra economía! 



Chile no es un país con otro nivel de desarrollo y que pueda cumplir lo que los técnicos de la OCDE, en París, expresan respecto de economías de otro tamaño y de distinto ingreso per cápita.



En consecuencia, ahora que la discusión concluye, esperamos establecer algún vínculo de comunicación entre nuestra manera de reflexionar y el punto de vista del Ejecutivo.



Es posible un mayor esfuerzo por parte de los empleadores respecto del sector de trabajadores chilenos de menores recursos. Ello, porque hoy su nivel de entradas no les permite financiar la canasta básica de alimentos, medida por el MIDEPLAN y no por la CUT ni por las organizaciones sociales. 



En cuanto a esa canasta básica, el ingreso mínimo no cumple su función.



Entonces, debemos procurar resolver esa brecha.



Ese es el punto en discusión y esperamos ser escuchados.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, igual que muchos de los presentes, llevo varios años discutiendo la materia, lo cual siempre ha llevado a un debate que ojalá en el futuro sea también como este: profundo, prolongado y  lo más sensato posible, pero al mismo tiempo muy claro.



Comienzo mis palabras haciendo una reverencia muy circunstanciada al señor Presidente de la República, quien dijo que el termómetro estaba bueno, pero que la gente no estaba bien y reclamaba.



La sensación térmica a la que él se refirió es la siguiente: en Chile tenemos una diferencia de ingreso de tal magnitud que, realmente, el discutir aquí sobre si el salario mínimo para cien, doscientas o un millón de personas -cualquiera que sea la cifra- debe ser de 184 mil o de 190 mil pesos es algo que parte el alma, por lo inoficioso, triste y lamentable que resulta el debate sobre este pedazo de la economía chilena.



En nuestro país, cualesquiera que sean las cifras -nunca nadie ha negado la que voy a dar a conocer-, hace imposible que la discusión sobre el salario mínimo se lleve en esta línea.



Lo digo, señor Presidente, porque la diferencia entre lo que gana un trabajador que percibe el salario mínimo, cuyo reajuste estamos analizando, y cualquiera de los más ricos del país -todos sabemos quiénes son-, es de uno a 2.400 años.



Aquí no se trata de deciles o de quintiles ni de grupos comparables, sino de personas: ¡uno versus 2.400 años! Eso significaba, en los tiempos antiguos, en Persia, el Gobierno de Artajerjes.



En esas condiciones, señor Presidente, uno se pregunta por qué lo que constata el Presidente de la República es cierto. Y lo es por lo siguiente: porque ninguno de los trabajadores que hoy vamos a favorecer o desfavorecer entenderá que el aumento de 3 mil o 4 mil pesos resuelve su problema. 



Y a eso se suma otra cosa: el hecho de que en todas las Administraciones -lo he señalado desde hace mucho tiempo, siendo de Gobierno o de Oposición- la gente no recibe bien la sola asistencialidad que se le da. Siempre hay alguien a quien se le entrega un bono más. Pero la concepción de la focalización -es cierto- debe apuntar en esa dirección.



Sin embargo, si uno escudriñara en la mente real, concreta, precisa de las personas, en sus emociones, debería reconocer que nadie se siente bien cuando se le da una migaja para que pueda tener una mejor casa o lo que sea. Las personas, fundamentalmente los hombres, por la varonía de la que siempre quieren hacer alarde, necesitan que se les pague la suma que corresponde al derecho natural de un compatriota que necesita vivir decentemente.



Cada vez que discutimos esta materia me hago la siguiente pregunta: ¿cómo podemos resolver este tema de una manera más adecuada que la que se ha utilizado durante los últimos 40 o 50 años?



Este asunto ha sido un dilema para gobiernos de distintos signos, y siempre he mantenido el mismo alegato. Por lo tanto, si algún señor Senador tiene la tentación de preguntarnos qué hicimos nosotros, le puedo responder con lo que acabo de señalar.



En consecuencia, el debate en el Senado no solo debe centrarse en lo que pasa con los números directos que hoy día hemos visto, sino también en un análisis de más largo aliento: cómo lograr que Chile cambie su estructura de poder económico, de forma tal que nadie se sienta excluido de su patria, porque con lo que tiene no puede vivirla realmente en plenitud.



Este es no solo un problema económico, sino además político y ético.



Entonces, vuelvo a la reflexión del señor Presidente de la República. La gente no quiere más migajas ni está dispuesta a tolerar el hecho de que nunca podrá aspirar al ejemplo que nos dan las grandes democracias del mundo, donde con el solo trabajo personal un ciudadano puede alcanzar hasta la primera magistratura de su país.



¡En Chile eso no es posible, señor Presidente!



En resumen, tenemos que lograr conciliar que el reajuste de los que ganan menos en Chile sea mucho más sustancial, porque no me parece conveniente la imagen que damos con una discusión sobre el aumento del salario mínimo en 3 mil pesos, cuando vemos el ejemplo de lo que pasó en La Polar -que analizamos en la sesión de la mañana-, o cuando sabemos que los bancos ganan 3 mil millones de pesos al año...

El señor NAVARRO.- ¡De dólares!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- De dólares. 



O cuando advertimos la diferencia entre aquellos que ganan distintos sueldos, o cuando vemos las manifestaciones de los agricultores, que de ninguna manera son los más pobres del país, por lo menos aquellos que se reunieron en la última concentración en el centro de Requínoa.



¡Hasta ellos entienden que no es posible seguir funcionando de esta manera, porque no resulta aceptable que un trabajador, el dueño de un predio agrícola, que debe laborar toda su vida para mejorar las condiciones de su fundo y su tierra, obtenga una utilidad de 3 o 4 por ciento anual, mientras que aquellos que operan con el dinero ganan las sumas que hemos conocido!



Debemos relacionar, entonces, la inflación pasada, la inflación esperada, la sensación de que estamos pagando lo que corresponde y no mendigando algunos bonos adicionales.



Tenemos que terminar con esta distribución del ingreso, tan inequitativa, que para nosotros, desde el punto de vista humanista-cristiano, es una bofetada. Y no lo digo ahora ni se lo enrostro a los actuales Ministros. Lo sostengo como tesis central de mi vida.



Y, en esas condiciones, debemos pensar en impulsar una reforma tributaria. Agradezco a la Senadora Allende que se haya referido a los proyectos que hemos presentado en estas materias.



¡Hay que terminar con el anatocismo, porque es una barbaridad! 



¡Hay que terminar con la forma en que se fijan las tasas de interés en el país!



Tenemos que considerar lo que representa el salario mínimo, pero también un conjunto de otras formas de hacer las cosas para construir un país donde la gente no solo gane un poco más, sino que, fundamentalmente, se sienta respetada en las reglas del juego.



Los sucesos que motivaron la sesión especial de la mañana, como ya se ha dicho, no son un accidente. Tampoco me interesa recalcar las declaraciones del Ministro de Economía. No sé si fue un error descomunal. Las palabras, a veces, traicionan. Pero sí debemos comprender que lo ocurrido en La Polar no es un simple hecho grave -y tremendamente grave-, porque allí ha quedado demostrada la imposibilidad de seguir manteniendo en nuestro país, desde el punto de vista ético, un modelo económico que rompe cualquier forma de justicia y limpieza.



Las cosas no solo suceden por maldad de las personas. También ocurren cuando algunos saben que pueden hacer todas esas trampitas que se mencionaron en la mañana, porque tienen cierta certeza, cierta intuición de que no va a pasar nada.



No sé qué hubiese ocurrido con La Polar de no mediar algunos hechos muy especiales. Pero la sensación de que en nuestro país es posible hacer cualquier cosa es lo peor que nos puede pasar.



Yo entiendo que a lo mejor en materia económica el Gobierno no impulsará ningún cambio y, probablemente, no llegaremos a ningún acuerdo.



Sin embargo, debo dejar claro que las manifestaciones que se han desarrollado en las calles de Chile, con más de 70 mil personas en una concentración -cosa que jamás se había producido en el país-; lo que pasa con los agricultores, con los trabajadores, con aquellos que compran y venden en cualquier esquina, constituyen un estado de malaise, de malura interior a través del cual la gente nos pide que cambiemos el modelo.



Muchas gracias.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, llega marzo para las familias, con todas las deudas que ello significa, y llega junio, año tras año, para los trabajadores del país, con la incertidumbre que eso genera y sin claridad de si podrán enfrentar los principales gastos en que incurren sus familias, sobre todo porque, como han dicho algunos señores Senadores, hoy día nos hallamos ante una realidad particularmente especial: el IPC de los alimentos supera el 7 por ciento; el de los combustibles, del gas, de la electricidad, promedia un 9,6 por ciento. Por ejemplo, el costo de un balón de gas de 45 kilos, que hace exactamente un año era de 38 mil pesos, hoy día alcanza los 50 mil pesos.



Por lo tanto, estamos hablando de incrementos en el IPC, de elementos de primera necesidad para una familia, muy superiores al 7, al 9, al 15 y tal vez al 20 por ciento, más aún si consideramos los aspectos que mencioné anteriormente.



Esa es la realidad a la cual debe adaptarse una familia chilena hoy día.



Gonzalo Durán y Marco Kremerman, economistas de la Fundación Sol, nos entregaron algunos datos a través de un, diría,  educativo panorama. Si uno hace un ejercicio de presupuesto familiar, con mucha vergüenza nos daremos cuenta de que con 172 mil pesos líquidos mensuales, considerando, en el mejor de los casos, a quienes reciben gratificaciones, solo alcanza para arrendar una pieza por 90 mil pesos; para que el jefe o jefa de hogar que trabaja tome la micro o el metro todos los días; para pagar una cuenta de luz, comprar un kilo diario de pan, cinco litros de parafina y diez litros de leche mensuales. Ahora, si a esta familia le surge un imprevisto o tiene deudas, ni hablar.



Esa es la preocupación que hoy día embarga a muchos chilenos. 



Y es por eso que más de un millón y medio de trabajadores, cuyos sueldos bordean entre una vez y 1,5 veces el salario mínimo, están ahora muy expectantes.



Hemos escuchado en reiteradas ocasiones en este debate: “No, lo que pasa es que la Concertación -hoy Oposición- habla para la galería; está haciendo demagogia”.



Yo no era Senador hace un par de años, aunque siempre he recogido y escuchado, colega Longueira, el mismo planteamiento. Pero no ha sido la característica, en este debate, de todos quienes hoy día son Gobierno y antes fueron Oposición.



¿En qué estamos en este momento? Estamos frente a un Gobierno que cae en las encuestas, igual que todas las fuerzas políticas. Y la herramienta que aquel tiene para pararse frente a esa baja sostenida, sin paracaídas, es, precisamente, la economía. Y, así, se despliega en todos lados: en terreno, en la televisión, en los medios en general. Su gran arma es que el país está creciendo a niveles insospechados. Y el Gobierno, dado que le gusta distanciarse lo más posible de la Concertación, afirma que nunca antes habíamos tenido cifras económicas como las actuales.



Entonces, ¡por favor!, nadie puede escandalizarse acá porque estemos sosteniendo que el incremento que el Gobierno consiguió aprobar en la Cámara, de 5,52 por ciento, que deja el sueldo mínimo en 180 mil pesos, es, como decía la Senadora Rincón, indigno. 



La Senadora Allende ha vinculado el tema del salario mínimo con el de La Polar y con el de la baja ejecución presupuestaria. Hacía muchos años que en Chile los principales organismos inversores -Obras Públicas, Vivienda, entre otros- no tenían una inversión pública tan baja como la actual. Se reconoce un déficit de 5 por ciento, pero sabemos que es mucho mayor. Y la proyección más alentadora impide llegar al 94 o al 95 por ciento de ejecución presupuestaria a fin de año. 



Regiones como La Araucanía, a la que represento, todavía con grandes niveles de pobreza y desempleo, dependen de la construcción de obras viales, que hoy no existen. En la actualidad no se están desarrollando obras públicas de envergadura en la Novena Región. Y no lo digo yo, sino los propios parlamentarios de la Alianza en la zona, quienes, de paso, están pidiendo la salida del Seremi de Obras Públicas, por la falta de inversión. Y los sectores pobres, que no tienen empleo estable ni acceden al salario mínimo, a veces esperan estas changuitas, estas pegas de jornal. En Obras Públicas y en Vivienda no se están dando. Hace mucho rato que no teníamos una subejecución presupuestaria de esta magnitud.



Entonces, por supuesto que estos temas, como plantea la Senadora Allende, se hallan completamente conectados. Y qué decir del caso La Polar. Por eso, echo de menos en esta discusión al Ministro de Economía, porque todos los parlamentarios estamos hablando de la pyme, de la microempresa, cuya situación es la que se traduce finalmente en la economía familiar. No sé si están blindando al Ministro Fontaine, si lo están protegiendo. Yo valoro el rol que ha jugado el Ministro Larraín, que ha sido el duro, el que frente al escándalo de La Polar ha hablado de “delito”, mientras el titular de Economía ha hablado de “accidente”.



Francamente, no veo por qué aquí no está el Ministro de Economía; tampoco la Ministra del Trabajo, que cuando era Senadora se refirió a este punto el año 2007, a propósito de la propuesta de monseñor Goic -recordemos la huelga de los trabajadores subcontratados del cobre-, quien habló del sueldo ético, gatillando un amplio consenso social, que hoy día de alguna forma se está recogiendo, como bien lo señalaba el Senador Longueira.



¿Qué decía la Senadora Evelyn Matthei en ese momento? Que “las empresas grandes muchas veces no son éticas, porque pudiendo pagar 700 sólo pagan 350”.



Hay diversas declaraciones de otros personeros de la Alianza en ese minuto que hoy claramente tienen una postura distinta. Entonces, si nos piden coherencia, está bien, pero tengámosla todos y hagámonos cargo de lo que ha sido nuestro discurso en los últimos años.



¿Por qué el debate de La Polar? Bueno, porque allí este flamante gerente, el señor Alcalde, durante muchos años se concentró en los sectores C3 y D, los más pobres, porque pagaban más; aumentó los créditos y los reprogramó. 



Pues bien, esa es la gente que gana el mínimo y es la que se encuentra endeudada hoy día. 



Y por supuesto que esto también tiene relación con lo que está ocurriendo en las calles, con los estudiantes endeudados. ¡Si es la familia chilena la que ahora está endeudada y no tiene cómo enfrentar sus principales necesidades!



Por eso ayer, en la columna de un diario de circulación nacional, Eugenio Tironi nos habló de la “enfermedad holandesa”. ¿Cuál es? Es la que padecen los países cuando alcanzan o superan un ingreso per cápita de 15 mil dólares, como es el caso de Chile. No se trata, creo yo, de que estemos enfermos de dólares. Lo que esa columna y el debate público general constatan es que estamos frente a otro Chile, distinto al del 5 de octubre del año 88, cuando en la franja del “No” aparecía la señora Yolita pidiendo en el almacén una bolsita de té y una marraqueta. Hoy día esa misma señora está pidiendo educación para su hijo, pero sin endeudamiento; más seguridad en las calles; por supuesto, un medio ambiente libre de contaminación. Son otras las necesidades.



Ese es un debate del cual también tenemos que hacernos cargo y no pensar que Chile es una fotografía que no ha cambiado mucho los últimos 21 años. Y no quiero recordar lo que pasaba antes. 



Pero, como esta es una discusión sobre economía y sobre teoría económica, quiero hacer una breve cita a Manuel Riesco, el destacado economista, quien señala: “Si fuera cierto que si bajan los salarios sube el empleo, o al revés, si suben los salarios baja el empleo, Pinochet hubiera resuelto el tema, porque bajó a la mitad los salarios y llegamos al 30 por ciento de desempleo; bajaron los salarios y aumentó igual el desempleo. Nos mantuvimos en el 30 por ciento en la década del 80”.



Entonces, si se trata de buscar elementos y análisis económicos para enfrentar esta situación, creo que podrían encontrarse muchos.



Lo cierto, señor Presidente, es que esta herramienta, como señalaban el Senador Escalona y el Senador Lagos, concebida en la forma en que lo hace la Organización Internacional del Trabajo, no es una instancia media: es un piso, y lo que busca es justamente impedir los abusos y poner un colchón  para que la desigualdad no siga creciendo y extendiéndose.



En definitiva, el planteamiento de 180 mil pesos que hizo el Gobierno en la Cámara es el monto que la propia Central Única de Trabajadores sugirió el año 2007 como base para acercarse a la propuesta de monseñor Goic.



Ya que varios han citado a este prelado, quiero que también nos hagamos responsables de eso. Porque -insisto-, cuando el Gobierno permanentemente está respondiendo a los medios a raíz de la baja en las encuestas con las cifras económicas...

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Ha concluido su tiempo, señor Senador.

El señor QUINTANA.- Le ruego que me dé un minuto adicional para poder terminar, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Conforme.

El señor QUINTANA.- El Gobierno dice que las cifras económicas están bien y muchos en la Oposición también hemos destacado, efectivamente, los logros en esa materia. Claro que los 480 mil nuevos empleos no guardan necesariamente relación con la realidad, porque hay formas y formas de medirlos. Y, además, lo que estamos finalmente impulsando es una precarización del empleo, sobre todo con un salario mínimo como el que se plantea el día de hoy.



Entonces, cuando las proyecciones del Banco Central apuntan a un crecimiento del orden de 7 por ciento, la verdad es que no tiene ningún sentido que este Gobierno, que es el campeón de la economía, aparezca ofreciendo un mísero reajuste, que en la Cámara significó incrementar el salario mínimo en apenas 1.500 pesos, y que aquí no pretende subir a más de 181 mil 500 pesos.



Por esa razón, señor Presidente, voy a votar a favor de la idea de legislar, pero en contra del articulado específico, porque de verdad creo que esta es una mala respuesta, un portazo a los trabajadores de Chile.



He dicho.

)---------------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Solicito autorización de la Sala para que pase a reemplazarme en la testera, mientras intervengo desde mi lugar, el Honorable señor Ruiz-Esquide.



Acordado.



--Pasa a presidir la sesión el Senador señor Ruiz-Esquide, en calidad de Presidente accidental.

)---------------(
El señor RUIZ-ESQUIDE (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, cuando uno escucha que Chile tiene un ingreso per cápita de 15 mil dólares, siente que eso es bueno. Lo mismo cuando uno escucha hablar de tasas de crecimiento de 6 por ciento. Hace un año, cuando el Ministro de Hacienda nos vino a insinuar que íbamos a crecer a esa tasa el 2010 y que esta iba a ser incluso mayor este año, me contaba entre los que pensaban que eso no iba a ser así. Hoy tenemos los datos del Banco Central: el crecimiento será entre 6 y 7 por ciento.



Si uno hiciera una distribución per cápita, debería concluir que toda familia de chilenos, con cuatro integrantes, tendría un ingreso mensual de 2 millones 350 mil pesos.



¡2 millones 350 mil pesos le correspondería recibir a una familia si los ingresos se repartieran parejos en la sociedad!



La discusión hoy día es para determinar si algunos pueden recibir más de 180 mil pesos (cerca de 190 mil pesos mensuales), cifra a la que aspiramos nosotros.



La reflexión que hace el ciudadano de la calle, quienes viven de este sueldo, es cómo la clase política -dirían ellos-, cómo las autoridades, afirman que el país crece en un 7 por ciento y el salario mínimo aumenta solo en un 5 por ciento. 



El país crece al 7 por ciento, pero tenemos inflación. Y esta afecta de manera especial a la gente que destina la mayor parte de sus ingresos a alimentos, combustible. Algunos lo llaman el “IPC de los pobres”. El Banco Central espera que no sea tan alto el próximo año. 



La reflexión es simple: el país crece a un ritmo de 7 por ciento, pero mis ingresos subirán en 4, 5 o 5,5 por ciento. Es decir, aun con este reajuste que se propone, salgo para atrás; aun con este reajuste, no se empareja la cancha; aun con este reajuste, que representa una señal, yo, que estoy en el ascensor donde también hay otros chilenos, voy a subir de a poco, en tanto que el resto lo hará mucho más rápido. 



Señor Presidente, un distinguido colega habló del sueldo ético y otro se refirió a la transferencia que el Estado hace a las personas que ganan el sueldo mínimo. Yo creo que hay que ser un poquito más justo con el uso del lenguaje. Porque los bonos, cuestión que planteó la Concertación, se eliminaron. El bono marzo, como quedó bautizado, significaba una transferencia de ingresos netos, que se hacía una o dos veces al año, a favor de los sectores de ingresos medios o bajos. Era una inyección directa a la vena. 



Existe la idea de transferir recursos a algunas familias que pertenecen al Programa Chile Solidario. Pero este beneficio no será para todas ellas, sino para las que tengan menos de tres mil puntos en la Ficha de Protección Social. Ahora, si ganan el sueldo mínimo, estarán sobre ese puntaje.



El debate es si el reajuste del ingreso mínimo incorpora o no el concepto de equidad, más allá del crecimiento y la inflación. 



El problema que se presenta en la sociedad chilena es la desigualdad en la repartición de los progresos del país. Chile va a crecer al 7 por ciento y nos piden que aprobemos un reajuste al sueldo mínimo que es inferior a dicho porcentaje, sabiendo que las personas van a tener que vivir un año con él. 



Tal situación afecta a las familias a las que el pan les ha subido cerca de mil pesos el kilo; a las familias que destinan no menos de 20 o 25 mil pesos de su ingreso mensual para pagar el consumo de luz; que desembolsan no menos de 20 mil pesos para pagar la cuenta del agua (un poco más si viven en sectores urbanos; un poco menos si residen en zonas rurales); a las familias que nunca tienen posibilidad de aspirar a comprar un balón de gas de 45 kilos -¡por favor!-, pues, además de hacer magia con el sueldo que perciben, no logran comprar más que uno de 15 kilos o, a todo dar, uno y medio al mes.



Señor Presidente, necesitamos incorporar el concepto de equidad en los debates que estamos llevando a cabo. 



Un señor Senador dijo que este era el sueldo o el nivel de ingresos de una persona cesante. 



No obstante, quienes más reciben el salario mínimo en el país       -estoy seguro de esta afirmación- no son las trabajadoras de casas particulares ni la gente que labora en alguna pequeña o microempresa. ¡No! Quienes perciben este ingreso son, principalmente, los trabajadores rurales, las personas que viven en zonas agrícolas, que son temporeras o realizan faenas en el campo. Y donde más se concentra este segmento, que vive con un sueldo mínimo, con una renta muy precaria, es en las Regiones.



Yo entiendo que el llamado que hoy hacemos al señor Ministro de Hacienda -por su intermedio, señor Presidente- es a reflexionar sobre el concepto de equidad, tan necesario en la ecuación del reajuste. 



Si hablamos del ingreso per cápita reitero que una familia de cuatro personas en Chile debería recibir cada mes 2 millones 350 mil pesos. Las preguntas que nos harán los chilenos que nos ven o nos escuchan son: ¿Dónde está mi parte? ¿Dónde está la parte que me corresponde a mí como chileno?



A mi juicio, entre los 2 millones 350 mil pesos que le corresponderían a una familia con cuatro integrantes, cuando se habla de ingreso per cápita, y el monto del salario mínimo que estamos discutiendo, hay una distancia muy larga, muy grande. Y deberíamos hacer todos los esfuerzos para mejorar el texto que viene de la Cámara de Diputados. 



En tal sentido, hago un llamado al señor Ministro Hacienda -por su intermedio, señor Presidente- para que veamos la forma de incorporar el concepto de equidad en estas ecuaciones que nos han traído para justificar el sueldo que proponen.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE.- Que se aclare que se trata de la votación en general.

El señor RUIZ-ESQUIDE (Presidente accidental).- Ya se dijo, señora Senadora.



Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (32 votos a favor y uno en contra).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Navarro.
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Queda aprobada la idea de legislar.



Señores Senadores, la Mesa requiere el acuerdo unánime de la Sala para prorrogar la hora de término de la sesión hasta el total despacho del proyecto.



¿Habría acuerdo?

El señor PROKURICA.- Muy bien.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Sí, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Acordado.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El Ejecutivo formuló indicaciones al proyecto de ley a fin de reponer los artículos 1°, 2°, 3° y 4°, en los mismos términos en que venían de la Cámara de Diputados.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, propongo a la Mesa realizar una sola votación; o sea, pronunciarnos a favor o en contra de las indicaciones del Ejecutivo sobre los cuatro artículos en discusión.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Entiendo que hay una petición de votación separada. 



Voy a precisar esa información.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El Ejecutivo presentó indicaciones a los artículos 1°, 2°, 3° y 4°, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Hay que pronunciarse sobre cada una de ellas.



El señor Secretario dará lectura a la primera indicación.

El señor LONGUEIRA.- ¿Hay pareos, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Hay dos, Su Señoría.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los pareos registrados son: Senadores Girardi y Uriarte, y Bianchi con Pizarro.

La señora RINCÓN.- Que se toquen los timbres, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Están sonando, Su Señoría, para que los Senadores que se hallan trabajando en la Comisión de Economía acudan a votar a la Sala. 



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Además de los pareos que señalé hay otro que rige a partir de las 20 entre los Senadores Andrés Chadwick y Fulvio Rossi.



Corresponde votar la indicación del Ejecutivo consistente en reponer el artículo 1° aprobado en la Cámara de Diputados, que señala lo siguiente:



“Artículo 1°.- Elévase, a contar del 1 de julio de 2011, de $ 172.000 a $ 181.500 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 18 años de edad y hasta de 65 años de edad.



“Elévase, a contar del 1 de julio de 2011, de $ 128.402 a $ 135.494 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 65 años de edad y para los trabajadores menores de 18 años de edad.



“Elévase, a contar del 1 de julio de 2011, el monto del ingreso mínimo mensual que se emplea para fines no remuneracionales, de $ 110.950 a $ 117.079.”.
El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación.
El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, faltan los integrantes de la Comisión de Economía.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-
 Vamos a esperar que regresen los señores Senadores que se hallan en Comisión.



El señor Ministro ha pedido la palabra...

El señor GÓMEZ.- ¡Pero estamos en votación!

La señora RINCÓN.- ¡Así es!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para autorizar la intervención del señor Ministro?



Acordado.



Tiene la palabra.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, me han formulado algunas preguntas. Además, me parece de toda caballerosidad contestar ciertos emplazamientos que se han hecho.



He oído a muchos parlamentarios señalar, en ambos lados del Hemiciclo, que estarían abiertos o dispuestos -con distintos grados de entusiasmo- a formar una comisión. También se ha dicho que no hubo tiempo para discutir el reajuste.



Al respecto, debo expresar que me siento muy tranquilo porque me tomé muy a pecho esas palabras el año pasado. Se formó una comisión con representantes oficiales, que no era solo técnica, sino que venía respaldada por los trabajadores. Había dos representantes de la CUT; uno de la UNT; otro del mundo académico; de CONAPYME, para representar a las pymes; de la SOFOFA y de la CPC; un académico de la Universidad de Chile; otro de la Universidad Católica.



Esa comisión propuso una fórmula que captura lo que Sus Señorías han planteado, toda vez que señala que cuando haya crecimiento económico este debe llegar a todos. Y eso es justamente lo que se propone. 



He tratado de explicarlo. Pero, a pesar de mis 30 años como profesor universitario, he tenido dificultad para hacerlo.



El punto es que el crecimiento económico ingresa a través de la productividad.



Se dice que un país que crece al 6 por ciento debería reajustar su salario en al menos ese porcentaje. Perdonen, señores Senadores, pero ese es un error conceptual. Lo que corresponde es reajustar los salarios en inflación más productividad, no en el crecimiento del total del producto, porque hay que remunerar varios factores productivos, no solo el trabajo.



En el momento en que se nos planteó considerar la inflación esperada o la pasada, estábamos disponibles para la primera. Pero se nos señaló que era intransable -lo plantearon los representantes de los trabajadores- la inflación pasada.



Por eso, como ha ocurrido todos los años, partimos de una inflación que, en los últimos 12 meses, ha sido de 3,3 por ciento. Por consiguiente, el 5,5 por ciento que propone la indicación del Ejecutivo -que repone el monto aprobado en la Cámara Baja- es 2,2 por ciento real.



Me parece que se debe mirar un poco hacia atrás. En el período 2006-2009 se aumentó el salario mínimo en 2 por ciento real, que es menor al incremento que estamos proponiendo ahora. En realidad, y para ser preciso, fue 1,98 por ciento; lo estoy ajustando a 2.



Ahora, también se dijo que subir 180 a 181 mil 500 pesos había sido pura política. 



Les quiero explicar que no es así porque, como estábamos disponibles para tomar la inflación pasada o la esperada, si optáramos por esta última, nos acercaríamos al 5,5 por ciento. Por lo tanto, esa cifra también estaría amparada técnicamente.



Quiero expresar, desde el punto de vista del Ejecutivo, nuestra mayor disposición a crear una instancia para conformar una comisión. Aquí no se trata de un órgano técnico, sino de uno en que participen en plenitud los parlamentarios que quieran y que estén interesados en este punto a fin de crear una fórmula que nos evite este ritual anual.



¿Qué más puedo decir?



Me parece muy importante mencionar otro tema: no se debe pensar que el salario mínimo constituye la única forma de reducir las desigualdades distributivas en Chile, pues existen muchos mecanismos.



En cuanto al  salario mínimo, aunque me encantaría proponer uno de 200 mil pesos o más, debo actuar con responsabilidad, el Gobierno tiene que hacerlo, porque su reajuste provoca dos efectos: uno en el poder de compra de los trabajadores, y otro en la posibilidad de emplearse. Y nosotros tenemos que conjugar ambos.



El Ingreso Ético Familiar carece de consecuencias negativas, porque, al establecer condicionalidad y entregar hoy día 38 mil 500 pesos para una familia indigente, está ayudando a subir el ingreso de los que tienen menos sin provocar efectos nocivos en el empleo.



Entonces, solo les pido un ejercicio en el que no hagamos caso omiso al resultado que provoca en el empleo. 



Además escuché -lo reconozco- que algunos señores Senadores expresaban: “Tengamos cuidado también con los efectos en el empleo”. Pero, a pesar de que se está proponiendo un aumento de 2,2 por ciento real, se dice: “Denos más”. Si aquí no están en juego los recursos públicos, porque el costo fiscal del aumento en el salario mínimo no es demasiado significativo...

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Culminó su tiempo, señor Ministro.

El señor QUINTANA.- ¡Se acabó la plata...!

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Le pido un minuto más, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Puede continuar.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Al final, no es significativo.



Lo que nos preocupa es el efecto en el empleo. Y me parece que no podemos, al aprobar salarios mínimos más altos, condenar al desempleo a quienes carecen de calificaciones para aspirar a un sueldo más alto.



Gracias, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, Honorables colegas, voy a votar en contra porque la fijación de este salario mínimo no da cuenta de lo señalado en el Convenio 131 de la OIT y en el Acuerdo Nº 134 de la OIT, suscrito por nuestro país el 22 de junio del año 1970.



Con claridad, este último instrumento internacional señala que “la fijación de salarios mínimos debería constituir un elemento de toda política establecida para eliminar la pobreza y para asegurar la satisfacción de las necesidades de todos los trabajadores y de sus familias”.



Más adelante agrega que “el objetivo fundamental de la fijación de salarios mínimos debería ser proporcionar a los asalariados la necesaria protección social respecto de los niveles mínimos permisibles de salarios”.



Eso quiere decir que el ingreso mínimo a nivel internacional se ha establecido no precisamente para personas cesantes o sin acceso al empleo, sino que es una forma de fijar un guarismo para la protección social.



No cabe duda de que, después de las largas exposiciones efectuadas por diferentes señores Senadores esta tarde, ha quedado de manifiesto que el salario mínimo fijado por el Gobierno no da cuenta del mencionado Acuerdo de la OIT ni del Convenio suscrito -reitero- por nuestro país en 1970.



Gracias.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación del Ejecutivo tendiente a restablecer el artículo 1º aprobado en la Cámara Baja (16 votos en contra, 13 a favor y 3 pareos).



Votaron por la negativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Escalona, Frei (don Eduardo), Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la afirmativa los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.



No votaron, por estar pareados, los señores Bianchi, Chadwick y Rossi.
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, corresponde votar la indicación del Ejecutivo destinada a reponer el artículo 2º aprobado en la Cámara de Diputados, que expresa:



“Artículo 2º.- Reemplázase, a contar del 1 de julio del año 2011, los incisos primero y segundo del artículo 1º de la ley Nº 18.987, por el siguiente:



“Artículo 1º.- A contar del 1 de julio del año 2011, las asignaciones familiar y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares, reguladas por el decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, tendrán los siguientes valores, según el ingreso mensual del beneficiario:



“1) De $7.150 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $187.000.



“2) De $5.064 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere  los $187.000  y no  exceda los $307.863.



“3) De $1.600 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere  los  $307.863 y no exceda los $480.162. 



“4) Las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $480.162 no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este artículo.”.”.
El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación la indicación.

El señor BIANCHI.- Con la misma votación anterior.

El señor WALKER (don Ignacio).- De acuerdo.

La señora RINCÓN.- Sí.

El señor LARRAÍN.- Démosla por repetida.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Ya se está tomando la votación electrónicamente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación del Ejecutivo consistente en reponer el artículo 2º (16 votos en contra, 12 a favor y 2 pareos).



Votaron por la negativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Escalona, Frei (don Eduardo), Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la afirmativa los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Longueira, Novoa, Orpis y Prokurica.



No votaron, por estar pareados, los señores Bianchi y Chadwick.
El señor HORVATH.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor HORVATH.- Pido que se deje constancia de mi voto afirmativo. 



Yo estaba en la Sala mientras se hacía el conteo.



Gracias.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Quedará constancia de la intención de voto favorable de Su Señoría.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde votar la indicación del Ejecutivo destinada a restablecer el artículo 3º aprobado en la Cámara de Diputados.



Dice: “Fíjase en $7.150, a contar del 1 de julio del año 2011, el valor del subsidio familiar establecido en el artículo 1º de la ley Nº 18.020.”.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación la indicación.

El señor COLOMA.- ¡Imagino que esta norma sí la votarán a favor...!

La señora RINCÓN.- ¡Cada cual vota como quiere!

El señor NAVARRO.- ¿Puedo hacer una consulta, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¿Quiere fundamentar el voto?

El señor NAVARRO.- No. Solo tengo dudas sobre la incidencia de las abstenciones en el resultado de la votación.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- De acuerdo al Reglamento y a la jurisprudencia del Senado, las abstenciones se suman a la posición que obtenga el mayor número de votos.

El señor NOVOA.- Solo si tales abstenciones influyen en el resultado.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Por cierto.



En todo caso, entiendo que la pregunta es si, habiendo más abstenciones que votos afirmativos, aquellas se suman.



El Senado tiene un criterio al respecto.

El señor LAGOS.- ¿Cuál es?
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Que se suman. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la indicación del Ejecutivo destinada a restituir el artículo 3º (19 votos a favor, 1 en contra, 2 abstenciones y 2 pareos).
 

Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Alvear y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Longueira, Novoa, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Lagos.



Se abstuvieron los señores Quintana y Tuma.


No votaron, por estar pareados, los señores Bianchi y Chadwick.
El señor LETELIER (Vicepresidente).- El señor Secretario hará una precisión con respecto al artículo 4º.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El Ejecutivo formuló indicación para reponer el artículo 4º, que dice: “El mayor gasto que represente durante el año 2011 la aplicación de los artículos 2º y 3° de la presente ley, se financiará con cargo a los recursos del Tesoro Público.”.


Como la indicación tendiente a restablecer el artículo 2º fue rechazada, habría que suprimir la referencia que se hace a ese precepto  en el artículo 4º y dejar únicamente la mención al artículo 3º, norma que se aprobó.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Sugiero votar de inmediato la indicación que restituye el artículo 4º y facultar a la Secretaría para efectuar la corrección formal pertinente.



--Así se acuerda.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación la indicación en la forma señalada.

El señor ESCALONA.- Aprobémosla con la misma votación anterior.

El señor TUMA.- Sí.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Ya se está tomando la votación electrónicamente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la indicación del Ejecutivo que repone el artículo 4º (22 votos a favor, 1 en contra, 3 abstenciones y 2 pareos), con la adecuación que se encomendó a la Secretaría.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Lagos.



Se abstuvieron los señores Navarro, Quintana y Tuma.


No votaron, por estar pareados, los señores Bianchi y Chadwick.
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Queda terminada la discusión del proyecto en este trámite.



Antes de levantar la sesión, daré curso a las solicitudes de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío anunció el señor Presidente son los siguientes:



De la señora ALVEAR:



A los señores Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y Coordinador General del Transantiago, requiriéndoles OPINIÓN SOBRE FUNCIONAMIENTO Y DISTRIBUCIÓN TERRITORIAL DE CENTROS Y PUNTOS DE RECARGA DE TARJETA BIP DE TRANSANTIAGO.



Del señor HORVATH:



A los señores Ministro de Educación, Secretario Ministerial de Educación de Aysén y Alcalde de Cisnes, pidiéndoles FIJACIÓN DE FECHA PARA INICIO DE CLASES DE NUEVO CICLO DE ENSEÑANZA MEDIA EN LICEO DE LA JUNTA.



De la señora RINCÓN:



Al señor Ministro de Educación, recabándole información a propósito de PLANTEAMIENTO DE CIUDADANA ECUATORIANA SOBRE EQUIVALENCIA DE NOTAS DE ENSEÑANZA MEDIA PARA POSTULACIÓN A UNIVERSIDAD, y al señor Director del Servicio de Salud del Maule, a fin de  que informe acerca de oficio de Ministro de Salud relacionado con ASIGNACIÓN DE RECURSOS PARA IMPLEMENTACIÓN DE JARDINES INFANTILES MODULARES EN COMUNAS DE CAUQUENES Y DE CONSTITUCIÓN.



Del señor WALKER (don Ignacio):



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, requiriéndole información con respecto a DECISIÓN FINAL DEL GOBIERNO SOBRE TRASLADO DE COBRO DE PEAJE DESDE COMPLEJO LOS LIBERTADORES A SECTOR GUARDIA VIEJA.
)----------(
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 20:8.
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SESIÓN 25ª, ORDINARIA, EN MARTES 14 DE JUNIO DE 2011



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Girardi.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurren, también, los Ministros del Interior; Secretario General de la Presidencia, y de Justicia, señores Rodrigo Hinzpeter, Cristián Larroulet y Felipe Bulnes, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, respectivamente, el señor José Luis Alliende Leiva y la señora Milena Karelovic Ríos.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones veintitrés y veinticuatro, ambas ordinarias, de los días 7 y 8 de junio del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los Honorables Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, informa que ha prestado su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana, suscrito en Caracas el 11 de noviembre de 1989 (Boletín N° 6.152-10) (con urgencia calificada de “simple”).



- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso.



Con el segundo, comunica que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que modifica la ley N° 19.628, sobre protección de datos de carácter personal, para garantizar que la información entregada a través de predictores de riesgo sea exacta, actualizada y veraz (Boletín N° 6.800-03).



- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.



De la Excelentísima Corte Suprema, con el que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política, emite su parecer en cuanto al proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Gómez, que establece compensación a usuarios por interrupción, restricción o racionamiento del suministro de agua potable (Boletín N° 7.636-09).



- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento junto a sus antecedentes.



Seis del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero, envía copia autorizada de las resoluciones dictadas en relación con el requerimiento de inconstitucionalidad, promovido por diecisiete Honorables Senadores, respecto del Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (Boletín N° 6.426-10), aprobado por el Congreso Nacional.



Con los dos siguientes, remite copia autorizada de las resoluciones dictadas en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del inciso primero del artículo 75 de la ley N° 18.695, y en el requerimiento de inconstitucionalidad respecto del inciso quinto del artículo 38 de la ley N° 18.933 y de los artículos 2° de la ley N° 20.015 y 22 de la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes.



- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los tres últimos, envía copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 38 ter de la ley N° 18.933 -que corresponde, actualmente, al 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005-.



- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Del señor Ministro (S) de Defensa Nacional, con el que da respuesta a una solicitud de información, requerida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre el planteamiento de la Armada de Chile en el procedimiento que autorizó a la empresa Acuimag para instalar cinco plantas incineradoras de peces muertos, en la Región de Magallanes y la Antártica Chilena.



Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, con el que responde petición de antecedentes, requerida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la inclusión en las bases de licitación -o en los contratos de obras de reconstrucción- de cláusulas que exijan una cuota determinada de trabajadores de la Región correspondiente.



Dos del señor Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes:



Con el primero, da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez, Muñoz Aburto, Quintana y Tuma, relativo a medidas para evitar que realizaciones culturales sean afectadas por cuestionamientos efectuados desde una óptica distinta a la creación artística (Boletín Nº S 1.353-12).



Con el segundo, contesta un acuerdo adoptado por el Senado, a propuesta de los Honorables Senadores señores Chahuán y Larraín Fernández, sobre derecho sindical a favor del Sindicato de Folkloristas y Guitarristas de Chile (Boletín Nº S 1.342-12).



Del señor Subsecretario General de la Presidencia, con el que informa que la petición enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, relativa al otorgamiento de un premio de honor especial a don Vicente Bianchi Alarcón, ha sido remitida al señor Ministro de Educación para su consideración y estudio.



Del señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, con el que da respuesta a la petición de información, requerida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de las tasas de interés máximo convencional de las tarjetas de crédito que cobran las instituciones fiscalizadas por esa entidad.



Del señor Superintendente de Valores y Seguros, con el que responde una solicitud de antecedentes, remitida en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, relativa a las medidas adoptadas por esa entidad ante la situación que enfrenta la empresa “La Polar S. A.”.



Del señor Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación, con el que responde una solicitud, cursada en nombre del Honorable Senador señor Frei, en orden a considerar las proposiciones de la Asociación Nacional de Funcionarios de esa Secretaría de Estado, en lo que se refiere al proyecto de ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media, y su fiscalización.



Del señor Director Nacional de Gendarmería de Chile, con el que atiende la petición, remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, para que se dé a conocer el planteamiento institucional ante solicitud de compensación por la derogación del beneficio de los quinquenios penitenciarios.



De la señora Directora del Trabajo, con el que responde una petición de antecedentes, realizada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, en materia de efectos en la salud humana de los trabajos en altitud.



Del señor Intendente de la Región de Los Ríos, con el que atiende una petición, enviada en nombre del Honorable Senador señor Frei, sobre el establecimiento de una legislación de protección de suelos agrícolas en función de su capacidad productiva.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Salud de la Región de Antofagasta, con el que responde a una petición de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Cantero, en lo que se refiere a las situaciones expuestas por la señora Gisella Tamara Avaria Flores.



- Quedan a disposición de los Honorables señoras y señores Senadores.

Informes



De las Comisiones de Agricultura y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Servicio Nacional Forestal “CONAF” (Boletín N° 7.486-01) (con urgencia calificada de “suma”).



De las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la ley N° 19.828, que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor (Boletín N° 7.075-06) (con urgencia calificada de “suma”).



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Gómez y Cantero, en primer trámite constitucional, que aumenta las penas del manejo en estado de ebriedad y bajo la influencia del alcohol (Boletín N° 7.266-07).



De la Comisión de Defensa Nacional, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre aumento de plazas en el grado de Contraalmirante (Boletín N° 7.687-02).



- Quedan para Tabla.

Moción



De los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Bianchi, Escalona y Zaldívar, con la que dan inicio a un proyecto de ley respecto de prioridad para empresas regionales en licitaciones realizadas por organismos públicos (Boletín N° 7.717-05).



- Pasa a la Comisión de Hacienda.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath, Muñoz Aburto, Orpis y Walker, don Patricio, con la que inician un proyecto de ley sobre beneficio tributario para empleadores de zonas extremas.



- Se declara inadmisible por tratarse de un asunto que debe tener su origen en la Cámara de Diputados, según lo establecido en el inciso segundo del artículo 65 de la Constitución Política, y por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el N° 1° del inciso cuarto de dicho artículo.



Moción de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Escalona, con la que dan inicio a un proyecto de ley relativo a las bases de cálculo de las indemnizaciones por años de servicio.



- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo prescrito en el N° 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señor Gómez, señoras Allende y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Escalona, Girardi, Horvath, Lagos, Muñoz Aburto, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Walker, don Patricio, y Zaldívar, relativo al cumplimiento de compromisos internacionales en materia de desminado (Boletín N° S 1.369-12).



De los Honorables Senadores señor Gómez, señoras Allende y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Escalona, Girardi, Lagos, Muñoz Aburto, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Walker, don Patricio, y Zaldívar, respecto de la ratificación del Convenio N° 176 de la O.I.T. sobre seguridad y salud en las minas (Boletín N° S 1.370-12).



- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Permisos Constitucionales



Solicitudes de los Honorables Senadores individualizados a continuación, para ausentarse del país en las fechas que en cada caso se señala, todas del presente año:



1.- Honorable Senador señor Letelier, a contar del día 13 de junio.



2.- Honorable Senador señor Tuma, entre los días 13 y 14 de junio.



3.- Honorable Senador señor Larraín Fernández, el día 14 de junio.



4.- Honorable Senador señor Kuschel, entre los días 14 y 15 de junio.



- Se accede a lo solicitado.

- - -



Durante la lectura de la cuenta, llega a la Mesa un Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley relativo al uso del pabellón patrio (Boletines N°s 7.273-06, 7.095-06 y 7.195-06, refundidos).



- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



A continuación, se da cuenta de un proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Prokurica, García, Bianchi, Chahuán, Gómez, Horvath, Larraín Peña, Orpis y Rossi, referido a ley promulgada por el Gobierno Boliviano, sobre saneamiento de vehículos (Boletín N° S 1.371-12).



- La resolución relativa a este asunto se indica más adelante.

- - -



Luego, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Prokurica a fin de solicitar el asentimiento de la Sala para que el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre aumento de plazas en el grado de Contraalmirante (Boletín N° 7.687-02), que cuenta con informe favorable de la Comisión de Defensa Nacional, sea tratado en el primer lugar de la tabla de fácil despacho de la próxima sesión ordinaria.



Además, pide que se le dé la más breve y expedita tramitación posible al proyecto de acuerdo que presentara junto a otros señores Senadores, referido a la ley promulgada recientemente por el Gobierno Boliviano sobre saneamiento de vehículos (Boletín N° S 1.371-12).



Se accede a ambas peticiones.

- - -



Enseguida, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Bianchi y Muñoz Aburto, para recabar el acuerdo de la Sala a objeto de remitir al Ejecutivo sendos oficios requiriéndole su patrocinio respecto de las siguientes iniciativas, cuya autoría pertenece a los respectivos señores Senadores, que fueran declaradas inadmisibles por contener materias de la iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República:


- Proyecto de ley sobre beneficio tributario para empleadores de zonas extremas.


- Proyecto de ley relativo a las bases de cálculo de las indemnizaciones por años de servicios.



Así se acuerda.

- - -



Asimismo, el Senador señor Muñoz Aburto solicita que la Sala acuerde desarchivar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece un régimen legal para las uniones de hecho (Boletín N° 3.494-07).



Se accede a lo solicitado.

- - -



A continuación, el Honorable Senador señor Frei interviene para recabar el acuerdo de la Sala en orden a fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el tratamiento tributario de los instrumentos derivados (Boletín N° 7.194-05), hasta las 13 horas del día lunes 4 de julio de 2011.



Así se acuerda.

- - -



Finalmente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Quintana, quien solicita a la Sala autorización para que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología pueda sesionar en paralelo con la Sala, a partir de las 18:30 horas, a lo cual se accede.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1) Tratar en la sesión del día de hoy –como si fuera de Fácil Despacho- el proyecto signado con el número 2, esto es, el que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia del concepto de embarcación artesanal y de su clasificación por eslora, del reemplazo de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal y de los requisitos para inscribirse en el mismo Registro (Boletín N° 6.242-21).


2) Volver a la Comisión de Salud, a un nuevo primer informe, el proyecto signado con el número 4, esto es, el que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas (Boletines N°s 2.973-11, 4.181-11, 4.192-11 y 4.379-11, refundidos).


3) Rendir homenaje al ex Diputado señor Carlos Lorca Tobar, el martes 21 de junio, y a don Ricardo Rivadeneira Monreal, el miércoles 22 de junio, a continuación de la lectura de la Cuenta de esas sesiones.


4) Disponer que el proyecto de ley que regula la inscripción automática, el sufragio voluntario y el voto de los chilenos en el extranjero (Boletín N° 6.418-07) sea conocido en su segundo informe por las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas.

_______________



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

FÁCIL DESPACHO

Informe de la Comisión Mixta, aprobado por la Cámara de Diputados, constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia del concepto de embarcación artesanal y de su clasificación por eslora, del reemplazo de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal y de los requisitos para inscribirse en el mismo Registro


El señor Presidente anuncia que corresponde abocarse al asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta, aprobado por la Cámara de Diputados, constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia del concepto de embarcación artesanal y de su clasificación por eslora, del reemplazo de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal y de los requisitos para inscribirse en el mismo Registro, con urgencia calificada de “simple”, y que tiene el Boletín N° 6.242-21.


Agrega que la controversia entre el Senado y la Cámara de Diputados se suscitó por el rechazo de esta última a dos enmiendas introducidas por el Senado.


La Comisión Mixta, como forma de resolver dicha controversia, propone, por mayoría de votos, aprobar el establecimiento de una causal de caducidad de la inscripción en el Registro Artesanal cuando el pescador artesanal o su embarcación no realicen actividades pesqueras extractivas por tres años sucesivos.


Asimismo, la Comisión Mixta acordó, también por mayoría, rechazar la norma que había incorporado el Senado referida a un dispositivo de posicionamiento automático en las embarcaciones de una eslora igual o superior a 15 metros.


Finaliza indicando que la Cámara de Diputados en sesión del día 2 de junio dio aprobación a la proposición de la Comisión Mixta.

- - -



La Comisión Mixta propone como forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entra ambas Cámaras, lo siguiente:

Artículo 1°.-

Número 7

Letra b)


Aprobar la disposición de la Honorable Cámara de Diputados, propuesta en el primer trámite constitucional, que es del siguiente tenor:



“b) Sustitúyese la letra a) de su inciso primero por la siguiente:



“a) Si el pescador artesanal o su embarcación no realizan actividades pesqueras extractivas por tres años sucesivos, salvo caso fortuito o fuerza mayor debidamente acreditados. 



En el evento que se configure una causal de caso fortuito o fuerza mayor, ésta deberá ser invocada ante el Servicio antes del vencimiento del plazo establecido en el inciso anterior, en cuyo caso el Servicio podrá autorizar la ampliación del plazo en hasta un año, contado desde el vencimiento del plazo de tres años antes indicado.



Se entenderá por captura lo informado en el formulario de desembarque, debidamente recepcionado por el Servicio, conforme al artículo 63 de esta ley.”.”.

Número 10, nuevo



Rechazar la norma propuesta por el Senado, en el segundo trámite constitucional.

- - -


En discusión la proposición de la Comisión Mixta, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Orpis, Escalona, Zaldívar y Horvath.


Cerrado el debate y sometida a votación, se rechaza la proposición por 13 votos en contra, 6 a favor y 6 abstenciones.


Votan por el rechazo los Honorables Senadores señores Bianchi, Chadwick, Coloma, Espina, García, Horvath, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Uriarte y Walker (don Patricio).


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señora Allende y señores Chahuán, Escalona, Lagos, Prokurica y Sabag.


Se abstienen los Honorables Senadores señora Alvear y señores Frei, Muñoz Aburto, Quintana, Rossi y Zaldívar.


Fundamenta su voto negativo el Honorable Senador señor Horvath.


Fundamentan su voto positivo los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Sabag.


Se deja constancia de la opinión contraria al proyecto de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Girardi y Navarro, quien fundamenta su posición.


Queda despachado este asunto y concluida su tramitación.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, sobre indulto general, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde discutir el proyecto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, sobre indulto general, que cuenta con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para cuyo despacho se ha hecho presente calificación de urgencia “suma”, y que tiene el Boletín N° 7.533-07.


Agrega que su objetivo principal es otorgar un indulto conmutativo general aplicable a los siguientes grupos de personas:


- A las mujeres que actualmente se encuentran condenadas y privadas de libertad que hayan cumplido dos tercios de la pena o que, faltándoles un lapso mayor, sean madres de hijos menores de dos años de edad.


- A los condenados que cumplen una condena con permiso de salida controlada al medio libre.


- A los condenados que cumplen una condena con el beneficio de reclusión nocturna.


A estas personas se las someterá a un período de observación y control, y deberán suscribir un compromiso en orden a que no cometerán nuevamente un crimen o simple delito.


La Comisión especializada discutió este proyecto en general y en particular en su primer informe, con arreglo al acuerdo de la Sala de 3 de mayo pasado, y le dio aprobación a la idea de legislar en la materia por 3 votos a favor, de los Senadores señores Chadwick, Espina y Walker (don Patricio), y el voto en contra de la Senadora señora Alvear.


Con motivo de la discusión en particular, la Comisión aprobó los ocho artículos del proyecto, algunos con enmiendas, por tres votos a favor, de los Senadores señores Chadwick, Espina y Walker (don Patricio), y el voto en contra de la Senadora señora Alvear.


Al concluir, advierte que las disposiciones de este proyecto requieren para su aprobación del voto conforme de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio, y que en sesión de 8 de junio en curso la Sala acordó que tanto la segunda discusión, cuanto la votación de este asunto, quedaran para la presente sesión ordinaria.

- - -


En segunda discusión en general la iniciativa, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señora Alvear y señores Rossi y Frei.


Enseguida, el señor Presidente otorga el uso de la palabra al señor Ministro de Justicia.


Cerrado el debate y sometida a votación la idea de legislar en la materia, se aprueba por 24 votos a favor, 7 en contra y 1 abstención, de un total de 33 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento al quórum constitucional exigido.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señora Allende y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Girardi, Horvath, Larraín Peña, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por el rechazo los Honorables Senadores señoras Alvear y Rincón y señores Escalona, Frei, Lagos, Muñoz Aburto y Pizarro.


Se abstiene el Honorable Senador señor Gómez.


Fundamentan su voto afirmativo los Honorables Senadores señora Allende y señores Bianchi, Chadwick, Espina, Navarro, Orpis, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto negativo los Honorables Senadores señora Rincón y señores Escalona, Frei y Muñoz Aburto.


La Sala acuerda fijar plazo para presentar indicaciones al proyecto hasta las 13 horas del día lunes 4 de julio de 2011.


Queda despachado este asunto.

- - -


El texto del proyecto de ley aprobado en general es el que se consigna en el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, el cual se inserta de manera íntegra en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________



Luego, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_______________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Alvear y señores Horvath y Muñoz Aburto, han requerido que se dirijan, en sus nombres, oficios a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los mencionados señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



Se levanta la sesión.

JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA

Secretario General (S) del Senado

SESIÓN 26ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 15 DE JUNIO DE 2011



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Girardi; del Vicepresidente, Honorable Senador señor Letelier, y, en forma accidental, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurren, también, los Ministros Secretario General de la Presidencia; de Justicia; de Minería; de Transportes y Telecomunicaciones, y Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señores Cristián Larroulet, Felipe Bulnes, Laurence Golborne y Pedro Pablo Errázuriz y señora Carolina Schmidt, respectivamente. Además, asisten los Subsecretarios de Minería, señor Pablo Wagner, y de Planificación, señora Soledad Arellano.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los señores José Luis Alliende Leiva y Julio Cámara Oyarzo, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones veintitrés y veinticuatro, ambas ordinarias, de los días 7 y 8 de junio del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Mensajes



Diecinueve de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los quince primeros, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, en relación con las iniciativas que se indican a continuación:



1.- Proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (Boletines N°s 5.522-07 y 5324-07, refundidos).



2.- Proyecto de ley que regula el tratamiento tributario de los instrumentos derivados (Boletín N° 7.194-05).



3.- Proyecto de ley que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (Boletín N° 4.426-07).



4.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad (Boletín N° 5.838-07).



5.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial (Boletín N° 7.187-04).



6.- Proyecto de ley que introduce modificaciones a la ley N° 19.828, que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor (Boletín N° 7.075-06).



7.- Proyecto de ley que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades (Boletín N° 6.952-07).



8.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).



9.- Proyecto de ley que crea una comisión permanente de coordinación del Sistema de Justicia Penal (Boletín N° 7.193-07).



10.- Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en materia de orden público (Boletín Nº 4.832-07).



11.- Proyecto de ley que moderniza y fomenta la competencia del sistema financiero (Boletín N° 7.440-05).



12.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, para dotar de atribuciones en materias financieras, entre otras, al Servicio Nacional del Consumidor (Boletín N° 7.094-03).



13.- Proyecto de ley sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones (Boletín N° 7.338-07).



14.- Proyecto de ley que modifica el régimen de libertad condicional y establece, en caso de multa, la pena alternativa de trabajos comunitarios (Boletín N° 7.534-07).



15.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.168, de 1982, Ley General de Telecomunicaciones (Boletín N° 7.502-15).



Con el decimosexto, retira la urgencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal “CONAF” (Boletín N° 7.486-01).



Con el siguiente, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley sobre violencia escolar (Boletín N° 7.123-04).



Con los dos últimos, hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para el despacho de los asuntos que se indican a continuación:



1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y regula las Asociaciones Municipales (Boletín N° 6.792-06).



2.- Proyecto de ley que restringe el consumo de tabaco en lugares públicos (Boletín N° 7.692-11).



- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que aprobó el proyecto de ley que establece ley interpretativa que adecua la legislación penal chilena a los tratados internacionales en materia de derechos humanos (Boletín N° 6.422-07).



- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Nueve del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los dos primeros, envía copia autorizada de las resoluciones dictadas en relación con el requerimiento de inconstitucionalidad, promovido por diecisiete Honorables Senadores, respecto del Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (Boletín N° 6.426-10), aprobado por el Congreso Nacional.



Con el siguiente, envía copia autorizada de la resolución dictada acerca de la solicitud de desistimiento de una acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, promovida en recurso de protección interpuesto en contra de Isapre Colmena Golden Cross S. A.



- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los seis últimos, envía copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 163, letra e), inciso 1°, del Código Tributario; 38 y 38 ter de la ley N° 18.933 -que corresponde, actualmente, al 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005-, y 2° de la ley N° 20.015.



- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, con el que responde una solicitud de información, enviada en nombre de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Gómez, Letelier y Quintana, sobre el avance de la investigación y los recursos humanos y técnicos dispuestos para la pesquisa ordenada por el Ministerio Público en el Retén de Catillo, comuna de Parral.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo, con el que da respuesta a la petición de antecedentes, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a los recursos asignados por Sercotec para reinstalar a los locatarios del Mercado Municipal de Talcahuano, afectados por el terremoto y tsunami del 27 de febrero de 2010.



De la señora Subsecretaria de Transportes, con el que contesta la solicitud de antecedentes, remitida en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, respecto de los operadores de las unidades de negocios del Sistema de Transportes de la Región Metropolitana y la fecha de vencimiento de sus contratos.



- Quedan a disposición de los Honorables señoras y señores Senadores.

Informes



De las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones, y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.168, de 1982, Ley General de Telecomunicaciones (Boletín N° 7.502-15) (con urgencia calificada de “suma”).



Dos de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, en relación con los siguientes asuntos:



1.- Observaciones de S.E. el Presidente de la República, en segundo trámite constitucional, recaídas en el proyecto de ley que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y regula las Asociaciones Municipales (Boletín N° 6.792-06) (con urgencia calificada de “simple”).



2.- Observaciones de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, recaídas en el proyecto de ley relativo al plazo de renuncia a un partido político para presentar candidaturas independientes (Boletín N° 6.974-06).



Informe complementario del segundo informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, e informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (Boletín N° 3.815-07).



- Quedan para Tabla.

Moción



De los Honorables Senadores señores Gómez, Navarro, Quintana, Rossi y Walker, don Patricio, con la que dan inicio a un proyecto de ley sobre causales para la revisión de sentencias firmes (Boletín N° 7.725-07).



- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señor Gómez, señoras Allende y Rincón y señores Muñoz Aburto, Quintana, Rossi, Walker, don Patricio, y Zaldívar, respecto de indemnización a víctimas de la Talidomida (Boletín N° S 1.372-12).



De los Honorables Senadores señores Horvath, Ruiz-Esquide, Kuschel y Larraín Fernández, relativo a la situación de la comunidad Bahá’i en Irán (Boletín N° S 1.373-12).



- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

- - -


Acto seguido, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Horvath para recabar el asentimiento de la Sala a objeto de tratar, al término del Orden del Día de esta sesión, el proyecto de acuerdo relativo a la situación de la comunidad Bahá’i en Irán, del que se diera cuenta precedentemente.


Se accede a lo solicitado, incluyéndose además los restantes proyectos de acuerdo que quedaron pendientes de la sesión ordinaria próxima pasada.

- - -


Enseguida, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Novoa, quien solicita que la Sala amplíe el plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (Boletín N° 4.991-15), hasta las 13 horas del martes 21 de junio en curso, a lo cual se accede.

- - -


Luego, el señor Presidente recaba de la Sala adoptar sendos acuerdos a fin de, por una parte, retirar de la Tabla de la presente sesión ordinaria el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Servicio Nacional Forestal “CONAF” (Boletín N° 7.486-01), y, por otra, tratar en esta sesión como si fuera de Fácil Despacho el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.168, Ley General de Telecomunicaciones (Boletín N° 7.502-15).


Así se acuerda, respecto de ambos requerimientos.

- - -


Finalmente, el señor Presidente pide autorización a la Sala para el ingreso de los Subsecretarios de Minería y de Planificación, a lo cual se accede.

_______________



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, sobre aumento de plazas en el grado de Contraalmirante, con informe de la Comisión de Defensa Nacional



El señor Presidente anuncia que corresponde abocarse al asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, sobre aumento de plazas en el grado de Contraalmirante, que cuenta con informe de la Comisión de Defensa Nacional, y que tiene el Boletín N° 7.687-02.



Agrega que su objetivo principal es aumentar las plazas de contraalmirantes y disminuir las de capitanes de navío, a fin de otorgar mayor flexibilidad para la conformación y estructura de un escalafón moderno de ejecutivos e ingenieros navales, así como del Alto Mando Naval.



La Comisión de Defensa Nacional discutió este proyecto sólo en general y le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Gómez, Muñoz Aburto y Prokurica.



Finaliza indicando que en la discusión en particular este proyecto será conocido, también, por la Comisión de Hacienda.

- - -



En discusión en general la iniciativa, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Prokurica.



Cerrado el debate y sometida a votación la idea de legislar, se aprueba por 23 votos a favor y 1 abstención.



Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Escalona, Frei, García, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Se abstiene el Honorable Senador señor Quintana.



La Sala acuerda fijar plazo para presentar indicaciones al proyecto hasta las 13 horas del día martes 21 de junio de 2011.


Queda despachado este asunto.

- - -



El texto de proyecto de ley aprobado en general es el que se consigna en el informe de la Comisión de Defensa Nacional, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.168, Ley General de Telecomunicaciones, con informes de las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones, y de Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde abocarse al asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.168, Ley General de Telecomunicaciones, con informes de las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones, y de Hacienda, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 7.502-15.



Agrega que sus fines son extender en forma indefinida el plazo de vigencia del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones (venció el 11 de mayo de 2011), con el objeto de promover el aumento de la cobertura de los servicios de telecomunicaciones en áreas rurales y urbanas de bajos ingresos, y entregar a la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones de la Cámara de Diputados, en forma semestral y de manera detallada, la información del uso de los recursos que se le asignan anualmente en la Ley de Presupuestos del Sector Público a este Fondo.


La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió este proyecto de ley tanto en general, cuanto en particular, por ser de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Chahuán, Prokurica y Novoa, en los mismos términos que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



Por su parte, la Comisión de Hacienda también discutió este proyecto en general y en particular, a la vez, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Escalona, Frei y Lagos.

- - -



En discusión en general la iniciativa, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Novoa, Bianchi y Zaldívar.



Cerrado el debate y sometida a votación la idea de legislar, se aprueba por 32 votos a favor, de los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Fundamentan su voto afirmativo los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Chahuán, Escalona, Horvath, Kuschel, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag y Uriarte.

- - -


En discusión en particular la iniciativa, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Orpis, quien formula indicación al inciso primero del artículo 28 A, que se propone en el artículo único, letra a), a fin de que el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones pueda financiar de manera “preferente” servicios en áreas rurales.



Sobre el particular, interviene el Honorable Senador señor Prokurica.



Esta indicación se aprueba con idéntica votación a la señalada precedentemente, dándose por aprobado de este modo en particular el proyecto.



Queda despachado este asunto en este trámite.

- - -



El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones:


a) Sustitúyese el artículo 28° A por el siguiente:


“Artículo 28° A.- Créase el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, dependiente del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en adelante "el Fondo", con el objeto de promover el aumento de la cobertura de los servicios de telecomunicaciones preferentemente en áreas rurales, y urbanas de bajos ingresos.


El Fondo estará constituido por los aportes que se le asignen anualmente en la ley de Presupuestos del Sector Público, sin perjuicio de que pueda recibir otros aportes.".


b) Introdúcese el siguiente artículo 28 A bis, nuevo:


“28 A bis.- Se deberá entregar en forma semestral la información del uso de estos recursos, de manera detallada, a la Comisión de Obras Públicas, Trasportes y Telecomunicaciones de la Cámara de Diputados.”.”.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la ley N° 19.828, que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor, con informes de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la ley N° 19.828, que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor, que cuenta con informes de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y de Hacienda, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 7.075-06.


Agrega que su finalidad es trasladar la vinculación que tiene el SENAMA con el Presidente de la República desde el Ministerio Secretaría General de la Presidencia al Ministerio de Planificación.


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió este proyecto en general y en particular, por ser de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.


Además, también por unanimidad, la Comisión dejó constancia de la importancia de implementar y ejecutar políticas para el adulto mayor por la incidencia que tienen para la integración social de estas personas.


Por su parte, la Comisión de Hacienda, según su competencia, aprobó los números 1, 2 y 4 del artículo único en los mismos términos en que fueran despachados por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, resolución que adoptó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Escalona, Lagos y Novoa.

- - -



En discusión en general la iniciativa, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Pérez Varela, Sabag, García y Letelier.



Cerrado el debate y sometida a votación la idea de legislar, se aprueba por 32 votos a favor, de los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Fundamentan su voto afirmativo los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, Espina, Larraín Fernández, Letelier, Navarro, Novoa, Quintana, Ruiz-Esquide, y Zaldívar.



La Sala acuerda fijar plazo para presentar indicaciones al proyecto hasta las 9 horas del martes 21 de junio de 2011.


Queda despachado este asunto.

- - -



El texto del proyecto de ley aprobado en general es el que se contiene en el informe de la Comisión de Hacienda, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 19.665, en materia de reasignación de jueces, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde discutir el asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 19.665, en materia de reasignación de jueces, que cuenta con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y que tiene el Boletín N° 6.244-07.



Agrega que sus objetivos son:



a) Facultar a la Corte Suprema para destinar transitoria y rotativamente a uno o más jueces de los tribunales de garantía, de juicio oral en lo penal, de familia, laborales y de cobranza laboral y previsional, a desempeñar funciones preferentemente en otro tribunal de su misma especialidad.



b) Diferir el nombramiento de determinado número de jueces de garantía y de tribunal de juicio oral en lo penal, en los territorios jurisdiccionales  de las Cortes de Apelaciones de Santiago y San Miguel.



La Comisión especializada discutió este proyecto sólo en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Alvear y señores Espina y Walker (don Patricio).



Al concluir hace presente que esta iniciativa en su discusión en particular debe ser conocida, también, por la Comisión de Hacienda, y que por contener normas de rango orgánico constitucional requiere para su aprobación del voto conforme de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio.

- - -



En discusión en general el proyecto, hace uso de la palabra la Honorable Senadora señora Alvear.



Cerrado el debate y puesta en votación la idea de legislar, se aprueba por 25 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, cumpliéndose el quórum constitucional exigido.



Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Bianchi, Cantero, Escalona, Espina, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Fundamentan su voto favorable los Honorables Senadores señores Prokurica y Sabag.



La Sala acuerda fijar plazo para presentar indicaciones al proyecto hasta las 13 horas del viernes 24 de junio de 2011, quedando despachado este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la “Convención Conjunta sobre Seguridad en la Gestión del Combustible Gastado y sobre Seguridad en la Gestión de Desechos Radioactivos”, aprobada el 5 de septiembre de 1997, en la Conferencia Diplomática convocada por el Organismo Internacional de Energía Atómica, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores


El señor Presidente anuncia que corresponde abocarse al asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la “Convención Conjunta sobre Seguridad en la Gestión del Combustible Gastado y sobre Seguridad en la Gestión de Desechos Radioactivos”, aprobada el 5 de septiembre de 1997, en la Conferencia Diplomática convocada por el Organismo Internacional de Energía Atómica, que cuenta con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, y que tiene el Boletín N° 7.097-10.


Añade que sus objetivos son:


1) Lograr y mantener un alto grado de seguridad en la gestión del combustible gastado y de los desechos radioactivos.


2) Asegurar que en todas las etapas de la gestión del combustible y de desechos existan medidas eficaces contra los riesgos radiológicos potenciales.


3) Prevenir los accidentes con consecuencias radiológicas y mitigar sus consecuencias en caso de producirse.


La Comisión especializada aprobó este proyecto de acuerdo por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Larraín Fernández, Kuschel, Letelier y Tuma, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.


Al concluir advierte que esta iniciativa, por contener normas de quórum calificado, requiere para su aprobación del voto conforme de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio.

- - -


En discusión el proyecto, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Horvath, Kuschel, Tuma, Orpis y Navarro.


Cabe señalar que, antes de pronunciarse respecto de la iniciativa y a petición del Senador señor Navarro, la Sala acuerda enviarla a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, para que emita un informe complementario en la materia.

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Gómez y Cantero, en primer trámite constitucional, que aumenta las penas del manejo en estado de ebriedad y bajo la influencia del alcohol, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Gómez y Cantero, en primer trámite constitucional, que aumenta las penas del manejo en estado de ebriedad y bajo la influencia del alcohol, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, y que tiene el Boletín N° 7.266-07.



Añade que sus objetivos principales son:



- Disminuir los niveles legales de tolerancia sobre las dosificaciones de alcohol en la sangre que definen la conducción en estado de ebriedad y bajo la influencia del alcohol.



- Aumentar las sanciones relativas a la suspensión de licencias y multas.



- Establecer limitaciones para la renovación de la prisión preventiva de los imputados por alguna de las conductas reguladas.



- Modificar las normas sobre libertad condicional para que el condenado por manejo en estado de ebriedad, influencia del alcohol o exceso de velocidad con resultado de muerte, cumpla efectivamente al menos la mitad de la pena de privación de libertad.



La Comisión especializada discutió este proyecto sólo en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores Chahuán, Gómez, Pérez Varela, Pizarro y Prokurica.

- - -



En discusión en general el proyecto, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Larraín Fernández.



La Sala acuerda unánimemente postergar la consideración de este asunto hasta la próxima sesión ordinaria.

_______________



Luego, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Horvath, Ruiz-Esquide, Kuschel y Larraín Fernández, relativo a la situación de la comunidad Bahá’i en Irán


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Horvath, Ruiz-Esquide, Kuschel y Larraín Fernández, relativo a la situación de la comunidad Bahá’i en Irán, y que tiene el Boletín N° S 1.373-12.


Sometido a votación, se aprueba este proyecto de acuerdo por la unanimidad de los presentes.


Queda despachado este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el derecho a la educación, proclamado por la Declaración Universal de los Derechos Humanos y garantizado por el Acuerdo Internacional sobre Derechos Sociales Económicos y Culturales -que ha sido firmado y ratificado por Irán- enfatiza el acceso igualitario a la educación superior, siendo el único criterio legítimo de admisión el cumplimiento de los estándares académicos de ingreso;

2. Que desde 1979 el Gobierno de Irán ha buscado sistemáticamente privar de la educación superior a los jóvenes miembros de su minoría religiosa más grande no musulmana, la numerosa comunidad Bahá’i, de 300.000 adeptos. Dicho gobierno también ha buscado sofocar los esfuerzos Bahá’is por establecer sus propias iniciativas, incluyendo el Instituto Bahá’i para Educación Superior (BIHE);

3. Que el gobierno iraní ha creado un plan denominado “La Cuestión Bahá’i”, el que concentra sus esfuerzos en un trabajo coordinado y sistemático para erradicar la comunidad Bahá’i como un grupo viable dentro de la sociedad iraní;

4. Que durante los primeros años de la República Islámica más de 200 Bahá’is, muchos de ellos ocupando posiciones de liderazgo, desaparecieron o fueron ejecutados públicamente. Un gran número de jóvenes Bahá’is fueron expulsados de las universidades;

5. Que en diciembre de 1990, el líder Ayatollah Ali Khamenei instruyó al Presidente Rafsanjani que se tratara “la cuestión Bahá’i”, y el asunto fue referido al Consejo Supremo de la Revolución Cultural (SCCR);

6. Que el Ayatollah Khamenei deseaba propuestas de políticas “concebidas de tal manera que todos entenderían qué se debería o no se debería hacer” respecto a los Bahá'is. En respuesta a la solicitud del Ayatollah Khamenei, el Dr. Syyed Mohammad Reza Hashemi Golpaygani, Secretario de la SCCR, preparó un memorándum confidencial para delinear guías de política a la luz de la constitución y las leyes religiosas y civiles del país, el que fue firmado por algunos de los miembros más poderosos del Gobierno de Irán. El memorándum clarifica lo que se había convertido en una política de facto de Estado: los Bahá’is deben ser tratados de manera tal que “su progreso y desarrollo sea bloqueado”. Dicho memorándum declara que los Bahá'is pueden ganar un “sustento modesto”, pero “deben ser expulsados de las universidades” y el Estado debe “negarles empleo si se identifican como Bahá’is, y negarles cualquier posición de influencia en el sector educacional, entre otros. “Los niños, dice el memorándum, deben ser matriculados en colegios que tienen una ideología religiosa fuerte e imponente”;

Human Rights Watch concluyó que se contaba con evidencia concreta de “una política oficial de persecución”, luego que ese memorándum saliera a luz, en 1993;

Inmediatamente después de la Revolución Islámica, docentes Bahá’is que trabajaban en las universidades fueron despedidos, y los estudiantes universitarios Bahá’is fueron expulsados. En 1987, como iniciativa educacional desarrollada por la comunidad Bahá’i de Irán, y con el fin de proporcionar educación a jóvenes Bahá’is, quienes por una política oficial del Gobierno estaban privados de acceso a la educación superior, se estableció el Instituto Bahá’i para Educación Superior;

7. Que las autoridades no tenían la intención de cambiar esta situación. En vista de que la comunidad Bahá’i reconoce el alto valor de la educación, algunos Bahá’is con experiencia académica comenzaron a ofrecer sus servicios como voluntarios para dar clases a los jóvenes, dando lugar a que esta empresa evolucione llegando a ser conocida como el Instituto Bahá’i para Educación Superior.

Los cursos se llevan a cabo de acuerdo con las más altas exigencias académicas y a los universitarios graduados se les otorga títulos de acuerdo a las normas establecidas en el mundo. Varias universidades de prestigio de Europa América del Norte, Australia e India, siendo testigos de la capacidad y profundos logros académicos de los estudiantes graduados, y considerando las circunstancias que los rodearon, han reconocido los títulos académicos admitiendo a varios de los egresados para estudios de postgrado. Una vez graduados la mayoría de ellos regresó a Irán, ofreciéndose como voluntarios docentes y haciendo posible que el Instituto mantenga sus estándares académicos;

8. Que el 21 de mayo de 2011, agentes del Ministerio de Inteligencia, actuando simultáneamente en varias ciudades del país, allanaron las casas de personas que están involucradas estrechamente en las operaciones del Instituto Bahá’i para Educación Superior. Informes iniciales indican que al menos treinta hogares fueron objeto de extensas búsquedas y que dieciséis Bahá’is fueron arrestados, y

9. Que la Comunidad Bahá’i manifiesta su aprecio y reconocimiento al Gobierno de Chile por su apoyo en las sesiones de la Asamblea General de Naciones Unidas a favor de los Bahá’is en Irán, y muy particularmente hace referencia a la Resolución adoptada por el Consejo de Derechos Humanos sobre la situación de los derechos humanos en la República de Irán, en su 16ª sesión celebrada en Ginebra del 28 de febrero al 25 de marzo de 2011, oportunidad en la que el Gobierno de Chile fue co-patrocinador de dicha Resolución, que por primera estableció un mecanismo internacional de vigilancia designando un Relator Especial que examine e informe sobre los derechos humanos en Irán, cuyo mandato incluye violaciones contra los Bahá’is de ese país.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República la adopción de las siguientes medidas:


a) Que se realicen con urgencia las gestiones diplomáticas que sean necesarias para elevar la protesta del Gobierno y el pueblo chileno ante la Organización de las Naciones Unidas y otras instancias internacionales por la violación de los derechos humanos cometidas por la República de Irán contra todos aquellos que tienen o profesan diferentes religiones a la oficial del país.


b) Que se condene enérgicamente la persecución sistemática contra los Bahá'is y específicamente la privación al derecho universal de la educación; el allanamiento al Instituto Bahá’i para Educación Superior, y la detención injusta de aquellas personas involucradas en su funcionamiento.”.

__________

Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Prokurica, García, Bianchi, Chahuán, Gómez, Horvath, Larraín Peña, Orpis y Rossi, referido a ley promulgada por el Gobierno Boliviano, sobre saneamiento de vehículos


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Prokurica, García, Bianchi, Chahuán, Gómez, Horvath, Larraín Peña, Orpis y Rossi, referido a ley promulgada por el Gobierno Boliviano, sobre saneamiento de vehículos, y que tiene el Boletín N° S 1.371-12.


Sometido a votación, se aprueba este proyecto de acuerdo por la unanimidad de los presentes.


Queda despachado este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que, con fecha 8 de junio del presente año el Gobierno boliviano promulgó la ley N° 133, que establece un procedimiento que posibilita el saneamiento legal de vehículos que se encuentran en su territorio sin la respectiva documentación legal de ingreso aduanero. El procedimiento permite regularizar el dominio de vehículos automotores a gasolina, gas natural vehicular (GNV) y diesel, así como de mercancías consistentes en tractores, maquinaria agrícola, remolques y semi remolques;

2. Que para acogerse al procedimiento sólo debe acreditarse que el vehículo no es buscado por robo en Bolivia y pagar los tributos aduaneros que correspondan, más una multa equivalente al 50% de estos tributos. Se espera regularizar unos 120 mil vehículos y recaudar cerca de 10 millones de dólares;

3. Que la mayoría de los autos ilegales que llegan a Bolivia son robados en Chile o sacados de contrabando, tras ser adquiridos en la ZOFRI. De acuerdo a cifras oficiales, desde enero a mayo de este año el robo de vehículos en la zona limítrofe con Bolivia ha aumentado en un 30%, llegando a 515 autos, de los cuales sólo se han recuperado 255;

4. Que con esta ley, el Gobierno boliviano avala las prácticas de robo y contrabando desarrolladas por organizaciones criminales a ambos lados de la frontera;

5. Que la ley N° 133 promulgada por el Gobierno boliviano transgrede el Acuerdo de Complementación Económica (ACE22) firmado en Santa Cruz de la Sierra el 6 de abril de 1993 y que entró en vigencia el 1° de julio del mismo año. El objetivo del convenio es sentar las bases para una efectiva integración económica y facilitar, ampliar y diversificar el intercambio comercial;

6. Que el año 1999 se firmó un protocolo adicional, suscrito por ambos países, que sienta las bases para cooperación y coordinación recíproca para seguridad regional en el MERCOSUR (ACE23). En este acuerdo bilateral se aborda el reconocimiento de ambos países a la necesidad de combatir el crimen transnacional, así como las problemáticas que suscitan las organizaciones criminales relacionadas con el narcotráfico, terrorismo, lavado de activos, contrabando, tráfico de menores, robo o hurto de vehículos automotores, tráfico ilícito de material nuclear, migraciones clandestinas y depredación del medio ambiente;

7. Que en el Capítulo II, Sección Quinta, del Acuerdo, se establecen medidas para controlar e impedir que los vehículos ingresados ilegalmente puedan quedar fuera de la investigación policial y la eventual restitución a sus legítimos propietarios;

8. Que los citados Acuerdos de Complementación Económica, así como otros instrumentos jurídicos del derecho internacional de los que Chile y Bolivia son signatarios, proveen los mecanismos de solución de las controversias en las cuales se vean afectadas o transgredidas materias como las que se contienen en el citado cuerpo legal boliviano.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República la presentación de una protesta diplomática formal, en aplicación de los mecanismos contenidos en los Acuerdos de Complementación Comercial, Aduanera y de Seguridad existentes entre Chile y Bolivia, solicitando el pronunciamiento de la Organización Mundial de Comercio (OMC) sobre esta controversia y, de esta manera, impedir la aplicación de la ley N° 133 por ser contraria al Acuerdo de Complementación Económica N° 22, de 1993, y al Acuerdo 14-99 que establece el Plan General de Cooperación y Coordinación recíproca para la Seguridad Regional, firmado en Montevideo, en diciembre de 1999.”.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath, Cantero, Girardi, Letelier y Navarro, sobre prohibición de proyectos e instalaciones nucleares en la Patagonia Chilena



El señor Presidente anuncia que corresponde abocarse al asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath, Cantero, Girardi, Letelier y Navarro, sobre prohibición de proyectos e instalaciones nucleares en la Patagonia Chilena, y que tiene el Boletín N° S 1.355-12.


Sometido a votación, se aprueba este proyecto de acuerdo por la unanimidad de los presentes.


Queda despachado este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la ley N° 16.319, que crea la “Comisión Chilena de Energía Nuclear”, la constituye como una persona jurídica de derecho público y un organismo de la administración autónoma del Estado que se relaciona con el Gobierno por medio del Ministerio de Minería;

2. Que el objetivo de dicha Comisión es atender los problemas relacionados con la producción, adquisición, transferencia, transporte y uso pacífico de la energía atómica y de los materiales fértiles, fisionables y radioactivos;

3. Que dentro de las atribuciones que dicha ley otorga a la Comisión la más relevante dice relación con que la producción de energía nuclear, con fines pacíficos, sólo podrá realizarse por la Comisión o con su licencia previa. Esta producción la puede realizar la Comisión por sí o por medio o en unión con terceros;

4. Que Chile vive un escenario de incertidumbre y debilidad energética, lo cual ha propiciado el debate público respecto de las fuentes de energía que deben estudiarse para que en el mediano y largo plazo se pueda lograr una matriz energética que asegure el abastecimiento;

5. Que la energía nuclear ha surgido, para algunos, como una posibilidad de solución a la crisis energética que Chile atraviesa;

6. Que la posibilidad de avanzar en la instalación de centrales nucleares en Chile se manifiesta en los estudios que se realizan en esta materia y en los acuerdos que podrían facilitarla. Ejemplo de ello es el “memorándum de entendimiento sobre cooperación en energía nuclear”, firmado recientemente con el Presidente de los Estados Unidos de América;

7. Que es preocupante el eventual desarrollo de proyectos que incluyan el establecimiento de instalaciones, ya sea de reactores nucleares o de fábricas que utilicen combustibles nucleares para producir sustancias nucleares o depósitos de almacenamiento permanente de sustancias nucleares radioactivas, en Chile y en particular en la “Patagonia Chilena”, que incluye las Regiones de Aysén y de Magallanes y las Provincias de Chiloé y de Palena; 

8. Que dicha preocupación surge, en primer lugar, porque la denominada “Patagonia Chilena” constituye una reserva natural y de biodiversidad única en el mundo, con un ecosistema altamente vulnerable;

9. Que en la Patagonia existen otras fuentes de energía, algunas de carácter hídrico y otras, también renovables, que tienen su fuente en el viento o en el mar. Además, en el resto del país puede encontrarse energía solar o geotérmica. Todas las energías mencionadas protegen el medio ambiente y tienen un enorme potencial de desarrollo. Si se armonizan las diversas fuentes energéticas con las que cuenta Chile pueden resolverse las necesidades energéticas de manera responsable con los demandantes y de modo coherente con un esquema de desarrollo sustentable, para lo cual es indispensable que la mayoría de los recursos, y particularmente la energía, sean del tipo renovable;

10. Que esta preocupación adquiere mayor relevancia si se tiene en consideración que hace unas décadas se pretendió instalar un repositorio nuclear en Argentina, proyecto que no prosperó por las mismas razones, proteger la Patagonia, y

11. Que el valor intrínseco de la zona, sustentado en su pureza natural, el paisaje privilegiado, el potencial ecológico y cultural, la concentración de las actividades laborales en torno al turismo y la valoración, tanto a nivel nacional como internacional, que se traducen en miles de visitas al año, son también factores a considerar en las decisiones de políticas energéticas.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya al señor Ministro de Energía y Minería y al señor Presidente de la Comisión Chilena de Energía Nuclear para que en la “Patagonia Chilena”, que incluye las Regiones de Aysén y de Magallanes, y las Provincias de Chiloé y de Palena, no se implementen proyectos ni se entreguen autorizaciones que impliquen el establecimiento de algún tipo de instalación nuclear, ya sea de reactores nucleares o de industrias que utilicen combustibles nucleares para producir sustancias nucleares o depósitos de almacenamiento permanente de sustancias nucleares radioactivas.”.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Bianchi, señoras Alvear y Rincón y señores Escalona, García, Gómez, Horvath, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar, sobre financiamiento para la digitalización de canales de televisión de carácter regional o local


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Bianchi, señoras Alvear y Rincón y señores Escalona, García, Gómez, Horvath, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar, sobre financiamiento para la digitalización de canales de televisión de carácter regional o local, y que tiene el Boletín N° S 1.361-12.


Agrega que su finalidad es solicitar al Ejecutivo el establecimiento de una política pública que facilite y permita a los operadores del servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción regionales y locales el acceso a financiamiento para digitalizar el servicio.


Sometido a votación, se aprueba este proyecto de acuerdo por la unanimidad de los presentes.


Queda despachado este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones está analizando, en segundo trámite constitucional, el proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre, correspondiente al Boletín Nº 6.190-19;

2. Que dicho proyecto tiene como objetivo adecuar la ley Nº 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión y regula la actividad televisiva en general, con la finalidad de permitir la introducción de la televisión digital terrestre y aprovechar al máximo las posibilidades que de ello se pueden derivar para el país;

3. Que en el Mensaje de dicho proyecto de ley se señala que una de las principales “disfuncionalidades” de la legislación actual consiste en la “ausencia de un régimen que reconozca y desarrolle la televisión de carácter regional, local y comunitario, así como de las transmisiones de contenido cultural”, y que por ello la iniciativa propone crear la figura de las concesiones regionales, locales y comunitarias, además de la nacional, estableciéndose derechos y obligaciones diferenciadas, con el objeto de protegerlas e impulsarlas en su desarrollo;

4. Que, luego de una larga discusión en la Cámara de Diputados, el proyecto de ley define a los operadores del servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción regionales, en un nuevo artículo 15 ter que se pretende incorporar a la ley N° 18.838, como “aquellos que sean titulares de concesiones, que consideradas en su conjunto contemplen cualquier nivel de presencia en dos o más regiones, pero en no más del 50% de las regiones del país; o presencia en sólo una región, pero comprendiendo dentro de ella un alcance efectivo igual o superior al 25% de su población o con una cobertura igual o superior al 50% de las comunas de dicha región”. Asimismo, se define a los de carácter local como “aquellos que sean titulares de concesiones que consideradas en su conjunto contemplen presencia en sólo una región, comprendiendo dentro de ella un alcance efectivo inferior al 25% de su población o con una cobertura inferior al 50% de las comunas de dicha región”;

5. Que respecto a este tipo de operadores de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción el cambio que se propone, dadas las condiciones del mercado, amenaza en forma seria sus posibilidades de adaptarse exitosamente y en igualdad de condiciones con el resto de los operadores, que poseen condiciones económicas y de dominio de mercado incomparables, sobretodo en lo que dice relación con publicidad, lo que redundará en una pronta extinción de los más de 17 operadores regionales que hoy en día existen a lo largo de cada una de las regiones del país;

6. Que esta afirmación tiene un importante sustento en la experiencia comparada en varios países que ya han efectuado sus procesos de adaptación a la televisión digital. En Estados Unidos se cerraron, durante el período de transición hacia la televisión digital, entre un 20 y un 25% de los canales regionales; en Japón no hubo ingreso de nuevos operadores y en Europa ocurrió algo similar;

7. Que más allá del revolucionario cambio tecnológico que el proyecto de ley pretende impulsar, se están decidiendo las condiciones en que funcionarán el mercado de la televisión y de las tecnologías de la información en el país, sobre todo en lo que dice relación con la propiedad de las concesiones de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción;

8. Que un tema vital y de urgente necesidad consiste en el financiamiento que requieren los actualmente existentes canales regionales y locales para “digitalizarse”, puesto que el proceso de digitalización requiere de una importante inversión para reemplazar todos los equipos del respectivo canal. Un estudio digital para estación regional, adecuado para programa de panel, no para shows, requiere a lo menos 4 cámaras, set de monitores, consolas, amplificadores y mezcladores. Además, se requiere contar con una sala de continuidad de la transmisión diaria, equipos de codificación y multiplexaje y una planta transmisora de 0,5 a 1.5 Kw. de potencia. Este equipamiento, según un estudio de costos efectuado por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, tiene un valor de aproximadamente US$ 360.000 dólares para un canal de señal estándar SD, y de US$ 642.000 dólares para un canal de señal de Alta Definición, HD;

9. Que como se podrá concluir, dichas cifras y montos, sobre todo la que permite un cambio a un canal HD, que es la que exigen la mayoría de los avisadores, son imposibles de solventar por casi la totalidad de los propietarios de los canales regionales del país, que con gran esfuerzo y con mucho espíritu regional han logrado construir alternativas locales de información y entretenimiento que han enriquecido de gran manera a las comunidades locales y regionales y han sido un signo profundo de descentralización y regionalización en los últimos 15 años;

10. Que por ello se estima que con el proyecto de ley se ve fuertemente amenazada la subsistencia de los canales regionales, sobretodo por los costos de llevar adelante la digitalización, por lo que es necesaria una fuerte intervención del Estado en su rol subsidiario, de manera de garantizar para estos canales las condiciones financieras mínimas que les permitan adaptarse en forma exitosa a las nuevas tecnologías. Sin dicha intervención en el corto tiempo se verán frustrados numerosos proyectos regionales que existen desde hace 15 años, y se avanzará hacia el mercado de la televisión altamente concentrada y de carácter centralista; 

11. Que por ello -no obstante que en el actual proyecto de ley se establecen algunos subsidios y mínimas diferenciaciones a favor de los canales regionales, locales y comunitarios- es necesaria una definición y acción clara por parte del Estado en favor de la existencia y subsistencia de estos canales, y

12. Que, sin perjuicio de otras medidas, es fundamental que el Estado establezca una política pública que facilite y permita el acceso de los canales regionales a fórmulas de financiamiento internacional o nacional del proceso de digitalización, mediante créditos u otras vías, que no impliquen copar su capacidad de endeudamiento en la banca nacional.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que se establezca una política pública que facilite y permita, a los operadores del servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción regionales y locales, el acceso a financiamiento internacional o nacional del proceso de digitalización que deberán realizar en el marco de la nueva legislación en materia televisiva.”.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señoras Rincón y Alvear y señores Coloma, García y Quintana, sobre declaración del 17 de mayo como “Día Nacional del Reciclaje”


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señoras Rincón y Alvear y señores Coloma, García y Quintana, sobre declaración del 17 de mayo como “Día Nacional del Reciclaje”, y que tiene el Boletín N° S 1.362-12.


Agrega que su finalidad es solicitar al Ejecutivo que declare el 17 de mayo como “Día Nacional del Reciclaje”, en concordancia con la resolución de la UNESCO de establecer esa misma fecha como el “Día Internacional del Reciclaje” para promover en el mundo una mayor responsabilidad de los países y personas respecto de los desechos inorgánicos.


Sometido a votación, se aprueba este proyecto de acuerdo por la unanimidad de los presentes.


Queda despachado este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la UNESCO declaró el 17 de mayo como el Día Internacional del Reciclaje, con el fin de promover en el mundo una mayor responsabilidad de parte de los países y las personas respecto de los desechos inorgánicos que se producen y su posterior reciclaje, buscando incentivar su almacenamiento, procesamiento y reutilización;

2. Que existen actualmente, tanto en Chile como en el resto del mundo, gran cantidad de organizaciones ciudadanas promotoras de las tareas de reciclajes, las que realizan distintas actividades para crear conciencia acerca del valor de la reutilización de los desechos sólidos que se producen y contribuir de esta manera a disminuir los niveles de contaminación;

3. Que en Chile el tema no ha sido abordado con la profundidad que se merece, por lo que son muy pocas las personas que tienen un conocimiento acabado acerca de la importancia del reciclaje y la reutilización de los desechos que se generan. Por ello la instauración del Día Nacional de Reciclaje podría contribuir a generar mayor conciencia respecto al cuidado del medio ambiente; educar en relación a los residuos que se pueden reutilizar; informar del impacto que pueden causar ciertos elementos tóxicos si son enviados a vertederos públicos y adquirir mayor responsabilidad con respecto a la vida final de productos como pilas, computadores, botellas de plástico y de vidrio, cajas de cartón y muchos otros que terminan en la basura, en vez de ser reutilizados;

4. Que las distintas efemérides que en Chile se recuerdan año a año, como el Día del Libro, el Día del Medio Ambiente, el Día de la Juventud, el Día de la Solidaridad, entre otros, permiten colocar en la agenda nacional la discusión respecto de las políticas públicas que se deben generar para promover iniciativas de fomento al reciclaje en cada una de las Escuelas, Universidades y Centros de Formación Técnica del país, y

5. Que para Chile el tema de la basura será de gran relevancia en los años venideros, particularmente teniendo en consideración los niveles de crecimiento económico que quiere alcanzar en el futuro. Hoy sólo se recicla cerca del 12% de los más de 6 millones de toneladas de basura que se producen anualmente. Por ello, adelantándose a los temas que el país deberá afrontar con fuerza en los próximos años, es necesario crear conciencia respecto de la importancia del reciclaje, aprovechando la iniciativa apoyada por UNESCO para incluir en los programas educacionales de colegios públicos y privados la conmemoración del día del reciclaje.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que en virtud de sus facultades legales decrete el día de 17 de mayo como “Día Nacional del Reciclaje”.”.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por la Honorable Senadora señora Rincón, respecto de declaración del río Achibueno como Santuario de la Naturaleza



El señor Presidente anuncia que corresponde abocarse al asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por la Honorable Senadora señora Rincón, respecto de declaración del río Achibueno como Santuario de la Naturaleza, y que tiene el Boletín N° S 1.363-12.


Sometido a votación, se aprueba este proyecto de acuerdo por la unanimidad de los presentes.



Queda despachado este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el río Achibueno nace en la zona cordillerana de la comuna de Linares, Región del Maule y desciende por un hermoso valle situado en las faldas de montañas tan imponentes como el Nevado de Longaví. El lugar fue declarado por la COREMA de la Región del Maule como Sitio Prioritario para la Conservación de la Biodiversidad de la Región, según la Estrategia Regional para la Biodiversidad aprobada por la COREMA de la Región del Maule el año 2002;

2. Que dicha área geográfica es depositaria de valiosos ecosistemas que contienen y son hábitat de diversas especies amenazadas, otorgándole dichos elementos un significativo valor desde el punto de vista de la conservación de la biodiversidad, a lo que se suma un valioso patrimonio arqueológico y un paisaje de elevado valor ecoturístico;

3. Que la empresa Hidroeléctrica Centinela Ltda. presentó al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental el proyecto hidroeléctrico Achibueno, el cual consiste en la construcción y operación de dos centrales hidroeléctricas de pasada en serie, denominadas El Castillo y Centinela, con una potencia total instalada de 135 MW, contemplándose, además de las centrales de generación, un sistema de interconexión eléctrica entre las subestaciones de cada central, así como las instalaciones de apoyo necesarias para la construcción y operación de las mismas;

4. Que la construcción de dichas centrales hidroeléctricas generará variadas consecuencias a los habitantes de la zona cordillerana de la Región del Maule Sur, viéndose afectados por esta construcción los arrieros de la zona, que abastecen de agua a su ganado directamente desde la cuenca del río, como también los habitantes del cajón del Achibueno, quienes temen que la construcción de dichas centrales afecte sus fuentes de trabajo vinculadas al ecoturismo y la agricultura;

5. Que a lo anterior se suma el hecho de que se inundarán o inutilizarán amplios sectores que presentan suelos aptos para la producción agrícola. Se trata de algunas de las terrazas fluviales en las cuales históricamente hubo cultivos en forma artesanal, como por ejemplo en el sector de La Gloria, donde  se cultivaba trigo hasta hace pocos años en terrazas fluviales, utilizándose un canal para el riego de éstas. Las centrales desviarían la mayor parte del caudal del río en un tramo de 44 kilómetros, transformando el cauce natural del río en un verdadero pedregal, ya que a lo largo de estos 44 kilómetros la empresa pretende dejar en el cauce natural tan sólo un 10% del caudal promedio anual que trae el río. Lo anterior significa prácticamente secar el río a lo largo de 44 kilómetros, destruyendo así el hábitat natural de un gran número de especies nativas animales y vegetales en estado de conservación, como también el lugar de recreo de los linarenses y de los miles de turistas que año a año suben a disfrutar de las aguas del río Achibueno. A lo anterior hay que sumar el corte de decenas de hectáreas de milenarios bosques nativos para realizar las obras. Esos bosques -de gran tamaño y diversidad- albergan múltiples especies en estado de conservación, como el Hualo y el Ciprés de Cordillera;

6. Que este proyecto no reportará verdaderos beneficios para la provincia de Linares y terminará destruyendo su potencial turístico, que constituye su principal patrimonio al ofrecer una alternativa sustentable de proyección de crecimiento exponencial para la zona (reportó US$ 40 millones para el 2008, reflejando un aumento el año 2009 del 16,96% en relación a enero del mismo año, según información de Sernatur Maule);

7. Que el conflicto por la polémica instalación de las centrales de paso El Castillo y Centinela en el cajón del río Achibueno está lejos de terminar. Ello porque, a los recursos de protección presentados por las organizaciones sociales y el municipio de Linares y a la constante negativa a su construcción por parte de los habitantes de la zona, principales detractores de las hidroeléctricas en la Región, se sumó la renuncia hace unos meses del director regional del Servicio de Evaluación Ambiental (SEA), Tomás Irarrázabal, quien reconoció que el proyecto energético era de alto impacto ambiental para la zona, generando una polémica que sembró un manto de dudas respecto de la legitimidad del proceso de evaluación ambiental llevado a cabo por la empresa;

8. Que la ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales, señala que “Son santuarios de la naturaleza todos aquellos sitios terrestres o marinos que ofrezcan posibilidades especiales para estudios e investigaciones geológicas, paleontológicas, zoológicas, botánicas o de ecología, o que posean formaciones naturales, cuyas conservaciones sea de interés para la ciencia o para el Estado. Los sitios mencionados que fueren declarados santuarios de la naturaleza quedarán bajo la custodia del Ministerio del Medio Ambiente, el cual se hará asesorar para los efectos por especialistas en ciencias naturales”. Dicho cuerpo legal señala que “La declaración de santuario de la naturaleza deberá contar siempre con informe previo del Consejo de Monumentos Nacionales”, y

9. Que es necesario salvaguardar el ecosistema existente en el sector, declarando el río Achibueno -y en especial la zona conocida como cajón del Achibueno- Santuario de la Naturaleza.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que, en virtud de lo establecido en la ley Nº 17.288, sobre Monumentos Nacionales, declare Santuario de la Naturaleza al río Achibueno, ubicado en la zona cordillerana de la comuna de Linares, Región del Maule Sur.”.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Chahuán y Bianchi, sobre mejoramiento de condiciones de retiro de funcionarios públicos y docentes



El señor Presidente anuncia que corresponde abocarse al asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Chahuán y Bianchi, sobre mejoramiento de condiciones de retiro de funcionarios públicos y docentes, y que tiene el Boletín N° S 1.364-12.



Agrega que su finalidad es solicitar al Ejecutivo el envío a tramitación legislativa de sendos proyectos de ley que permitan a aquellos funcionarios públicos que han dejado de prestar servicios optar al bono de $50 mil mensuales, y a los docentes que presentaron su renuncia anticipada optar a la bonificación por retiro.


Sometido a votación, se aprueba este proyecto de acuerdo por la unanimidad de los presentes.



Queda despachado este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que mediante la ley N° 20.305, de diciembre de 2008, se estableció un bono de naturaleza laboral de $ 50.000 mensuales para el personal que, a la fecha de entrada en vigencia de dicho cuerpo legal, se desempeñe en cualquiera de los servicios y organismos allí señalados, precisándose que dicho personal tendrá derecho al citado bono siempre que se encuentre afiliado al sistema de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, y cumpla con los requisitos del artículo 2° del citado decreto ley N° 3.500;

2. Que no obstante el tenor de esta disposición, la Tesorería General de la República, a la que de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 8° de la ley N° 20.305 corresponde el pago del bono a los beneficiarios, mediante circular N° 50, de 26 de octubre de 2010, resolvió suspender su pago a todos beneficiarios que presentaron la solicitud para acceder al otorgamiento del bono con posterioridad al cese de sus funciones, argumentando que en estos casos no se puede acreditar el requisito exigido en el número 1 del artículo 2° de la citada ley, vale decir, tener la calidad jurídica de funcionario público, sea de planta o a contrata, o estar contratado conforme a las normas del Código del Trabajo en las instituciones mencionadas, tanto a la fecha de postulación a dicho bono como con anterioridad al 1° de mayo de 1981;

3. Que en la circular de la Tesorería General se precisa que “la suspensión se hará extensiva hasta que la Contraloría General de la República emita un pronunciamiento al respecto”, razón por la cual ha estimado que aquellas personas que se encuentren en la situación descrita no tienen derecho al bono ya indicado, salvo que lograsen acreditar que por una justa causa de error incurrieron en dicha hipótesis, lo que deberá ser examinado en cada caso;

4. Que del análisis de los documentos y pronunciamientos emitidos, tanto por la Tesorería General de la República como por la Contraloría General de la República, aparece que existe un vacío legal, que impide a los funcionarios que se encuentren en esa situación obtener el bono;

5. Que al respecto cabe tener presente que el espíritu que animó la promulgación de la ley N° 20.305 fue otorgar un beneficio para subsanar un daño previsional que afectaba a muchos funcionarios, de modo que la sola circunstancia formal de que la solicitud para impetrar el bono tenga una fecha posterior al cese de sus funciones no puede perjudicar a quienes el mismo cuerpo legal busca favorecer, generándoles un perjuicio económico al afectar el monto de sus pensiones;

6. Que es del caso señalar que la ley N° 20.501, sobre calidad y equidad de la educación, estableció una bonificación por retiro anticipado que fluctúa entre $14.000.000 y $ 20.000.000, dependiendo de la fecha de presentación, para aquellos docentes que al 31 de diciembre de 2012 hayan cumplido la edad para jubilar, vale decir, 65 años para los hombres y 60 años para las mujeres, y

7. Que ha habido varios profesionales docentes que presentaron su renuncia anticipada, conforme a lo dispuesto en los artículos 70 y 72 del Estatuto Docente, contenido en el decreto con fuerza de ley N° 1, de Educación, de 1997, a fin de eximirse del proceso de evaluación, y por este hecho no les asiste el derecho de acceder a la mencionada bonificación por retiro, lo que no resulta justo ni equitativo.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que, en uso de sus facultades legislativas de iniciativa exclusiva, envíe a tramitación, con la urgencia pertinente, dos proyectos de ley con las siguientes finalidades:


a) Modificar la ley N° 20.305, con el objeto de permitir que puedan optar al bono de naturaleza laboral que en ella se establece todos los funcionarios contemplados en su artículo 1°, aun cuando hayan dejado de prestar servicios en dichos organismos. 


b) Modificar la ley N° 20.501, a fin de permitir a los docentes que presentaron su renuncia anticipada para eximirse del proceso de evaluación que contempla el artículo 70 del Estatuto Docente que puedan optar también a los beneficios contemplados en la citada ley.”.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador señor Chahuán, relativo al otorgamiento de créditos a pensionados por parte de las cajas de compensación de asignación familiar



El señor Presidente anuncia que corresponde abocarse al asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador señor Chahuán, relativo al otorgamiento de créditos a pensionados por parte de las cajas de compensación de asignación familiar, y que tiene el Boletín N° S 1.365-12.



Agrega que su finalidad es solicitar al Ejecutivo el envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley que condicione el otorgamiento de créditos a pensionados a un informe favorable de asistente social, que no tenga vínculos con las cajas de compensación y que, además, regule el otorgamiento de poderes a terceros para solicitar créditos a nombre de los pensionados.


Sometido a votación, se aprueba este proyecto de acuerdo por la unanimidad de los presentes.



Queda despachado este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la ley N° 18.833, que estableció un nuevo estatuto general para las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, dispone en su artículo 22 que la forma de pago de las cuotas de las prestaciones que dichas entidades otorgan se deducen, en el caso de los pensionados, de su respectiva pensión;

2. Que no obstante que esta modalidad permite facilitar el pago de la acreencia existen múltiples casos de abusos que afectan a pensionados, a quienes personas inescrupulosas hacen suscribir contratos de créditos sociales a favor de terceras personas, parientes, vecinos y sostenedores de hogares de ancianos, los que aprovechándose de su vulnerabilidad perciben el dinero;

3. Que a lo anterior debe sumarse la práctica, bastante común y generalizada, de que los sostenedores de hogares de ancianos cobren, en virtud de un mandato, las pensiones de sus acogidos;

4. Que la normativa vigente no protege directamente a los pensionados de esta clase de acciones ejecutadas en su perjuicio, ya que no se exigen requisitos especiales que velen porque los actos jurídicos de los pensionados sean el reflejo de una voluntad exenta de vicios, unívoca y decidida, de obligarse económicamente;

5. Que se hace necesario establecer mayores requisitos para el otorgamiento de créditos a los pensionados, que aseguren que las prestaciones sociales se dirijan en beneficio de ellos y no de terceros;

6. Que estas exigencias debieran aplicarse, necesariamente, en el trámite previo a la contratación de los empréstitos, como requisitos habilitantes para ser sujeto de los mismos, toda vez que los adultos mayores están más expuestos a deterioro intelectual y físico lo que, consecuentemente, los hace más dependientes y vulnerables;

7. Que para ello es necesario condicionar el otorgamiento de créditos a un informe favorable de un asistente social que no tenga vínculos de ninguna especie con las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, que consigne el nivel de endeudamiento del pensionado y establezca su voluntad de contratar un crédito social, salvando así eventuales presiones de parientes o sostenedores, y

8. Que como medida complementaria se debe regular detalladamente las características y requerimientos de los mandatos en cuya virtud terceras personas solicitan créditos en nombre de pensionados, para lo cual tales poderes debieran constar por escritura pública en la que se insertara un certificado médico que de cuenta del estado de salud mental del pensionado en relación al otorgamiento del mandato de que se trate.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto que tenga por objeto modificar la ley N° 18.833, a fin de condicionar el otorgamiento de créditos a pensionados a un informe favorable de un asistente social que no tenga vínculos de ninguna especie con las Cajas de Compensación, que consigne su nivel de endeudamiento y que deje constancia de la voluntad inequívoca del pensionado de contratar un crédito social, y regular el otorgamiento de poderes a terceros para solicitar créditos en nombre de pensionados, los que deberán constar en escritura pública en la que se insertará un certificado médico que de cuenta del estado de salud mental del pensionado en relación al otorgamiento del mandato de que se trate.”.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Bianchi, Gómez, Horvath, Lagos, Quintana, Tuma y Walker (don Patricio), relativo a la ratificación del Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología



El señor Presidente anuncia que corresponde abocarse al asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Bianchi, Gómez, Horvath, Lagos, Quintana, Tuma y Walker (don Patricio), relativo a la ratificación del Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología, y que tiene el Boletín N° S 1.366-12.



Agrega que su finalidad es solicitar al Ejecutivo que se ratifique a la brevedad el citado Protocolo, por su incidencia en la manipulación y utilización seguras de los organismos vivos modificados como resultado de la biotecnología moderna.


Sometido a votación, se aprueba este proyecto de acuerdo por la unanimidad de los presentes, quedando despachado este asunto. El texto del proyecto aprobado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el texto del Convenio sobre la Diversidad Biológica se completó en Nairobi, en mayo de 1992, y quedó abierto a la firma el 5 de junio de 1992, en Río de Janeiro, en la Conferencia de la ONU sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, entrando en vigor el 29 de diciembre de 1993. Hoy el Convenio es el principal instrumento internacional para todos los asuntos relacionados con la diversidad biológica, proporcionando un enfoque completo y holístico para la conservación de la diversidad biológica, la utilización sostenible de los recursos naturales y la participación justa y equitativa en los beneficios provenientes del uso de los recursos genéticos;

2. Que uno de los asuntos que trata el Convenio es el de la seguridad de la biotecnología, entendida como la necesidad de proteger la salud humana y el medio ambiente frente a posibles efectos adversos de los productos de la biotecnología. Al mismo tiempo, reconoce que la biotecnología moderna tiene un gran potencial para promover el bienestar de la humanidad, particularmente en cuanto a satisfacer necesidades críticas de alimentación, agricultura y cuidados sanitarios;

3. Que se prevé un acceso a las tecnologías -incluida la biotecnología- y a su transferencia, que sean pertinentes a la conservación y a la utilización sostenible de la diversidad biológica. Por otro lado, se trata de garantizar el desarrollo de procedimientos adecuados para mejorar la seguridad de la biotecnología en el contexto del objetivo general del Convenio de reducir todas las posibles amenazas a la diversidad biológica, tomándose también en consideración los riesgos para la salud humana;

4. Que en su segunda reunión, celebrada en noviembre de 1995, la Conferencia de las Partes en el Protocolo estableció el Grupo de Trabajo Especial, de composición abierta, sobre seguridad de la biotecnología, encargándole la elaboración de un proyecto de protocolo sobre seguridad de la biotecnología, que se concentrara específicamente en los movimientos transfronterizos de organismos vivos modificados que fueran resultado de la biotecnología moderna y que pudieran tener efectos adversos en la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica;

5. Que después de varios años de negociaciones se completó y adoptó en Montreal, el 29 de enero de 2000, en la reunión extraordinaria de la Conferencia de las Partes, el protocolo conocido como Protocolo de Cartagena sobre seguridad de la biotecnología del Convenio sobre la diversidad biológica;

6. Que en su artículo 1° se señala que “De conformidad con el enfoque de precaución que figura en el Principio 15 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, el objetivo del presente Protocolo es contribuir a garantizar un nivel adecuado de protección en la esfera de la transferencia, manipulación y utilización seguras de los organismos vivos modificados resultantes de la biotecnología moderna que puedan tener efectos adversos para la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica, teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana, y centrándose concretamente en los movimientos transfronterizos.”;

7. Que en su artículo 26 señala que “las Partes, al adoptar una decisión sobre la importación con arreglo a las medidas nacionales que rigen la aplicación del presente Protocolo, podrán tener en cuenta, de forma compatible con sus obligaciones internacionales, las consideraciones socioeconómicas resultantes de los efectos de los organismos vivos modificados para la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica, especialmente en relación con el valor que la diversidad biológica tiene para las comunidades indígenas y locales.”;

8. Que el Protocolo contempla un Anexo sobre la “Evaluación de Riesgo”, cuyo objetivo es determinar y evaluar los posibles efectos adversos de los organismos vivos modificados en la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica en el probable medio receptor, teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana. Para ello recomienda que las autoridades competentes utilicen la evaluación del riesgo para adoptar decisiones fundamentadas en relación con los organismos vivos modificados;

9. Que según el Protocolo la evaluación del riesgo deberá realizarse de forma transparente y científicamente competente, y al realizarla deberán tenerse en cuenta el asesoramiento de los expertos y las directrices de las organizaciones internacionales pertinentes. La falta de conocimientos o de consenso científico no se interpretará necesariamente como indicador de un determinado nivel de riesgo, de la ausencia de riesgo, o de la existencia de un riesgo aceptable;

10. Que los riesgos relacionados con los organismos vivos modificados o materiales procesados que tengan su origen en organismos vivos modificados que contengan combinaciones nuevas detectables de material genético replicable, que se hayan obtenido mediante el uso de la biotecnología moderna, deberán tenerse en cuenta en el contexto de los riesgos planteados por los receptores no modificados o por los organismos parentales en el probable medio receptor. La evaluación del riesgo deberá realizarse caso por caso, pues la naturaleza y el nivel de detalle de la información requerida pueden variar de un caso a otro, dependiendo del organismo vivo modificado de que se trate, su uso previsto y el probable medio receptor;

11. Que El Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología del Convenio sobre la Diversidad Biológica fue aprobado por la Conferencia de las Partes en la Convención el 29 de enero de 2000. Se abrió a la firma entre el 15 y el 26 mayo de 2000, y se mantuvo abierto a la firma en la Sede de la ONU en Nueva York desde el 5 de junio 2000 hasta wl 4 de junio de 2001. En esa fecha el Protocolo había recibido 103 firmas. El Protocolo entró en vigor el 11 de septiembre de 2003, noventa días después de la recepción de la 50  instrumento de ratificación, y

12. Que entre los países que ya ratificaron el Protocolo están Alemania, Austria, Bélgica, Bolivia, Bulgaria, Colombia, Costa Rica, Croacia, Cuba, República Checa, Corea del Norte y del Sur, Dinamarca, Ecuador, Egipto, El Salvador, Estonia, Filipinas, Finlandia, Grecia, Honduras, Hungría, India, Indonesia, Irán, Irlanda, Italia, Jordania, Luxemburgo, Macedonia, Malasia, México, Marruecos, Nueva Zelandia, Nicaragua, Noruega, Pakistán, Panamá, Paraguay, Perú, Polonia, Rumania, Eslovaquia, Eslovenia, España, Suecia, Suiza, Túnez, Turquía, Reino Unido y Venezuela.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya al señor Ministro de Relaciones Exteriores y a la señora Ministra del Medio Ambiente para que generen los mecanismos que permitan que Chile ratifique, a la brevedad, el Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología.”.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez, Lagos, Quintana y Tuma, relativo al Tratado Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura



El señor Presidente anuncia que corresponde abocarse al asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez, Lagos, Quintana y Tuma, relativo al Tratado Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura, y que tiene el Boletín N° S 1.367-12.



Agrega que su finalidad es solicitar al Ejecutivo hacer presente la urgencia para el despacho del proyecto de acuerdo aprobatorio del Tratado en cuestión, el cual propende a la conservación y utilización sostenible del material genético de origen vegetal de valor real o potencial para la alimentación o la agricultura.


Sometido a votación, se aprueba este proyecto de acuerdo por la unanimidad de los presentes. Queda despachado este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el Tratado Internacional sobre Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura (TIRFAA) tiene como principales objetivos la conservación y la utilización sostenible de los recursos fitogenéticos para la alimentación y la agricultura y la distribución justa y equitativa de los beneficios derivados de su utilización en armonía con el Convenio sobre la Diversidad Biológica, para una agricultura sostenible y la seguridad alimentaria;

2. Que para efectos del TIRFAA, por “recursos fitogenéticos para la alimentación y la agricultura” se entiende cualquier material genético de origen vegetal de valor real o potencial para la alimentación y la agricultura;

3. Que según el TIRFAA cada parte contratante, con arreglo a la legislación nacional y en cooperación con otras partes contratantes, cuando proceda, promoverá un enfoque integrado de la prospección, conservación y utilización sostenible de los recursos fitogenéticos para la alimentación y la agricultura;

4. Que para lo anterior el TIRFAA promueve la realización de estudios e inventarios de los recursos fitogenéticos para la alimentación y la agricultura, teniendo en cuenta la situación y el grado de variación de las poblaciones existentes, incluso los de uso potencial y, cuando sea viable, evalúa cualquier amenaza para ellos;

5. Que el Tratado también sugiere apoyar, cuando proceda, los esfuerzos de los agricultores y de las comunidades locales encaminados a la ordenación y conservación de sus recursos fitogenéticos para la alimentación y la agricultura; así como también promover la conservación in situ de plantas silvestres afines de las cultivadas y las plantas silvestres para la producción de alimentos, incluso en zonas protegidas, apoyando, entre otras cosas, los esfuerzos de las comunidades indígenas y locales; 

6. Que el TIRFAA también alienta cooperar en la promoción de la organización de un sistema eficaz y sostenible de conservación ex situ, prestando la debida atención a la necesidad de una suficiente documentación, caracterización, regeneración y evaluación, y el perfeccionamiento y la transferencia de tecnologías apropiadas al efecto, con objeto de mejorar la utilización sostenible de los recursos fitogenéticos para la alimentación y la agricultura;

7. Que el Tratado sugiere supervisar el mantenimiento de la viabilidad, el grado de variación y la integridad genética de las colecciones de recursos fitogenéticos para la alimentación y la agricultura y, cuando proceda, adoptar medidas para reducir al mínimo o, de ser posible, eliminar las amenazas para los recursos fitogenéticos para la alimentación y la agricultura;

8. Que las partes contratantes del TIRFAA se comprometen a elaborar y mantener medidas normativas y jurídicas apropiadas que promuevan la utilización sostenible de los recursos fitogenéticos para la alimentación y la agricultura;

9. Que el Tratado reconoce la enorme contribución de las comunidades locales e indígenas y de los agricultores, en particular los de los centros de origen y diversidad de las plantas cultivadas, a la conservación y el desarrollo de los recursos fitogenéticos que constituyen la base de la producción alimentaria y agrícola en el mundo entero y por ello acuerdan que la responsabilidad de hacer realidad los derechos del agricultor en lo que se refiere a los recursos fitogenéticos para la alimentación y la agricultura incumbe a los gobiernos nacionales. Por eso, de acuerdo con sus necesidades y prioridades, cada parte contratante deberá, según proceda y con sujeción a su legislación nacional, adoptar las medidas pertinentes para proteger y promover los derechos del agricultor;

10. Que entre los derechos del agricultor que reconoce el TIRFAA están la protección de los conocimientos tradicionales de interés para los recursos fitogenéticos para la alimentación y la agricultura; el derecho a participar equitativamente en la distribución de los beneficios que se deriven de su utilización; y el derecho a participar en la adopción de decisiones, a nivel nacional, sobre asuntos relativos a la conservación y la utilización sostenible de los recursos fitogenéticos;

11. Que el Tratado reconoce los derechos soberanos de los Estados sobre sus propios recursos fitogenéticos para la alimentación y la agricultura, incluso que la facultad de determinar el acceso a esos recursos corresponde a los gobiernos nacionales y está sujeta a la legislación nacional. En el ejercicio de sus derechos soberanos, las partes acuerdan establecer un sistema multilateral eficaz, efectivo y transparente para facilitar el acceso a los recursos fitogenéticos para la alimentación y la agricultura y compartir, de manera justa y equitativa, los beneficios que se deriven de su utilización, sobre una base complementaria y de fortalecimiento mutuo;

12. Que hasta la fecha son 127 los Estados que han firmado este Tratado, incluyendo Chile, el 4 de noviembre de 2002. Sin embargo, el país no lo ha ratificado, a diferencia de otras 56 naciones que sí lo han hecho, entre ellas Australia, Bélgica, Brasil, Canadá, Costa Rica, Cuba, Dinamarca, Egipto, España, Finlandia, Alemania, Grecia, India, Irán, Irlanda, Italia, Jordania, Luxemburgo, Marruecos, Noruega, Perú, Suecia, Suiza, Reino Unido, Uruguay y Venezuela, y

13. Que con fecha 9 de junio de 2009 el Tratado fue ingresado al Congreso Nacional para su ratificación, encontrándose actualmente en tramitación ante la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana de la Cámara de Diputados, con el Boletín N° 6.556-10.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y al señor Ministro de Relaciones Exteriores para que el Tratado Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura, que actualmente se analiza por la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana de la Cámara de Diputados (Boletín 6556-10), sea calificado con la urgencia que se requiere para su tramitación y aprobación.”.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez, Lagos, Quintana y Tuma, relativo a la detección precoz del cáncer a la próstata


El señor Presidente anuncia que corresponde abocarse al asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez, Lagos, Quintana y Tuma, relativo a la detección precoz del cáncer a la próstata, y que tiene el Boletín N° S 1.368-12.



Agrega que su finalidad es solicitar al Ejecutivo que le confiera prioridad, en el área de la salud, a una política pública de detección precoz de la enfermedad en comentario.


Sometido a votación, se aprueba este proyecto de acuerdo por la unanimidad de los presentes. Queda despachado este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el cáncer a la próstata es la tercera causa de muerte por enfermedad neoplásica en la población masculina chilena, después del cáncer de estómago y el pulmonar. La mortalidad ha aumentado progresivamente llegando en los últimos años a un 17,4 por cada cien mil en 2002, siendo responsable de alrededor de 1.200 muertes anuales. Por lo tanto, es un problema de salud pública de envergadura;

2. Que la mortalidad por cáncer prostático en Chile en 1960 era de 192 defunciones, con una tasa de 5,1 por cada 100 mil hombres; en 1990 se registraron 696 muertes, con una tasa de 10,7 por cada 100 mil hombres; el 2002 se contabilizaron 1.597 decesos, con una tasa de 20,5 por cada 100 mil hombres; mientras que en 2006 las muertes alcanzaron a 1.594, con una tasa de 196 por cada 100 mil hombres;

3. Que entre los factores de riesgo para desarrollar cáncer prostático se encuentra especialmente la edad. Se estima que al llegar a los 50 años cerca de 1 entre 4 hombres tiene células cancerosas en la glándula prostática. La incidencia aumenta en cada década posterior: más de un 80% de hombres con un diagnóstico de cáncer son mayores de 65 años. La edad promedio de diagnóstico son los 72 años. En estudios de autopsia se encuentra un cáncer prostático en más del 70% de los hombres en la octava década de la vida, de lo que se puede inferir que, con el envejecimiento de la población, el problema será cada vez mayor;

4. Que los hombres con historia familiar de cáncer prostático tienen un riesgo aumentado de enfermedad comparado con hombres sin esta historia. Así, en familiares de primer, segundo y tercer grado, el riesgo relativo de desarrollar este cáncer aumenta un 18%, 11% y 2.5%, respectivamente. La genética, por lo tanto, debe ser considerada como un factor etiológico de este cáncer;

5. Que, sin embargo, la incidencia de la historia familiar sería menor comparada con el factor ambiental, puesto que la dieta, probablemente, tendría un papel más importante. Hoy se encuentra establecido que el consumo de grasa en la dieta, especialmente de carne roja, contribuiría al desarrollo de cáncer prostático;

6. Que el cáncer de próstata ha experimentado una tendencia creciente como causa de muerte durante el período 1980 a 2002, con una duplicación de su tasa, llegando a 20,48 por cada 100.000 hombres;

7. Que la VI Región muestra la tasa promedio estandarizada más alta del país en el período 1980-2002, le siguen en orden la VIII, VII, II y XI Regiones, que superan a la tasa de la Región Metropolitana. Entre las tasas promedio estandarizadas más bajas se observa que la IX Región presenta la menor del país, seguida por la III, I y XII Regiones;

8. Que por zonas geográficas los datos señalan que la Zona Central (Regiones Metropolitana, V, VI, y VII) presenta una tasa promedio de 21,75 por cada 100 hombres; la zona del Norte Grande (Regiones I, II y XV) registran una tasa promedio de 19,96 por cada100 mil hombres; la zona correspondiente al Extremo Sur (Regiones XI y XII) presentan una tasa promedio de 19,86 por cada 100 mil varones; la zona Sur (Regiones VIII, IX y X) muestran una tasa promedio de 18,87 por cada 100 mil hombres; mientras que la zona del Norte Chico presenta una tasa promedio de 18,40 por cada 100 mil varones;

9. Que la eventual influencia positiva del APE (antígeno prostético específico) sobre la mortalidad por cáncer prostático ha sido recientemente reportada en la región del Tirol, Austria, en que se observa un 42% de disminución de la mortalidad desde 1993, fecha en que se comenzó a realizar “screening” (evaluación masiva de sujetos asintomáticos, antes de que ellos consulten espontáneamente) con APE en esa región;

10. Que basándose en la evidencia, la American Cancer Society ha recomendado que APE y screening sean ofrecidos anualmente, comenzando a los 50 años, con hombres con una expectativa de vida mayor de 10 años. En aquellos hombres con factores adicionales de riesgo, como por ejemplo antecedentes familiares de cáncer prostático o raza negra, recomienda comenzar a los 45 años. Según las mismas recomendaciones debería además informarse a los pacientes acerca de los beneficios y limitaciones del examen, y

11. Que los resultados de tres programas de “screening” a grandes poblaciones, dos en Estados Unidos y uno en Europa coinciden en reportar un 20% de detección de cáncer en valores de APE entre 2,5 y 4,0. La gran mayoría de estos tumores son clínicamente significativos y se detectan una mayor proporción de tumores órgano-confinados. Esto ha llevado a que la American Cancer Society incluya en sus recomendaciones para “screening” de cáncer prostático un APE mayor de 2,5.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya al señor Ministro de Salud para que se adopten las siguientes medidas:


a) Poner de relieve como una política pública prioritaria del Ministerio de Salud la detección precoz del cáncer a la próstata.


b) Desarrollar campañas informativas dirigidas hacia la ciudadanía que incentiven y faciliten la más precoz realización de los exámenes que permitan detectar a tiempo y combatir eficazmente el cáncer de próstata.


c) Instruir a los equipos de salud en el manejo del cáncer a la próstata, desde su detección precoz hasta el tratamiento paliativo de los enfermos con cáncer avanzado, de acuerdo con la mejor evidencia disponible y a las condiciones existentes en el sistema público de salud.”.

_______________

INCIDENTES


El señor Secretario General informa que el Honorable Senador señor Muñoz Aburto, ha requerido que se dirijan oficios, en su nombre, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Honorable Senador indicado, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -



Hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Escalona, García, Navarro, Pizarro y Quintana (Comités Partido Socialista, Partido Renovación Nacional, Partido MAS -Movimiento Amplio Social-, Partido Demócrata Cristiano y Partido por la Democracia, respectivamente), quienes solicitan el envío de oficios requiriendo antecedentes a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados señores Senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado.



Se deja constancia de que no intervienen representantes de los Comités Partido Unión Demócrata Independiente; Partido Radical Social Demócrata, e Independientes.

_______________



Se levanta la sesión.

JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA

Secretario General (S) del Senado

DOCUMENTOS

1

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE INTRODUCE MODIFICACIONES A LA LEY N° 19.828, QUE CREA EL SERVICIO NACIONAL DEL ADULTO MAYOR

(7075-06)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir un segundo informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión en que la Comisión debatió este proyecto asistieron, además de sus miembros, el Ministro de Planificación, señor Felipe Kast, y la asesora jurídica de esa cartera, señora Anne Traub.

- - -


Para los efectos del artículo 124 del Reglamento de la Corporación, se deja constancia de lo siguiente:


1. Números del artículo único del proyecto que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 1, 2 y 4.


2. Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 1.


3. Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.


4. Indicaciones rechazadas: no hay.


5. Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.


6. Indicaciones retiradas: no hay.

- - -

DISCUSIÓN PARTICULAR, CONTENIDO DE LA INDICACIÓN

Y ACUERDOS


Este proyecto de ley fue informado por esta Comisión y aprobado en general por la Sala en sesión del 15 de junio pasado, oportunidad en que se dispuso un plazo de indicaciones que venció el día 21 del mismo mes. 


Dentro del plazo acordado, se formuló una sola indicación, cuyo autor es el Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier, que recae en el N° 3 del artículo único del proyecto. La referida disposición modifica la ley N° 19.828, que creó el Servicio Nacional del Adulto Mayor, cuyo artículo 10, N° 1, párrafo segundo, exige como requisito adicional para acceder al cargo de Director Nacional del Servicio, el de acreditar experiencia laboral de cinco años en cargos directivos, o especialización en temas de geriatría o gerontología social.


El proyecto aprobado en general por la Sala sustituyó este requisito por otro que también consiste en acreditar experiencia laboral de cinco años en funciones de dirección y administración. 


Por su parte, la indicación propone reemplazar el texto del proyecto que aprobó en general la Sala de la Corporación por otro que, también, exige como requisito adicional para acceder al cargo de Director Nacional del Servicio el de tener experiencia profesional de cinco años en funciones directivas en el sector público o privado, o especialización en el área de la salud, geriatría o gerontología social.


Puesta en votación la indicación referida, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar, en los mismos términos propuestos.
- - -

MODIFICACIONES


Con el mérito de la relación precedente, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación del proyecto en los términos del texto acordado por ésta en el primer informe, con la siguiente enmienda:

Artículo único

N° 3


Reemplazarlo por el siguiente:


“3. Sustitúyese en el párrafo segundo del número I del artículo 10, la frase “-Experiencia laboral de cinco años en cargos directivos, o especialización en temas de geriatría o gerontología social” por “-Experiencia profesional de cinco años en funciones directivas en el sector público o privado, o especialización en el área de la salud, geriatría o gerontología social".
- - -


En virtud de la modificación consignada en el párrafo precedente, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Modifícase la Ley N° 19.828, que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor de la forma que sigue:


1. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 2°, la expresión "a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia" por "a través del Ministerio de Planificación".


2. Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 7°, la expresión "Mediante decreto supremo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia" por "Mediante decreto supremo del Ministerio de Planificación".


3. Sustitúyese en el párrafo segundo del número I del artículo 10, la frase “-Experiencia laboral de cinco años en cargos directivos, o especialización en temas de geriatría o gerontología social” por “-Experiencia profesional de cinco años en funciones directivas en el sector público o privado, o especialización en el área de la salud, geriatría o gerontología social".

4. Sustitúyese en el inciso segundo del  artículo 12, la locución "Los Comités serán presididos por el Secretario Regional Ministerial que nombre el Intendente", por "Los Comités serán presididos por el Secretario Regional Ministerial de Planificación y Coordinación".".

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 21 de junio de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi, Hosain Sabag y Andrés Zaldívar.


Sala de la Comisión, a 21 de junio de 2011.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 18.216, QUE ESTABLECE MEDIDAS ALTERNATIVAS A LAS PENAS PRIVATIVAS O RESTRICTIVAS DE LIBERTAD.

(5838-07

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley indicado en la suma, iniciado en Mensaje de la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, con urgencia calificada de “suma”.


Cabe destacar que esta iniciativa de ley fue discutida solamente en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.


A algunas de las sesiones en que la Comisión analizó este proyecto de ley, asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Sabag.


Concurrieron, por el Ministerio de Justicia, el Ministro, señor Felipe Bulnes; la Subsecretaria de la misma Cartera de Estado, señora Patricia Pérez; la Jefa de la División Jurídica, señora Paulina González; el Jefe de la División de Defensa Social, señor Sebastián Valenzuela, y la Jefa del Departamento de Adultos de la División de Defensa Social (S), señora Ximena Guzmán.


En representación de la Fundación Paz Ciudadana participaron su Directora Ejecutiva, señora Javiera Blanco; la Directora del Área de Justicia y Reinserción, señora Ana María Morales, y el abogado asesor señor Gherman Welsch.


Asistieron, también, los profesores señores Jorge Bofill, José Luis Guzmán y Raúl Tavolari.


En representación del Instituto Libertad y Desarrollo, concurrieron el Director del Programa Legislativo y de Justicia, señor Rodrigo Delaveau, y los asesores señoras Silvia Baeza y María Teresa Muñoz y señor Daniel Montalva.


Participaron, asimismo, los señores Jorge Cash y Héctor Ruiz, asesores de la Honorable Senadora señora Alvear, y Fernando Dazarola, asesor del Honorable Senador señor Walker, don Patricio. Igualmente, estuvieron presentes la señora Elvira Oyanguren, por el Instituto Chileno de Derechos Humanos; la señora Catalina Salazar y el señor Juan Pablo Rodríguez, asesores del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y el señor Juan Pablo Cavada, abogado de la Biblioteca del Congreso Nacional.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


El objetivo de la iniciativa es modificar el sistema de medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad contenido en la ley Nº 18.216, de manera de alcanzar cuatro propósitos centrales, a saber, favorecer la reinserción social de los condenados; controlar efectivamente el cumplimiento de las penas que dicha iniciativa establece; dar protección a las víctimas y favorecer el uso racional de la privación de libertad y de los recintos penitenciarios.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Los artículos 34, 37 y 39 que se introducen a la ley N° 18.216, contenidos en el numeral 28 del artículo 1°, el primero, y en el numeral 29 del mismo precepto los dos siguientes, dicen relación con la organización y atribuciones de los tribunales y, en conformidad con lo dispuesto por el inciso primero del artículo 77 de la Constitución Política, tienen carácter de normas orgánico constitucionales. En consecuencia, para su aprobación, requieren del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, en los términos del inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

- - - 

OPINIÓN DE LA EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA


La Honorable Cámara de Diputados, al despachar el proyecto a segundo trámite constitucional al Senado, consultó al Máximo Tribunal su opinión sobre la iniciativa en estudio, en cumplimiento de lo establecido en el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política de la República y en el artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


La Excelentísima Corte Suprema respondió mediante oficio N° 83/2011, de fecha 3 de mayo de 2011, cuyo texto es el que sigue:


“Por Oficio de 19 de abril último, el señor Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la H. Cámara de Diputados, en virtud de lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, ha requerido informe de esta Corte respecto del proyecto de ley que modifica la Ley N° 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


Impuesto el Tribunal Pleno del proyecto en sesión del día 2 del actual, presidida por su titular señor Milton Juica Arancibia y con la asistencia de los Ministros señores Adalis Oyarzún Miranda, Jaime Rodríguez Espoz, señora Margarita Herreros Martínez, señores Juan Araya Elizalde, Héctor Carreño Seaman, señora Gabriela Pérez Paredes, señores Haroldo Brito Cruz y Guillermo Silva Gundelach, señora Rosa María Maggi Ducommun y señor Roberto Jacob Chocair, acordó informarlo favorablemente al tenor de la resolución que se transcribe a continuación:


"Santiago, dos de mayo de dos mil once.


Vistos y teniendo presente:


Primero: Que por Oficio sin número de 19 de abril último, el señor Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la H. Cámara de Diputados ha requerido de esta Corte Suprema el informe a que se refieren los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 16.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, relativo al proyecto de ley que modifica la Ley N° 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad.  El sentido de esta iniciativa, como lo indica el proyecto, es procurar la reinserción y buscar ciertas alternativas de cumplimiento de penas, sin necesidad de que el sentenciado ingrese al sistema carcelario interno.


Las modificaciones más relevantes de la propuesta legislativa pueden resumirse en los siguientes aspectos:


a) Se reemplaza la noción de medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad por la de penas sustitutivas;


b) Se mantienen, con modificaciones, la remisión condicional y la libertad vigilada;


c) Se incorpora como nueva pena sustitutiva la reclusión parcial, que se constituye como una mezcla entre la reclusión nocturna y la libertad vigilada, en la que se añade la utilización de un brazalete electrónico y puede ampliarse a penas mayores que las que se contemplan en el sistema actual.  En general, se utilizará con la reclusión del condenado en su domicilio o en establecimientos especiales durante cincuenta y seis horas semanales;


d) Se agrega como pena sustitutiva el trabajo comunitario;


e) Se contemplan ciertos delitos en los que resulta improcedente el beneficio de las medidas que establece la ley;


f) En lo que se refiere al requisito de la irreprochable conducta anterior, no se considerarán para obtener los beneficios sentencias anteriores cuando han transcurrido diez años tratándose de crímenes y cinco en el caso de los simples delitos;


g) Se regula lo relativo al incumplimiento y el quebrantamiento de las penas sustitutivas, estableciéndose tres niveles de incumplimiento: severo, simple y leve, correspondiéndole al juez de garantía, en los casos de incumplimiento, decidir la intensificación de las medidas -sustitución por una más severa- o su revocación.


Segundo: Que, específicamente, se solicita la opinión del Máximo Tribunal sobre cuatro disposiciones, tres de las cuales están relacionadas con el recurso de apelación y la última, sobre la especialización de los jueces para conocer de las materias relacionadas con la Ley N° 18.216.


1.- Modificación al inciso final del artículo 16.


Esta norma regula el plazo de tratamiento y observación que deberá imponerse a los condenados en los casos de libertad vigilada o libertad vigilada intensiva y el control que deberá ejercer el delegado y la actividad del juez en la ejecución de dichas medidas, en las que se podrá proponer la prórroga o la reducción del plazo de observación, cuando concurran determinados supuestos previstos por el legislador. El precepto que interesa dispone: "La prórroga del plazo, su reducción y el egreso del condenado, se propondrán en un informe fundado que se someterá a la consideración del juez de garantía.  La resolución que se dicte podrá ser apelada para ante la corte de apelaciones respectiva.".


Esta norma reproduce la que se contiene en el texto vigente del inciso 4° del artículo 16 de la ley, por lo tanto, se trata de un precepto que actualmente existe. En razón de lo anterior, no merece reparos. No obstante lo anterior, corno dicha disposición es anterior a la reforma procesal penal, se estima conveniente agregar a la modificación que todo lo atinente a la prórroga, reducción del plazo o el egreso que se establece, se decida en audiencia, para lo cual deberán ser citados los intervinientes que el código procesal señale, además del delegado asignado para el control de la medida.


2.- Modificación del inciso quinto del artículo 34.


En virtud de esta norma se permite, con informe favorable de Gendarmería, que el tribunal interrumpa una pena privativa de libertad para reemplazarla por el régimen de la libertad vigilada intensiva, siempre que concurran los requisitos que señala el mismo artículo.  En esta situación el procedimiento judicial se verifica a través de audiencia.  Se dispone que:  "La resolución que se pronuncie sobre la interrupción de la pena privativa de libertad, será apelable ante la Corte de Apelaciones respectiva.”  La norma aludida permitirá a los condenados a pena de crimen, que no sea superior a presidio mayor en su grado mínimo, optar a la sustitución de la condena por otra pena de carácter alternativo que se cumplirá en libertad.


En lo que se refiere al establecimiento del recurso de apelación, por lo trascendente de la sustitución que se establece, parece recomendable que dicha resolución lo sea en doble instancia.


3.- Modificación artículo 37.


La norma del proyecto dispone: "La decisión acerca de la concesión, denegación, revocación, reemplazo y prórroga de las penas sustitutivas que establece esta ley será apelable ante el tribunal de alzada respectivo.".


La disposición en comento constituye una regla general de apelación en las decisiones antes indicadas, aparte de las especiales ya analizadas. Sin embargo, la extensión del recurso puede crear un problema de aplicación de normas legales que tratan de la misma materia, en lo que se refiere a las decisiones de concesión y denegación, ya que en los procedimientos penales que reglamentan los distintos juicios que se establecen, el legislador consideró está decisión como una cuestión propia de la sentencia definitiva que contempla, con excepción del procedimiento abreviado, el recurso de nulidad, que tiene un tratamiento distinto al del recurso de apelación. De esta manera, se estima más aconsejable que estas resoluciones de concesión y denegación se mantengan en la sentencia final, ya que a través de ella se tienen antecedentes más relevantes para decidir acerca de los beneficios que se conceden por esta ley.  De esta forma, resulta más congruente que sólo se mantenga como regla general el recurso de apelación en las decisiones de revocación, reemplazo y prórroga de las penas sustitutivas, que son cuestiones que se presentarán cuando existe una sentencia ejecutoriada y se inserta el tema, entonces, en una cuestión de ejecución de la pena en la que se podrá determinar el cumplimiento o incumplimiento de las condiciones fijadas en la sentencia para el goce de los beneficios penales.


4.- Artículo 39 del proyecto.


La modificación establece: "En aquellos tribunales de garantía integrados por más de tres jueces, el Comité de Jueces, a propuesta del Juez Presidente, deberá considerar en el procedimiento ejecutivo y general de distribución de causas, la designación de jueces especializados para el conocimiento de las materias previstas en esta ley.".


Se estima por la Corte Suprema que la especialización en esta materia resulta innecesaria, puesto que los jueces del sistema penal se encuentran habilitados a través de la aprobación de diversos cursos impartidos por la Academia Judicial para desempeñarse en el conocimiento y juzgamiento de los procesos penales.  La Ley N° 18.216 tiene un largo desarrollo en la jurisdicción criminal y los jueces la han aplicado sin mayor dificultad y lo cierto es que la debilidad del sistema se presenta en su administración, a través de instituciones que son ajenas al Poder Judicial y que el presente proyecto procura corregir fortaleciendo el sistema de penas sustitutivas.  Sin perjuicio de lo anterior, se considera suficiente encomendar a la Academia Judicial que programe cursos especiales de capacitación sobre esta ley.


Por estas consideraciones y vistos, además, lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, se acuerda informar favorablemente el referido proyecto de ley, con las observaciones anotadas precedentemente.


Sin perjuicio de lo anterior, y teniendo en consideración que la presente propuesta legislativa se encuentra estrechamente relacionada con el informe de esta Corte Suprema sobre el proyecto que modifica el Decreto Ley N° 321, de 1925, sobre Libertad Condicional, se insiste en que estas materias quedarían mejor reguladas con la instauración de los Tribunales de Cumplimiento de Penas, jurisdicción que es necesaria puesto que la normativa que se propone obligará a practicar audiencias para la decisión de materias relacionadas con la Ley N° 18.216, lo que deberá ejecutarse con los actuales jueces de garantía, actualmente recargados de trabajo, de tal modo que el sistema puede producir un retraso inconveniente de las audiencias previstas para el juicio penal.


Se agrega a lo anterior que no hay claridad en el proyecto acerca del financiamiento del sistema en las actuaciones que le corresponden al Poder Judicial, ya que el artículo 9° emplea una fórmula muy general, que no asegura la entrega de recursos a la Corporación Administrativa del Poder Judicial a fin de habilitar jueces para estas tareas y para implementar el despacho de las audiencias que se verificarán en cumplimiento de la ley.”.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


Están relacionados con el proyecto de ley en estudio los siguientes cuerpos normativos:


1) Ley N° 18.216, que establece medidas que indica como alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


2) Código Penal, particularmente sus artículos 90, sobre quebrantamiento de la pena; 141, sobre secuestro; 142, sobre sustracción de menores; 296, sobre amenazas de un mal que constituye delito; 297, sobre amenazas de un mal que constituye delito; 361, sobre violación, 362, sobre violación de menores de 14 años; 363, sobre estupro, 365 bis, sobre abusos sexuales agravados, 366 quáter, sobre otras acciones de significación sexual con menores de 14 años; 366 quinquies, sobre producción de material pornográfico con menores; 367, sobre promoción o facilitación de la prostitución con menores de edad; 367 ter, sobre obtención de servicios sexuales remunerados de menores de 18 y mayores de 14 años; 372 bis, sobre violación con homicidio; 390, sobre parricidio y femicidio; 391 N° 1, sobre homicidio calificado; 395, sobre castración; 396, sobre lesiones graves gravísimas; 397, sobre lesiones graves por el resultado; 398, sobre lesiones graves por el mal empleado; 399, sobre lesiones menos graves; 433, sobre robo con violencia o intimidación con homicidio, con violación o con lesiones graves gravísimas; 436, sobre robo con violencia o intimidación; 440, sobre robo con fuerza en las cosas efectuado en lugar habitado o destinado a la habitación, y 484, sobre delito de daños.


3) Decreto ley N° 409, de 1932, que establece normas relativas a los reos.


4) Ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.


5) Decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley del Tránsito.


6) Código Procesal Penal, especialmente sus artículos 129, sobre detención en caso de flagrancia; 140, sobre requisitos para ordenar la prisión preventiva; 343, sobre audiencia de decisión relativa a la absolución o condena en el juicio oral; 344, sobre plazo para la redacción de la sentencia; 348, sobre sentencia condenatoria; 398, sobre suspensión de la imposición de la condena por falta; 412, sobre fallo en el procedimiento abreviado; 413, sobre contenido de la sentencia en el procedimiento abreviado, y 468, sobre ejecución de la sentencia penal.


7) Código de Procedimiento Penal, particularmente sus artículos 305 bis C, sobre arraigo de pleno derecho, y 363, sobre denegación de la libertad provisional.


8) Ley N° 20.066, sobre violencia intrafamiliar.


9) Ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal.


10) Ley N° 19.886, de bases sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios.


11) Ley N° 19.856, que crea un sistema de reinserción social de los condenados sobre la base de la observación de buena conducta.


12) Decreto ley N° 2.859, de 1979, que fija la ley orgánica de Gendarmería de Chile.


13) Ley N° 20.481, de presupuestos del sector público para el año 2011; Partida 10, Ministerio de Justicia; Capítulo 04, Gendarmería de Chile; Programa 02, Rehabilitación y Reinserción Social, Glosa 01.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

1.- El Mensaje


El Mensaje con que se dio inicio a la tramitación del proyecto de ley en estudio, señala que dentro del ámbito de la justicia criminal y de las leyes referidas a las medidas alternativas a las penas restrictivas y privativas de libertad, existe consenso en cuanto al rol que les cabe en la reinserción social de las personas condenadas por delitos, evitándose, por su intermedio, la formación de carreras delictivas.


Observa que existe claridad en cuanto al doble papel que deben jugar tales medidas alternativas en nuestro sistema de penas, a saber, servir como una real herramienta en el ámbito preventivo y de reinserción y constituir un arma efectiva en el control del delito.


Indica que las modificaciones que el proyecto propone tienden a conservar el carácter de sustitutivas de estas medidas, permitiendo que las personas involucradas en delitos de menor entidad tengan una nueva oportunidad. Además, se establecen nuevas penas; se introducen mecanismos de control más eficientes para el cumplimiento de las mismas y se contemplan medidas relativas a su ejecución, tanto en el ámbito judicial como administrativo.


El Mensaje hace presente, además, el Acuerdo Político Legislativo en materia de seguridad pública alcanzado en el año 2007 entre el Ejecutivo y los distintos partidos políticos con representación en el Parlamento, en el cual se consensuó el propósito de enviar a tramitación legislativa una iniciativa destinada a reformar la ley sobre medidas alternativas a las penas privativas de libertad, con miras a alcanzar los objetivos antes reseñados.

2.- Otras iniciativas vinculadas a la materia en análisis en tramitación en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Por abordar aspectos directamente relacionados con la iniciativa en trámite, durante el debate la Comisión tuvo en consideración otras diez iniciativas, originadas en Mociones de señores Senadores. Son las siguientes:


1.- Proyecto de ley sobre exclusión de diversos delitos de los beneficios alternativos a las penas privativas o restrictivas de libertad, iniciado en Moción presentada el 18 de julio de 2006 por los Honorables Senadores señores Coloma, Longueira, Orpis y Pérez Varela, y la ex Senadora señora Matthei (Boletín 4.343-07). Esta iniciativa limita la procedencia de beneficios alternativos al cumplimiento de penas privativas de libertad respecto de ciertos delitos.


2.- Proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.216, con el fin de incluir los trabajos comunitarios entre las medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad, iniciado en moción presentada el 18 de diciembre de 2007, por el Honorable Senador señor Horvath (Boletín N° 5.593-07).


3.- Proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.216, en lo relativo al beneficio de la reclusión nocturna, iniciado en moción presentada el 8 de abril de 2008 por el Honorable Senador señor Orpis (Boletín N° 5.798-07). Esta iniciativa tiene por finalidad impedir que una persona condenada obtenga el referido beneficio después de tres condenas.


4.- Proyecto de ley que establece una forma alternativa de cumplimiento del beneficio de la reclusión nocturna, iniciado en moción presentada el 15 de abril de 2008 por el ex Senador señor Vásquez (Boletín N° 5.814-07). Esta iniciativa establece un sistema alternativo de cumplimiento de la medida de reclusión nocturna consistente en la conmutación de la misma por la obligación de firmar en el recinto de Gendarmería de Chile que se indique, en determinados horarios.


5.- Proyecto de ley que modifica las normas sobre reclusión nocturna para las mujeres que se encuentren en las condiciones que indica, iniciado en moción presentada el 12 de mayo de 2009 por el Honorable Senador señor Horvath (Boletín N° 6.513-07). Esta iniciativa busca extender el sistema alternativo de reclusión nocturna que establece el artículo 10 de la ley Nº 18.216 a las mujeres condenadas que tengan hijos menores de 8 años.


6.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal, incorporando un sistema de vigilancia y control electrónico de personas, iniciado en moción presentada el 14 de julio de 2009 por los Honorables Senadores señores Chadwick y Longueira (Boletín N° 6.611-07). Esta iniciativa incorpora los sistemas de vigilancia y control electrónico de personas en la legislación procesal penal.


7.- Proyecto de ley que modifica el Código Penal, incorporando un sistema de vigilancia y control electrónico de personas, iniciado en moción presentada el 14 de julio de 2009 por los Honorables Senadores señores Chadwick y Longueira (Boletín N° 6.612-07). Esta iniciativa incorpora en la legislación penal el sistema de vigilancia y control electrónico de personas.


8.- Proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.216, incorporando un sistema de vigilancia y control electrónico de personas, iniciado en moción presentada el 14 de julio de 2009 por los Honorables Senadores señores Chadwick y Longueira (Boletín N° 6.613-07). Esta iniciativa incorpora un sistema de vigilancia y control electrónico de personas en la ley que contempla las medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


9.- Proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.327, incorporando un sistema de vigilancia y control electrónico de personas, iniciado en moción presentada el 14 de julio de 2009 por los Honorables Senadores señores Chadwick y Longueira (Boletín N° 6.614-07). Esta iniciativa modifica la ley Nº 19.327, que fija normas para prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, incorporando en la misma un sistema de vigilancia y control electrónico de personas.


10.- Proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.216 en lo referente a la concesión de la medida alternativa de reclusión nocturna, iniciado en moción presentada el 2 de diciembre de 2009 por el Honorable Senador señor Orpis (Boletín N° 6.790-07). Esta iniciativa limita la procedencia de la medida de reclusión nocturna, estableciendo que no podrá concederse más de tres veces a un condenado, aun cuando la suma de sus condenas no exceda el plazo de dos años.


La Comisión estimó pertinente tener en consideración las ideas contenidas en estas mociones al realizar el estudio en particular de la iniciativa en análisis.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, dio inicio a la discusión en general del proyecto, ofreciendo la palabra, en primer lugar, a la Ministra de Justicia subrogante, señora Patricia Pérez.


La señora Pérez agradeció la invitación de la Comisión e inició su exposición señalando que los objetivos generales de esta iniciativa se agrupan en torno a cuatro propósitos, a saber, favorecer la reinserción social de las personas condenadas; controlar efectivamente el cumplimiento de las nuevas penas sustitutivas que se establecen; dar protección a las víctimas y hacer un uso racional de la privación de libertad.


Manifestó que el efecto que se busca al fortalecer el sistema de medidas alternativas y sus métodos de control es alcanzar un uso racional de las cárceles y, a la vez, que las penas privativas de libertad queden como último recurso en nuestro sistema judicial


Al respecto, indicó que un punto central de esta iniciativa es dotar de legitimidad al sistema de penas alternativas, pues debido al déficit de control que le afecta, se ha observado una subutilización del mismo. Señaló que los sistemas penales de países desarrollados, como Canadá, el Reino Unido y España, muestran un porcentaje de utilización de los sistemas alternativos a la prisión muy superior al que exhibe Chile. Indicó, a modo de ejemplo, que en Canadá hay 100.000 personas condenadas a medidas alternativas y que sólo 20.000 que cumplen su sanción al interior de una cárcel, y que en España la situación es similar.


Hizo notar que en Chile, en la actualidad, hay aproximadamente 54.000 personas que cumplen su pena al interior de un recinto penal y que sólo 52.000 que lo hacen en el medio libre, lo que contrasta con la experiencia internacional.


Expresó que en nuestro país existe un delegado de libertad vigilada por cada 60 penados beneficiados con este sistema de cumplimiento alternativo, cifra que torna absolutamente ilusorio el control que se podría tener del cumplimiento de los objetivos que se tuvieron en vista cuando se diseñó.


Señaló que en la actualidad se cuenta con un total de 209 delegados y que el proyecto propone agregar 287 más, de forma tal de llegar a un total de 496 funcionarios abocados a estas tareas y lograr cumplir, así, los estándares internacionales, que consideran apropiado un funcionario por cada 30 penados.


Agregó que esta iniciativa también contempla medidas especiales de protección de la víctima, que en el caso particular de la medida de libertad vigilada, otorga la disponibilidad de medios que permiten detectar la proximidad o lejanía del condenado en tiempo real.


Refiriéndose al contenido del proyecto, señaló que la modificación a la ley Nº 18.216 que se propone, contempla las siguientes medidas alternativas:


1.- Remisión condicional, que consiste en una discreta observación y asistencia del condenado ante la autoridad administrativa durante cierto tiempo. Explicó que esta sanción es muy similar a la actual medida de remisión condicional que establece la ley Nº 18.216, que se aplica a personas sin antecedentes y condenadas por delitos menores.


2.- Reclusión parcial, que comprende la reclusión del condenado en su domicilio o en establecimientos especiales durantes 56 horas semanales. Explicó que esta medida es una evolución de la actual pena de reclusión nocturna, la que muchas veces se cumple, por razones de falta de espacio, en cárceles comunes, lo que facilita el contacto criminógeno. Frente a ello, señaló que esta nueva medida ofrece al juez un amplio abanico de formas de cumplimiento, según las características del delito y del condenado.


3.- Libertad vigilada, que es un régimen a prueba que tenderá a la reinserción social del penado a través de un tratamiento individualizado, bajo la vigilancia y orientación permanente de un delegado.


4.- Libertad vigilada intensiva, la cual comprende un programa de actividades orientado a la reinserción social en el ámbito personal, comunitario y laboral, a través de un tratamiento y bajo la aplicación de ciertas condiciones especiales que serán vigiladas y orientadas permanente y rigurosamente por un delegado.


Explicó que en estas últimas dos medidas cobra especial relevancia la figura del delegado de Gendarmería de Chile, que tiene a su cargo el control del avance del penado.


5.- Expulsión, que consiste en retirar al condenado extranjero del territorio nacional una vez que haya cumplido un tercio de la pena privativa de libertad impuesta en Chile y siempre que ésta no sea superior a cinco años de presidio o reclusión.


6.- Prestación de servicio a favor de la comunidad, que comprende la realización voluntaria de actividades no remuneradas a favor de la comunidad o respecto de personas en situación de precariedad, todo ello coordinado por un delegado.


Frente a este esquema general, la señora Pérez explicó que también se plantean algunas reglas comunes de improcedencia de estas penas sustitutivas o mixtas, que afectarían a los autores de los siguientes delitos consumados:


- secuestro calificado


- violación con homicidio


- parricidio, femicidio y homicidio calificado


- sustracción de menores


- violación


- violación impropia de un menor de 14 años


- delitos de tráfico de drogas establecidos en la ley Nº 20.000.


Señaló que hay también una excepción general a estos casos de improcedencia, consistente en que podrá imponerse alguna pena sustitutiva si al momento de determinar la pena para el autor de los delitos señalados en la lista anterior, el tribunal que conoce la causa estima procedente aplicar, como atenuante, una eximente incompleta de responsabilidad penal.


Indicó que también hay casos especiales de improcedencia, que afectan al que fue condenado como autor de robo con violencia o intimidación, si anteriormente recibió una condena por robo con violencia o intimidación en cualquiera de sus formas, robo por sorpresa o robo con fuerza en lugar habitado o destinado a la habitación.


Ahondando en la medida de remisión condicional que el proyecto propone, la señora Pérez explicó que para que ella proceda se exige que la pena impuesta por el tribunal no exceda los tres años de privación de libertad y que la persona no haya sido condenada previamente por crimen o simple delito. Además, se exige la existencia de antecedentes que permitan presumir que el potencial beneficiario no reiterará su comportamiento delictivo y que las circunstancias demuestren que no es necesario que el candidato al beneficio cumpla su pena en la cárcel o que es recomendable algún tipo de tratamiento distinto.


Señaló que remisión condicional exige al condenado beneficiado residir en un lugar determinado, someterse al control  y asistencia administrativa del personal de Gendarmería de Chile y, además, ejercer alguna profesión, oficio, empleo o arte, de conformidad a lo que proponga el funcionario encargado de la mencionada institución.


Añadió que esta medida tendrá una duración mínima de un año y máxima de tres, y períodos de observación posterior. Expresó, además, que no corresponderá aplicar la remisión condicional, sino la medida de libertad vigilada, cuando la pena establecida en la ley para el delito de que se trate parta en presidio menor en su grado máximo o superior, o se trate de una persona condenado por microtráfico de drogas o por conducción en estado de ebriedad con resultado de lesiones o muerte, y la pena consignada en la sentencia esté en el rango entre 541 días a tres años de cárcel. La idea, dijo, es dar una señal especial sobre la gravedad de estos ilícitos.


En relación con la nueva medida de reclusión parcial, explicó que procederá cuando la pena impuesta no exceda de tres años; el condenado no registre condenas anteriores o, si las registra, ellas no excedan de dos años en total; cuando del análisis de la conducta del penado, de la modalidad de acción y de los móviles involucrados, se permita presumir que la sentencia lo disuadirá de cometer nuevos delitos, y cuando en los 10 ó 5 años anteriores a la condena no registre más de dos reclusiones parciales previas.


Señaló que esta nueva medida tendrá tres modalidades posibles: reclusión diurna en el domicilio del condenado por ocho horas diarias continuas, que serán fijadas entre las 8:00 y las 22:00 horas; reclusión nocturna en el mismo domicilio entre las 22:00 y las 6:00 horas del día siguiente, o reclusión de fin de semana en igual lugar, la que se hará efectiva entre las 22:00 horas del día viernes y las 6:00 del lunes siguiente.


Expresó que la idea es que la modalidad elegida se cumpla siempre en el domicilio del condenado, utilizando como medida de control el monitoreo telemático.


Explicó que este último se materializa mediante un dispositivo de radiofrecuencia que se instala en la casa del condenado y que alerta en caso que se vulnere el radio o el perímetro máximo permitido. Con todo, si hay informe desfavorable de Gendarmería de Chile respecto de la factibilidad del monitoreo, se podrán decretar otros mecanismo de control.


Respecto de la nueva medida de prestación de servicios a favor de la comunidad, la señora Pérez indicó que procederá por una sola vez, de manera subsidiaria a toda otra pena sustitutiva prevista en el proyecto y cuando se trate de penas iguales o inferiores a un año.


Señaló que estos servicios son voluntarios, no remunerados y que están sujetos a la coordinación de un delegado de Gendarmería de Chile. Añadió que procederán si el juez considera que su imposición disuadirá al condenado de cometer nuevos delitos y si es idónea para el caso particular. Explicó que esta medida se aplicará computando cuarenta horas de trabajo distribuidas en jornadas no superiores a ocho horas diarias por cada treinta días de condena a privación de libertad. Además, la medida será impuesta compatibilizando el trabajo o estudio que efectúe el condenado y se establece la obligación de que todos los demás intervinientes en el cumplimiento de esta pena velen porque no se atente contra la dignidad del condenado.


La señora Pérez manifestó que el proyecto también introduce, además, las medidas de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva.


En cuanto a la primera, explicó que consiste en un régimen a prueba que tenderá a la reinserción social del penado a través de un tratamiento individualizado y bajo la vigilancia y orientación permanente de un delegado. La segunda, por su parte, considera un programa de actividades orientado también a la reinserción social en el ámbito personal, comunitario y laboral, a través de un tratamiento y bajo la aplicación de ciertas condiciones especiales que serán vigiladas y orientadas permanente y rigurosamente por un delegado.


Señaló que la institución actual de la libertad vigilada que contempla la ley Nº 18.216 se aplica cuando se trata de penas que van entre los dos y los cinco años. El proyecto propone sustituir esta medida por dos modalidades distintas: una que se aplicará cuando se trate de sanciones de entre dos a tres años de reclusión, y otra con condiciones más agravadas, que procederá cuando se trate de sanciones de entre tres y cinco años de reclusión.


Explicó, en consecuencia, que la nueva medida de libertad vigilada procederá si la pena impuesta es superior a dos y no excede de tres años, o si la pena es de presidio menor en su grado medio y se trata de microtráfico de drogas o conducción en estado de ebriedad. Otros requisitos son que al condenado no se le haya impuesto una sentencia previa por crimen o simple delito y que se vislumbre la eficacia de un tratamiento de reinserción, para lo cual el juez quedará facultado para suspender la audiencia y solicitar a Gendarmería de Chile un informe social sobre el candidato.


Señaló que la libertad vigilada impone un régimen de observación no inferior al tiempo de la pena privativa de libertad, con un mínimo de dos y un máximo de cuatro años.


Añadió que la libertad vigilada intensiva se aplica cuando la pena es superior a tres años pero no excede de cinco, rebajándose el límite inferior a 541 días cuando se trata de violencia intrafamiliar o de delitos de connotación sexual, y que procederá siempre que el beneficiado no haya sido condenado previamente por otro crimen y simple delito y se acredite la eficacia del tratamiento de reinserción. Puntualizó que la experiencia comparada muestra que esta medida es muy efectiva cuando se trata de agresores sexuales y personas involucradas en violencia intrafamiliar y se impone, además, un monitoreo electrónico permanente.


Explicó que cuando se decreta la medida de libertad vigilada intensiva, el delegado de Gendarmería de Chile tiene 30 días para proponer al juez un plan de intervención, que debe considerar la nivelación de la escolaridad del condenado, la capacitación e inserción laboral, la intervención especializada y un plan de rehabilitación del abuso de drogas y el alcohol, si corresponde. Además, debe incluirse una asignación de servicios y recursos que permitan la ejecución de la medida y determinarse objetivos concretos.


Añadió que para decretar dicha medida, el juez puede proponer la realización de exámenes médicos para la confección correcta del plan. Puntualizó que el plan de intervención es básico, porque constituye el eje o carta de navegación que permitirá medir el avance del condenado y el cumplimiento de los objetivos de la medida.


Expresó, luego, que al condenado al régimen de libertad vigilada intensiva se le pueden imponer una o más de las siguientes condiciones: prohibición de acudir a lugares determinados, prohibición de acercarse o comunicarse con la víctima, familiares u otras personas que determine el tribunal –lo que es muy importante en los casos de violencia intrafamiliar para prevenir consecuencia fatales-, obligación de permanencia en el domicilio u otro lugar por un máximo de ocho horas diarias y, además, la obligación de cumplir programas formativos, laborales, culturales o de educación vial, sexual o antiviolencia. Destacó que estas medidas no sólo suponen que el condenado queda impedido de acudir a ciertos lugares, como el domicilio de la víctima, sino que además se le puede imponer la asistencia y permanencia en otros sitios, como centros de tratamiento.


En cuanto a los delegados de libertad vigilada, la señora Pérez señaló que serán funcionarios públicos dependientes de Gendarmería de Chile, acreditados como tales por el Ministerio de Justicia, que estarán encargados de vigilar, controlar, orientar y asistir a los condenados a penas sustitutivas de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva. Indicó que, en el ejercicio de sus funciones, deberán reportar periódicamente los avances de cada plan a su cargo a los tribunales que hayan decretado estas medidas.


En otro orden de materias, señaló que el proyecto establece que la materialización de las sanciones de reclusión parcial y libertad vigilada intensiva serán controladas por medio de un mecanismo de monitoreo telemático. Explicó que para el caso de la reclusión parcial, la tecnología que se suele utilizar es la radiofrecuencia emitida desde un dispositivo que se instala en el domicilio del penado, y que en el caso de la libertad vigilada lo que se emplea es un brazalete electrónico, también denominado “tobillera”, que es un dispositivo que se instala en el tobillo de una persona y que permite, a través de un sistema GPS, emitir una señal que es captada y monitoreada en un centro de control, por lo que se puede saber instantáneamente si la persona concurre o no a los lugares que tiene vedados o a los que tiene la obligación de concurrir. El plazo para la utilización del mismo no puede ser inferior a 6 meses ni superior a 2 años y el tribunal que ordene su uso debe emitir una orden fundada.


Indicó que los datos obtenidos por este mecanismo telemático durante el cumplimiento de la pena podrán ser utilizados como fuente de información para otras investigaciones, previa orden judicial fundamentada. Precisó que al finalizar la pena, Gendarmería de Chile deberá destruir esta información y que su divulgación indebida acarreará al infractor la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio y una multa de entre seis a diez unidades tributarias mensuales.


Hizo notar que si el condenado inutiliza el dispositivo de vigilancia o lo destruye, responderá penalmente por el delito de daños y se expondrá a una eventual situación de quebrantamiento o revocación de condena. Añadió que el proyecto impone al condenado la obligación de informar sobre la inoperancia o desperfecto de tal dispositivo bajo la pena de que si no lo hace, el tribunal podrá dejar sin efecto la sustitución de la pena. Indicó que también se contempla un arancel que permitirá determinar la gratuidad o el copago del mecanismo de monitoreo, conforme a la situación económica del condenado, siguiendo en esto la experiencia de la Defensoría Penal Pública.


La señora Pérez continuó explicando que el proyecto también regula la situación de incumplimiento de las medidas y quebrantamiento de la condena.


Al respecto, señaló que el tribunal determinará por sentencia dicho incumplimiento e informará de su fallo a Gendarmería de Chile dentro de las 48 horas siguientes. Un vez que esa institución sea informada, el condenado tiene un plazo de cinco días para presentarse voluntariamente a cumplir la pena. Si no lo hace, el tribunal citará a una nueva audiencia dentro de los quince días siguientes, oportunidad en la que podrá dejar sin efecto la pena sustitutiva. Si el condenado no comparece en esa audiencia, se despachará en su contra orden de detención.


Expresó, enseguida, que el proyecto distingue entre incumplimientos leves, simples y severos. El primero corresponde al no cumplimiento de condiciones no esenciales de forma relevante, pero no con carácter de grave o reiterado; el segundo considera los incumplimientos de condiciones no esenciales pero de forma grave y reiterada y el tercero es el incumplimiento de condiciones esenciales de la medida, de forma grave y reiterada.


Manifestó que en caso de reiteración del incumplimiento leve o de la constatación de un incumplimiento simple, el tribunal podrá determinar, en una audiencia especialmente citada, la intensificación de las condiciones de la pena, la prórroga de la misma por hasta seis meses, o, en caso de reclusión parcial, el alargamiento del plazo inicial hasta en treinta días. Por su parte, si el incumplimiento tiene el carácter de severo, la pena de remisión condicional podrá sustituirse por libertad vigilada o reclusión parcial, y la pena de libertad vigilada podrá ser intensificada o sustituida por libertad vigilada intensiva. Con todo, si en concepto del tribunal no corresponde sustituir la pena, deberá prorrogarla por un lapso de entre seis a doce meses en el caso de la libertad vigilada, o por un plazo que no podrá ser inferior a treinta ni superior a sesenta días si se trata de una sanción de reclusión parcial. Finalmente, explicó que si se deja sin efecto la pena sustitutiva, deberá cumplirse la pena original, a la que se le abonará el tiempo efectivamente cumplido si la pena sustitutiva dejada sin efecto corresponde a una de reclusión parcial.


Señaló que si la pena sustitutiva incumplida es la prestación de servicios a favor de la comunidad, el incumplimiento se determinará por el juez en una audiencia a la que se citará previo informe del delegado a cargo. Explicó que en esa audiencia se podrá revocar la medida si el condenado lo solicita expresamente o si se ausentó del trabajo durante dos jornadas, si su rendimiento en la ejecución de los servicios fuere sensiblemente inferior al mínimo exigible, o si el condenado se opusiere de forma reiterada o manifiesta a las instrucciones del responsable del centro de trabajo.


Expresó que si se revocan los servicios comunitarios, se abonará a la privación de libertad originalmente establecida un día en razón de cada ocho horas efectivamente trabajadas. Añadió que si el juez decide no revocar estos servicios ante un incumplimiento, podrá redestinar al condenado a otro lugar de prestación de los servicios, abonándosele las horas efectivamente trabajadas en el lugar original de los servicios.


La señora Pérez indicó que el proyecto también considera el reemplazo de la pena sustitutiva una vez cumplida la mitad del período de condena. Si la pena cumplida es libertad vigilada intensiva, se podrá sustituir por libertad vigilada, y si es libertad vigilada, podrá sustituirse por remisión condicional.


Además, informó que el proyecto permite que, previo informe favorable de Gendarmería de Chile, el tribunal interrumpa una pena privativa de libertad, reemplazándola por libertad vigilada intensiva, lo que se denomina “penas mixtas”. Para que ello proceda, es necesario que la pena impuesta sea igual o menor a cinco años y un día; que al momento de discutirse la interrupción de la pena privativa de libertad el penado no registre otra condena por crimen o simple delito; que el condenado que postula al beneficio haya cumplido a lo menos un tercio de la pena privativa de libertad y que haya mostrado un comportamiento sobresaliente en conformidad al sistema de reinserción social por buena conducta. Esta medida se resolverá en audiencia y si se concede, se deberá fijar en ella un plazo de observación no inferior a cuatro años ni superior a seis.


Añadió que la última nueva medida que el proyecto contempla es la expulsión del condenado extranjero. Ésta procederá cuando la pena impuesta es de cinco años o menos de reclusión, cuando el condenado extranjero no posea residencia legal en Chile y haya cumplido al menos un tercio de la pena.


Hizo notar que la expulsión procederá siempre que el condenado no acredite arraigo en Chile y que se resolverá en audiencia en la que podrá ser oído el Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Además, será ejecutada por el Departamento de Extranjería del señalado Ministerio y el afectado no podrá regresar a nuestro país dentro de los diez años siguientes, bajo sanción de cumplir íntegramente en Chile el saldo de la pena original.


Explicó que, en la actualidad, un porcentaje no menor de condenados extranjeros se encuentra cumpliendo sus sanciones en una situación más desmedrada que los demás condenados nacionales, ya que no se les otorgan medidas alternativas o beneficios penitenciarios porque no cuentan con elementos como arraigo familiar o un trabajo posible. Señaló que hay una cifra aproximada de mil quinientas personas en esta situación.


Finalizando su exposición, la señora Pérez expresó que el proyecto considera un proceso de entrada en vigencia gradual. Se propone, en primer lugar, un plazo de vacancia general hasta que se dicte el reglamento que reemplazará al actual decreto Nº 1.120, del Ministerio de Justicia, de 1984, que reglamenta la ley N° 18.216. Además, se establece que el monitoreo telemático se aplicará en el primer año sólo para las penas de reclusión parcial y de libertad vigilada intensiva cuyas penas sean de 4 años y un día a 5 años. El segundo año se aplicará el mencionado sistema de monitoreo telemático para el resto de las penas. En último término, las penas mixtas regirán a contar del tercer año desde la publicación de las adecuaciones que deban efectuarse al ya señalado decreto N° 1.120.


A continuación, hizo uso de la palabra la Directora Ejecutiva de la Fundación Paz Ciudadana, señora Javiera Blanco.


En primer término, agradeció la invitación de la Comisión y, luego, pasó a efectuar una presentación relativa al proyecto.


Señaló que la Fundación que encabeza ha estado trabajando en los temas carcelarios desde hace mucho tiempo y que en el año 2002 presentó la primera propuesta de modificación integral a la ley Nº 18.216, la cual sirvió de base al trabajo realizado posteriormente por el Consejo de la Reforma Procesal Penal.


Señaló que las medidas alternativas constituyen el eslabón débil de la mencionada Reforma, razón por la cual la Fundación Paz Ciudadana ha mantenido un especial interés por el proyecto de ley en estudio, siguiendo su discusión en la Cámara de Diputados y participando en la elaboración de indicaciones.


Indicó que el estándar internacional muestra que dos terceras partes de los condenados cumplen su sanción por medio de una medida alternativa y que sólo un tercio termina encarcelado, pero que en Chile, debido a lo desprestigiado que está el sistema alternativo y a la falta de control de que adolece, las proporciones muestran que la mitad de las personas que cumplen sentencias criminales lo hace al interior de los recintos penales y sólo la otra mitad, a través de una medida alternativa. 


A continuación, exhibió un cuadro que muestra la evolución de la población penal chilena en los últimos 10 años, agrupada por sistema de cumplimiento de penas.
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Resumió esta información, señalando que en el año 2000 había 66.259 personas condenadas, de las cuales 32.051 cumplían sus sentencias en el interior de las cárceles y 34.208 lo hacían a través de una medida alternativa. Agregó que en el año 2010 estas cifras habían variado considerablemente, pues de un total de 104.786 condenados, había 51.441 cumpliendo condena al interior de los recintos penales y 53.445 cumplían una medida alternativa.


Expresó que en esos datos se observa el efecto que tuvo la Reforma Procesal Penal, que efectivamente cumplió su objetivo básico, cual era aumentar la eficiencia en los flujos de enjuiciamiento y condena, lo que permitió pasar de un promedio de duración de dos años por juicio a seis meses por proceso en la primera época y, en la actualidad, dos meses para las causas que no se judicializan y cuatro para las que son falladas por los jueces de garantía.


Explicó que el concepto de sistema cerrado considera a las personas detenidas, a los procesados por el sistema antiguo y a los condenados, y que gracias a la introducción de la Reforma Procesal Penal, la proporción entre estas tres figuras ha variado considerablemente. En la actualidad, cerca de las tres cuartas partes de las personas que ocupan los penales están allí en calidad de condenados.


Informó que lo anterior se puede apreciar en el siguiente cuadro:
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La señora Blanco explicó que en el año 2000 el 43% de las personas que estaban al interior de los penales tenía la calidad de procesados o imputados y que el año 2010 esa proporción bajó al 20%.


Señaló que, por su parte, el sistema abierto considera a las personas que cumplen su sentencia por medio de una medida alternativa y que, tal como se observa en el gráfico, hasta medidados del año 2006 constituía una proporción levemente menor respecto de los que estaban en el sistema cerrado.


Puntualizó que, en la actualidad, la cantidad de personas en el sistema abierto es levemente superior a la del sistema cerrado, añadiendo que el objetivo final de la iniciativa en estudio es que esa proporción varíe de forma más significativa.



Continuó indicando que el siguiente cuadro muestra la cantidad total de personas que han sido condenadas a medidas alternativas en los últimos diez años y la proporción de cada una de las formas actuales de medidas alternativas, entendiendo por tales la remisión condicional, la libertad vigilada y la reclusión nocturna, en los totales anuales:
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Señaló que entre los años 2000 y 2010 la remisión condicional aumenta un 30,8%, la libertad vigilada un 234,5% y la reclusión nocturna un 203,5%.


Agregó que el sistema semiabierto está constituido por centros de educación y colonias agrícolas, pero que es muy marginal respecto del total de condenados, pues sólo abarca a 686 personas. Además, advirtió que está subutilizado.


En otro orden de materias, expresó si se observan los datos correspondientes a nuestro país en materia penal en comparación con los del resto del mundo, se concluye que Chile tiene casi el doble de personas presas por cada 100.000 habitantes en relación al promedio latinoamericano y que ocupa un lugar alto en este rubro en comparación al resto de los países de la OCDE. Así lo muestran los siguientes cuadros:


[image: image4.emf]Población Penal: Chile en los primeros lugares.

Fuente: International Center for Prision Studies. King’s College London. 2010. 
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De un total de 34 Estados miembros 

de la Organización para la 

Cooperación y Desarrollo 

Económico (OCDE), Chile en el año 

2009, se ubicó en el lugar 18º. 

Recordemos que ser miembro de 

esta organización de cooperación 

internacional implica intercambiar 

información y experiencias con otros 

países no-miembros para aumentar 

el desarrollo económico y político de 

la región. En consecuencia, Chile 

debe solucionar la crisis 

penitenciaria y revisar el sistema 

penal en su totalidad.



Continuando con el análisis de la situación nacional, la señora Blanco explicó que la medida de reclusión supone que su cumplimiento se efectúa en recintos especialmente condicionados para esos efectos, pero que debido a la cantidad de personas que son condenadas, una proporción importante de ellas cumple su pena en recintos comunes, lo que supone un grave riesgo de contaminación criminógena. El cuadro siguiente muestra la distribución de personas condenadas a reclusión nocturna, desagregada por región y por forma de cumplimiento:
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Indicó, además, que la distribución etaria de los penados a la medida de libertad vigilada es la siguiente:

[image: image7.png]Distribucién de penados con Libertad Vigiladé
sequn edad

35 39 /o

30

25

20 -

%

15

10

17-24 25-29 30-34 35-39 4044 4549 50-54 55-59 6064 >64

Rango Edad






Señaló que otro problema que ofrece el sistema actual de cumplimiento de las medidas alternativas es la cantidad de delegados de Gendarmería que controlan las medidas de remisión condicional y libertad vigilada. En el primer caso, señaló que el promedio del país es de 450 penados por delegado, aunque la media internacional establece que no deben ser más de 200. En el segundo caso, se observa un promedio de 63 condenados por delegado, mientras que el estándar internacional es sólo de 30. Lo anterior se aprecia, desagregado por región, en los siguientes cuadros:

Remisión condicional:
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Libertad vigilada:
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Agregó que la capacidad carcelaria actual de Chile permite una población penal de 34.189 internos, pero que a marzo de 2011 el total de condenados que cumplían penas de reclusión ascendía a 54.483 personas, lo que significa un 59,4% de hacinamiento. Esta sobrepoblación se distribuye, en términos absolutos y proporcionales por región, según el siguiente cuadro:

	SOBREPOBLAMIENTO PROMEDIO PENITENCIARIO MARZO 2011.
GENDARMERÍA DE CHILE

	Región
	Capacidad según diseño
	Población Penal
	Sobrepoblación
	% de Sobrepoblación

	XV
	1.100
	2.249
	1.149
	14,5%

	I
	2.407
	2.662
	255
	10,6%

	II
	1.354
	2.415
	1.061
	78,4%

	III
	524
	1.304
	780
	148,9%

	IV
	2.022
	2.208
	186
	9,2%

	V
	2.736
	5.943
	3.207
	117,2%

	VI
	2.332
	2.952
	620
	26,6%

	VII
	1.261
	2.559
	1.298
	102,9%

	VIII
	1.879
	4.325
	2.446
	130,2%

	IX
	1.771
	2.674
	903
	51,0%

	XIV
	1.343
	1.288
	-55
	-4,1%

	X
	1.869
	2.118
	249
	13,3%

	XI
	294
	214
	-80
	-27,2%

	XII
	420
	391
	-29
	-6,9%

	RM
	12.502
	20.924
	8.422
	67,4%

	DM-RM
	375
	257
	-118
	-31,5%

	Total
	34.189
	54.483
	20.294
	59,4%



A continuación, se refirió a la experiencia comparada en esta materia, refiriéndose, en primer lugar, al caso de Estados Unidos de América.


Explicó que en esa nación se observan las cifras de población penal que a continuación se indican, las que se desagregan cronológicamente y según el sistema de control, de la siguiente forma:

Número de personas bajo el sistema correccional

2000-2008

	Año
	Total
	Sujetos en libertad
	Privados de libertad

	
	
	Total
	Probation
	Parole
	Total
	Cárcel
	Prisión

	2000
	6.445.100
	4.550.100
	3.826.209
	723.898
	1.937.500
	621.149
	1.316.333

	2001
	6.581.700
	4.664.100
	3.931.731
	732.333
	1.961.200
	631.240
	1.330.007

	2002
	6.758.800
	4.775.000
	4.024.067
	750.934
	2.033.000
	665.475
	1.367.547

	2003
	6.924.500
	4.889.900
	4.120.012
	769.925
	2.081.600
	691.301
	1.390.279

	2004
	6.995.000
	4.915.600
	4.143.792
	771.852
	2.135.300
	713.990
	1.421.345

	2005
	7.051.900
	4.947.400
	4.166.757
	780.616
	2.195.900
	747.529
	1.448.344

	2006
	7.182.100
	5.015.200
	4.215.361
	799.875
	2.258.800
	765.819
	1.492.973

	2007
	7.274.300
	5.052.100
	4.234.471
	821.177
	2.298.00
	780.174
	1.517.867

	2008
	7.308.200
	5.095.200
	4.270.917
	828.169
	2.304.100
	785.556
	1.518.599



Hizo notar que estos datos no ejemplifican una situación ideal, porque Estados Unidos tiene una tasa de 760 condenados por cada 100.000 habitantes; Chile, en cambio, tiene una tasa de 305.


Explicó que en ese país la administración del sistema de “probation” está separada del sistema de administración de las cárceles. Añadió que en algunos de sus estados (por ejemplo Illinois) es obligatorio contar con un informe pre sentencial para dictar condena, e incluso en otros estados, como Maryland, dicho informe debe contener una declaración de la víctima. Explicó que en el proyecto en discusión, esto último está contemplado, de forma facultativa, en la letra c) del artículo 15.


Continuó relatando que en Estados Unidos existe un amplio catálogo de programas de “probation” en atención a las características especiales de cada condenado (por ejemplo, si considera un tratamiento de drogas, o la calidad de portador del VIH, o la condición de condenado por delitos sexuales o por manejo en estado de ebriedad, la regulación de los servicios comunitarios, etc.).


Explicó el sistema de “probation” considera un programa de supervisión estándar y otro de supervisión intensiva que se aplica a los sujetos que requieren un control más cercano. Para ello, señaló que se utiliza el monitoreo electrónico en conjunto con otras condiciones que debe cumplir el penado, sobre todo en caso de reclusión domiciliaria.


Enseguida, se refirió a la experiencia de España.


Manifestó que allí se parte de una tasa de población reclusa de 153 condenados por cada 100.000 habitantes, lo que arroja un total de 79.000 reclusos.


Indicó que ese país utiliza un sistema de clasificación penitenciaria que agrupa a los penados según sus características personales, entorno, y duración de la pena, en grados (1°, 2° y 3°). Explicó que para cada uno de estos grados se aplican programas especializados de tratamiento, que contemplan la posibilidad de que el condenado suba o baje de grado. Haciendo un parangón con la situación nacional, explicó que acá la clasificación de los reos se hace al interior de las cárceles y contempla la segregación entre los grados de alto, mediano y bajo compromiso delictual. Ello permite que se distribuyan físicamente los reos al interior de la cárcel, considerando factores como la edad, reincidencia, peligrosidad y otros.


Continuando con la experiencia española, relató que en ese lugar se cuenta con una amplia oferta programática que es desarrollada por organizaciones no gubernamentales y entidades colaboradores públicas o privadas subvencionadas por el Estado, que desarrollan programas de inserción laboral, de integración social, sanitarios y de tratamiento a los drogo dependientes, formativos-educativos y de sensibilización y comunicación del medio penitenciario con la sociedad. Por su parte, explicó que cada uno de estos programas considera sub-programas según las necesidades del infractor.


Añadió que existen varias modalidades de control telemático, sin costo para el usuario. Explicó que este mecanismo funciona a través de la tecnología GPS, que permite saber la ubicación exacta del sujeto controlado en cualquier momento; sistemas de verificación de voz, y monitoreo mediante pulseras conectadas a la red telefónica, que incluso permiten detectar el consumo de alcohol a distancia.


Señaló que en España se consideran, dentro de las penas alternativas posibles, las siguientes:


1) Suspensión de la ejecución de las penas privativas de libertad. Esta medida procede respecto de una pena original inferior a dos años, cuando se trata del primer delito del infractor y se ha dado satisfacción de responsabilidades civiles o ello haya sido declarado imposible. La condición genérica que se impone es no cometer un nuevo delito en el plazo de suspensión señalado por el juez. Como condiciones adicionales, también proceden las siguientes: prohibición de acudir a ciertos lugares; prohibición de acercarse a determinadas personas; obligación de comparecer ante el juez o la administración penitenciara e informar sobre las actividades propias; obligación de participar en programas formativos, laborales o culturales, y los demás deberes que el juez estime pertinente imponer para la rehabilitación del condenado.


2) Sustitución de la pena de prisión. Esta medida procede respecto de penas original inferiores a un año, siempre que no se trate de reos habituales y si las circunstancias personales del condenado, la naturaleza del hecho, su conducta y, en particular, el esfuerzo para reparar el daño causado, aconsejen sustituir la pena. La sustitución opera reemplazando la pena por multa o por trabajos en beneficio de la comunidad; si se trata de un delito de violencia intrafamiliar no procede la sustitución por multa. La condición general que en este caso se impone al condenado es no cometer un nuevo delito. Adicionalmente, se le puede prohibir acudir a ciertos lugares; acercarse a determinadas personas; imponerle la condición de comparecer ante el juez o la administración penitenciara a informar sobre las actividades propias; obligación de participar en programas formativos, laborales o culturales, y los demás deberes que el juez estime pertinente imponer para la rehabilitación del condenado.


3) Trabajos en beneficio de la comunidad. Éstos no pueden ser impuestos sin el consentimiento del condenado y no son remunerados. Los trabajos son otorgados por la Administración, la que está facultada para celebrar convenios con entidades públicas o privadas que desarrollen actividades de utilidad pública, e incluso se permite que el propio condenado ofrezca el desarrollo de una actividad. En el año 2009 se dictaron 169.000 condenas a estas medidas, las que fueron impuestas en su mayoría por delitos de tránsito y seguridad vial.


La señora Directora se refirió, a continuación, al caso de Inglaterra.


En ese país, que cuenta con 53.000.000 de habitantes, hay 139 cárceles, 85.000 personas que integran la población penal y 190.000 sujetos a supervisión o probation, lo que arroja una tasa de 160 reclusos por cada 100.000 habitantes, muy inferior a los 305 que muestra Chile para esa misma proporción de población.


Explicó que en ese país existe un Servicio Nacional de Probation, que es el órgano encargado de supervisar a los infractores que se encuentren cumpliendo las medidas de libertad bajo fianza, monitoreo electrónico, órdenes comunitarias (libertad vigilada), y penas de cárcel. Para lo último provee instrumentos de evaluación de riesgo, planes de intervención y estrategias de reincorporación al medio libre. Además, este servicio realiza informes pre-sentenciales y presta apoyo post penitenciario.


Expresó que ese servicio es uno de los integrantes de la Oficina Nacional de Administración Penitenciaria (Nacional Offender Management Service, NOMS), que a su vez depende del Ministerio de Justicia, al igual que el Prision Service. Explicó que el NOMS es responsable de 42 áreas de “probation”, distribuidas en 10 regiones; cada área es responsable de entregar servicios localmente y de mantener la relación con los actores claves del sistema de justicia. Añadió que NOMS establece los estándares de calidad de los programas ofrecidos por su intermedio y está sujeto en este aspecto a la supervisión del Probation Service.


Exhibió, a continuación, el siguiente catálogo de sanciones que es administrado por el NOMS:

	Requerimiento
	Descripción
	Duración

	Trabajo no remunerado
	Actividades exigentes y constructivas, como remoción de grafitis.
	40-300 horas

	Actividad específica
	Actividades como aprender a administrar el dinero propio o participar en actividades educativas
	Hasta 60 días

	Programas
	Con el fin de modificar el comportamiento frente a distintas situaciones, manejo de la ira, etc.
	Depende

	Actividad prohibida
	Por ejemplo, no concurrir a espectáculos deportivos.
	Hasta 36 meses

	Toque de queda
	Permanecer en un lugar a determinadas horas, sometimiento a monitoreo electrónico y reclusión parcial o curfew orders
	Hasta 6 meses

	Prohibición
	No ingresar a terminados lugares a determinadas horas
	Hasta 24 meses

	Residencia
	Residir en un lugar determinado a lo largo del cumplimiento de la pena
	Hasta 24 meses

	Tratamiento de salud mental
	Con el consentimiento del infractor, éste recibe un tratamiento
	Hasta 36 meses

	Rehabilitación de drogas
	Con el consentimiento del infractor, éste recibe un tratamiento de desintoxicación
	6 a 36 meses

	Rehabilitación por consumo de alcohol
	Con el consentimiento del infractor, éste sigue un programa de rehabilitación
	6 a 36 meses

	Supervisión
	Requiere que el condenado se reúna frecuentemente con el oficial de probation
	 Hasta 36 meses

	Asistencia a un centro
	Asistir regularmente a un centro para jóvenes entre 18 y 24 años
	12 a 36 horas



Explicó que en Inglaterra existe una herramienta de evaluación denominada OASys (Offeder Assessment Management), que mide la probabilidad de reincidencia del infractor, el riesgo de daño existente por parte de éste, y factores de riesgo dinámicos que deben ser considerados en el plan de la sentencia como objeto de intervención (por ejemplo, la dependencia a las drogas o al alcohol, etc.). Explicó que esta herramienta se aplica periódicamente para evaluar el progreso del sujeto y el diseño del plan de sentencia.


Manifestó que en la ejecución de este mecanismo se aplica el principio de administración del caso de principio a fin, a través de un administrador del infractor y su equipo, que supervisan el trabajo del condenado desde la primera audiencia judicial hasta el final de la sentencia, siguiendo el proceso clave: evaluar, diseñar la intervención, implementarla, revisarla y volver a evaluar.


La señora Directora se refirió a continuación a la experiencia de Suecia.


Explicó que ese país tiene 9.170.000 de habitantes, 56 cárceles, 14.000 personas sujetas anualmente a supervisión por medio del sistema de probation, y 7.300 personas en prisión al año, lo que arroja un índice de 79 personas en prisión por cada 100.000 habitantes, en relación a Chile, que tiene una tasa de 305.


Indicó que el Servicio de Probation de Suecia integra el Servicio Sueco de Prisiones y Probation, que depende del Ministerio de Justicia. Señaló que en aquella repartición los oficiales que la integran cumplen con una gran cantidad de funciones, para lo cual se apoyan una amplia red organizada de supervisores legos, que son ciudadanos comunes que ayudan a efectuar una supervisión directa, manteniendo un contacto cotidiano y cordial. Explicó que el Estado sueco paga a los supervisores legos una suma pequeña por su servicio y no les exige exclusividad ni horas de dedicación. Señaló que en la actualidad, el sistema cuenta con 1.000 oficiales profesionales y 4.500 supervisores legos.


Manifestó que el sistema sueco considera el siguiente catálogo de medidas: suspensión condicional de la pena con amonestación; libertad bajo supervisión de un oficial y cumplimiento de ciertas condiciones; libertad con requerimiento de tratamiento contra el abuso del alcohol o las drogas; trabajo comunitario, y libertad con monitoreo electrónico cuando la pena privativa de libertad es inferior a tres meses o en los cuatro meses previos a la liberación automática y condicional.


Explicó que para determinar las necesidades de intervención, se aplican instrumentos estandarizados para predecir el riesgo de reincidencia, o de carácter especializado para considerar aspectos propios de delitos relativos a la violencia intrafamiliar o a las drogas. Señaló que el control de estas medidas se hace por medio de reuniones periódicas con el oficial o el supervisor lego a cargo, habitualmente cada dos semanas.


En la sesión siguiente, la señora Blanco completó su exposición, haciendo presente que la incorporación legal de las medidas propuestas por la iniciativa constituye solamente un primer esfuerzo y que el éxito del proyecto se probará cuando ellas se implementen en la práctica. En lo anterior, dijo, tienen un rol fundamental los delegados de cumplimiento de Gendarmería de Chile y el sistema de control telemático, materias a las cuales se refirió en una intervención posterior.


Enseguida, pasó a analizar las fortalezas que el proyecto en estudio presenta.


Explicó que, en primer término, éste cambia la nomenclatura actual de las “medidas alternativas” a “penas sustitutivas”, para subrayar que éstas constituyen verdaderas sanciones y no meros beneficios.


Luego, hizo notar que el nuevo diseño propone un abanico mayor y más novedoso de penas sustitutivas, que permite al Estado reaccionar con una sanción más acorde al perfil delictual de cada infractor. Connotó que este nuevo espectro de penas introduce algunas que han tenido un impacto favorable en la experiencia comparada, como los servicios en beneficio de la comunidad y la reclusión parcial controlada a través del control telemático, que evitan la desocialización del condenado y el contagio criminógeno que ofrecen las penas de corta duración.


Por otra parte, destacó que la formulación de la iniciativa potencia la libertad vigilada y la intervención diferenciada conforme al perfil del ofensor, en base a un plan de intervención individual controlado por el juez, lo que recoge la experiencia internacional en orden a otorgar intervenciones diferenciadas a los ofensores sexuales, a los involucrados en violencia intrafamiliar, a los conductores sorprendidos en estado de ebriedad o bajo la influencia de estupefacientes, entre otros.


Observó, además, que el proyecto entrega facultades al juez de garantía para obrar como juez de ejecución, controlando el cumplimiento de las penas no privativas de libertad, lo que constituye un primer paso para la regulación general de esta figura. Indicó que para ello se establecen mecanismos de progresividad de las penas, lo que permite combinar sanciones privativas y no privativas de libertad y graduar la sanción dependiendo de los grados de cumplimiento, adecuándola si hay un proceso apropiado de reinserción, o intensificándola en caso de incumplimiento.


Indicó, asimismo, que la iniciativa se hace cargo también de la relación que existe entre droga y delito, estableciendo como condición dentro de la libertad vigilada el sometimiento a un programa de rehabilitación del abuso de las drogas o el alcohol. Precisó que también se regula el incumplimiento de las condiciones impuestas en la sanción, graduándolo en severo, simple y leve, con el objeto de graduar también la reacción del Estado ante el incumplimiento, de forma tal de no impactar automáticamente en el mayor flujo carcelario. Al respecto, explicó que la figura del quebrantamiento de condena opera como última ratio, aunque éste se configura por el solo ministerio de la ley cuando se ha dictado una nueva condena.


Hizo presente, enseguida, que el proyecto establece un mecanismo de reemplazo de la pena sustitutiva, que consiste en que cumplida la mitad de la sanción, y previo informe favorable de Gendarmería, el tribunal puede sustituir la pena de libertad vigilada intensiva por libertad vigilada común, o la de libertad vigilada común por la de remisión condicional. Paralelamente a lo anterior, connotó que el proyecto también considera la introducción del concepto de pena mixta, que consiste en interrumpir la pena privativa de libertad originalmente impuesta, reemplazándola por otra de libertad vigilada intensiva, que se cumple en el medio libre. Connotó que, asimismo, se contemplan reglas especiales aplicables a los extranjeros condenados que no tengan residencia en nuestro país ni cuenten con arraigo. Si a ellos se les impuso una pena igual o inferior a cinco años, el juez podrá sustituirla por la expulsión del territorio nacional.


Finalmente, observó que el proyecto también aporta una nueva regulación respecto a otros aspectos importantes de las medidas alternativas, como las nuevas normas sobre seguimiento telemático en la reclusión parcial, en la libertad vigilada intensiva y en las penas mixtas. Explicó que con ello se solucionan los problemas actuales de la reclusión nocturna, disminuyen los costos de fiscalización, se evita el contacto criminológico, aumenta el control y se posibilita que se alerte a las víctimas y a las entidades fiscalizadoras en caso de incumplimiento.


A continuación, usó de la palabra la Directora del Área de Justicia y Reinserción de la Fundación Paz Ciudadana, señora Ana María Morales.


La señora Morales agradeció la invitación cursada e inició su exposición señalando que la mencionada Fundación tenía un conjunto de observaciones al texto del proyecto en los términos en que fuera despachado por la Cámara de Diputados.


Hizo presente que una de las primeras modificaciones introducidas en la Cámara Baja consistió en una restricción a la procedencia de las penas mixtas, en orden a hacerles aplicable también un catálogo de delitos excluidos de forma similar al que prohíbe desde un principio la imposición de una pena sustitutiva.


Sostuvo que ello no se justifica y que, además, elimina una buena parte del impacto que puede tener la iniciativa en la población penal que actualmente cumple una pena de presidio, pues limita el universo posible de beneficiados a no más de 500 personas.


Como fórmula alternativa a esta situación, propuso eliminar en el inciso segundo del artículo 1° la alusión a las penas mixtas, permitiendo que dicha hipótesis sea procedente tratándose de algunos de los delitos excluidos. Expresó que no hay razón para esta exclusión atendido que se cumplirá en estos casos con un período de reclusión suficiente desde la perspectiva de la prevención general. Además, se restringe el universo ideal para las penas mixtas, pudiendo generarse una baja utilización de este mecanismo de progresividad de la pena. Otra posibilidad, añadió, sería elevar las condiciones mínimas de accesibilidad.


Expresó que tampoco se observa una justificación clara para la exclusión de los ilícitos de microtráfico de drogas de la pena alternativa de trabajo en beneficio de la comunidad. Dijo que, en cambio, en la experiencia comparada se observa que esta sanción es particularmente útil tratándose de estos casos. Recordó que la mayor parte de las mujeres que entran al mundo delictual por necesidad económica, lo hace a través de estos ilícitos.


Siempre en torno a la pena sustitutiva de servicios en beneficio de la comunidad, observó que la redacción del artículo 11 es confusa pues dispone que ésta se aplicará como sustituta a las penas privativas de libertad, lo que permitiría a un juez aplicarlas directamente si lo considera oportuno, aunque en ese caso en particular pudieran proceder también otras normas de menor entidad, como la remisión condicional o la libertad vigilada.


Para solucionar esta situación, propuso disponer en el citado precepto que los trabajos en beneficio de la comunidad “sólo podrán decretarse cunado no proceda la aplicación de alguna de las otras penas sustitutivas establecidas en la misma ley”.


Respecto tanto a esta medida de servicios en beneficio de la comunidad como a las reclusiones parciales, informó que la Fundación Paz Ciudadana propone que se hagan audiencias de seguimiento de la misma forma establecida para la libertad vigilada y la libertad vigilada intensiva.


En relación al monitoreo telemático, señaló que es conveniente la regulación propuesta en el artículo 23 quinquies en lo relativo a la necesidad de una autorización judicial para ocupar los datos provenientes del monitoreo en otras investigaciones criminales. Sin embargo, observó que esa norma plantea dos plazos distintos para la destrucción de esos datos: uno que hace mención a cuando la condena se encuentre cumplida y otro, a cuando concluye el monitoreo. Explicó que estos dos plazos no coinciden necesariamente, por lo que es necesario precisar el punto.


En cuanto a la regulación de los incumplimientos y revocaciones, manifestó que la ya mencionada Fundación sugiere modificar el artículo 29, estableciendo que en el evento en que se revocare la pena sustitutiva, se sujetará al condenado al cumplimiento del saldo de la pena originalmente impuesta y no al total de esa pena. Para lograr lo anterior, propuso establecer un sistema que abone un día de cumplimiento efectivo de la pena sustitutiva por cada día de pena de privación de libertad sustituida como regla general y no sólo para el caso de reclusión parcial, tal como en la actualidad lo contempla el proyecto, considerando, en todo caso, el sistema especial de abono que ya se consagra para la pena de trabajos en beneficio de la comunidad.


En relación con las penas mixtas, observó que en la letra b) del artículo 34 la redacción que no queda clara, al hacer una remisión al artículo 15 bis. Señaló que lo que se quiso decir en ese caso es que no se considerarán las condenas anteriores, tratándose de crímenes o simples delitos, respectivamente, lo que no se entiende con la escueta remisión que se hace al artículo 15 bis.


Finalmente, respecto a la expulsión de extranjeros que no tengan residencia legal o arraigo, establecida por el artículo 35, señaló que la Fundación que representa es partidaria de eliminar la propuesta de la Cámara de Diputados, que establece un plazo de cumplimiento efectivo de un tercio de la pena. Señaló que esta exigencia introducida en el trámite constitucional anterior no se condice con los objetivos del proyecto en cuanto a eliminar la aplicación de penas de corta duración, atendidos sus efectos desocializadores y el alto contacto criminógeno al que son expuestos los sentenciados a ellas, pues se expulsa al extranjero después de cumplida una pena corta y de haberse producido el señalado contagio.


A continuación, la señora Blanco, Directora Ejecutiva de la Fundación Paz Ciudadana, manifestó que el proyecto impone un conjunto de desafíos para las políticas públicas del futuro.


En efecto, dijo, será necesario aumentar la oferta programática existente, diferenciándola por nivel de complejidad y fomentando la participación de instituciones privadas de buen nivel a lo largo del país.


Por otra parte, también será menester aumentar el número de delegados, que hoy son 184. En esta materia, sostuvo que deben captarse profesionales de buen nivel, enfatizándose el perfil de su rol y la respectiva capacitación. Hizo notar que el proyecto contempla un aumento del personal de Gendarmería en 479 plazas, tanto para delegados como para funcionarios encargados del control telemático.


Añadió que también debe estimarse el impacto de carga de trabajo que la iniciativa tendrá en Gendarmería y en el Poder Judicial, pues establece un buen número de nuevas audiencias para el cumplimiento y control de las medidas y condiciones que se plantean. Observó que también debe medirse la carga adicional de trabajo que el control del sistema de brazalete electrónico significará para la Policía.


Sostuvo que, en el largo plazo, deberá considerarse una nueva institucionalidad para la administración de las medidas penales que se cumplen en el medio libre. Al respecto, recordó que al 31 de marzo de 2011 había 51.741 personas cumpliendo alguna de las medidas alternativas establecidas en la ley N° 18.216. Agregó que había 58.459 imputados a los que se les impuso una medida cautelar distinta a la prisión preventiva; 200.738 encausados beneficiados con la medida de suspensión condicional del procedimiento; 1.332 condenados con beneficios intrapenitenciarios, y 23.000 personas en programas de reinserción post penitenciarios.


Manifestó que también era necesario considerar el diseño y aplicación de instrumentos de evaluación sofisticados, de modelos de plan de condenas y de generación de sistemas de selección de personal idóneo para ocupar los cargos de delegados de Gendarmería. Al respecto, expresó que el Consejo para la reforma penitenciaria, junto con FPC, CEJA, CES de la Universidad de Chile, y FLACSO, propusieron el siguiente modelo de gestión:
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Finalizó su alocución destacando que, evidentemente, en nuestro medio no es un discurso popular el sacar personas de los recintos penales, pero que, sin embargo, la iniciativa en estudio representa un paso de valentía, que debe mirarse desde una perspectiva de largo plazo.


Enseguida, la Comisión escuchó al abogado y profesor de Derecho Penal, señor Jorge Bofill.


El mencionado profesional agradeció la invitación cursada e inició su exposición informando que había elaborado un informe para el Ministerio de Justicia en relación con la iniciativa en estudio, en el cual abordó la legalidad y la constitucionalidad de las normas propuestas. Señaló que, contando con la anuencia de dicha Secretaría de Estado, se referiría al contenido de aquel en esta oportunidad.


Expresó que, por tratarse de la discusión en general de este proyecto, daría a conocer opiniones globales frente al mismo, dejando las observaciones específicas relacionadas con la redacción de los distintos preceptos para la discusión en particular.


Hizo presente que esta iniciativa forma parte de un conjunto de proyectos vinculados a los temas penitenciarios, por lo que debe ser observado desde esa perspectiva.


También, como un aspecto de índole general, señaló que una decisión técnica que se tomó desde un principio consistió en introducir las nuevas modificaciones aprovechando la numeración actual del articulado de la ley N° 18.216. Explicó que con ello no se logró incorporar en la ley las nuevas medidas en el orden de su magnitud o gravedad, lo que por sí mismo es un defecto sistemático, que podría generar algún problema de interpretación.


Observó que el proyecto también ofrece algunas dificultades generales en cuanto al sistema de conversión de penas. En efecto, hizo notar que se computan 8 horas de reclusión parcial por cada día de sentencia, lo que no tiene en consideración que las personas a las que se les aplica arresto domiciliario el fin de semana logran 7 días de conversión ya que esa medida se aplica entre las 22 horas del viernes a las 6:00 horas del lunes siguiente. Por tanto, esos condenados quedan en un mejor pie que aquellos que cumplen la sanción en los días de la semana, porque cumplen su pena en menos tiempo.


Expresó que tras este proyecto, hay una decisión jurídica que dice relación con un cambio en la concepción de las sanciones que éste contempla. En efecto, el elemento central en este aspecto es que la nueva regulación parte de la base de que se está en presencia de verdaderas sanciones penales y no de meros beneficios que el Estado concede graciosamente y a su criterio a personas que fueron condenadas a la cárcel.


Enseguida, recordó que en la jurisprudencia no se admitían a tramitación recursos de casación en el fondo respecto de la parte de la sentencia penal que se pronunciaba sobre estas medidas, porque se consideraba que ella no era parte de la decisión del caso. Sostuvo que, en la actualidad, también hay jurisprudencia dispar respecto a la procedencia del recurso de nulidad, en ese caso. Por otra parte, tampoco Gendarmería mantiene estadísticas rigurosas sobre el resultado de estas medidas, lo que no ocurre con las penas privativas de libertad, sobre las cuales sí las hay.


Reiteró que el cambio de mirada que impone el proyecto muestra que las penas sustitutivas son penas propiamente tales. Por ello, dijo, rige íntegramente la garantía constitucional de la legalidad de éstas, en virtud del cual el legislador debe establecerlas expresa y claramente, además de indicar un procedimiento claro para su resolución por parte de los tribunales y precisar la forma como se ejecutan.


Señaló que lo anterior es muy importante para el caso de quebrantamiento de estas medidas sustitutivas, pues en ese evento se aplicaría el artículo 90 del Código Penal, que según la doctrina mayoritaria es un tipo penal autónomo que requiere un proceso judicial completo para establecerse, y no los sistemas desformalizados que propone el proyecto para intensificar o prolongar la pena sustitutiva en caso de incumplimiento de las condiciones originalmente impuestas. Al respecto, consideró que, en caso de incumplimiento, el proyecto debería optar entre volver a la pena original sustituida con un abono por el tiempo en que efectivamente se cumplieran las condiciones originalmente impuestas, o acudir a un proceso judicial nuevo para configurar el delito de quebrantamiento y decretar la intensificación o la prolongación de la pena sustitutiva. Señaló que este aspecto debía clarificarse.


Añadió que, en términos prácticos, el sistema de intensificación o prolongación de las condiciones en caso de incumplimiento da una señal incorrecta al condenado y que, en el fondo, no se promueve un cumplimiento efectivo de las condiciones desde el principio, pues la intensificación o prolongación puede también leerse como una segunda oportunidad para el incumplidor.


Expresó que en el informe antes citado propuso establecer, desde un principio, que el condenado tendrá derecho a optar entre la pena original y la pena sustitutiva, porque hay algunos casos, como por ejemplo la reclusión por 61 días por presidio menor en su grado mínimo, en que el condenado debería poder elegir entre cumplir esa pena en vez de quedar sujeto a las condiciones de la remisión condicional, que duran, a lo menos, todo un año.


Manifestó que tras el proyecto también hay una decisión de índole político criminal, al excluirse de los beneficios a un determinado catálogo de delitos.


Expresó su oposición a esta idea, porque la estructura general de la legislación penal opera sobre la base de que la gravedad de un delito se expresa únicamente por la magnitud de la pena que se le asigna. Por tanto, debería considerarse la magnitud de la sanción asignada por el juez y el pronóstico de peligrosidad futura como únicos parámetros objetivos para decidir si procede o no una pena sustitutiva, y no el tipo de delito cometido. Argumentó que tal como está redactada la exclusión, es posible que a un joven condenado por robo con fuerza en las cosas en lugar destinado a la habitación, pero no habitado efectivamente, que haya actuado sin agravantes, que sea primerizo y que por sus características personales tenga un buen pronóstico de peligrosidad futura, se le termine imponiendo una pena menor, lo que debería teóricamente dar derecho a una pena sustitutiva; sin embargo, con la redacción actual del proyecto, este joven siempre va a terminar en la cárcel.


Sostuvo que lo anteriormente señalado también se puede sostener respecto a otras leyes penales, como la ley antiterrorista. Indicó que cuando se modificó aquel cuerpo normativo, estaba claro que la aplicación del mismo iba dirigida a personas que tenían participación en grupos extremistas, respecto de los cuales había consenso en que debía excluírseles de todo beneficio.


Explicó que, sin embargo, cuando al pasar de los años esos grupos se desactivaron y aparecieron nuevas situaciones en las que están involucradas personas que no tienen vinculación con ese tipo de núcleos, como los comuneros mapuches, queda más claro que la exclusión de un determinado beneficio o la inclusión en la categoría de terrorista por el tipo de delito que se trata y no por la magnitud de la pena, puede transformarse en un problema político.


Manifestó, finalmente, que es conveniente mantener en esta materia los rangos y estándares del Derecho Penal, que vinculan la gravedad del ilícito con la sanción que le ha sido asignada y con el diagnóstico acerca de la peligrosidad de la persona involucrada.


Enseguida, la Comisión escuchó la opinión del abogado y profesor de Derecho Penal, señor José Luis Guzmán Dálbora.

El mencionado académico agradeció la invitación de la Comisión e hizo presente que, en su momento, fue invitado por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara de Diputados durante el primer trámite constitucional. Hizo presente que en esa ocasión, manifestó importantes reparos a la iniciativa, por razones que aún persisten.


Señaló que, observado el tema en debate desde una perspectiva de política criminal, se debe recordar que la idea de establecer sustitutos a las penas privativas de libertad es un asunto de larga data, pues ya tiene sus antecedentes en la legislación chilena de la década de 1940. Indicó que de esos sustitutivos penales se pasó al concepto actual de pena sustitutiva, que opera en la sentencia.


Expresó que el tema en análisis se inserta en la justificada preocupación que existe por el problema penitenciario que se advierte en nuestro medio, el cual no es fácil de solucionar. Agregó que, por otra parte, hay consenso en la dogmática penal y en la criminología respecto a que las penas de cárcel no cumplen ninguna función social útil y que, en razón de ello, se instituye el principio de que las penas de prisión deben ser siempre el último recurso del sistema.


En consideración a lo anterior, sostuvo que las penas propuestas por la iniciativa deberían aplicarse como principales y no como sustitutas de los delitos que involucrados en el proyecto, con lo que también se evitaría todo el complicado sistema propuesto en caso de quebrantamiento. Señaló que ello supone un trabajo lento, que, sin embargo, puede realizarse.


Luego, se refirió al articulado del proyecto.


Concordó con lo señalado por el profesor Bofill respecto a la inconveniente técnica que supone excluir de los beneficios propuestos a determinado tipo de delitos. Hizo notar que cuando un juez aquilata la gravedad del delito en su juzgamiento, en lo que piensa realmente es en la magnitud de la pena a imponer, por lo que la distinción debería referirse únicamente a dicha magnitud, pues ella es el verdadero baremo de la gravedad de la conducta objeto del juicio penal.


Señaló que hay disposiciones específicas en la iniciativa que también merecen atención especial y en las cuales divisa problemas de legalidad, de igualdad, de lenguaje e, incluso, de humanidad.


En primer lugar, criticó que se considere un estatuto especial de cumplimiento para los condenados que pertenecen a las Fuerzas Armadas. Sostuvo que ello infringe el principio de igualdad ante la ley. Enseguida, destacó que diversas disposiciones del proyecto utilizan términos que no tienen un significado establecido en el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española. Es el caso de vocablos como “monitoreo”, “supervigilancia” y otros, que dan un importante margen de interpretación a los jueces.


Indicó también que hay problemas de legalidad en relación con la exigencia que hace el artículo 23 bis), nuevo, que se propone introducir en la ley N° 18.216. Esta norma sujeta la facultad judicial de imponer el monitoreo electrónico a un informe de factibilidad de una institución de la Administración, como es Gendarmería de Chile, a la cual se le otorga la facultad de subcontratar el sistema con privados.


Agregó que una situación similar se observa en el artículo 23 ter, que permite regular mediante un reglamento los requisitos, características técnicas y procedimientos de instalación, administración y retiro de los monitores telemáticos, lo que pugna en forma muy abierta con el requerimiento constitucional de la legalidad de la pena.


Connotó que otro problema de esa índole se observa en la letra a) del artículo 25, la que al definir lo que se entiende por incumplimiento severo de las condiciones, a efectos de constituir el quebrantamiento de condena, faculta al juez para resolver utilizando la analogía, lo que va en contra del principio constitucional de legalidad penal.


Expresó que también se pueden hacer otras observaciones relativas a la oportunidad político criminal de ciertas normas. Por ejemplo, se establecen preceptos especiales para expulsar a extranjeros del país, previendo la participación de la Dirección de Extranjería del Ministerio del Interior en las audiencias judiciales en las que se discuta este tema. Al respecto, opinó que no hay ninguna justificación para la participación de ese ente público en dichas audiencias. Señaló que la participación de aquella Dirección puede dar lugar a que estas audiencias judiciales se utilicen para llevar a cabo políticas de control de inmigración, lo que es totalmente ajeno a los fines generales del proceso penal.


Por otra parte, manifestó que el inciso final del artículo 23 sexies pone al condenado en posición de ser el propio garante de su condena, al obligarlo a denunciar cualquier desperfecto del sistema de monitoreo bajo la sanción de dejarse sin efecto la sustitución. Sobre el particular, comentó que una norma de estas características no es adecuada, porque el único responsable de hacer cumplir una sentencia penal es el Estado, específicamente Gendarmería de Chile, y no el condenado.


Añadió que una situación similar se observa en relación con la imposición de la pena de daños además del quebrantamiento de condena, que se impone si el sentenciado inutiliza el aparato de monitoreo.


En último término, consideró inadecuado que se establezca la posibilidad de cobrar al condenado el costo del sistema de monitoreo, pues ello también atenta contra ya mencionado principio en virtud del cual el cumplimiento de la sentencia penal es de responsabilidad del Estado.


La Directora Ejecutiva de la Fundación Paz Ciudadana, señora Blanco, señaló que muchas de las observaciones del profesor señor Guzmán son justificadas, pero que corresponden a una segunda etapa de desarrollo de este nuevo sistema.


Indicó que lo que ahora se propone tendrá un efecto inmediato en el sistema carcelario y en los procesos de reinserción social, que permitirá a nuestro país avanzar en la superación de los deficientes índices que se observan en estas áreas.


Puso de manifiesto que esta iniciativa constituye un primer paso en ese sentido y que el objetivo a que debe propenderse es disponer, en el futuro, de un sistema de cumplimiento de penas en libertad, que pueda aplicarse en forma masiva. Enfatizó que el proyecto en estudio representa un primer esfuerzo en esa línea.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, manifestó que aunque la propuesta que se ha presentado avanza en la superación de la delicada situación actual en que se encuentra nuestro sistema de cumplimiento de penas, era muy importante que el Ministerio de Justicia aclarara, en su momento, una serie de factores, tales como el mecanismo de control de la nueva medida de trabajos comunitarios, pues, según sus características, cabría aplicarla a una considerable proporción de las personas que hoy día son condenadas.


Al respecto, precisó que debía dilucidarse quién se hará cargo de estos trabajos, el rol que le corresponderá a los municipios y cómo se logrará mantener una oferta tal de puestos de trabajo que permita que todos los condenados a esta nueva medida puedan cumplir su sanción.


Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, indicó que aunque compartía el propósito del proyecto, tenía dudas de que la infraestructura actual que ofrece Gendarmería de Chile sea suficiente para cumplir con todas las nuevas obligaciones que éste le impone. Hizo presente la conveniencia de tener claridad a este respecto, pues de ello dependerá la efectividad del sistema que se plantea. Igualmente, se refirió a la posibilidad de considerar el diseño de una nueva institucionalidad que se haga cargo de la ejecución y control de estas penas de cumplimiento extracarcelario.


El Ministro de Justicia, señor Felipe Bulnes, connotó el interés de la Comisión por la iniciativa en estudio y, respondiendo las inquietudes planteadas, manifestó que este proyecto considera importantes recursos para reforzar a Gendarmería de Chile, de manera de permitirle contratar personal adicional para ocuparse de las labores asignadas a los delegados y a los encargados del monitoreo, así como para capacitar a aquellos funcionarios que ya se desempeñan en ese servicio y que podrían ser designados para cumplir estas nuevas misiones institucionales.


Expresó que, igualmente, se ha considerado la idea de crear una institucionalidad nueva para hacerse cargo en el futuro de estas tareas, de forma tal de dejar a Gendarmería de Chile únicamente a cargo de las labores de seguridad. Sin embargo, señaló que ello es un segundo paso, que podrá darse una vez que el nuevo sistema de penas sustitutivas pruebe su valor.


Manifestó que también ha motivado una especial preocupación el sistema de adjudicación de los mecanismos de monitoreo y la coordinación de dicho sistema con la Policía, a la cual corresponde un rol esencial en la rapidez de la reacción frente a los incumplimientos.


Haciéndose cargo de otras observaciones formuladas durante el debate, indicó que considera válida la postura filosófica que se ha expresado en relación a los fines de las penas de cárcel, agregando que este proyecto asume una visión distinta respecto del valor de dichas sanciones.


En cuanto a la responsabilidad del condenado por la mantención del brazalete electrónico, manifestó que la experiencia comparada muestra que es indispensable establecer algún tipo de sanción importante que disuada a las personas sometidas a monitoreo de destruir los aparatos que se les asignan, pues existe una inclinación natural en esos condenados a liberarse a la brevedad de dicho control. Sostuvo que si esa situación se permite, el sistema pierde toda utilidad en el corto plazo.


En relación con el pago de los costos del monitoreo, planteó que la idea es que las personas que estén en condiciones de solventarlos, lo hagan. En tal caso, consideró que es de justicia cobrar. Agregó que, por el contrario, tratándose de personas que no disponen de medios, debe operar el rol subsidiario del Estado.


Finalmente, en cuanto a la participación de la Dirección de Extranjería en los procesos sobre expulsión, sostuvo que ella de ningún modo puede constituir un mecanismo de control de la política migratoria. Asimismo, aclaró que lo que señalen los representantes de esa repartición en la audiencia respectiva no será vinculante para el juez de la causa.


En una sesión siguiente, la Comisión escuchó al abogado y profesor de Derecho Procesal, señor Raúl Tavolari.


El mencionado académico agradeció la invitación de la Comisión e inició su presentación señalando que la iniciativa en análisis ofrece varios aspectos que le merecen observaciones, tanto en materia de redacción como otros que requieren un análisis y explicación más detenidos.



A continuación, formuló los siguientes planteamientos:


1) En el artículo 5º, letra b), propuso mantener la redacción primitiva y desechar la modificación que propone la Cámara de Diputados, en razón de que, gramaticalmente, la propuesta es incorrecta: en efecto, no es posible sostener que la persona quedará sujeta “al control administrativo “ante” Gendarmería”. Ella queda sujeta al control “de” Gendarmería. Cuestión diferente es que la persona quede igualmente sujeta a asistencia “a” o “ante” Gendarmería. 





Por lo anterior, señaló que el modo como la redacción primitiva resolvía el asunto era gramaticalmente correcto y que no lo es la propuesta por la señalada Cámara.





2) En la misma norma, consideró cuestionable la eliminación de la obligación que consagra la letra c), en orden a que el beneficiado satisfaga las indemnizaciones civiles costas y multas impuestas por la sentencia. Es evidente que el sentido de la reforma apunta a reducir la población penal facultando el mecanismo sancionador alternativo, pero no lo es menos que bajo las actuales circunstancias mundiales y nacionales, el tema de los derechos de las víctimas merece una consideración relevante. El pago de la indemnización por los perjuicios experimentados constituye una reparación mínima a quien experimentó el menoscabo que representa el delito y que no recibirá la satisfacción, humana y emocional, de saber que su agresor recibe el castigo de la privación de libertad.





Agregó que se trata de una situación que excede los marcos jurídicos, para entrar en los de la política y de la sociología, pero le parece que no constituye una decisión estatal acertada terminar con esta exigencia.





El punto, señaló, es que ya la legislación autoriza al juez para liberar de este desembolso al condenado en caso de “impedimento justificado”, por lo que no se puede argüir que su subsistencia afectará a quienes no estén en condiciones de efectuar el pago. Expresó que también había tomado en consideración que a la época de la incorporación de este instituto al ordenamiento jurídico, no se conocían ni la suspensión condicional ni los acuerdos reparatorios, modalidades ambas que pueden emplearse en el sentido propuesto, pero no parece una señal adecuada de la ley la de eliminar esta modalidad.





3) A continuación, indicó que con motivo de regular la “prestación de servicios en beneficio de la comunidad” que se incorpora, el inciso tercero del artículo 10 dispone que quienes intervengan en la ejecución de la sanción “deberán velar porque no se atente contra la dignidad del penado en la ejecución de los servicios,” proclamación que compartió sin limitación alguna. Con todo, señaló que la norma le parece tan relevante, que planteó ubicarla de manera tal que no sólo se destaque, sino que se enfatice que este respeto a la dignidad es propio de la ejecución de todas las sanciones previstas en la ley.





En tal sentido, sugirió eliminar el referido inciso y que con la redacción que a continuación sigue, se le incorpore como inciso final del artículo 1º de la ley:





“Gendarmería de Chile y sus delegados y los organismos públicos y privados que en virtud de convenios celebrados con la autoridad, intervengan en la ejecución de estas penas sustitutivas, deberán siempre velar porque no se atente contra la dignidad del condenado en su ejecución.”.





4) Estimó que el inciso segundo del artículo 11º tiene una redacción deficiente y, por tanto, poco comprensible. Sugirió reemplazarlo por el siguiente:





“El juez decretará la prestación de servicios en beneficio de la comunidad si concurren las circunstancias previstas en la letra c) del artículo 8º. En la resolución respectiva, se dejará constancia de la voluntad del condenado de someterse a esta pena y de habérsele informado cabalmente de las consecuencias de su incumplimiento.”.





5) En cuanto al inciso final del mismo artículo 11, expresó que no encontraba claramente su sentido. ¿Qué quiere decir que la pena “procederá en subsidio del resto de las penas sustitutivas y por una sola vez”?¿Habrá querido afirmarse que procederá cuando las otras sean legalmente improcedentes? ¿Será acaso la idea dar al condenado un derecho de opción y que él determine que se le aplique esta pena en lugar de una de las anteriores?





Expresó que en el ámbito del Derecho, la expresión “en subsidio” se emplea para consignar la idea de que algo se otorgue o se declare en evento en que no se haya accedido a otorgar o declarar lo que se ha solicitado prioritariamente, en primer término. “Ordene usted que se me pague esta suma, que es la que estimo se me adeuda. En subsidio, ordene usted que se me pague la suma que a usted le parezca equitativa.”.





6) Sugirió cambiar la redacción de la oración inicial del artículo 12, por la siguiente:





“Artículo 12. La duración de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad se determinará considerando...”.





7) Le llamó la atención que las “Normas especiales” consignadas en el Párrafo 3º se refieran exclusivamente a personal de “las Fuerzas Armadas y de Carabineros de Chile” excluyéndose al de la Policía de Investigaciones, en circunstancias que la Constitución Política trata, en su Capítulo XI, de las “Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública”, declarando, en el artículo 101, que estas últimas están integradas por “Carabineros e Investigaciones.”.





8) Luego, hizo notar que en el inciso segundo del artículo 13 -ubicado entre las “Normas especiales”– se declara que “En el caso de aplicarse la remisión condicional, el control administrativo y la asistencia del sujeto se ejercerá por el juez institucional respectivo, quien podrá delegar tal facultad en la autoridad que estime conveniente y que corresponda a la institución a que pertenece el condenado...”.





Advirtió que se trata de una facultad de delegación concebida en términos tan amplios que parece inadecuada, en especial, cuando se repara en que, con arreglo a nuestra Constitución, la facultad de “hacer ejecutar lo juzgado” integra el ejercicio de la función jurisdiccional, privativa de jueces y tribunales, y que el legislador otorgó la competencia en materia de ejecuciones al juez de garantía, a la espera –no declarada explícitamente– de la instauración en el país de los jueces de ejecución penal.





No divisó razón para que el régimen normal en estas materias consista en que las cuestiones las resuelva un juez y no se mantenga, sin excepciones, igual criterio, cuando se trata de delitos cometidos por personal de las Fuerrzas Armadas.





Fue de opinión de eliminar la facultad de delegación ya referida.





9) Enseguida, se refirió al inciso segundo del artículo 14. Éste determina que la “libertad vigilada intensiva” consiste en la aplicación de un programa de actividades orientado a la reinserción social del condenado y a otras finalidades, pero, connotó, el inciso primero, aludiendo a la libertad vigilada a secas, emplea una redacción más adecuada que merece ser reproducida. De aceptarse, el inciso segundo rezaría así:





“La libertad vigilada intensiva consiste en la sujeción del condenado al cumplimiento de un programa de actividades orientado a su reinserción social en el ámbito personal, comunitario, etc...”.





10) El inciso segundo del artículo 15 dispone que “en los casos previstos en las dos letras citadas, deberán cumplirse, además, las siguientes condiciones…”. Consideró que allí hay un error y que la norma debería decir “en las dos letras anteriores”.





11) Luego, el artículo15 bis se incurre en el mismo error y se refiere a letras “citadas” debiendo referirse a letras “anteriores”.





12) El inciso tercero del artículo 16 afirma que el delegado podrá proponer que “se egrese al reo del sistema, cuando éste haya cumplido el período mínimo de observación”.





Le pareció que lo que procede en este caso es que el delegado solicite al juez que se dé por cumplida la pena.





13) En el mismo inciso tercero se regula la proposición del delegado al juez para prorrogar el período de observación y tratamiento hasta por seis meses, y en el inciso cuarto de la misma norma se trata de la situación de “prórroga y reducción el plazo y el egreso del condenado”, materias todas que se confían al juez de garantía, declarándose que su resolución será apelable.





En este caso, echó de menos la norma procedimental. Al respecto, suqirió eliminar la oración final del inciso cuarto, que se inicia con la expresión “Su resolución ...” y agregar un inciso final del siguiente tenor:





“Para resolver las proposiciones antes mencionadas, el juez de garantía convocará a una audiencia, a la que podrán asistir los intervinientes autorizados por la ley y el delegado respectivo, en la que resolverá la cuestión si, a su juicio, no se requiere de otros antecedentes que los que aporten los intervinientes. Si éstos solicitaren que se agreguen otros o que se practiquen informes o exámenes y el juez accede a lo solicitado, suspenderá la audiencia, dispondrá la agregación o la práctica de las diligencias solicitadas, según corresponda, y fijará nueva audiencia para emitir su decisión. La resolución que pronuncie será apelable para ante la Corte de Apelaciones respectiva.”.





13) El inciso segundo del artículo 23 reitera una regla que ya está contenida en el inciso primero a fin de hacerla aplicable también a los delegados de libertad vigilada intensiva. Sugirió consignarlo todo en un solo inciso con el siguiente tenor:





“Los delegados de libertad vigilada deberán informar al respectivo tribunal, a lo menos semestralmente, sobre el comportamiento de las personas sometidas a su vigilancia y orientación. Los de libertad vigilada intensiva informarán, a lo menos, trimestralmente. Todos los delegados emitirán, además, los informes que los tribunales les soliciten sobre estas materias, cada vez que ellos fueren requeridos.”.





14) En el artículo 36, inciso tercero, recomendó reemplazar la locución “tribunal oral en lo penal” por “tribunal de juicio oral en lo penal”.





15) Luego, se refirió al artículo 37. Éste dispone que la decisión acerca de la concesión, denegación, revocación, reemplazo y prórroga de las penas sustitutivas que establece esta ley, será apelable ante el tribunal de alzada respectivo, habiéndose declarado antes, por el artículo 36, que la imposición o la denegación de una pena sustitutiva se declarará en la sentencia (definitiva) condenatoria, con exposición de los fundamentos en que se apoya y los antecedentes que han dado base a la convicción del tribunal.





De conformidad a lo establecido en el artículo 364 del Código Procesal Penal, las resoluciones dictadas por un tribunal de juicio oral en lo penal, incluyendo la sentencia definitiva, son inapelables. En contra de estas últimas resoluciones, sólo procede, de acuerdo a lo señalado por el artículo 372 del mismo Código, el recurso de nulidad, vía de impugnación que también es procedente cuando la sentencia definitiva se pronuncia en un juicio simplificado, es decir, aquellos en los que se ha juzgado un hecho calificable, a lo más, como simple delito y que, en cuanto tal, tiene una pena máxima de presidio o reclusión menores en su grado mínimo, lo que importa de 61 a 540 días.





Sostuvo que, de este modo, la única sentencia apelable es la que se pronuncia en el procedimiento abreviado (artículo 414), lo que importa sostener que sólo con ocasión de estos procedimientos se autoriza a que un tribunal diverso del que emitió la sentencia definitiva revise las cuestiones de hecho y de Derecho comprendidas en la cuestión controvertida.





Establecido lo anterior, resulta que la propuesta del proyecto es autorizar la impugnación de la sentencia definitiva, en cuanto se pronuncia - acogiéndola o rechazándola- sobre la imposición de la pena sustitutiva, por vía de apelación, no obstante que el pronunciamiento sobre el fondo de la cuestión controvertida, la acusación penal misma, no será apelable.





Destacó que este punto provoca la necesidad de efectuar dos análisis diferentes:





a) El primero, desde la óptica procedimental y estrictamente jurídica, no debe ofrecer dificultades, pues no existe reparo legal a que una decisión contenida en una sentencia definitiva admita una vía impugnadora que la parte más relevante de la misma sentencia no la admita.





Esta posibilidad es expresión del fenómeno conocido como de “integración” de las sentencias y que se traduce en el reconocimiento de que en una sentencia definitiva suelen incorporarse decisiones que no comparten la misma naturaleza de esta resolución.





Ejemplos paradigmáticos de lo afirmado lo constituyen las resoluciones sobre tachas de testigos, usualmente, reservadas para ser decididas en esta sentencia definitiva, o sobre condena en costas, que a diferencia de la anterior, la ley expresamente dispone que debe conformar parte de esta resolución.





La identificación del fenómeno tiene consecuencias prácticas y jurídicas manifiestas. Así, tratándose de impugnación por vía de casación, la Corte Suprema ha resuelto, en relación al tema de las tachas “…[corresponde declarar como]… tantas otras veces lo ha hecho esta Corte, que la decisión que se adopte respecto de las tachas no es susceptible de ser revisada vía recurso de casación en el fondo, puesto que dicha decisión no es sentencia definitiva ni interlocutoria que ponga término al juicio o haga imposible su continuación. La oposición de tachas importa la formulación de un incidente cuya resolución carece de la naturaleza que deben tener las resoluciones judiciales para ser impugnables vía recurso de casación en el fondo, esto es, ser de aquellas definitivas o interlocutorias que ponen término al juicio o hacen imposible su continuación.”. (Corte Suprema 31.01 2011 rol: 3630-09).





En cuanto a las costas, la misma Corte ha decidido que “…es improcedente recurrir de casación en la forma en contra de la condenación en costas de la primera instancia, ordenada por la de segunda, por cuanto si bien tal materia está contenida en el fallo recurrido no forma propiamente parte de él, pues no se refiere a la decisión del asunto controvertido, sin perjuicio de tener presente, también, que por mandato del artículo 766 del Código de Procedimiento Civil el recurso de casación en la forma procede únicamente en contra de sentencias definitivas, además de determinadas clases de sentencias interlocutorias, calidades de las cuales no participa la decisión en contra de la cual se recurre.”. (Corte Suprema 22.04.1999 RDJ973, MJJ973).





En síntesis, señaló que no sólo es jurídicamente posible -sino se trata de una situación que nuestro ordenamiento contempla y que la Suprema Corte identifica y admite- el que una sentencia definitiva sea impugnable, en parte de las decisiones que ella comprende, por una vía determinada y que este mismo camino no sirva para impugnar otras decisiones del propio fallo.





b) El segundo aspecto tiene dos facetas:





i) La primera dice más bien relación con un enfoque de política legislativa y apunta a determinar si es conveniente instaurar un régimen de impugnación como el propuesto: es que nadie puede prescindir del riesgo que encierra el autorizar a un tribunal a revisar parte de una sentencia abarcando las cuestiones de hecho y de derecho comprendidas y vedarle el mismo camino en relación a los aspectos más relevantes de la misma resolución.





A lo anterior, señaló que cabía agregar una suerte de incoherencia lógica: ¿cómo será posible –se preguntará el intérprete– que la ley autorice al condenado a apelar, esto es, a instar por una completa revisión de los elementos de hecho y de derecho involucrados, en contra de la resolución que le deniega la aplicación de una pena sustitutiva y no tenga, en cambio, derecho a idéntica revisión superior, respecto de la cuestión de fondo involucrada, esto es, para que se determine si es o no culpable?





Afirmó que, de otro lado, tampoco debe dejarse de considerar el tema de la competencia de los tribunales. Del recurso de nulidad en contra de las sentencias definitivas pronunciadas en los juicios orales penales conoce, por regla general, la Corte de Apelaciones respectiva y, en tal evento, no se divisa inconveniente en que el apelante, que ha impugnado la decisión condenatoria pueda, subsidiariamente, apelar por la negativa a imponer al condenado una pena sustitutiva.





Agregó que, con todo, no son infrecuentes los casos en los que del recurso de nulidad conoce la Corte Suprema. Es más, el artículo 376 del Código Procesal Penal le otorga competencia para conocer de él, en forma privativa, si el recurso se funda en la infracción sustancial de derechos asegurados por la Constitución o por los tratados internacionales ratificados y vigentes y si, fundado en la causal prevista en el artículo 374, letra b), existieren distintas interpretaciones sostenidas en fallos de los tribunales superiores.





La interrogante apunta a determinar si, atacada por nulidad para ante la Corte Suprema, la sentencia condenatoria, el recurso de apelación que el proyecto hace procedente en contra de la resolución que denegó la pena sustitutiva, deberá ser conocida por esta Corte o ella se limitará a resolver la nulidad y dispondrá que de la apelación conozca la Corte de Apelaciones respectiva.





Para avanzar hacia una solución satisfactoria, opinó que lo primero es coincidir en que resulta adecuado, por motivos que, por obvios, no consideró necesario consignar, que el tema de la imposición de una pena sustitutiva se imponga en la propia sentencia definitiva y por el mismo tribunal que ha conocido del juicio.





Consecuentemente, debería establecerse en el proyecto que de la apelación que se interponga en contra de la decisión que se pronuncia sobre la aplicación de la pena sustitutiva conocerá el Tribunal que conozca o del recurso de nulidad o del recurso de apelación que se enderece en contra de la sentencia definitiva.





ii) La segunda de las facetas, también propia de análisis de política legislativa, alude a la legitimación para impugnar la decisión del tribunal en torno a la imposición de esta pena sustitutiva.





Se refiere, ahora, al sujeto que resultará autorizado para recurrir en contra de la parte del fallo que acoja imponer una pena de las previstas en la ley N° 18.216, que se modifica.





Para pronunciarse sobre el punto, estimó indispensable recordar, en primer término, que el artículo 466 del Código Procesal Penal declara que “…durante la ejecución de la pena…sólo podrán intervenir ante el competente juez de garantía, el Ministerio Público, el imputado y su defensor…” lo que representa que a este estadio del proceso penal, al querellante no le es permitido acceder y, aunque es efectivo que si la decisión se emite en la sentencia definitiva, no ha comenzado la etapa  de ejecución, a nadie escapa que esta modalidad sancionatoria es una alternativa de cumplimiento de pena, respecto de la cual debería existir el mismo predicamento que ya adoptó el Código.





En segundo lugar, dijo que no estaba demás traer a colación lo establecido en el artículo 14 Nº 5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que declara que “…Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior…”, norma que conforme a doctrina procesal penal muy calificada (Maier, Binder, etc) y a alguna relevante experiencia comparada (por ejemplo, en general en los estados de los Estados Unidos de América) establece la unilateralidad del recurso en materia penal, esto es, el reconocimiento de que la impugnación en contra de la sentencia condenatoria es privativa del condenado y no le está concedida al acusador.





Pues bien, si nadie desconoce que el sentido de la reforma que introduce esta modalidad sancionadora obedece, en parte, al agobiante problema de las cárceles atiborradas de personas, cuya dignidad y, en ocasiones, también su integridad, se ven violentadas, tampoco se ignora que, principalmente, ella es aplicación de políticas públicas criminógenas, que tienden a la rehabiltación de las personas y que procuran evitar el daño irreparable que pueden ocasionar las penas privativas de libertad de corta extensión.





En mérito de lo señalado, fue de opinión de otorgar el recurso de apelación, vale decir, el derecho a impugnar la decisión acerca de la pena sustitutiva, exclusivamente al condenado.





16) Finalmente, el profesor señor Tavolari hizo presente que la referencia a jueces especializados contenida en el artículo 39, carece de respaldo legal: no existen, en el régimen orgánico nacional, jueces especializados en ejecución de penas, por lo que la calificación de la ley o no pasa de constituir una mera aspiración legal o, incluso, puede crear dificultades derivadas de la objeción que alguien pudiere formular al incumplimiento de la norma, por la designación de jueces que no reúnan la calidad que ella exige.


Enseguida, la Comisión escuchó al Director del Programa Legislativo y de Justicia del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Rodrigo Delaveau.


El mencionado profesional inició su exposición señalando que es muy positivo que el proyecto cambie la nomenclatura de medidas alternativas a penas alternativas, pues ello, a su juicio, modifica la filosofía del sistema, al reconocer que son totalmente aplicables en este caso todas las normas sobre las penas.


En otro orden de materias, observó que los procesos de revisión y reforma de las penas alternativas han sido materias recurrentes por parte del legislador, lo que se observa a través de la adopción de nuevos estatutos en los años 1944, 1972 y 1983. Señaló que éstos, de alguna forma, respondieron a las necesidades de política criminal de sus respectivas épocas e intentaron equilibrar las funciones retributivas y rehabilitadoras de las penas. Hizo notar que en Chile no se cuenta con estadísticas fehacientes respecto del nivel de reincidencia, pero que hay varios estudios que expresan que ésta ronda el 60%, lo que es muy alto. Señaló que ello hace necesario repensar la política carcelaria, así como la aplicación de sanciones privativas de libertad -que no pueden ser la única respuesta-, y también la de las medidas alternativas.


Señaló que el texto aprobado por la Cámara de Diputados elimina la medida de reclusión nocturna, lo que se puede leer en términos positivos, pues ella representa la forma menos eficiente de las medidas alternativas, tanto desde el punto de vista de los recursos involucrados como de los resultados obtenidos. En su reemplazo, se proponen mecanismos nuevos de monitoreo para permitir las prisiones domiciliarias, que desde toda perspectiva son mejores.


Añadió que otra materia de interés en esta iniciativa es la inclusión de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad. Además de compartir lo expresado por el profesor señor Tavolari en cuanto al establecimiento de dichos trabajos como medida subsidiaria, expresó que también debe tenerse en cuenta el elemento de voluntariedad que debe existir por parte del condenado a la hora de imponérsele esta pena, pues diversos pactos internacionales firmados por Chile prohíben el trabajo forzado como sanción. En este mismo orden de cosas, notó que también es importante, para el éxito de esta medida, que se cuente con una infraestructura y una gestión que permita que la demanda por estos trabajos, que debe surgir de los organismos públicos y de las organizaciones privadas sin fines de lucro, tenga una entidad tal que permita que todos los condenados a dicha sanción puedan cumplirla.


Informó que en algunos estados de Estados Unidos de América, comno Oregon, Iowa e Illinois, se realiza un llamamiento público periódico para que las organizaciones civiles planteen sus requerimientos de trabajo, de forma tal que ellos se canalicen hacia los condenados. Instó a considerar mecanismos de esta índole para lograr iguales fines en nuestro medio.


Indicó que otro aspecto a considerar de manera especial es la figura de los delegados de Gendarmería, que estarán a cargo de los planes de intervención en relación a las medidas de remisión condicional, libertad vigilada, libertad vigilada intensiva y detención domiciliaria. Señaló que la proporción actual de condenados por delegado supera por mucho los estándares internacionales y los límites máximos para que se pueda hacer un trabajo útil.


En esta materia, hizo presente la necesidad de reflexionar si esta labor debería encomendarse a Gendarmería. Recordó que en años anteriores, cuando se discutieron asuntos similares, se demostró que ese servicio dispone de una capacidad instalada muy desarrollada en materia de seguridad penitenciaria, que es su especialidad, pero que no puede extenderse el mismo juicio a otros asuntos que escapan de este ámbito, como es el caso de la alimentación, en la que empresas privadas demostraron que prestaban un servicio mejor y más barato, razón por la cual este rubro fue externalizado.


Señaló que el principio de la especialización también se ha aplicado en materias de familia, pues en la última modificación legal de esa Judicatura se incluyó la figura de la mediación previa obligatoria, que sería llevada a cabo por profesionales expertos y ajenos a la Administración de Justicia. Indicó que tal sistema de mediación externa ha sido muy exitoso, pues hasta el 60% de las causas ingresadas son resueltas sin necesidad de recurrir a los tribunales, lo que descomprime el sistema y permite que los jueces se aboquen exclusivamente a su especialidad, que es la resolución de los conflictos a nivel judicial.


En razón de lo anterior, manifestó que quizás sería útil reflexionar sobre la posibilidad de externalizar la labor de los delegados, en lo concerniente al seguimiento del progreso de los condenados a estas penas alternativas y en el monitoreo electrónico de las mismas.


En otro orden de materias, manifestó que tanto en las definiciones sobre los grados de incumplimiento de las medidas como en otras partes del proyecto, se efectúa una remisión constante a regulaciones que se deberán hacer por reglamentos. Señaló que en esta materia se sigue la experiencia previa, pues las disposiciones vigentes sobre medidas alternativas y las regulaciones anteriores tienen o tenían estos mismos reenvíos normativos. Con todo, observó que las condiciones o aspectos esenciales de estos asuntos deberían quedar entregados a la ley y no a normas de menor jerarquía.


Terminó su presentación indicando que, pese a las observaciones formuladas, este proyecto avanza en la dirección correcta, pues permitirá a nuestro país transitar desde la situación actual -en que sólo a la mitad de los condenados se le impone una medida alternativa-, a los parámetros internacionales, que muestran que un 70% de la población penal está bajo el régimen alternativo de tratamiento en el medio libre y sólo el 30% cumple su condena tras la rejas. Ello, resumió, causará un impacto muy favorable.


La Subsecretaria de Justicia, señora Pérez, valoró las observaciones formuladas, las que, señaló, permitirán enriquecer y perfeccionar la iniciativa.


Precisó que hay algunas disposiciones en las que se debe perseverar, como, por ejemplo, la norma que establece que la medida de trabajos en beneficio de la comunidad debe ser aplicada de manera supletoria a las demás. Explicó que dicha sanción supone un gravamen mayor para el condenado que la libertad vigilada o la remisión condicional, agregando que su imposición exitosa requiere de una infraestructura y una gestión más complicadas.


En relación con la proposición relativa a los jueces especializados en materia de cumplimiento de penas alternativas, explicó que se tuvo presente la exitosa experiencia que ha significado la incorporación del artículo 26 de la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal. Indicó que esa norma prevé la intervención de jueces de garantía especializados en el tratamiento de adolescentes infractores de ley, formados a través de cursos especiales de la Academia Judicial. Agregó que esos jueces no constituyen una judicatura especial, sino que especializada dentro del ramo de los jueces de garantía, y que en ese sentido se ha incorporado la norma del artículo 39 de la ley N° 18.216.


Por otra parte, proporcionó explicaciones en materia de los recursos que se han contemplado para implementar la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, a lo cual, advirtió, se suma el establecimiento de un coordinador nacional y de coordinadores territoriales para encargarse de lo concerniente a la oferta de trabajo. Asimismo, informó que el Ministerio de Justicia ha avanzado en el diseño de una plataforma web para el trabajo de monitoreo que corresponderá a los delegados.


La Directora del Área de Justicia y Reinserción de la Fundación Paz Ciudadana, señora Morales, expresó que hay diversos puntos que destacar de las intervenciones anteriores.


Coincidió con la necesidad de elevar al carácter de principio general la obligación de respetar la dignidad del condenado, la cual debe pesar sobre todos los órganos involucrados en el cumplimiento de cualquier pena sustitutiva, tanto del ámbito público como privado. Indicó que aunque este principio tiene naturaleza programática, quedaría de esta forma a la par con otros, como el de la proporcionalidad de la pena y de las medidas cautelares, que guían la acción del juez en la interpretación de la ley penal.


En relación con la subsidiariedad de los servicios en beneficio de la comunidad, resaltó que ella ofrece un perfil diferente a las restantes penas que el proyecto establece y que, comparada con algunas de ellas, resulta más gravosa para el penado. Añadió que, en la experiencia internacional, esta pena se aplica sólo a personas que previamente han sido sometidas, sin éxito, a medidas de remisión condicional o libertad vigilada.


En cuanto al recurso de apelación, compartió la observación presentada respecto a la procedencia de limitar el derecho a recurrir sólo al imputado. Finalmente, señaló que también debía contemplarse la posibilidad de apelar contra las resoluciones que revocan, reemplazan o prorrogan una medida, que son figuras distintas de la mera denegación.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, manifestó que compartía plenamente los objetivos del proyecto, aun cuando le asistían dudas respecto a su implementación.


Hizo presente que para velar por el cumplimiento de las penas previstas por la iniciativa se requiere de un organismo especial, que ciertamente no es Gendarmería de Chile. Sostuvo que esta institución tiene una historia, una especialización y una planta de funcionarios que han demostrado eficiencia en el ámbito de la seguridad penitenciaria intra muros. Sin embargo, hizo notar que dicha entidad carece de personal y de instalaciones suficientes y adecuadas para atender al 50% de la población penal que cumple su sentencia extra muros.


Por lo anterior, consideró que existe una tarea pendiente que consiste en llegar a disponer de personal especializado proveniente de distintas áreas, que pueda hacerse cargo de velar en forma eficiente por el cumplimiento de las penas sustitutivas que la iniciativa plantea. Estimó que el establecimiento de un coordinador nacional y de coordinadores territoriales dentro de Gendarmería es una medida insuficiente para alcanzar el cumplimiento de este objetivo. Posiblemente, dijo, podría pensarse en ello como un mecanismo de naturaleza transitoria; sin embargo, agregó, existe el riesgo de que una medida visualizada como pasajera se torne definitiva.


Por otra parte, manifestó preocupación en cuanto a que personas beneficiadas con una de las penas sustitutivas reincidan, con el consecuente desprestigio para estas nuevas sanciones.


Asimismo, reiteró sus aprensiones en torno al cumplimiento de la pena sustitutiva de prestación de servicios en beneficio de la comunidad. Se preguntó quién cuidará que dichos trabajos se ejecuten y que se trate de servicios adecuados en función de la capacitación del condenado, entre diversos otros aspectos. Hizo presente que dicha pena supone que el personal a cargo de su implementación esté debidamente preparado frente a estos requerimientos tan específicos.


Asimismo, en el caso de la libertad vigilada, connotó que los delegados encargados de velar por su correcta ejecución deben capacitarse, pero que, además, deben estar acompañados por profesionales expertos en estos temas, provenientes de diversas disciplinas. En esta materia, preguntó en qué tipo de profesionales se ha pensado y si se han contemplado recursos adicionales en la Academia Judicial para capacitar a los delegados de libertad vigilada.


Son aspectos, destacó, que merecen la mayor atención pues debe cuidarse de lograr un sistema eficiente, que no caiga en el desprestigio.


Por otra parte, valoró el financiamiento con que se ha dotado a la iniciativa, agregando, sin embargo, que aun cuando ha habido avances en estas cifras, ellas continúan siendo insuficientes.


Manifestó que compartía absolutamente los criterios orientadores del proyecto. No obstante, mantuvo sus aprensiones en cuanto a la ejecución práctica del mismo. Dijo comprender las dificultades que frecuentemente acompañan el proceso de obtención de los respectivos recursos públicos cuando existen tantas otras necesidades en la sociedad, pero advirtió que materializar estos objetivos disponiendo de medios insuficientes puede acarrear escenarios muy complejos. Citó el caso de la aplicación la ley de responsabilidad penal adolescente, en la cual persiste la falta de medios y la escasez de espacios para que los jóvenes cumplan sus sanciones, con el consecuente desprestigio que de ello deriva para el sistema de justicia penal juvenil.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, compartió las aprensiones de la señora Presidenta en cuanto a la implementación de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad.


Señaló, además, que no se observa un mecanismo referido a la entrada en vigencia gradual de la iniciativa en la forma como se hizo con la Reforma Procesal Penal. Expresó que esta última permitió, en su momento, generar una importante experiencia y capacidad profesional para enfrentar la implementación paulatina en las regiones más pobladas del país.


Connotó que el proyecto en estudio tampoco contempla abiertamente la participación de la sociedad civil en la generación de redes de oferta de trabajo comunitario, como ocurre en Estados Unidos, y que no se aportan elementos de juicio suficientes como para comparar el costo unitario de cada penado con el costo actual que se observa en los penales públicos o licitados. Finalmente, solicitó información en relación a los gastos que importará la aplicación de los sistemas de GPS o radiofrecuencia.


El Honorable Senador señor Chadwick manifestó que la iniciativa en estudio es extraordinariamente necesaria para nuestro país. Sostuvo que ella forma parte de aquellos proyectos de ley que deben estudiarse teniendo en mente que lo óptimo es enemigo de lo bueno. Indicó, sin embargo, que éste debe ir acompañado del presupuesto necesario para que sea eficiente y para que cause la satisfacción que la sociedad espera y necesita. Como sea, manifestó que se trata de una reforma que, tomando las providencias necesarias, debe ser emprendida.


Recordó que una situación similar se vivió al iniciarse el estudio de la Reforma Procesal Penal, pues aun cuando ella era imprescindible, había innumerables riesgos y dudas para acometerla. Además, agregó, en esa oportunidad no se contaba con la información necesaria para asegurar, desde el inicio, su completo éxito.


Sin embargo, recordó que se tomó la decisión política de llevarla a cabo porque el país la requería. De este modo, hubo un esfuerzo de parte de todos los sectores para aprobar las adecuaciones y las destinaciones presupuestarias que en su puesta en marcha se hicieron evidentes, de manera de alcanzar un sistema que resolvió el problema que se vivía.


Instó a no retrasar la reforma en estudio, sino que a asumir el compromiso de emprenderla con decisión, dotándola de los medios que se requieran para el pleno logro de sus objetivos.


El profesor señor Tavolari coincidió con lo señalado en cuanto a la necesidad de aportar los medios necesarios para impedir que esta reforma se frustre o se desacredite. Manifestó su preocupación frente a la presión pública que la iniciativa genera. Indicó que, debido a sus características, es posible que el mecanismo de monitoreo electrónico, que es una de las bases de este nuevo sistema, presente fallas al principio, pero sostuvo que la necesidad de implementarlo es imperiosa por el actual estado de crisis que afecta al sistema carcelario chileno, que no guarda relación con nuestro estado de desarrollo económico y social.


El señor Delaveau manifestó que una situación similar se vivió cuando se echaron a andar las nuevas judicaturas laboral y de familia. Indicó que esos sistemas mostraron, desde un principio, falencias graves de diseño, así como de recursos e implementación; sin embargo, la necesidad de establecerlas era tal que se lograron los consensos políticos necesarios para superar rápidamente dichos problemas. De este modo, se asignaron los fondos que faltaban y las dificultades fueron solucionadas en el corto plazo. Señaló que para las medidas que se proponen, es probable que siempre haya problemas de diseño e implementación, además de insuficiencia de recursos, pero, agregó que frente a la deficitaria situación actual no hay más alternativa que dar este paso.


La señora Subsecretaria de Justicia expresó que ciertamente no ha sido simple obtener la asignación de los recursos que un proyecto como este requiere. Sin embargo, connotó que durante la tramitación del mismo ha habido un aumento significativo en relación a los fondos que originalmente se le asignaron.


Explicó que el proyecto en estudio coloca al sistema de penas alternativas en una situación mucho mejor que la actual. Señaló que desde ya se contempla una suma cercana a los 
USD $ 50.000.000 para la puesta en marcha del sistema y que se considera la contratación de 584 nuevos funcionarios dedicados únicamente a su implementación, cifras que por sí mismas hablan de la importancia que el Gobierno asigna al tema.


Manifestó que también se ha tenido a la vista la experiencia comparada, que muestra los aspectos que han ofrecido dificultades en materia de reinserción de los condenados y que, igualmente, se ha logrado acumular una valiosa experiencia a raíz de la implementación de las medidas de intervención previstas en el sistema de justicia penal de adolescentes.


Expresó que el proyecto contempla una nueva estructura administrativa que estará desplegada territorialmente en el país y que contará con recursos de toda índole para cumplir su misión. Señaló que los cálculos del Ministerio de Justicia muestran que el costo mensual unitario del monitoreo electrónico fluctúa entre los $115.000 a $150.000 por persona, lo que contrasta con el actual costo por penado al interior de las cárceles públicas, que es aproximadamente de $300.000 al mes, o el de los condenados en las cárceles concesionadas, que le cuestan al Estado un promedio de $500.000 por reo al mes.


Manifestó que, evidentemente, habría sido preferible diseñar una estructura institucional más avanzada para hacerse cargo de la implementación de estas nuevas penas. Sin embargo, afirmó que el modelo que se está planteando bien puede perfeccionarse en lo sucesivo y dar lugar a una dinámica diferente. Lo esencial, enfatizó, es que la iniciativa franquea un camino a recorrer e instó a no restar esfuerzos para apoyarla.


Finalizado el debate, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, sometió a votación en general el proyecto.


- Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Chadwick y Walker, don Patricio.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, que vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY


"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.216, que establece medidas que indica como alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad y deroga disposiciones que señala:


1) Sustitúyese el encabezado de la ley por el siguiente: "Establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.".


2) Sustitúyese el artículo 1° por el siguiente:


"Artículo 1°.- La ejecución de las penas privativas o restrictivas de libertad podrá sustituirse por el tribunal que las imponga, por algunas de las siguientes penas:


a) Remisión condicional.


b) Reclusión parcial.


c) Libertad vigilada.


d) Libertad vigilada intensiva. 


e) Expulsión. 


f) Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.


No procederá la facultad establecida en el inciso precedente ni la del artículo 34 de esta ley, tratándose de los autores de los delitos consumados previstos en los artículos 141, incisos tercero, cuarto y quinto; 142; 361; 362; 372 bis; 390, y 391, N° 1, del Código Penal, salvo en los casos que en la determinación de la pena se hubiere considerado la circunstancia primera establecida en el artículo 11 del mismo Código.


Asimismo, no podrá imponerse a los condenados por crímenes o simples delitos tipificados en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, la pena establecida en la letra f) del inciso primero.


Asimismo, tampoco el tribunal podrá aplicar las penas señaladas en el inciso primero, a los autores del delito consumado previsto en el inciso primero del artículo 436 del Código Penal, que hubiesen sido condenados anteriormente por los delitos contemplados en los artículos 433, 436 y 440 del mismo Código.".


3) Sustitúyese la denominación del Título I por la siguiente:


"De la Remisión Condicional y de la Reclusión Parcial".


4) Elimínase en el epígrafe del Párrafo 1° la expresión "de la pena".


5) Reemplázase el artículo 3° por el siguiente:


"Artículo 3°.- La remisión condicional consiste en la sustitución del cumplimiento de la pena privativa de libertad por la discreta observación y asistencia del condenado ante la autoridad administrativa durante cierto tiempo.".


6) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 4°:


a) Elimínase en el encabezado la expresión "de la pena".


b) Suprímese en la letra a) la expresión "condenatoria".


c) Sustitúyese la letra b) por la siguiente:


"b) Si el penado no ha sido condenado anteriormente por crimen o simple delito. En todo caso, no se considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez o cinco años antes, respectivamente, de la comisión del nuevo ilícito;".


d) Reemplázase en la letra c) la expresión "reo" por " condenado".


e) Agrégase el siguiente inciso segundo:


"Con todo, el tribunal no aplicará esta pena sustitutiva si el sentenciado fuere condenado como autor de un delito consumado que tuviere asignada una pena mínima de presidio o reclusión menor en su grado máximo u otra superior, o se tratare de aquellos previstos en el artículo 15, letra b), debiendo en este caso imponer la libertad vigilada a que se refiere el artículo 14, inciso primero de esta ley, si procediere.".


7) Modifícase el artículo 5° en el siguiente sentido:


a) En el encabezado, reemplázase la frase "Al conceder este beneficio" por "Al imponer esta sanción" y sustitúyese la expresión "reo" por "condenado".


b) en su letra a), reemplázase la expresión "reo" por "condenado" y suprímenese las expresiones "la sección de tratamiento en el medio libre de".


d) Sustitúyense en la letra b) los términos "a la sección correspondiente de Gendarmería de Chile", por las siguientes: "ante Gendarmería de Chile" y reemplázase el punto y coma (;) con que termina esta letra por una coma(,) seguida de la conjunción copulativa "y".


e) En la letra c), suprímese la frase "la sección de tratamiento en el medio libre de" y sustitúyese la expresión ",y" con que termina, por un punto aparte (.), y sustitúyese la expresión " reo" por "condenado".


f) Elimínase la letra d).


8) Derógase el artículo 6°.


9) Sustitúyese en el epígrafe del Párrafo 2° del Título I, la expresión "nocturna" por " parcial".


10) Reemplázase el artículo 7° por el siguiente:


"Artículo 7°.- La pena de reclusión parcial consiste en el encierro en el domicilio del condenado o en establecimientos especiales, durante cincuenta y seis horas semanales. La reclusión parcial podrá ser diurna, nocturna o de fin de semana, conforme con los siguientes criterios:


1) La reclusión diurna consistirá en el encierro en el domicilio del condenado, durante un lapso de ocho horas diarias y continuas, las que se fijarán entre las ocho y las veintidós horas.


2) La reclusión nocturna consistirá en el encierro en el domicilio del condenado o en establecimientos especiales, entre las veintidós horas de cada día  hasta las seis horas del día siguiente.


3) La reclusión de fin de semana consistirá en el encierro en el domicilio del condenado o en establecimientos especiales, entre las veintidós  horas del día viernes y las seis horas del día lunes siguiente.


Para el cumplimiento de la reclusión parcial, el juez preferirá ordenar su ejecución en el domicilio del condenado, estableciendo como mecanismo de control de la misma el sistema de monitoreo telemático, salvo que Gendarmería de Chile informe desfavorablemente la factibilidad técnica de su imposición, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 23 bis y siguientes de esta ley. En tal caso, entendido como excepcional, se podrán decretar otros mecanismos de control similares, en la forma que determine el tribunal.



Para los efectos de esta ley, se entenderá por domicilio la residencia regular que el condenado utilice para fines habitacionales.".


11) Sustitúyese el artículo 8° por el siguiente:


"Artículo 8°.- La reclusión parcial podrá disponerse:


a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que imponga la sentencia no excede de tres años;


b) Si el penado no ha sido condenado anteriormente por crimen o simple delito, o lo ha sido a una pena privativa o restrictiva de libertad que no exceda de dos años, o a más de una, siempre que en total no excedan de dicho límite. En todo caso, no se considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez o cinco años antes, respectivamente, de la comisión del nuevo ilícito. No obstante lo anterior, si dentro de los diez o cinco años anteriores, según corresponda, a la comisión del nuevo crimen o simple delito, le hubieren sido impuestas dos reclusiones parciales, no será procedente la aplicación de esta pena sustitutiva, y


c) Si existieren antecedentes laborales, educacionales o de otra naturaleza similar que justificaren la pena, así como si los antecedentes personales del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito, permiten presumir que la pena de reclusión parcial lo disuadirá de cometer nuevos ilícitos.". 


12) Reemplázanse en el artículo 9° las expresiones "computará una noche" por las siguientes: "computarán ocho horas continuas de reclusión parcial".


13) Deróganse los artículos 10, 10 bis, 11 y 12.


14) Intercálase el siguiente Párrafo 3°, pasando el actual a ser Párrafo 4°.

"Párrafo 3°

Prestación de Servicios en Beneficio de la Comunidad


Artículo 10.- La pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad consiste en la realización de actividades no remuneradas a favor de la colectividad o en beneficio de personas en situación de precariedad, coordinadas por un delegado de Gendarmería de Chile.


El trabajo en beneficio de la comunidad será facilitado por Gendarmería, pudiendo establecer los convenios que estime pertinentes para tal fin con organismos públicos y privados.


Gendarmería de Chile y sus delegados, y los organismos públicos y privados que en virtud de los convenios a que se refiere el inciso anterior, intervengan en la ejecución de esta sanción, deberán velar porque no se atente contra la dignidad del penado en la ejecución de estos servicios.


Artículo 11.- La pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad podrá decretarse por el juez si la pena originalmente impuesta fuere igual o inferior a un año de privación de libertad.


Para decretar la prestación de servicios en beneficio de la comunidad, el juez deberá exigir el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 8°, letra c), de esta ley. Junto con lo anterior, deberá constatar la voluntad del condenado de someterse a esta pena e informarle acerca de las consecuencias de su incumplimiento. De estas circunstancias dejará registro en la resolución que decrete la pena.


Esta pena sólo procederá en subsidio del resto de las penas sustitutivas y por una sola vez.


Artículo 12.- La pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad se determinará en su duración considerando cuarenta horas de trabajo comunitario por cada treinta días de privación de libertad. Si la pena originalmente impuesta fuere superior a treinta días de privación de libertad, corresponderá hacer el cálculo proporcional para determinar el número exacto de horas por las que se extenderá la sanción. En todo caso, la pena impuesta no podrá extenderse por más de ocho horas diarias.


Si el condenado aportare antecedentes suficientes que permitan sostener que trabaja y,o estudia regularmente, el juez deberá compatibilizar las reglas anteriores con el régimen de estudio o trabajo que ocupe al condenado.


Artículo 12 bis.- En caso de decretarse la sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad y en la medida que la resolución que la decrete se encuentre firme y ejecutoriada, el condenado dispondrá de cinco días para presentarse en dependencias de Gendarmería de Chile con el objeto de imponerse acerca de las modalidades del cumplimiento de la pena.


El delegado de Gendarmería de Chile responsable de gestionar el cumplimiento, informará al tribunal que dictó la sentencia, quien a su vez notificará al Ministerio Público y al defensor, el tipo de servicio, el lugar donde deba realizarse y el calendario de su ejecución, dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que la condena se encontrare firme o ejecutoriada.".


15) Sustitúyese el artículo 13 por el siguiente:


 "Artículo 13.- Si alguna de las penas establecidas en este Título se impusiere al personal de las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile mientras estén en servicio, se observarán las normas siguientes:


a) En el caso de aplicarse la remisión condicional, el control administrativo y la asistencia del sujeto se ejercerá por el juez institucional respectivo, quien podrá delegar tal facultad en la autoridad que estime conveniente y que corresponda a la institución a que pertenece el condenado, como asimismo, solicitar se revoque la sustitución de la pena, en caso de incumplimiento, y


b) En el caso de aplicarse la pena de reclusión parcial en establecimientos especiales, ésta se cumplirá en la unidad militar o policial a que pertenece el condenado.


Se entenderá que concurren las condiciones señaladas en las letras a) y c) del artículo 5°, por el solo hecho de permanecer el condenado en servicio.


Si el condenado deja de pertenecer a la institución durante la época de cumplimiento de alguna de las penas establecidas en este Título, el tiempo de sujeción a la vigilancia del juez institucional o de permanencia en reclusión parcial en la unidad militar o policial correspondiente, se computará como período sometido a la vigilancia de Gendarmería de Chile o como tiempo cumplido en un establecimiento penal, según el caso. Este tiempo le será computable, además, para los efectos previstos en el artículo 2°, letra d), del decreto ley N° 409, de 1932. El lapso que reste se cumplirá de acuerdo con las normas generales.".


16) Sustitúyese la denominación del Título II por la siguiente:


"De la Libertad Vigilada y la Libertad Vigilada Intensiva".


17) Reemplázase el epígrafe del Párrafo 1° por el siguiente:


"De la Libertad Vigilada y la Libertad Vigilada Intensiva".


18) Sustitúyese el artículo 14 por el siguiente:


"Artículo 14.- La libertad vigilada consiste en someter al penado a un régimen de libertad a prueba que tenderá a su reinserción social a través de un tratamiento individualizado, bajo la vigilancia y orientación permanentes de un delegado.


La libertad vigilada intensiva consiste en la aplicación de un programa de actividades orientado a la reinserción social del condenado, en el ámbito personal, comunitario y laboral, a través de un tratamiento y bajo la aplicación de ciertas condiciones especiales que serán vigiladas y orientadas permanente y rigurosamente por un delegado.


El control del delegado, en ambas penas, se ejercerá en base a las medidas de supervigilancia que sean aprobadas por el tribunal, que incluirán, en todo caso, la asistencia obligatoria a encuentros periódicos previamente fijados con el delegado y a programas de intervención psicosocial. Tratándose de la libertad vigilada intensiva, el tribunal deberá considerar especialmente la periodicidad e intensidad en la aplicación del plan de intervención individual.


Cada vez que en esta ley se hiciere referencia a la libertad vigilada, se entenderá que se alude tanto a la libertad vigilada, como a la libertad vigilada intensiva, según resulte del contexto de la disposición en que se utilice.".


19) Sustitúyese el artículo 15 por el siguiente:


"Artículo 15.- La libertad vigilada podrá decretarse:


a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad impuesta en la sentencia es superior a dos y no excede de tres años, o


b) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que se imponga fuere superior a quinientos cuarenta días y no excediere de tres años, y se tratare de algunos de los delitos contemplados en el artículo 4° de la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas o en los incisos segundo y tercero del artículo 196 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito.


En los casos previstos en las dos letras citadas, deberán cumplirse además las siguientes condiciones:


1.- Que el penado no haya sido condenado anteriormente por crimen o simple delito. En todo caso, no se considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez o cinco años antes, respectivamente, de la comisión del nuevo ilícito, y 


2.- Que los antecedentes sociales y características de personalidad del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permitan concluir que un tratamiento de conformidad al artículo 16 de esta ley, aparece eficaz en el caso específico, para su efectiva reinserción social. Dichos antecedentes deberán ser aportados por los intervinientes antes de la dictación de la sentencia o en la oportunidad prevista en el artículo 343 del Código Procesal Penal. Excepcionalmente, si éstos no fueren aportados en dicha instancia, podrá el juez solicitar informe a Gendarmería de Chile, pudiendo suspender la determinación de la pena dentro del plazo previsto en el artículo 344 del Código Procesal Penal.".


20) Agrégase el siguiente artículo 15 bis:


 "Artículo 15 bis.- La libertad vigilada intensiva podrá decretarse:


a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que imponga la sentencia es superior a tres años y no excede de cinco años, o


b) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que se imponga fuere superior a quinientos cuarenta días y no excediere de cinco años, y se tratare de alguno de los delitos establecidos en los artículos 296, 297, 390, 391, 395, 396, 397, 398 ó 399 del Código Penal, cometidos en el contexto de violencia intrafamiliar y aquellos contemplados en los artículos 361, 362, 363, 365 bis, 366, 366 bis, 366 quáter, 366 quinquies, 367, 367 bis y 367 ter del mismo Código.


En los casos previstos en las dos letras citadas, deberán cumplirse además las condiciones indicadas en los números 1.- y 2.- del inciso segundo del artículo anterior.".


21) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 17:


a) Sustitúyese el encabezamiento por el siguiente:

 "El sentenciado que fuere condenado a libertad vigilada o libertad vigilada intensiva, quedará sujeto a las siguientes condiciones:".



b) Reemplázanse en las letras a), b) y c) las palabras "reo" por "condenado".


c) Suprímense en la letra b) los términos "en libertad" y reemplázase el punto y coma (;) que los sigue por una coma (,) seguida de la conjunción copulativa "y".


d) Sustitúyese en la letra c) el punto y coma (;) por un punto final (.).


e) Suprímense las letras d) y e) y el inciso final.


22) Agréganse los siguientes artículos 17 bis y 17 ter:


"Artículo 17 bis.- Junto con la imposición de las condiciones establecidas en el artículo anterior, si de los antecedentes del proceso u otros se desprendiera que el condenado presenta un consumo problemático de drogas o alcohol, el tribunal podrá imponer la obligación de asistir a programas de tratamiento de rehabilitación de dichas sustancias.


El tratamiento de los problemas asociados al consumo de alcohol y drogas en condenados, deberá enmarcarse dentro del Plan de Intervención Individual aprobado judicialmente, y podrá consistir en la asistencia a programas ambulatorios, la internación en centros especializados o una combinación de ambos tipos de tratamiento. La internación podrá ser decretada por un plazo máximo de treinta días, prorrogables previa autorización judicial.


Asimismo, se deberá dejar constancia en el Plan de Intervención Individual, de la obligación del condenado de someterse periódicamente  a exámenes que permitan controlar el consumo de las sustancias referidas. Estos exámenes también podrán realizarse a través de monitoreo telemático, de conformidad a lo dispuesto en el Título III de esta ley.


En estos casos, el juez deberá efectuar un control periódico del cumplimiento de esta condición, debiendo citar a audiencias de seguimiento a lo menos una vez al mes, durante todo el período que dure el tratamiento, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 23 de esta ley.


Artículo 17 ter.- En caso de imponerse la libertad vigilada intensiva deberán decretarse, además, una o más de las siguientes condiciones:


a) Prohibición de acudir a determinados lugares;


b) Prohibición de aproximarse a la víctima, o a sus familiares u otras personas que determine el tribunal, o de comunicarse con ellos;


c) Obligación de mantenerse en el domicilio o lugar que determine el juez, durante un lapso máximo de ocho horas diarias, las que deberán ser continuas, y 


d) Obligación de cumplir programas formativos, laborales, culturales, de educación vial, sexual, de tratamiento de la violencia u otros similares.".


23) Antepónese el siguiente inciso primero en el artículo 18, pasando el actual a ser segundo:


"Artículo 18.- El Estado, a través de los organismos pertinentes, promoverá y fortalecerá especialmente la formación educacional, la capacitación y la colocación laboral de los condenados a la pena sustitutiva de libertad vigilada y a la de libertad vigilada intensiva, con el fin de permitir e incentivar su inserción al trabajo. Asimismo, el delegado deberá apoyar y articular el acceso del condenado a la red de protección del Estado, particularmente, en las áreas de salud mental, educación, empleo y de desarrollo comunitario y familiar, según se requiera.".


24) Derógase el artículo 19.


25) Sustitúyese el artículo 20 por el siguiente:


"Artículo 20.- Los delegados de libertad vigilada son funcionarios dependientes de Gendarmería de Chile, encargados de vigilar, controlar, orientar y asistir a los condenados a quienes se hubiese impuesto esta pena, a fin de evitar su reincidencia y lograr su reinserción e integración a la sociedad.


La habilitación para ejercer las funciones de delegados de libertad vigilada será otorgada por el Ministerio de Justicia a quienes acrediten idoneidad y preparación, en la forma que determine el reglamento.".


26) Sustitúyese el artículo 22 por el siguiente:


"Artículo 22.- Un reglamento establecerá las normas relativas a la organización del sistema de libertad vigilada, incluyendo los programas, las características y aspectos particulares que deberá tener la libertad vigilada y la libertad vigilada intensiva. El Ministerio de Justicia impartirá las normas técnicas que sean necesarias a este respecto y evaluará, periódicamente, su cumplimiento y los resultados del sistema.".


27) Sustitúyese el artículo 23 por el siguiente:


"Artículo 23.- Los delegados de libertad vigilada deberán informar al respectivo tribunal, al menos semestralmente, sobre el comportamiento de las personas sometidas a su vigilancia y orientación. Emitirán, además, los informes que los tribunales les soliciten sobre esta materia cada vez que ellos fueren requeridos.


Lo mismo les será aplicable a los delegados de libertad vigilada intensiva quienes deberán informar al respectivo tribunal, al menos trimestralmente.


El tribunal deberá, en todo caso, citar a lo menos semestralmente a una audiencia de revisión de la libertad vigilada y a lo menos trimestralmente, en el caso de la libertad vigilada intensiva.".


28) Intercálanse los siguientes Títulos III, IV y V, pasando el actual III a ser VI:

"TÍTULO III

Del Monitoreo Telemático


Artículo 23 bis.- Se entenderá por monitoreo telemático, toda supervisión por medios tecnológicos de las penas impuestas por esta ley.


Dicho control podrá ser utilizado para la supervisión de las penas de reclusión parcial y libertad vigilada intensiva, ya sea que esta última se imponga de acuerdo a lo establecido en el artículo 15 bis de esta ley, o bien, según el régimen de pena mixta, previsto en el artículo 34 de esta misma ley.


Tratándose de la pena de libertad vigilada intensiva aplicada en virtud del citado artículo 15 bis, el monitoreo sólo se utilizará para el control de los delitos establecidos en la letra b)  de dicho artículo, atendidas las circunstancias de comisión del delito y especialmente las necesidades de protección de la víctima. En este último caso, si se estimare necesario que la víctima porte un dispositivo de control para su cumplimiento, ésta deberá prestar su consentimiento en forma previa.


A fin de resolver acerca de la imposición de esta medida de control, el tribunal deberá considerar la factibilidad técnica informada por Gendarmería de Chile para cada caso particular. Este informe deberá aportarse antes de la dictación de la sentencia o en la oportunidad prevista en el artículo 343 del Código Procesal Penal, debiendo previamente el tribunal oficiar a la institución para tales efectos. Asimismo, a objeto que el tribunal pueda determinar la interrupción de la pena privativa de libertad originalmente impuesta, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 34 de esta ley, la factibilidad técnica deberá ser indicada en el informe a que se refiere el inciso primero de dicho artículo.


Este mecanismo se aplicará por un plazo no inferior a seis meses ni superior a dos años, debiendo evaluarse periódicamente por Gendarmería de Chile. Se evaluará, asimismo, a solicitud del condenado, la conveniencia de la mantención de esta medida, lo que será informado oportunamente al juez, quien citará a audiencia a fin de resolver acerca de la mantención o cesación de la misma.


En los casos de interrupción de la pena privativa de libertad originalmente impuesta, el control por medio de este monitoreo tendrá igual plazo de observación que aquél fijado para la libertad vigilada intensiva, de conformidad al artículo 34, inciso tercero de esta ley.


Artículo 23 ter.- Toda orden de aplicación del mecanismo de monitoreo contemplado en el artículo anterior, deberá ser expedida por escrito por el tribunal, debiendo contener dicha orden los siguientes datos:


a) Identificación del proceso;


b) Identificación del condenado;


c) La fecha de inicio y de término de la aplicación del mecanismo de control, y 


d) Todos aquellos datos que el tribunal estimare importantes para su correcta aplicación.


Artículo 23 quáter.- La responsabilidad de la administración del dispositivo será de cargo de Gendarmería de Chile, la que podrá contratar servicios externos para estos efectos, de conformidad a la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios.


Los requisitos y características técnicas del sistema de monitoreo telemático, así como los procedimientos para su instalación, administración y retiro, serán regulados en el reglamento a que alude el artículo 23 octies.


Artículo 23 quinquies.- La información obtenida en la aplicación del sistema de monitoreo telemático sólo podrá ser utilizada para controlar el cumplimiento de la pena sustitutiva de que se trate. Sin perjuicio de lo anterior, el juez de garantía que conozca de una investigación penal en la cual se sospeche la participación del condenado, podrá autorizar su uso en este contexto, conforme a lo dispuesto en el artículo 222 del Código Procesal Penal.


Cuando se pusiere término a la utilización del monitoreo telemático y se encuentre cumplida la condena, Gendarmería de Chile procederá a la destrucción de la información proporcionada por este sistema, en la forma que determine el reglamento al que se refiere el artículo 23 octies.


El que, conociendo en razón de su cargo la información a que alude el inciso anterior, la revelare indebidamente, será sancionado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio y a una multa de seis a diez unidades tributarias mensuales.


Artículo 23 sexies.- El sujeto afecto al sistema de control de monitoreo que, maliciosamente, arrancare, destruyere, hiciere desaparecer o, en general, inutilizare de cualquier forma el dispositivo, responderá penalmente por el delito de daños, de conformidad a lo establecido en los artículos  484 y siguientes del Código Penal, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 28 y 31 de esta ley.


Asimismo, si por cualquier circunstancia el dispositivo de monitoreo quedare inutilizado o sufriera un desperfecto, pudiendo advertirlo el condenado, éste deberá informarlo a la brevedad a Gendarmería de Chile. En caso de no hacerlo, el tribunal podrá otorgar mérito suficiente a dicha omisión para dejar sin efecto la sustitución de la pena, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 30 de esta ley.


Artículo 23 septies.- La instalación, mantención y utilización de los dispositivos de control telemático de que trata esta ley, serán siempre gratuitas para los sujetos afectos al sistema de monitoreo telemático.


Excepcionalmente, se podrá cobrar, total o parcialmente, por la utilización del dispositivo de control telemático a los sujetos afectos al sistema de monitoreo que dispongan de recursos para financiarlo privadamente. Para estos efectos, se considerará, al menos, su nivel de ingresos, capacidad de pago y el número de personas del grupo familiar que de ellos dependa, en conformidad al reglamento al que hace referencia el artículo siguiente.


Siempre que procediere el cobro por la utilización del sistema de monitoreo telemático, se deberá informar al condenado de dicha circunstancia en forma previa a la instalación del correspondiente dispositivo.


Artículo 23 octies.- Las normas referidas al mecanismo de control de monitoreo telemático contenidas en este Título, se aplicarán en conformidad a un reglamento especialmente dictado al efecto, el que será suscrito por los Ministerios de Justicia y de Hacienda. 

TÍTULO IV

Del Incumplimiento y Quebrantamiento


Artículo 24.- El tribunal, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes desde que se encuentre firme y ejecutoriada la sentencia, deberá informar a Gendarmería  respecto de la imposición de alguna de las penas sustitutivas establecidas en esta ley.


Si transcurrido el plazo de cinco días contado desde la recepción en Gendarmería de Chile del oficio señalado en el inciso anterior, el condenado no se presentare a cumplirla, dicho organismo informará al tribunal de tal situación. El juez citará a una audiencia al condenado, la que deberá llevarse a cabo dentro de los quince días siguientes contados desde la referida comunicación. En esta audiencia, el tribunal podrá dejar sin efecto la sustitución de la pena. En caso de incomparecencia del condenado, el juez procederá a ordenar su detención.


Artículo 25.- Para determinar las consecuencias que se impondrán en caso de incumplimiento de las condiciones o del régimen impuesto durante la ejecución de las penas sustitutivas de que trata esta ley, el tribunal deberá considerar la gravedad del mismo, de acuerdo a las siguientes categorías:


a) Incumplimiento severo de condiciones. Es aquél que se produce cuando el condenado incumple condiciones esenciales del régimen de ejecución de la pena sustitutiva en forma grave o reiterada, sin contar con una justificación razonable para ello.


Se considerará incumplimiento de las condiciones esenciales, la no presentación injustificada para el cumplimiento de la remisión condicional, reclusión parcial, libertad vigilada y libertad vigilada intensiva dentro del  primero de los plazos establecidos en el inciso final del artículo anterior; la inasistencia injustificada por más de dos veces al control administrativo de la remisión condicional, de la reclusión parcial en establecimientos especiales o a una reunión acordada con el delegado; y el alejamiento por más de dos veces a más de cien metros del lugar prefijado para el cumplimiento de la reclusión parcial domiciliaria. Fuera de estos casos, el tribunal podrá considerar por resolución fundada incumplimientos análogos a los anteriores como incumplimiento de las condiciones esenciales.


b) Incumplimiento simple de condiciones. Es aquel que se produce cuando el condenado incumple alguna de las condiciones no esenciales del régimen de ejecución de la pena sustitutiva en forma grave o reiterada, sin contar con una justificación razonable para ello.


c) Incumplimiento leve de condiciones. Es aquel que se produce cuando el condenado incumple injustificadamente alguna de las condiciones no esenciales del régimen de ejecución de la pena sustitutiva en alguna forma relevante aun cuando ésta no sea ni grave ni reiterada.


Artículo 26.- En caso de incumplimiento leve reiterado o simple de las condiciones impuestas en el régimen de ejecución de la pena sustitutiva, Gendarmería de Chile deberá comunicar dicha situación al tribunal, el que citará al condenado a una audiencia, a fin de determinar si se ha configurado efectivamente el respectivo incumplimiento. En caso de acreditarse éste, atendiendo a las circunstancias del caso, el tribunal podrá imponer alguna de las siguientes consecuencias:


a) Intensificación de las condiciones de la pena sustitutiva. Consistirá en imponer mayores controles para el cumplimiento, según sea el caso, de la pena respectiva.


b) La prórroga de la pena sustitutiva que actualmente se encontrare cumpliendo, hasta por un tiempo máximo de seis meses. Respecto de la pena de reclusión parcial, la prórroga no podrá ser superior a treinta días.


Artículo 27.- En caso de incumplimiento severo de las condiciones impuestas, Gendarmería de Chile comunicará dicha circunstancia al tribunal, el que deberá citar a audiencia al condenado con el objeto de determinar si efectivamente se ha configurado el incumplimiento y procede la aplicación de alguna de las consecuencias establecidas en los artículos 28 y 29.


Artículo 28.- En los casos señalados en el artículo 27, la pena de remisión condicional podrá ser sustituida por la pena de libertad vigilada o por reclusión parcial.


Si el incumplimiento se refiere a la pena de libertad vigilada, el tribunal podrá optar por la intensificación de la pena sustitutiva o bien sustituirla por la libertad vigilada intensiva.


En casos en que, a juicio del tribunal, no pareciere necesario sustituir la pena, deberá imponer una prórroga no inferior a seis meses ni superior a doce meses. En el caso de la reclusión parcial, esta prórroga no podrá ser inferior a treinta días ni superior a sesenta días.


Artículo 29.- La decisión del tribunal de dejar sin efecto la pena sustitutiva, sujetará al condenado al cumplimiento del total de la pena inicialmente impuesta.


En caso que se deje sin efecto la pena de reclusión parcial, se someterá al condenado al cumplimiento del saldo de la pena inicial, abonándose a su favor el tiempo de ejecución de dicha pena sustitutiva.


Tendrán aplicación, en su caso, las reglas de conversión del artículo 9° de esta ley.


Artículo 30.- Las penas sustitutivas reguladas en esta ley siempre se considerarán quebrantadas por el sólo ministerio de la ley y darán lugar a su revocación, si durante su cumplimiento el condenado cometiere nuevo crimen o simple delito y fuere condenado por sentencia firme.


Artículo 31.- Recibida por el tribunal la comunicación de un incumplimiento de condiciones, deberá citar al condenado a una audiencia que se celebrará dentro del plazo de quince días, en la que se discutirá si efectivamente se produjo un incumplimiento de condiciones o, en su caso, un quebrantamiento. Dicha resolución se notificará por cédula al condenado.


El condenado tendrá derecho a asistir a la audiencia con un abogado y, si no dispone de uno, el Estado deberá designarle un defensor penal público.

Las audiencias se regirán conforme a lo dispuesto en el Código Procesal Penal, en lo que fuere pertinente. En todo caso, si fuere necesario presentar prueba para acreditar algún hecho, no regirán las reglas sobre presentación de prueba en el juicio oral, debiendo procederse desformalizadamente.


Artículo 32.- Si válidamente notificado, el condenado no compareciere a la audiencia señalada en el artículo precedente, tal circunstancia no impedirá la realización de la misma.


El tribunal, en caso de decretarse la revocación de la pena sustitutiva, ordenará la detención del condenado una vez ejecutoriada la resolución.



Si con posterioridad surgieren nuevos antecedentes que justificaren el incumplimiento de la pena sustitutiva, el tribunal podrá dejar sin efecto la resolución que decretó la revocación, descontándose el tiempo intermedio.


Artículo 32 bis.- En caso de incumplimiento de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, el delegado deberá informar al tribunal que haya impuesto la sanción.


El tribunal citará a una audiencia para resolver sobre la mantención o la revocación de la pena.


Artículo 32 ter.- El juez deberá revocar la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, cuando expresamente el condenado solicitare su revocación.


Adicionalmente, podrá revocarla previo informe del delegado, cuando el condenado se encontrare en alguna  de las siguientes situaciones:


a) Se ausentare del trabajo en beneficio de la comunidad que estuviere realizando, durante al menos dos jornadas laborales. Si el penado faltare al trabajo por causa justificada, no se entenderá dicha ausencia como abandono de la actividad.


b) Su rendimiento en la ejecución de los servicios fuere sensiblemente inferior al mínimo exigible, a pesar de los requerimientos del responsable del centro de trabajo.


c) Se opusiere o incumpliere en forma reiterada y manifiesta a las instrucciones que se le dieren por el responsable del centro de trabajo.


Artículo 32 quáter.- Habiéndose decretado la revocación de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, se abonará al tiempo de reclusión un día por cada ocho horas efectivamente trabajadas.


Si el tribunal no revocare la pena, podrá ordenar que su cumplimiento se ejecute en un lugar distinto a aquel en que  originalmente se desarrollaba; en este último caso y para efectos del cómputo de la pena, se considerará el período efectivamente trabajado con anterioridad, en los términos del inciso anterior.

TÍTULO V

Del Reemplazo de la Pena Sustitutiva y las Penas Mixtas

Párrafo 1°

Del reemplazo de la pena sustitutiva


Artículo 33.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 28 de esta ley, una vez cumplida la mitad del período de observación de la pena sustitutiva respectiva, y previo informe favorable de Gendarmería de Chile, el tribunal de oficio o a petición de parte podrá reemplazar la pena conforme lo siguiente:


a) En caso que la pena sustitutiva que se encontrare cumpliendo el condenado fuere la libertad vigilada intensiva, podrá sustituirla por la libertad vigilada.


b) En caso que la pena sustitutiva que se encontrare cumpliendo el condenado fuere la libertad vigilada, podrá sustituirla por la remisión condicional.


Cuando a un penado se le hubiere sustituido la libertad vigilada intensiva por la libertad vigilada, sólo podrá reemplazarse esta última por remisión condicional, si se cumplen los requisitos del inciso primero y el condenado ha cumplido más de dos tercios de la pena originalmente impuesta.


En caso que el tribunal se pronuncie rechazando el reemplazo de la pena sustitutiva, aquélla no podrá discutirse nuevamente sino hasta transcurridos seis meses desde de su denegación.

Párrafo 2°

De las penas mixtas


Artículo 34.- El tribunal podrá, de oficio o a petición de parte, previo informe favorable de Gendarmería, disponer la interrupción de la pena privativa de libertad originalmente impuesta, reemplazándola por el régimen de la libertad vigilada intensiva, siempre que concurran los siguientes requisitos:


a) Que la pena impuesta al condenado fuere de cinco años y un día de presidio o reclusión mayor en su grado mínimo, u otra pena inferior;


b) Que al momento de discutirse la interrupción de la pena privativa de libertad, el penado no registre otra condena por crimen o simple delito, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 15 bis;


c) Que el penado, con posterioridad a que la sentencia hubiese quedado ejecutoriada, hubiera cumplido un tercio de la pena privativa de libertad de manera efectiva, y 


d) Que el condenado observe un comportamiento sobresaliente de conformidad a lo dispuesto en los artículos 6° y 7° de la ley N° 19.856, que Crea un Sistema de Reinserción Social de los Condenados Sobre la Base de la Observación de Buena Conducta.


Para estos efectos, el tribunal citará a audiencia a los intervinientes en la que examinará los antecedentes, particularmente aquellos relativos a la factibilidad técnica de la aplicación del monitoreo telemático, oirá a los presentes y resolverá.


En caso de concederse la interrupción de la pena privativa de libertad, el tribunal deberá fijar el plazo de observación de la libertad vigilada intensiva, el que no podrá ser inferior a cuatro años ni superior a seis años y las condiciones que deberá cumplir el condenado conforme a lo prescrito en los artículos 17, 17 bis y 17 ter de esta ley.


En caso que el tribunal se pronuncie rechazando el otorgamiento de la interrupción de la pena regulada en este artículo, aquélla no podrá discutirse nuevamente sino hasta transcurridos seis meses desde de su denegación.


La resolución que se pronuncie sobre la interrupción de la pena privativa de libertad, será apelable para ante la Corte de Apelaciones respectiva.


Si el penado cumpliere satisfactoriamente la pena de libertad vigilada intensiva, el tribunal lo reconocerá en una resolución fundada remitiendo el saldo de la pena privativa de libertad interrumpida y teniéndola por cumplida con el mérito de esta resolución.


Los condenados que fueren beneficiados con la interrupción de la pena privativa de libertad, no podrán acceder al reemplazo de la pena sustitutiva a que se refiere el artículo 33 de esta ley.

Párrafo 3°

De la regla especial aplicable a los extranjeros


Artículo 35.- Si el condenado a una pena igual o inferior a cinco años de presidio o reclusión menor en su grado máximo fuere un extranjero que no residiere legalmente en el país, el juez, de oficio o a petición de parte, podrá, una vez cumplida un tercio de la pena privativa de libertad, sustituir el cumplimiento de dicha pena por su expulsión del territorio nacional, salvo que el condenado acredite tener arraigo familiar o social, o que desarrolle permanentemente un trabajo remunerado, pudiendo solicitarse informe a Gendarmería de Chile.


A la audiencia que tenga por objeto resolver acerca de la posible sustitución de la pena privativa de libertad por la expulsión del territorio nacional, deberá ser citado el Ministerio del Interior, a fin de ser oído. Si se ordenare la expulsión, deberá oficiarse al Departamento de Extranjería del Ministerio mencionado, para efectos de que lleve a cabo la implementación de esta medida, debiendo mantenerse el condenado en el intertanto, bajo la custodia de Gendarmería de Chile.


El condenado extranjero al que se le aplicare la pena de expulsión, no podrá regresar al país en un plazo de diez años, contado desde la fecha de la sustitución de la pena.


En caso que el condenado regresare al país dentro del plazo señalado en el inciso anterior, se revocará la pena de expulsión, debiendo cumplir el saldo de la pena privativa de libertad originalmente impuesta.".


29) Sustitúyese el Título III, que ha pasado a ser VI, por el siguiente: 

"TÍTULO VI

Disposiciones Generales


Artículo 36.- El tribunal que imponga, de oficio o a petición de parte, alguna de las penas sustitutivas previstas en esta ley, deberá así ordenarlo en la respectiva sentencia condenatoria, expresando los fundamentos en que se apoya y los antecedentes que han dado base a su convicción.


Si el tribunal negare la solicitud para conceder algunas de las penas sustitutivas establecidas en esta ley, deberá exponer los fundamentos de su decisión en la sentencia.


Tratándose de delitos de acción privada o de acción penal pública previa instancia particular, el juez de garantía o el tribunal oral en lo penal deberá citar a la víctima o a quien la represente, a la audiencia a que se refiere el artículo 343 del Código Procesal Penal, para debatir sobre la procedencia de aplicar cualquiera de las penas sustitutivas contenidas en esta ley.


Artículo 37.- La decisión acerca de la concesión, denegación, revocación, reemplazo y prórroga de las penas sustitutivas que establece esta ley será apelable ante el tribunal de alzada respectivo.


Artículo 38.- La imposición por sentencia ejecutoriada de alguna de las penas sustitutivas establecidas en esta ley, a quienes no hayan sido condenados anteriormente por crimen o simple delito, sin perjuicio de lo dispuesto en el número 1.- del inciso segundo del artículo 15 o en el inciso segundo del artículo 15 bis, tendrá mérito suficiente para la omisión, en los certificados de antecedentes, de las anotaciones a que dio origen la sentencia condenatoria. El tribunal competente deberá oficiar al Servicio de Registro Civil e Identificación al efecto.


El cumplimiento satisfactorio de las penas sustitutivas que prevé esta ley por personas que no hayan sido condenadas anteriormente por crimen o simple delito, en los términos que señala el inciso anterior, tendrá mérito suficiente para la eliminación definitiva, para todos los efectos legales y administrativos, de tales antecedentes prontuariales. El tribunal que declare cumplida la respectiva pena sustitutiva deberá oficiar al Servicio de Registro Civil e Identificación, el que practicará la respectiva eliminación.


Exceptúanse de las normas de los incisos anteriores los certificados que se otorguen para el ingreso a las Fuerzas Armadas, a las Fuerzas de Orden, a Gendarmería de Chile y a los que se requieran para su agregación a un proceso criminal.


Artículo 39.- En aquellos tribunales de garantía integrados por más de tres jueces, el Comité de Jueces, a propuesta del Juez Presidente, deberá considerar en el procedimiento objetivo y general de distribución de causas, la designación de jueces especializados para el conocimiento de las materias previstas en esta ley.


Artículo 40.- Las disposiciones contenidas en esta ley, no serán aplicables a aquellos adolescentes que hayan sido condenados de conformidad a lo establecido en la ley N° 20.084, que Establece un Sistema de Responsabilidad de los Adolescentes por Infracciones a la Ley Penal.".


Artículo 2°.- Sustitúyense en el número 2° del artículo 39 bis del Código Penal, las expresiones "alguno de los beneficios de la ley N° 18.216, como alternativa" por las siguientes: "alguna de las penas de la ley N° 18.216, como sustitutiva".


Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Procesal Penal:


a) Intercálase en el inciso cuarto del artículo 129, entre la expresión "impuesto" y la frase "y al que violare la condición", la siguiente oración: ",al que fuere sorprendido infringiendo las condiciones impuestas en virtud de las letras a), b) y c) del artículo 17 ter de la ley N° 18.216".


b) Reemplázase en el artículo 140, inciso cuarto, la oración "gozando de alguno de los beneficios alternativos a la ejecución de las penas alternativas o restrictivas de libertad contemplados en la ley" por lo siguiente: "cumpliendo alguna de las penas sustitutivas a la ejecución de las penas privativas o restrictivas de libertad contempladas en la ley".


c) Sustitúyense en los artículos 348, inciso primero; 412, inciso tercero, y 413, letra e), la expresión "medidas alternativas" por " penas sustitutivas".


d) Reemplázase en el artículo 398, inciso primero, la frase "alguno de los beneficios contemplados" por "alguna de las penas sustitutivas contempladas".


e) Sustitúyese en el artículo 468, inciso tercero, la expresión "medida alternativa" por "pena sustitutiva".


Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 2.859, de 1979, que fija la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile:


a) Modifícase el artículo 3° en los siguientes términos:


1.- Sustitúyese en la letra g) la conjunción copulativa ",y"  con que termina por un punto y coma (;).


2.- Sustitúyese en la letra i) el punto aparte (.) con que termina, por una coma (,) seguida de la conjunción copulativa "y".


3.- Agrégase la siguiente letra j):


"j) Administrar el dispositivo de monitoreo telemático, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.216 y el reglamento respectivo.".


b) Modifícase el artículo 8° en el siguiente sentido:


1.- Sustitúyese en la letra c) la oración "gocen de medidas alternativas" por lo siguiente: "cumplan penas sustitutivas".


2.- Reemplázase en la letra f) la palabra "medidas" por la expresión "penas sustitutivas".


Artículo 5°.- Sustitúyese en el artículo 62 de la ley N° 20.000, que Sanciona el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, la expresión "medidas alternativas" por "penas sustitutivas".


Artículo 6°.- Reemplázase en el artículo 16, inciso primero, de la ley N° 19.856, que Crea un Sistema de Reinserción Social de los Condenados sobre la Base de la Observación de Buena Conducta, la palabra "nocturna" por "parcial".


Artículo 7°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Procedimiento Penal:


a) Sustitúyese en el artículo 305 bis C, inciso segundo, la frase "alguno de los beneficios establecidos" por la siguiente:  "alguna de las penas sustitutivas establecidas".


b) Reemplázase en el artículo 363, inciso tercero, la oración "gozando de alguno de los beneficios contemplados" por lo siguiente: "cumpliendo alguna de las penas sustitutivas contempladas".


Artículo 8°.- Las normas de esta ley entrarán en vigencia a contar de la publicación en el Diario Oficial de las adecuaciones que, en virtud de ésta, deban ser incorporadas en el decreto N° 1.120, de 1984, del Ministerio de Justicia. No obstante lo cual las siguientes penas entrarán en vigencia, gradualmente, de la forma en que se indica:


a.- La pena de libertad vigilada intensiva, contemplada en el artículo 15 bis, regirá desde el momento señalado en el encabezamiento. Sin embargo, sólo procederá su control mediante monitoreo telemático, en la forma prevista en el artículo 23 bis, inciso tercero, respecto de aquellos sujetos a quienes se les hubiere sustituido la pena privativa de libertad impuesta, cuya duración sea superior a cuatro años y no exceda de cinco. Lo anterior no obstará a que la pena de libertad vigilada intensiva se imponga igualmente a los demás condenados, en los casos señalados en la letra b) del mencionado artículo 15 bis.


b.- El control mediante monitoreo telemático de la pena de libertad vigilada intensiva, contemplado en el artículo 23 bis, inciso tercero, entrará a regir, respecto de la totalidad de los casos del artículo 15 bis, letra b), transcurrido un año desde la publicación de las adecuaciones a las que alude el encabezamiento de este artículo.


c.- La pena mixta, prevista en el artículo 34, entrará en vigencia transcurridos dos años desde la mencionada publicación.


Artículo 9°.- El mayor gasto que demande la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto de Gendarmería de Chile y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público. En los años sucesivos se financiará con los recursos que disponga la Ley de Presupuestos del Sector público.


Artículo 10°.- Auméntase en 585 cargos la glosa 01, letra a) del Programa 02 del Presupuesto de Gendarmería de Chile.".

- - -




Acordado en sesiones celebradas los días 31 de mayo y 7 y 14 de junio de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta), y señores Andrés Chadwick Piñera, Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto.




Sala de la Comisión, a 17 de junio de 2011.

(Fdo.): Nora Villavicencio González

Abogada Secretaria
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA ALLENDE Y SEÑORES ESCALONA, LETELIER, MUÑOZ ABURTO Y ROSSI, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE EDUCACIÓN PÚBLICA

(7748-04)

1. Fundamentos.- La noción sobre aseguramiento de la calidad de la educación, así como la obligación del Estado de procurar financiamiento de la educación pública no es ajeno a nuestra historia constitucional. Otro tanto, ocurre con el financiamiento a entidades privadas que no persiguen fines de lucro, para esto, basta con revisar las reformas introducidas a la Constitución de 1925 por la ley Nº 17.398 publicada en el Diario Oficial el 9 de enero de 1971, que entre sus contenidos dispone que la educación pública es una función primordial del Estado, a través de un sistema democrático y pluralista. Asimismo disponía la creación de una Superintendencia de Educación Pública de integración democrática.

La configuración actual a partir de la Constitución de 1980, es diferente, pues asegura en su artículo 19 N° 10, el derecho a la educación, con énfasis en el derecho de acceder al saber, a la instrucción y a la formación necesaria en las distintas etapas de la vida, para que la persona pueda lograr su desarrollo y ser útil a la sociedad. Es el derecho de acceder al sistema educativo, o sea, a beneficiarse de las instituciones de enseñanza de todos los niveles. El derecho a la educación es un título subjetivo para reclamar un servicio determinado. Se trata de un derecho de prestación específico, para acceder a las enseñanzas formales o regladas. Eso implica que el Estado, directamente, o a través de privados, tenga los establecimientos donde las personas puedan hacer efectivo este derecho.

Empero el ejercicio de este derecho, exige la acción de los poderes del Estado, que han de crear las condiciones para que el derecho pueda ejercerse de manera real y efectiva. De ahí que el derecho a la educación sea también un derecho social, pues obliga al Estado a otorgar a cada individuo la posibilidad de alcanzar el mejor desarrollo de sus aptitudes físicas e intelectuales y, en definitiva, de su personalidad. Es en este contexto que el derecho a la educación implica ciertos deberes para el Estado, tal como se desprende del actual numeral 10 del Art. 19, sin embargo, ninguno de éstos, establece el deber del Estado de asegurar la calidad de la educación, asimismo nada se dice sobre los requisitos para obtener financiamiento estatal, en el caso de las entidades particulares es indiferente que persigan fines de lucro, y tampoco exige que el proyecto educativo sea pluralista, democrático y no selectivo.

La exigencia del aseguramiento a la calidad de la educación, no es extraño en la órbita comparada, así “prácticamente todas las constituciones regulan el derecho a la educación y contienen referencias a su control y calidad, junto con el derecho a la libertad de enseñanza. A este respecto pueden consultarse los artículos 33 y 34 de la Constitución Italiana de 1947, el artículo 7 de la Ley Fundamental de la República Federal Alemana de 1949, el artículo 34 de la Constitución Francesa de 1958 y los artículos 20 y 27 de la Constitución Española de 1978, entre otros”.

2. Ideas Matrices. El presente proyecto de reforma constitucional modifica el inciso sexto del numeral 10 del Art. 19 a objeto de establecer una reordenación de los deberes del Estado, como asimismo la obligación específica de asegurar la calidad de la educación. Por otro lado incorpora un nuevo inciso que dispone la obligatoriedad del Estado de financiar y administrar un sistema público educativo, asimismo, la obligación de contribuir con los establecimientos privados pluralistas, democráticos y no selectivos que no persigan fines de lucro. Consecuente con ello, la reforma agrega, en el artículo 19 N° 11 que la ley determine los mecanismos básicos para asegurar la calidad de la educación.

Otro aspecto de la reforma es establecer la procedencia del recurso de protección para el derecho a la educación, siguiendo las estrictas condiciones que se establecen para el derecho a vivir en un medio libre de contaminación. Para la procedencia del recurso en el derecho a la educación, se mantiene la exigencia de acción u omisión ilegal, siendo necesario que sea imputable a una autoridad o persona determinada.

Es sobre la base de estos antecedentes que venimos en proponer el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:

Artículo único.- Modifíquese la Constitución Política de la República en el siguiente sentido.

1) Reemplázase el inciso sexto del artículo 19 N° 10, por el siguiente:

“Corresponderá al Estado, asimismo, resguardar el derecho a la educación, fomentar el desarrollo de la educación en todos sus niveles; asegurar la calidad de ésta; estimular la investigación científica y tecnológica, la creación artística y la protección e incremento del patrimonio cultural de la Nación.”.

2) Intercálase el siguiente inciso séptimo en el artículo 19 N° 10:

“El Estado financiará un sistema de educación de administración estatal. Sólo la educación estatal y la privada gratuita, pluralista, democrática, no selectiva y que no persiga fines de lucro recibirá del Estado una contribución económica que garantice su funcionamiento y calidad, de conformidad a la ley.”

3) Modifíquese el artículo 19 N° 11 de la siguiente manera:

a) Agrégase en el inciso primero del artículo 19 N° 11, después de la expresión “establecimientos educacionales”, precedida de una coma (,), la expresión “en conformidad a la ley”.

b) Agrégase el siguiente inciso final:

“La ley determinará los mecanismos básicos para asegurar la calidad de la educación.”.

4) Reemplázase el inciso segundo del artículo 20, por el siguiente:

“Procederá, también, el recurso de protección en el caso del N° 8° y del número 10 del artículo 19, cuando el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación o el derecho a la educación sea afectado por un acto u omisión ilegal imputable a una autoridad o persona determinada.”.

(Fdo.). Isabel Allende Bussi, Senadora.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES TUMA, NAVARRO, QUINTANA Y WALKER (DON IGNACIO), CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY RESPECTO DE INFORMACIÓN ACERCA DE GRADOS ACADÉMICOS Y TÍTULOS PROFESIONALES Y TÉCNICOS

(7750-04)
Honorable Senado:

Tengo a bien someter a la consideración de este H. Congreso Nacional, un proyecto de ley que propone, en primer lugar, imponer a todos los Establecimientos de Educación Superior chilena, la obligación de comunicar al Servicio de Registro Civil e Identificación, la información referida a los grados académicos, títulos profesionales y técnicos que ellas otorguen a personas determinadas, para que dicho servicio, como segunda idea de nuestro proyecto, mantenga un registro de libre acceso público de la información sobre las personas que en Chile se encuentran debidamente habilitadas para ejercer una profesión o desempeñar funciones propias de personas técnicamente calificadas para ello; en otras palabras, para la creación del Registro Público Nacional de Títulos y Grados.

Hace pocos días, una interesante investigación periodística, develó un problema estructural de nuestro sistema público, que como sabemos carece de un Registro Nacional de Títulos y Grados, lo que posibilita que personas inescrupulosas, aprovechando este vacío, aparenten poseer estudios, grados académicos o una determinada calificación o instrucción, engañando a personas que, de buena fe contratan determinados servicios, teniendo muchas veces que soportar las consecuencias patrimoniales y extramatrimoniales por el engaño sufrido.

En efecto, en nuestro país, hasta la fecha, no ha existido, ni se ha implementado un Registro Nacional de Títulos y Grados, existiendo al día de hoy sólo ciertos registros aislados, como ocurre en el caso de los profesionales de la Salud, donde el Ministerio del ramo ha implementado un registro público, o en el caso de los abogados, cuyo registro, también público, lo lleva la Excma. Corte Suprema de Justicia. Por otra parte encontramos registros que, sin ser públicos, cuando menos buscan establecer un cierto control, como es el caso del registro de profesionales de la educación, a cargo del Ministerio del sector, que sólo considera a los profesionales que ante dicho ministerio se acreditan.

Un Registro Nacional de Títulos y Grados, constituye una herramienta de evidente utilidad para la ciudadanía, considerando que la preparación académica de los profesionales es un asunto de interés público, donde está comprometida la fe pública, ya que sólo las instituciones debidamente reconocidas por el Estado, pueden otorgar grados académicos y títulos profesionales y técnicos.

Desde otro punto de vista, un registro de tales características, constituirá información muy importante para la planificación del país, ya que sus instituciones de educación, y a las personas en general, tendrán conocimiento de la cantidad de profesionales que hay en un área determinada, lo cual permitirá planificar el futuro laboral, sobre la base de conocer, por ejemplo, cuántos periodistas existen en el país, cuántos ingenieros, cuántos arquitectos, cuantas enfermeras, cuántos médicos y sus especialidades, etc. En un sentido similar, un Registro Nacional de Títulos y Grados, serviría como antecedente base para la implementación de un Observatorio Laboral.

Atendidas las restricciones constitucionales en materia de iniciativa legal, nuestra propuesta sólo puede considerar oficialmente la obligatoriedad para los Establecimientos de Educación Superior de comunicar la información al Registro Civil, pero no a éste último para que implemente el registro, ni para que éste sea público, ya que como es sabido estas materias están reservadas a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

No obstante, dejamos constancia para la historia fidedigna del establecimiento de la ley, que nuestra idea es precisamente que el Servicio de Registro Civil construya un registro de libre acceso público con la información que reciba de los distintos establecimientos educacionales, pues de otra manera no se lograría el objetivo de nuestro proyecto de ley, cual es la creación de un Registro Público Nacional de Títulos y Grados.

POR TANTO, el senador patrocinante y los demás adherentes vienen en someter a la consideración de este H. Congreso Nacional el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo 1.- Todos los establecimientos de educación superior, deberán, cada 6 meses, remitir al Servicio Nacional de Registro Civil e Identificación, toda la información referida a las personas a quienes hubieren otorgado grados académicos y/o títulos profesionales ó técnicos, de conformidad a la ley.

Artículo 2.- Esta información, una vez recibida por el Servicio de Registro Civil e Identificación será de carácter público.

Artículo transitorio.- Esta ley comenzará a regir 6 meses después de su publicación, disponiendo los establecimientos de educación superior el plazo de un año para enviar la información histórica.

(Fdo.): Eugenio Tuma Zedán, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador .- Jaime Quintana Leal, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES BIANCHI, FREI (DON EDUARDO), HORVATH, TUMA Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY RELATIVO A LA RESPONSABILIDAD EN LA ADMINISTRACIÓN DE LOS FONDOS DE PENSIONES

(7747-13)

El caso La Polar dejó en evidencia la existencia de fallas en el sistema que impidieron detectar a tiempo las llamadas - de manera engañosa pero elegante- malas prácticas en las que incurría la mencionada empresa de retail, esto ha afectado a todo el país con consecuencias que aún no pueden ser dimensionadas, pues ha sido un atentado grave a la confianza pública.

Aquí se ha perjudicado a miles de chilenos que han contratado créditos con dicha empresa, que según los antecedentes actuales habrían repactado unilateralmente dichos créditos, estableciendo nuevas cuotas y tipos de intereses que incrementaron en mas de un 50% el valor de dichos créditos.

Sin perjuicio de las investigaciones que se están llevando a cabo para determinar las responsabilidades que le caben a la empresa, así como también a las entidades fiscalizadoras  del mercado financiero y de valores, es de especial preocupación para nosotros el efecto que este caso, tiene además, en los ahorros previsionales de miles de chilenos.

Actualmente, según los datos que se manejan, la propiedad accionaria de La Polar está repartida entre las AFP (24%), fondos de inversión extranjeros (19%), fondos mutuos (9%), corredoras de bolsa (34%), y fondos de inversión nacionales y otros (14%). Y a su vez los Fondos de Pensiones tienen invertidos en acciones y en bonos de Empresas La Polar un 0,21% y un 0,24% de su valor, respectivamente.

Nuestro sistema de pensiones contempla, por ejemplo, la diversificación de las inversiones o límites por emisor e instrumento. Mecanismos destinados, junto con otros, a proteger la seguridad de los fondos y acotar de este modo los riesgos. Aún no es suficiente.

De esta forma resulta imprescindible establecer nuevos límites de responsabilidad que actúen como incentivos a la eficiencia y transparencia, especialmente en este ámbito. La experiencia reciente ha demostrado que nunca son suficientes los resguardos y es tarea nuestra disponer de la mejor manera posible de las garantías para proteger a miles de personas que no tienen más opción que entregar sus ahorros confiando que estos serán gestionados sabiamente para el día de mañana contar con una vejez digna.

Lo anterior es lo que fundamenta la necesidad de modificar el artículo 147 y lograr de esta manera que las Administradoras empleen el mayor cuidado posible en su función, atendiendo particularmente a su fin, que debemos recordar, es cuidar a la población.

Hacer que las Administradoras respondan hasta de culpa levísima por los perjuicios que causaren a los Fondos, no es sino seguir el mandato constitucional que encarga al Estado la supervigilancia del adecuado ejercicio del derecho a la seguridad social.

Dicha modificación se justifica en que la diligencia o cuidado que los hombres emplean en sus negocios propios, no parece ser suficiente para la administración del futuro de miles de chilenos. En esta administración de fondos hay un negocio cardinal, del cual dependen terceras personas y en general la economía de un país por lo que resulta del todo coherente exigir la “esmerada diligencia que un hombre juicioso emplea en la administración de sus negocios importantes”.

Una segunda modificación que consideramos necesaria, y que ya pedíamos el año 2008, está vinculada igualmente con la responsabilidad de las AFPs y dice relación con los medios judiciales que los afiliados tienen para hacer efectiva la responsabilidad de las Administradoras.

El artículo 133 bis de la Ley 18046 otorga el derecho para que un accionista o un grupo de accionistas que representen a lo menos, un 5% de las acciones emitidas por la sociedad o a cualquiera de los directores de la sociedad, a demandar la indemnización de perjuicios a quien correspondiere, en nombre y beneficio de la sociedad por toda pérdida irrogada al patrimonio de la sociedad como consecuencia de una infracción a esta ley, su reglamento, los estatutos sociales o las normas que imparta la Superintendencia

La norma aludida debiera replicarse, con los ajustes que corresponda en el Decreto Ley 3.500, permitiendo que un afiliado o un grupo de afiliados que representen a lo menos un 2% del total de afilados a un determinado fondo, pueda demandar la indemnización de perjuicios a quien correspondiere en nombre y beneficio del fondo por toda perdida irrogada a éste como consecuencia de: una infracción al Decreto Ley 3.500, por una administración negligente del fondo en los términos del nuevo artículo 147 o las normas impartidas por la Superintendencia.

La posibilidad de accionar a favor del fondo, especialmente en caso de ser intentada por un grupo de afilados, tendrá como consecuencia un cuidado mayor en la inversión de los fondos por parte de los Administradores y además un verdadero empoderamiento de los afiliados frente a su AFP, ya que contarán con un poder negociador que hasta la fecha no poseen y que a su vez desencadenará relaciones algo más equilibradas y transparentes de las que hoy existen.

Por las razones anteriores es que vengo en presenta el siguiente:

Proyecto de ley:

Artículo Único: Modifíquese el decreto ley 3.500 de la manera que sigue:

1.- En el inciso segundo del artículo 147 sustitúyase la expresión “leve” por “levísima”

2.- Incorpórese el siguiente artículo 149 bis:

“Toda pérdida irrogada al patrimonio de un fondo como consecuencia de una infracción al Decreto Ley 3.500 y/o a las normas que imparta la Superintendencia o por una administración negligente del fondo en los términos del articulo 147, dará derecho a un afiliado o grupo de afiliados que representen, a lo menos, un 2% de los afiliados al Fondo respectivo, a demandar la indemnización de perjuicios a quien correspondiere, en nombre y beneficio del Fondo.

Las costas a que hubiere lugar serán pagadas a los demandantes y no podrán, de forma alguna, beneficiar al fondo. Por su parte, si los afiliados demandantes fueren condenados en costas, serán exclusivamente responsables de éstas.

La acción contemplada en este artículo, es compatible con las demás acciones establecidas en la presente ley.”

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Eugenio Tuma Zedán, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORAS ALLENDE Y RINCÓN Y SEÑORES CANTERO, GÓMEZ Y HORVATH, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE REGULA EL TRABAJO EN ALTURA POR SOBRE EL NIVEL DEL MAR

(7749-13)

Antecedentes

El desarrollo de distintas actividades en Chile, como por ejemplo gran minería, ha traído como consecuencia, que cada vez se haga más habitual la prestación de servicios personales en lugares condiciones naturales desfavorables, debido al clima o a la altura en que se encuentran, la cual en muchas ocasiones es considerablemente superior al nivel del mar. Esto representa condiciones notoriamente distintas a las normales, principalmente para trabajadores dedicados a las faenas mineras, de montaje industrial y obras civiles, policía fronteriza, agropecuaria, etc. Los efectos de la altura en el cuerpo humano han sido objeto de estudio desde hace siglos, ya en 1878 los efectos de la altura como factor patogénico era atribuido a la falta de oxígeno.

La situación anteriormente descrita, nos merece especial atención debido a que, como resulta obvio, desarrollar funciones en dichas condiciones naturales no es equivalente a desempeñarlas a nivel del mar o en condiciones normales, teniendo en consideración, por ejemplo, que los trabajadores del área de montaje industrial y obras civiles no cuentan con comodidad alguna para desarrollar su labor, debido a que son los primeros trabajadores que llegan al lugar, principalmente, para habilitar refugios, caminos, etc., lo que hace que trabajen y descansen en condiciones aún más adversas.

En la altura existen otros factores de enfermedad o patogénicos como la radiación ultravioleta, la baja humedad relativa del aire y una pérdida aumentada de agua que conlleva a un aumento de la osmoralidad sanguínea. Un trabajador que comienza a prestar servicios, y en algunos casos además a vivir, sobre los 2.000 metros de altura, se expone a un ambiente geográfico donde hay:

Problemas con el oxígeno en el aire;

Problemas con la temperatura;

Problemas con la radiación solar;

Problemas con una naturaleza que puede ser incontrolable;

Problemas con el aislamiento y acceso a servicios.

La suma de todos estos problemas señalados precedentemente, puede causar alteraciones importantes de la salud física y psíquica de las personas, en forma rápida y brusca, pero también en el largo plazo. Además, también resulta afectado el bienestar social, alterando la pertenencia del trabajador a una familia, grupos de amigos y otros grupos sociales y el acceso a servicios básicos, a la cultura y a la recreación.

I.- Problemas con el oxígeno.- El oxígeno es un componente del aire que, para el ser humano, tiene una importancia es vital, sin oxígeno las personas no puede subsistir. A cierto nivel de altura se produce una especie de "adelgazamiento" de la capa de aire y, aunque hay oxígeno en él, cuesta atraparlo cuando uno respira. El resultado es que el organismo cuenta con menos oxígeno para su funcionamiento. Esta falta de oxígeno va a traer varias consecuencias.

Órganos como el corazón y los pulmones trabajan con mayor fuerza, aceleradamente, para compensar por la baja de oxígeno. En algunos casos, la persona puede no resistir ni tolerar el mayor trabajo de sus órganos vitales y su salud se complica en forma brusca. Si la compensación no es adecuada, algunas personas corren el riesgo de sufrir alteraciones graves en las primeras horas de exposición a la altura, que afectan severamente los pulmones o el cerebro. Estas complicaciones, una llamada Edema Agudo de Pulmón y la otra, Edema Agudo Cerebral, pueden llegar a causar la muerte.

La capacidad de trabajo y el funcionamiento general se afectan con mucha rapidez por la falta de oxígeno. Si la persona camina, su cuerpo no soporta andar mucho sin descanso; si intenta correr, al agotamiento llega muy rápido.

El funcionamiento mental también se afecta en forma acelerada; falla la memoria, la capacidad de atención y pueden producirse cefaleas.

La función de dormir se altera, especialmente para las personas que normalmente roncan. Se duermen menos horas, se despierta muchas veces en la noche, al levantarse queda la sensación de no haber descansado.

Por sobre los 3.000 ó 3.200 metros de altura los problemas iniciales de inicio brusco se comienzan a sentir con mayor fuerza. Una diferencia de 100 metros de altura se nota inmediatamente en los aspectos señalados. La disminución de la presión barométrica con la altitud genera una disminución de la presión de oxígeno, lo cual disminuye su disponibilidad y la llegada a la mitocondria del oxígeno es insuficiente para la producción de ATP, a esto se denomina hipoxia. La respuesta fisiológica a la exposición hipóxica consiste en el aumento de la frecuencia cardiaca y también de la ventilación pulmonar. La respuesta ventilatoria a la hipoxia compromete el uso de energía en forma importante. Otro factor que afecta la ventilación es la centralización del volumen sanguíneo corporal, lo que imprime una mayor presión a los vasos sanguíneos pulmonares y un aumento del agua intersticial lo que disminuye la difusión pulmonar acrecentando la dificultad para elevar el oxígeno en la sangre. El gasto cardíaco está disminuido en altitud por un freno central destinado a prevenir el deterioro del miocardio por efecto hipoxia. De este modo la frecuencia cardiaca máxima (FCmáx) que a nivel del mar es de 180 lat/min. (Hombre de 40 años de edad), a 5000 mts. es de 160 lat/min, a 7600 es de solo 120 lat/min. En altitud la hiperventilación produce pérdida de ácidos y lleva el pH a sanguíneo a una Alcalosis de origen respiratorio de origen respiratorio; el riñón aumenta la excreción de bicarbonato y así compensa el pH.

II. Problemas con la temperatura.- La temperatura del aire va disminuyendo con la altura, a un ritmo de más o menos 1 grado cada 100 metros. En consecuencia, si a 2.000 metros se miden 20° C, a 3.500 metros la temperatura bordeará los 5° C. Esta situación se agudiza, obviamente, en invierno y en las noches, cuando es habitual encontrar temperaturas bajo cero. Si a esto le adicionamos, que corre viento a velocidad moderada, como es frecuente en zonas montañosas, la temperatura efectiva sobre el cuerpo baja aún más.

Las bajas temperaturas afectan la capacidad de trabajo, incluso en algunos casos simplemente impide trabajar, por cuanto el cuerpo debe producir mayor cantidad de calor, recargando nuevamente al aparato cardiovascular, ya ocupado en compensar la falta de oxígeno y consumiendo al mismo tiempo grandes cantidades de oxígeno para producir energía. Cuando la temperatura baja de cero grados, las personas se exponen además al riesgo de congelamiento con peligro para la vida.

III. Problema de radiación solar.- En la altura el aire filtra menos los rayos ultravioleta, que como es conocido, resultan dañinos para la piel. La radiación ultravioleta se ha vuelto un problema bastante conocido para toda la población especialmente en verano, cuando se recomienda no exponerse directamente al sol por períodos prolongados de tiempo. Sin embargo, en la altura el problema es permanente, todo el año, con el riesgo de lesiones cancerosas a la piel y de alteraciones a la vista. Sin perjuicios de lo anterior, el aire seco produce un resecamiento de la piel, la cual pierde grandes cantidades de agua, lo que provoca que se deteriore con facilidad. Además, debemos señalar que factores como la nieve o el pavimento, reflejan en un porcentaje importante de la radiación dañando la vista y provocando fotoenvejecimiento y cáncer a la piel.

IV. Problemas con la naturaleza.- La montaña es una zona agreste, donde los fenómenos climáticos pueden desencadenar catástrofes: derrumbes, deslizamientos y movimientos de tierra; aluviones; aludes; tormentas eléctricas; tormentas de nieve.

V. Problemas de aislamiento y acceso a servicios.- En la montaña la poca variedad del paisaje y las dificultades de acceso se transforman en algo monótono y fuente de problemas en la salud mental y social de las personas. Debido al escaso desarrollo de infraestructura, lo habitual en Chile es que las ciudades se ubiquen a nivel del mar o en valles y no en altura; por lo tanto, el grueso de las personas que actualmente trabajan en altura provienen de ciudades distantes del trabajo y permanecen no sólo en ambientes de poca variedad, sino que además separados de sus grupos de familia y de otros grupos sociales. Los servicios de comunicación, transporte, salud, educación, recreación, cultura, comercio, etc. se encuentran limitados o simplemente no existen. 

Ideas matrices

El presente proyecto de ley tiene por objeto es regular las prestaciones que realizan trabajadores que prestan servicios por sobre los 3.000 metros de altura por sobre el nivel del mar, en función de las condiciones en que debe desarrollar sus labores. En efecto, se quiere establecer nuevos parámetro en materia de faenas en altura, tanto respecto a la duración de la jornada de trabajo y el tiempo de descanso, como respecto de las medidas de seguimiento de la salud de los trabajadores y de condiciones mínimas de los lugares en que estos realizan su descanso diario.

Es por eso que sobre la base de los siguientes antecedentes vengo en proponer el siguiente proyecto de ley:

Proyecto de ley

i. Artículo Único. En el Libro I Título II del Código del Trabajo, agréguese un nuevo Capítulo II A denominado “Trabajadores que desarrollen labores en altura sobre el nivel del mar”, el cual estará conformado por el artículo 95 ter inciso del siguiente tenor:

“Los trabajadores que presten servicios sobre tres mil metros de altura estarán sujetos a las normas dispuestas en este capítulo. En lo no dispuesto por este capítulo se la aplicarán las normas generales de este código, en cuanto no se oponga a lo dispuesto en éste.

La jornada laboral de estos trabajadores no podrá superar, en su extensión, los 10 días consecutivos, debiendo el trabajador tener derecho a un descanso equivalente y en forma ininterrumpida a la duración de dicha jornada. A su vez, estos trabajadores tendrán una jornada máxima de 10 horas diarias, con una hora de colación imputable a dicha jornada.

Los campamentos destinados al descanso diario de estos trabajadores deberán encontrarse bajo los 3.000 metros de altura, salvo que dicho campamento contenga las inyecciones de oxígeno adecuadas, de acuerdo a los parámetros que establezca la autoridad competente.

El empleador deberá dar cumplimiento a todas las medidas de seguridad, seguimiento de salud de trabajadores y condiciones de lugares de descanso, establecidas en Reglamentos de Seguridad dictados por la autoridad competente.

En evento de incumplimiento reiterado y constante de dichas normas los trabajadores, a través de su Comité Paritario, podrán solicitar la paralización de la faena hasta el total cumplimiento de las normas infringidas”.

(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR GÓMEZ, SEÑORAS ALLENDE Y RINCÓN Y SEÑORES LETELIER, NAVARRO Y QUINTANA, RELATIVO A LA SITUACIÓN DE LOS TRABAJADORES DE EMPRESAS CONTRATISTAS DE LA DIVISIÓN EL TENIENTE DE CODELCO

(S 1374-12)

Considerando:

1.- Que ha transcurrido un mes de paralización de actividades de los trabajadores de las empresas contratistas de la División El Teniente de Codelco, que involucra a 11.000 trabajadores.

2.- Que las pérdidas por efecto de ésta paralización supera con creces los 50 millones de dólares a la fecha.

3.- Que la mesa de diálogo que permite superar esta situación no puede funcionar por falta de un representante del mandante CODELCO División El Teniente.

4.- Que la situación actual y la paralización era evitable si los instrumentos acordados (Acuerdo Marco 2007) se hubieran respetado.

5.- Que se hicieron múltiples gestiones y entrega de cartas previas al paro indefinido, sin tener respuestas en dichas ocasiones.

6.- Que el petitorio de los trabajadores contratistas es conocido por todos los actores involucrados y que se resume entres puntos a conversar:

a) Cumplimiento y mejoras al Acuerdo Marco 2007;

b) Bono de Reconocimiento del 15% de lo entregado a los trabajadores de planta de la División El Teniente, y;

c) No aceptación sanciones a trabajadores contratistas movilizados.

El Senado de la República acuerda:

Solicitar a S.E. Presidente de la República, don Sebastián Pinera Echeñique, que en un plazo no superior a cinco días designe un representante de CODELCO División El Teniente en la mesa de diálogo permanente, formada por Representantes de los Trabajadores, Representantes de las Empresas y Facilitadores Garantes de la Negociación.

Que esta mesa de diálogo, en el breve plazo ponga fin a la paralización de actividades y que cree un instrumento que regule las materias de común acuerdo y las expresadas en el petitorio de los trabajadores que dieron origen al conflicto.

(Fdo.): José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Ximena Rincón González, Senadora.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Jaime Quintana Leal,

Senador.
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